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			SINOPSIS 


			 


			«Si me hubieran dicho en 1990 que en 2020 iba a publicar una colección de crónicas titulada ¡Viva el socialismo! habría pensado que se trataba de un mal chiste. Pertenezco a una generación que no tuvo tiempo de dejarse seducir por el comunismo y que se hizo adulta constatando el fracaso absoluto del sovietismo», cuenta Thomas Piketty en el prefacio inédito de esta colección de sus columnas mensuales publicadas en Le Monde desde septiembre de 2016 hasta julio de 2020. 


			 


			En los años noventa fue más liberal que socialista, pero treinta años después cree que el hipercapitalismo ha ido demasiado lejos y que debemos pensar en la superación del capitalismo, en una nueva forma de socialismo, participativo y descentralizado, federal y democrático, ecológico y feminista. 


			Estas columnas, completadas con gráficos, tablas y textos adicionales del autor, y que conforman una síntesis del pensamiento de uno de los economistas más importantes de nuestro tiempo, reflexionan sobre cómo el verdadero cambio, el «socialismo participativo», sólo se producirá cuando los ciudadanos recuperen las herramientas que les permitan organizar su propia vida colectiva. Además, suponen un exhaustivo repaso a todas las grandes cuestiones de índole económica, política y social de los últimos tiempos, desde el funcionamiento de la UE, el Brexit, el incremento de la desigualdad, la pujanza de China y los nuevos ejes de poder mundial o la más reciente crisis sanitaria y económica provocada por la pandemia del coronavirus. 


			
	 


 	
	 
   


			¡Viva el socialismo! 
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			Los artículos que componen esta obra fueron publicados por el autor en Le Monde entre 2016 y 2020. 


			
	 


 	
	 
   


			Introducción 


			 


			¡Viva el socialismo! 


			 


			(Septiembre de 2020) 


			 


			Si me hubieran dicho en 1990 que en 2020 iba a publicar una colección de crónicas titulada ¡Viva el socialismo! habría pensado que se trataba de un mal chiste. A mis dieciocho años, acababa de pasarme el otoño de 1989 siguiendo por la radio el colapso de las dictaduras comunistas y del «socialismo real» en la Europa del Este. En febrero de 1990 participé en un viaje de estudiantes franceses en apoyo de la juventud rumana, que acababa de deshacerse del régimen de Ceaus¸escu. Llegamos en plena noche al aeropuerto de Bucarest y luego fuimos en autobús a la tristona y nevada ciudad de Bras¸ov, enclavada en el arco de los Cárpatos. Jóvenes rumanos nos mostraron con orgullo agujeros de bala en las paredes, testimonios de su revolución. En marzo de 1992 haría mi primer viaje a Moscú, en donde vi las mismas tiendas vacías y las mismas avenidas grises. Había logrado infiltrarme en el bagaje de un coloquio franco-ruso titulado «Psicoanálisis y ciencias sociales», y con un grupo de académicos franceses algo perdidos pude visitar el mausoleo de Lenin y la plaza Roja, donde la bandera rusa acababa de sustituir a la soviética. 


			Nacido en 1971, pertenezco a una generación que no tuvo tiempo de dejarse seducir por el comunismo y que se hizo adulta constatando el fracaso absoluto del sovietismo. Como muchos, en la década de 1990 fui más liberal que socialista, orgulloso como un pavo real de mis observaciones juiciosas, desconfiaba de mis mayores y de los nostálgicos, y no soportaba a los que se negaban decididamente a ver que la economía de mercado y la propiedad privada eran parte de la solución. 


			Hete aquí que, treinta años después, en 2020, el hipercapitalismo ha ido demasiado lejos. Ahora estoy convencido de que hay que pensar en la superación del capitalismo, en una nueva forma de socialismo, participativo y descentralizado, federal y democrático, ecológico, mestizo y feminista. 


			La historia decidirá si la palabra «socialismo» está definitivamente muerta y debe ser reemplazada. En mi opinión, puede salvarse, y de hecho sigue siendo el término más apropiado para designar la idea de un sistema económico alternativo al capitalismo. En cualquier caso, uno no puede contentarse con estar «en contra» del capitalismo o del neoliberalismo: hay que estar también y sobre todo «a favor de» otra cosa, lo que exige ser capaz de definir con precisión el sistema económico ideal que uno desearía poner en práctica, la sociedad justa que uno tiene en mente, sea cual sea el nombre que finalmente decida darle. Se ha convertido en un lugar común decir que el sistema capitalista actual no tiene futuro, ya que profundiza en las desigualdades y agota el planeta. Esto no es falso, pero, a falta de una alternativa concreta, el actual sistema tiene todavía muchos días por delante. 


			Como profesor e investigador en ciencias sociales, me he especializado en el estudio de la historia de las desigualdades y de la relación entre el desarrollo económico, la distribución de la riqueza y el conflicto político, lo que me ha llevado a publicar varias obras voluminosas.1 También he contribuido a la creación de la World Inequality Database (WID), un vasto proyecto colectivo y participativo destinado a aportar una mayor transparencia sobre la evolución de las desigualdades de renta y de riqueza en las diferentes sociedades del planeta.2 


			Sobre la base de lo aprendido en estas investigaciones históricas, así como de mi experiencia como ciudadano-observador del período 1990-2020, he intentado proponer en mi último libro algunos «elementos para un socialismo participativo», cuyas principales conclusiones resumiré aquí.3 Debo aclarar que estos «elementos» constituyen únicamente un punto de partida entre otros posibles, una diminuta contribución a un enorme proceso de elaboración colectiva, discusión contradictoria y experimentación social y política, un proceso de largo plazo que deberá hacerse con toda humildad y tenacidad, habida cuenta de la magnitud de los fracasos pasados y de los desafíos futuros. 


			El lector interesado encontrará algunas de estas reflexiones en el presente libro, en el que se reproducen todos mis artículos mensuales publicados en Le Monde desde septiembre de 2016 hasta julio de 2020, sin ninguna modificación ni reescritura. Tan sólo se han añadido algunos gráficos, cuadros, referencias y textos adicionales publicados en mi blog en Le Monde.4 Me gustaría señalar de entrada que algunas de las columnas no han envejecido tan bien como otras, y me disculpo de antemano por cualquier repetición. Estos textos no constituyen más que el intento imperfecto de un investigador en ciencias sociales por salir de su torre de marfil y de sus libros de mil páginas e involucrarse en la vida ciudadana y en los acontecimientos de actualidad, con el riesgo que ello conlleva. 


			 


			La larga marcha hacia la igualdad y el socialismo participativo 


			 


			Empecemos con una afirmación que a algunos les puede parecer sorprendente. Desde una perspectiva de largo plazo, la larga marcha hacia la igualdad y el socialismo participativo está bien encaminada. Nada impide técnicamente seguir avanzando por el camino ya abierto, a poco que todas y todos nos pongamos manos a la obra. La historia demuestra que la desigualdad es esencialmente ideológica y política, no económica o tecnológica. 


			Esta visión optimista puede parecer paradójica en estos tiempos sombríos. Sin embargo, se corresponde con la realidad. Las desigualdades se han reducido considerablemente desde una perspectiva de largo plazo, gracias sobre todo a las nuevas políticas sociales y fiscales puestas en marcha durante el siglo XX. Queda mucho por hacer, pero lo cierto es que podemos avanzar mucho si sacamos partido a las lecciones de la historia. 


			Veamos, por ejemplo, la evolución de la concentración de la propiedad en los dos últimos siglos. En primer lugar, se constata que la parte de la propiedad total (el total de activos inmobiliarios, financieros y profesionales, netos de deudas) en manos del 1 por ciento más rico de la población se mantuvo a un nivel astronómico durante todo el siglo XIX y hasta principios del siglo XX —lo que demuestra, por cierto, que la promesa de igualdad de la Revolución francesa fue más teórica que real, al menos en lo que respecta a la redistribución de la propiedad—. En segundo lugar, se observa que la parte de la propiedad total en manos del 1 por ciento más rico disminuyó bruscamente durante el siglo XX: era alrededor del 55 por ciento en vísperas de la primera guerra mundial, frente al 25 por ciento aproximadamente en la actualidad. Nótese, sin embargo, que esta cuota sigue siendo unas cinco veces superior a la que corresponde al 50 por ciento más pobre de la población, que en la actualidad posee algo más del 5 por ciento del patrimonio total (a pesar de que son, por definición, cincuenta veces más numerosos que el 1 por ciento más rico). La guinda del pastel es que esta baja participación en el patrimonio total ha ido disminuyendo desde las décadas de 1980 y 1990, tendencia que puede observarse tanto en Estados Unidos, Alemania y el resto de Europa como en la India, Rusia y China (véase gráfico 0.1). 


			 


			Gráfico 0.1. El fracaso de la Revolución francesa: la deriva desigualitaria propietarista en Francia durante el siglo XIX 
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			Interpretación: En París, el 1 por ciento más rico poseía alrededor del 67 por ciento del total de propiedades privadas en 1910, frente al 49 por ciento en 1810 y el 55 por ciento en 1780. Después de una ligera disminución durante la Revolución francesa, la concentración de la propiedad aumentó en Francia (particularmente en París) en el siglo XIX y hasta la primera guerra mundial. La disminución de la desigualdad se produjo como resultado de las guerras mundiales (1914-1945), no de la Revolución de 1789. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 162. 


			 


			En resumen: la concentración de la propiedad (y, por lo tanto, del poder económico) ha disminuido de manera significativa durante el último siglo, pero sigue siendo extremadamente fuerte. La reducción de la desigualdad de la riqueza ha beneficiado sobre todo a la «clase media patrimonial» (el 40 por ciento de la población entre el 10 por ciento más rico y el 50 por ciento inferior de la distribución), pero ha beneficiado muy poco a la mitad más pobre de la población. Como resultado, la cuota del 10 por ciento más rico se ha reducido significativamente: ha pasado de ser un 80-90 por ciento a alrededor de un 50-60 por ciento (lo cual sigue siendo considerable), sin que la cuota del 50 por ciento más pobre haya dejado de ser diminuta en ningún momento (véase el gráfico 0.2). La situación del 50 por ciento más pobre ha mejorado más en términos de renta que en términos de riqueza (su participación en la renta total ha pasado de apenas el 10 por ciento a alrededor del 20 por ciento en Europa), aunque una vez más la mejora es limitada y potencialmente reversible (su participación en la renta total ha disminuido a poco más del 10 por ciento en Estados Unidos desde la década de 1980).5 


			 


			Gráfico 0.2. La distribución de la propiedad en Francia (1780-2015) 



			 



			[image: ]


			 



			Interpretación: La participación del 10 por ciento más rico en el total de la propiedad privada (bienes inmuebles, activos profesionales y financieros, netos de deuda) se situó entre el 80 por ciento y el 90 por ciento en Francia entre 1780 y 1910. La desconcentración del patrimonio comenzó después de la primera guerra mundial y se interrumpió a principios de la década de 1980. Benefició principalmente a las «clases medias patrimoniales» (el 40 por ciento intermedio), definidas aquí como los grupos intermedios entre las «clases populares» (el 50 por ciento más pobre) y las «clases altas» (el 10 por ciento más rico). 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 164. 


			 


			El Estado social, un vehículo para la igualdad de derechos 


			 


			¿Cómo explicar esta evolución compleja y contradictoria y, en particular, la reducción de las desigualdades observadas durante el último siglo, especialmente en Europa? Además de la destrucción del patrimonio privado a consecuencia de las dos guerras mundiales, conviene sobre todo destacar el papel positivo que han desempeñado los notables cambios en los sistemas legales, sociales y fiscales introducidos en muchos países europeos durante el siglo XX. 


			Uno de los factores más determinantes fue el surgimiento del Estado social entre 1910-1920 y 1980-1990, gracias al desarrollo de la inversión en educación, salud, pensiones de jubilación e invalidez y seguros sociales (desempleo, familia, vivienda, etc.). A principios de la década de 1910, el gasto público total en Europa occidental apenas equivalía al 10 por ciento de la renta nacional, y gran parte del mismo correspondía a gastos soberanos relacionados con la policía, el ejército y la expansión colonial. El gasto público total alcanzó entre el 40 y el 50 por ciento de la renta nacional en los años 1980-1990 (antes de estabilizarse en ese nivel), destinado mayormente a educación, salud, pensiones y transferencias sociales.6 


			Esta evolución ha llevado a una cierta igualdad en el acceso a bienes fundamentales como la educación, la salud y la seguridad económica y social en Europa durante el siglo XX, o al menos a una mayor igualdad que en cualquier sociedad anterior. El estancamiento del Estado social desde los años 1980-1990 en adelante, a pesar de que las necesidades han seguido creciendo, en particular como resultado de una mayor esperanza de vida y del alargamiento de la escolarización, demuestra, sin embargo, que nunca se puede dar nada por sentado. En el sector de la salud, acabamos de constatar amargamente la insuficiencia de los medios hospitalarios y de los recursos humanos disponibles para hacer frente a la crisis sanitaria de la COVID-19. Uno de los principales desafíos de la crisis epidémica de 2020 es precisamente saber si el progreso del Estado social retomará su curso en los países ricos y si se acelerará finalmente en los países más pobres.7 


			Tomemos el caso de la inversión en educación. A principios del siglo XX, el gasto público en educación, considerando todos los niveles, equivalía a menos del 0,5 por ciento de la renta nacional en Europa occidental (y era ligeramente mayor que este porcentaje en Estados Unidos, que entonces estaba por delante de Europa). En la práctica, esto conducía a sistemas educativos muy elitistas y restrictivos: la inmensa mayoría de la población tenía que conformarse con escuelas primarias superpobladas y mal financiadas, y sólo una pequeña minoría tenía acceso a la educación secundaria y superior. La inversión en educación se multiplicó por más de diez en el siglo XX, alcanzando entre el 5 y el 6 por ciento de la renta nacional en los años 1980-1990, lo que puso en marcha una enorme expansión educativa. La evidencia disponible sugiere que esta evolución ha sido un factor poderoso para lograr tanto una mayor igualdad como una mayor prosperidad económica durante el último siglo. 


			Por el contrario, todo indica que el estancamiento de la inversión en educación observado en las últimas décadas, a pesar del fuerte aumento de la proporción del grupo de edad que accede a la educación superior, ha contribuido tanto al aumento de la desigualdad como a la desaceleración del crecimiento de la renta per cápita.8 A esto se suma la persistencia de desigualdades sociales extremadamente elevadas en lo que respecta al acceso a la educación. Éste es sin lugar a dudas el caso de Estados Unidos, donde la probabilidad de acceso a la educación superior (en gran parte privada y de pago) depende fundamentalmente de la renta familiar. Pero también es el caso de un país como Francia, donde la inversión pública en educación (todos los niveles incluidos) está distribuida de manera muy desigual dentro de cada grupo de edad, particularmente a la vista de las enormes desigualdades entre los recursos asignados a los itinerarios de estudios selectivos y los no selectivos.9 En general, el número de estudiantes ha aumentado de manera considerable en Francia desde mediados de la década de 2000 (de poco más de dos millones a casi tres millones en la actualidad), pero la inversión pública no ha seguido en absoluto ese ritmo, en particular en los itinerarios universitarios generalistas y en los itinerarios técnicos de corta duración, por lo que la inversión por estudiante ha disminuido drásticamente, lo que supone un importante despilfarro social y humano.10 


			 


			Por un socialismo participativo: compartir el poder y la propiedad 


			 


			No basta con la igualdad educativa y el Estado social: para lograr la igualdad real, la totalidad de las relaciones de poder y dominación tienen que ser repensadas. Esto requiere, en concreto, un mejor reparto del poder en las empresas. 


			Una vez más, debemos partir de lo que funcionó bien en el siglo XX. En muchos países europeos, en particular en Alemania y en Suecia, el movimiento sindical y los partidos socialdemócratas lograron, a mediados del siglo XX, imponer un nuevo reparto de poder a los accionistas, a través de los llamados sistemas de «cogestión»: los representantes electos de los empleados tienen hasta la mitad de los puestos en los consejos de administración de las grandes empresas, incluso en ausencia de toda participación en el capital. No se trata de idealizar este sistema (en caso de empate, son siempre los accionistas los que tienen el voto decisivo), sino simplemente de constatar que se trata de una evolución considerable de la lógica accionarial clásica. En la práctica, esto significa que si, además, los empleados tienen una participación minoritaria del 10 o el 20 por ciento en el capital, o si es una corporación local la que tiene dicha participación, entonces la mayoría puede cambiar de campo, incluso frente a un accionista ultramayoritario. La evidencia es que un sistema de este tipo, que causó un gran revuelo entre los accionistas de los países concernidos cuando se introdujo y que ha exigido intensas luchas sociales, políticas y jurídicas,11 no ha obstaculizado en modo alguno el desarrollo económico, sino todo lo contrario. Todo indica que esta mayor igualdad de derechos ha facilitado una mayor participación de los empleados en la estrategia de las empresas a largo plazo. 


			Lamentablemente, la resistencia de los accionistas ha impedido hasta ahora una mayor utilización de estas normas. En Francia, el Reino Unido y Estados Unidos, los accionistas siguen teniendo casi todo el poder en las empresas.12 Es interesante constatar que los socialistas franceses, al igual que los laboristas británicos, optaron hasta la década de 1980 por un enfoque centrado en las nacionalizaciones, considerando a menudo demasiado tímida la estrategia de los socialdemócratas suecos y alemanes de reparto del poder y de derecho de voto de los empleados. La agenda nacionalizadora desapareció tras el colapso del comunismo soviético, y tanto los socialistas franceses como los laboristas británicos abandonaron prácticamente cualquier perspectiva transformadora del régimen de propiedad durante las décadas de 1990 y de 2000. El debate en torno a la cogestión nórdica y alemana se ha reanudado en la última década, y ya es hora de generalizar estas normas a los demás países. 


			No sólo eso, sino que es posible extender y amplificar esa tendencia hacia un mejor reparto del poder. Por ejemplo, además del hecho de que los representantes de los empleados deben tener el 50 por ciento de los votos en todas las empresas (incluidas las más pequeñas), es concebible que, dentro del 50 por ciento de los derechos de voto que corresponden a los accionistas, la parte de los derechos de voto que posee un accionista individual no pueda superar un determinado umbral en las empresas suficientemente grandes.13 De esta manera, un único accionista que también es empleado de su empresa seguiría teniendo la mayoría de los votos en una empresa muy pequeña, pero tendría que recurrir cada vez más a la deliberación colectiva a medida que la empresa crece en tamaño.14 


			Sin embargo, por importante que sea, esa transformación del sistema legal no será suficiente. Para asegurar un verdadero reparto del poder debe movilizarse también el sistema tributario y de herencias, de manera que se promueva una mayor distribución de la propiedad. Como hemos visto anteriormente, el 50 por ciento más pobre de la población no posee casi nada, y su participación en la riqueza total apenas ha mejorado desde el siglo XIX. La idea según la cual bastaría con el aumento general de la riqueza para distribuir la propiedad no tiene mucha base: si así fuera, lo habríamos visto hace mucho tiempo. Por eso apoyo la idea de una solución más voluntarista, que tome la forma de una herencia mínima para todos, que podría ser por ejemplo del orden de 120.000 euros (alrededor del 60 por ciento de la herencia media en Francia actualmente), recibida a la edad de veinticinco años.15 Una herencia de este tipo para todo el mundo supondría un gasto anual de alrededor del 5 por ciento de la renta nacional, que podría financiarse de manera conjunta con un impuesto progresivo anual sobre la propiedad (sobre los bienes inmuebles, financieros y profesionales, netos de deudas) y con un impuesto progresivo sobre sucesiones. 


			Esta herencia universal financiada a través de un impuesto sobre la propiedad y un impuesto sobre sucesiones constituiría una parte relativamente pequeña del gasto público total. Para hacernos una idea, pueden considerarse efectivamente, en el marco de una reflexión sobre el sistema fiscal ideal, unos ingresos públicos totales del orden del 50 por ciento de la renta nacional (nivel cercano al actual,16 si bien estos ingresos se distribuirían de manera más equitativa, lo que permitiría posibles aumentos futuros), compuestos por: un sistema progresivo de impuestos sobre la propiedad y sobre las sucesiones (que aportarían alrededor del 5 por ciento de la renta nacional y financiarían la herencia universal) y, por otra parte, un sistema formado por un impuesto progresivo sobre la renta, por las cotizaciones sociales y por un impuesto sobre el carbono (con una tarjeta individual de emisiones de carbono para proteger a la población con ingresos bajos, para incentivar el comportamiento responsable y para concentrar los esfuerzos en las emisiones individuales más elevadas, que estarían fuertemente gravadas), que aportarían en total el equivalente al 45 por ciento de la renta nacional aproximadamente y que financiarían todos los demás gastos públicos, en particular el gasto social (educación, salud, pensiones, transferencias sociales, renta básica, etc.) y las políticas relacionadas con el medio ambiente (infraestructuras de transporte, transición energética, renovación térmica, etc.). 


			Varios puntos merecen ser aclarados aquí. En primer lugar, no se puede aplicar ninguna política medioambiental válida si no forma parte de un proyecto socialista global basado en la reducción de las desigualdades, la circulación permanente del poder y de la propiedad y la redefinición de los indicadores económicos.17 Insisto en este último punto: no tiene sentido la distribución del poder si mantenemos los mismos objetivos económicos. Es necesario cambiar el marco, tanto individual como localmente (en particular con la introducción de una tarjeta individual de emisiones de carbono) o a escala nacional. El producto interior bruto debe ser sustituido por la noción de renta nacional (lo que implica deducir todo el consumo de capital, incluyendo el capital natural), el foco de atención debe estar en cómo se distribuye y no en los promedios, y estos indicadores de renta (indispensables para construir una norma colectiva de justicia) deben complementarse con indicadores ambientales adecuados (en particular en lo que respecta a las emisiones de carbono).18 (Véase tabla 0.1.) 


			 


			Tabla 0.1. Circulación de la propiedad y fiscalidad progresiva 


			 



  
    	Impuesto progresivo sobre la propiedad 

      (financiación de la dotación de capital a cada joven de 25 años) 


    	Impuesto progresivo sobre la renta  

(financiación de la renta básica y del Estado social y ecológico) 


  

  
    	Múltiplo del patrimonio medio 


    	Impuesto anual sobre la propiedad (tipo impositivo efectivo) 


    	Impuesto sobre sucesiones (tipo impositivo efectivo) 


    	Múltiplo de la renta media 


    	Tipo impositivo efectivo (incluye cotizaciones sociales e impuesto al carbono) 


  

  
    	0,5


    	0,1 % 


    	5 % 


    	0,5


    	10 % 


  

  
    	2


    	1 % 


    	20 % 


    	2


    	40 % 


  

  
    	5


    	2 % 


    	50 % 


    	5


    	50 % 


  

  
    	10


    	5 % 


    	60 % 


    	10


    	60 % 


  

  
    	100


    	10 % 


    	70 % 


    	100


    	70 % 


  

  
    	1.000


    	60 % 


    	80 % 


    	1.000


    	80 % 


  

  
    	10.000


    	90 % 


    	90 % 


    	10.000


    	90 % 


  





	    


			Interpretación: El sistema tributario propuesto incluye un impuesto progresivo sobre la propiedad (impuesto anual y de sucesiones) que financia una dotación de capital para cada joven de veinticinco años y un impuesto sobre la renta progresivo (que incluye las cotizaciones sociales y el impuesto progresivo sobre las emisiones de carbono) que financia la renta básica y el Estado social y ecológico (salud, educación, pensiones, desempleo, energía, etc.). Este sistema de circulación de la propiedad es uno de los elementos del socialismo participativo, junto con un reparto igualitario de los derechos de voto entre los representantes de los trabajadores y los accionistas de las empresas. Nota: en este ejemplo, el impuesto progresivo sobre la propiedad recauda el equivalente al 5 por ciento de la renta nacional (que permite financiar una dotación de capital equivalente al 60 por ciento del patrimonio para cada joven de veinticinco años) y el impuesto progresivo sobre la renta alrededor del 45 por ciento de la renta nacional (que permite financiar una renta básica anual equivalente al 60 por ciento de la renta media después de impuestos, con un coste total equivalente al 5 por ciento de la renta nacional, y el Estado social y ecológico, con un coste total del 40 por ciento de la renta nacional). 


			Fuentes y series: Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 1.163. 


			 


			En segundo lugar, insisto en el hecho de que la herencia universal (también podemos hablar de «dotación de capital universal») representa sólo una pequeña parte del gasto público total. La sociedad justa tal y como la presento aquí se basa sobre todo en el acceso universal a un conjunto de bienes fundamentales (educación, salud, pensiones, vivienda, medio ambiente, etc.) que permiten a las personas participar plenamente en la vida social y económica, y no puede reducirse a una dotación de capital monetario. Una vez que se garantiza el acceso a esos otros bienes fundamentales —incluido, por supuesto, el acceso a un sistema de renta básica—,19 la herencia universal representa un importante componente adicional de una sociedad justa. El hecho de poseer 100.000 o 200.000 euros en activos cambia mucho comparado con no tener nada en absoluto (o sólo deudas). Si no se tiene nada, uno está obligado a aceptarlo todo: cualquier salario, cualesquiera condiciones de trabajo, o casi, porque todo el mundo tiene que pagar su alquiler y hacer frente a las necesidades de su familia. En cuanto se tiene un pequeño patrimonio, se tiene acceso a más opciones: uno puede permitirse rechazar ciertas propuestas antes de aceptar la correcta, puede plantearse la creación de un negocio o puede comprarse una casa y no necesitar ya afrontar un alquiler todos los meses. Al redistribuir la propiedad, es posible redefinir el conjunto de relaciones de poder y de dominio social. 


			En tercer lugar, conviene señalar que los tipos impositivos y las cantidades que se indican aquí son sólo a título ilustrativo. Algunos considerarán excesivos los tipos impositivos del orden del 80-90 por ciento que propongo aplicar a las rentas, herencias y patrimonios más elevados. Éste es un debate complejo, que obviamente merece una gran deliberación. Sólo quiero recordar que esos tipos se aplicaron en muchos países a lo largo del siglo XX (en particular en Éstados Unidos entre 1930 y 1980), y todas las evidencias históricas de que dispongo me llevan a la conclusión de que el balance de esta experiencia es excelente. En concreto, esta política no lastró en modo alguno la innovación, sino todo lo contrario: el crecimiento de la renta nacional per cápita de Estados Unidos entre 1990 y 2020 (después de que la progresividad fiscal se redujera a la mitad bajo el mandato de Reagan en la década de 1980) fue dos veces menor que en las décadas precedentes.20 La prosperidad de Estados Unidos en el siglo XX (en general, la prosperidad económica en la historia) se debe a los avances educativos,21 en ningún modo a la progresión de la desigualdad. A partir de los elementos históricos de que dispongo, la sociedad ideal me parece una sociedad en la que todos poseerían unos pocos cientos de miles de euros, en la que un pequeño número de personas poseería tal vez algunos millones, pero en la que las mayores fortunas (de varias decenas o cientos de millones, y, a fortiori, de varios miles de millones) sólo serían temporales, ya que el sistema fiscal las reconduciría rápidamente a niveles más racionales y socialmente útiles. 


			Otros considerarán que estos tipos impositivos y estas cantidades son demasiado tímidos. De hecho, con el sistema fiscal y de herencias indicado aquí, los jóvenes de origen modesto que actualmente no heredan nada en absoluto recibirían 120.000 euros, mientras que los jóvenes acomodados que en la actualidad heredan 1 millón de euros terminarían recibiendo 600.000 euros.22 Son números que están muy lejos de la completa equiparación de oportunidades, un principio teórico que a menudo se proclama, pero que rara vez se aplica de manera consistente. En mi opinión, es posible y deseable ir mucho más lejos. 


			En todo caso, los tipos impositivos y montantes aquí indicados son meramente ilustrativos y forman parte de un ejercicio de reflexión y deliberación sobre el sistema ideal que uno desearía construir a largo plazo, y no prejuzgan las estrategias gradualistas que puedan elegirse aquí y allá, en función de los contextos históricos y políticos particulares. Por ejemplo, en el contexto francés actual, puede considerarse que la prioridad sería reintroducir y poner al día el impuesto sobre la fortuna, basándose en declaraciones de patrimonio precumplimentadas (borradores elaborados por Hacienda) y en un control mucho más estricto que en el pasado, lo que permitiría al mismo tiempo reducir la taxe foncière,23 un impuesto sobre el patrimonio especialmente gravoso e injusto, sobre todo para los hogares que necesitan endeudarse para acceder a la vivienda en propiedad.24 


			 


			Federalismo social: hacia otra organización de la globalización 


			 


			Digámoslo claramente una vez más: es perfectamente posible avanzar de manera gradual hacia un socialismo participativo cambiando el sistema jurídico, fiscal y social de un país determinado, sin esperar a la unanimidad del planeta. Así es como la construcción del Estado social y la reducción de las desigualdades tuvo lugar durante el siglo XX. La igualdad educativa y el Estado social pueden relanzarse país por país. Alemania o Suecia no esperaron la autorización de la Unión Europea o las Naciones Unidas para establecer la cogestión. Otros países podrían hacer lo mismo ahora. La recaudación del impuesto sobre la fortuna en Francia crecía rápidamente antes de su eliminación en 2017, lo que demuestra hasta qué punto el argumento del exilio fiscal generalizado era un mito y confirma que es posible reintroducir sin demora un impuesto de este tipo puesto al día. 


			Dicho esto, es evidente que se puede ir más lejos y más rápido si adoptamos una perspectiva internacionalista y tratamos de reconstruir el sistema internacional a partir de mejores fundamentos. Para que el internacionalismo tenga otra oportunidad es necesario dar la espalda a la ideología del libre comercio absoluto que ha guiado la globalización en las últimas décadas, y establecer un sistema económico alternativo, un modelo de desarrollo basado en principios explícitos y verificables de justicia económica, fiscal y ambiental. Lo importante es que el nuevo modelo sea internacionalista en sus objetivos últimos pero soberano en sus modalidades prácticas, en el sentido de que cada país, cada comunidad política, debe ser capaz de establecer las condiciones para el desarrollo del comercio con el resto del mundo, sin esperar el acuerdo unánime de sus socios. La dificultad estriba en que este soberanismo de vocación universal no siempre será fácil de distinguir del soberanismo nacionalista actualmente en auge. 


			Quiero insistir de nuevo aquí en cómo distinguir estos dos diferentes enfoques, algo que me parece crucial de cara al futuro.25 En concreto, antes de considerar la posibilidad de imponer sanciones unilaterales a los países que practican el dumping social, fiscal y climático, que en todo caso deben seguir siendo incentivadoras y reversibles, es esencial proponer a los demás países un modelo de cooperación basado en los valores universales de justicia social, de reducción de las desigualdades y de preservación del planeta. Esto requiere, sobre todo, identificar con claridad qué instituciones transnacionales estarían a cargo de los bienes públicos globales (el clima, la investigación médica, etc.) y de las medidas comunes de justicia fiscal y climática (impuestos comunes sobre los beneficios de las grandes empresas y sobre las rentas, la riqueza y las emisiones de carbono más elevadas). En lo que respecta a Europa, existe una necesidad urgente de abandonar la regla de la unanimidad y los consejos a puerta cerrada. Las propuestas contenidas en el Manifiesto por la democratización de Europa (tdem.eu) permiten avanzar en esta dirección. La creación en 2019 de una Asamblea parlamentaria franco-alemana (por desgracia sin poderes reales) demuestra que es perfectamente posible que un subgrupo de países construya nuevas instituciones sin esperar a la unanimidad de los demás países.26 


			El debate sobre el federalismo social tiene un alcance universal, más allá del caso europeo. Por ejemplo, los países de África occidental tratan actualmente de redefinir su moneda común y romper definitivamente con la tutela colonial. Es una oportunidad para poner la moneda de África occidental al servicio de un proyecto de desarrollo basado en la inversión para la juventud y en las infraestructuras (no sólo al servicio de la movilidad del capital y de los más ricos). Desde Europa se olvida con demasiada frecuencia que la UEMOA (Unión Económica y Monetaria de África Occidental) está en cierto modo más avanzada que la zona del euro. Así, por ejemplo, en 2008 introdujo una directiva que establece una base imponible común del impuesto de sociedades y obliga a cada país a aplicar un tipo impositivo de entre el 25 y el 30 por ciento, algo sobre lo que la Unión Europea ha sido incapaz de ponerse de acuerdo hasta el momento. En general, las nuevas políticas monetarias aplicadas a escala mundial en los últimos diez años requieren un replanteamiento del equilibrio entre los enfoques monetario y fiscal, por lo que una perspectiva comparativa, histórica y transnacional vuelve a ser esencial.27 


			 


			Por un socialismo feminista, mestizo y universalista 


			 


			El socialismo participativo que defiendo descansa en varios pilares: la igualdad educativa y el Estado social; la distribución permanente del poder y la propiedad, y el federalismo social y la globalización sostenible y equitativa. Sobre cada uno de estos puntos es esencial hacer una evaluación rigurosa de las deficiencias de las diversas formas de socialismo y socialdemocracia experimentadas en el siglo XX. 


			Entre las muchas limitaciones de las numerosas experiencias socialistas y socialdemócratas del siglo pasado, es necesario subrayar la insuficiente consideración de las cuestiones relacionadas con el patriarcado y el poscolonialismo. Estas cuestiones no pueden ser pensadas de forma aislada unas de otras. Deben tratarse en el marco de un proyecto socialista global basado en la igualdad real de los derechos sociales, económicos y políticos. 


			Todas las sociedades humanas hasta el día de hoy han sido sociedades patriarcales de una manera u otra. La dominación masculina ha desempeñado un papel central y explícito en todas las ideologías desigualitarias que se han ido sucediendo hasta principios del siglo XX, ya sean ideologías territoriales, propietaristas o colonialistas. Durante el siglo XX, los mecanismos de dominación se hicieron más sutiles (pero no menos reales): la igualdad formal de derechos se estableció gradualmente, pero la ideología del ama de casa como clímax social alcanzó su cénit durante los «treinta gloriosos».28 En Francia, a principios de la década de 1970, cerca del 80 por ciento de la masa salarial correspondía a los hombres.29 Demasiado a menudo, nos resignamos a decir que la brecha salarial entre sexos «a igual empleo» es del 15 o el 20 por ciento. El problema es precisamente que las mujeres no tienen acceso a los mismos empleos que los hombres. Al final de sus carreras, la diferencia salarial media (que luego se transmite en la jubilación, además de las interrupciones en la carrera profesional) es en realidad del 64 por ciento. Si se examina el acceso a los trabajos mejor remunerados, se constata que las cosas evolucionan demasiado lentamente: al ritmo actual, la paridad no se alcanzaría hasta el año 2102.30 


			Para acelerar el cambio y romper realmente con el patriarcado, deben establecerse medidas vinculantes, verificables y sancionadas jurídicamente, tanto para los cargos de responsabilidad en las empresas, administraciones y universidades como en los Parlamentos políticos. Estudios recientes han demostrado que una mejor representación de la mujer podría ir acompañada de una mejora de la representación de las categorías sociales desfavorecidas, que en la actualidad están prácticamente ausentes en los Parlamentos. En otras palabras, la paridad de género debe avanzar en conjunto con la paridad social.31 


			La cuestión de la discriminación por motivos de género también debe considerarse en relación con la lucha contra la discriminación étnica o racial, en particular en lo que respecta al acceso al empleo. Esto pasa por la necesaria reapropiación colectiva y cívica de la historia colonial y poscolonial. Algunas personas se sorprenden hoy en día al ver a manifestantes de diferentes orígenes atacando las estatuas de traficantes de esclavos que todavía adornan muchas ciudades europeas y americanas. Sin embargo, es esencial tomar conciencia de esa historia común. 


			En Francia se ignora con demasiada frecuencia que Haití tuvo que pagar una deuda colosal al Estado francés entre 1825 y 1950, para tener derecho a ser un país libre y poder financiar la compensación que recibieron los propietarios de esclavos por la abolición de la esclavitud (injustamente privados de sus bienes, según la ideología de la época). Hoy en día, Haití reclama a Francia una reparación por este tributo inicuo. Es difícil no estar de acuerdo y seguir posponiendo esta discusión eternamente, cuando al mismo tiempo todavía se realizan hoy en día restituciones por expolios que tuvieron lugar durante las dos guerras mundiales. Es fácil olvidar que la abolición francesa y británica estuvo acompañada del pago de una indemnización a los propietarios de esclavos, nunca a los propios esclavos. Se prometió una compensación a los antiguos esclavos al final de la guerra de Secesión estadounidense (la famosa mula y los 40 acres de tierra), pero nunca llegó a pagarse, ni en 1865 ni un siglo después, en 1965, cuando terminó la segregación legal. Sin embargo, en 1988 se concedió una indemnización de 20.000 dólares a los japoneses-estadounidenses injustamente internados durante la segunda guerra mundial. Una indemnización del mismo tipo pagadera hoy en día a los afroamericanos que fueron víctimas de la segregación tendría un fuerte valor simbólico.32 


			El legítimo y complejo debate sobre las reparaciones, esencial para fomentar la confianza en una norma común de deliberación y justicia, debe considerarse desde una perspectiva universalista. Para reparar los daños causados a la sociedad por el racismo y el colonialismo no podemos conformarnos con una lógica basada en la eterna compensación intergeneracional. Sobre todo, debemos mirar hacia el futuro y transformar el sistema económico, basándonos en la reducción de las desigualdades y el acceso igualitario a la educación, el empleo y la propiedad, incluida una herencia mínima para todos, independientemente del origen de cada uno, que vendría a añadirse además a las compensaciones como las que recibieron los japoneses-estadounidenses y que también podrían disfrutar los afroamericanos. Ambas perspectivas, la de las reparaciones y la de los derechos universales, deben complementarse y no oponerse una a la otra. 


			Lo mismo ocurre a escala internacional. El debate legítimo sobre las reparaciones como las que atañen a Haití debe tener lugar junto con una reflexión necesaria sobre un nuevo sistema universal de transferencias internacionales. La actual crisis epidémica puede ser una oportunidad para reflexionar sobre una dotación mínima sanitaria y educativa para todos los habitantes del planeta, financiada por el derecho universal de todos los países a una parte de la recaudación fiscal pagada por los agentes económicos más prósperos del mundo: las grandes empresas y los hogares con mayores ingresos y patrimonios. Después de todo, esa prosperidad procede de un sistema económico mundial y, por cierto, de la explotación desenfrenada de los recursos naturales y humanos del planeta durante los últimos siglos. Esa prosperidad requiere una regulación mundial para asegurar su sostenibilidad, tanto social como ecológica.33 


			Concluyamos insistiendo en el hecho de que el socialismo participativo que defiendo no vendrá de arriba: es inútil esperar que una nueva vanguardia proletaria venga a imponer sus soluciones. Los mecanismos mencionados aquí tienen la intención de abrir el debate, nunca de cerrarlo. El verdadero cambio sólo puede venir de la reapropiación por parte de los ciudadanos de las cuestiones e indicadores socioeconómicos que nos permitan organizar la deliberación colectiva. Espero que estas líneas y los textos que siguen puedan contribuir a ello. 


			
	 


 	
	 
   


			Primera parte 


			 


			Por otra globalización (2016-2017) 


			
	 


 	
	 
   


			Hillary, Apple y nosotros 


			 


			(13 de septiembre de 2016) 


			 


			En menos de dos meses, Estados Unidos tendrá nuevo presidente. Si Donald Trump gana sería un desastre no sólo para su país, sino para el resto del mundo. Racista, vulgar, pagado de sí mismo y de su fortuna, encarna lo peor de América. Y el hecho de que Hillary Clinton esté teniendo dificultades para distanciarlo en las encuestas nos interpela a todos. 


			La estrategia de Trump es clásica: explica a los pobres blancos maltraídos por la globalización que su enemigo es el pobre negro, el inmigrante, el mexicano, el musulmán, y que todo irá mejor si el gran multimillonario blanco les libra de ellos. Exacerba el conflicto racial e identitario para evitar el conflicto de clases, del cual él mismo sería objeto. El predominio de los clivajes étnicos ha desempeñado un papel central en la historia de Estados Unidos, y explica en gran parte la debilidad de la solidaridad y del Estado social norteamericano. Trump se limita a llevar esta estrategia al extremo, con varias innovaciones importantes. En primer lugar, parte de una ideología de la riqueza merecida y de la sacralización del mercado y de la propiedad privada, que en Estados Unidos ha alcanzado cotas sin precedentes en las últimas décadas. En segundo lugar, la estructura de conflicto político tiende ahora a extenderse al resto del mundo, particularmente a Europa. Un poco por todas partes, estamos viendo cómo crece en los electorados populares una mezcla de tentación xenófoba y aceptación resignada de las leyes del capitalismo globalizado. Ya que es ilusorio esperar mucho más de la regulación financiera y de las multinacionales, culpemos a los inmigrantes y a los extranjeros, nos dolerá menos, a pesar de que esto no nos haga ningún bien. Muchos de los votantes de Trump o Le Pen tienen en el fondo una simple convicción: es más fácil atacar a los inmigrantes que al capitalismo financiero o que imaginar otro sistema económico. 


			Ante esta amenaza mortal, la respuesta de la izquierda y del centro es vacilante. A veces consiste en alinearse con la retórica identitaria dominante (como ilustra, por ejemplo, la triste polémica francesa de este verano sobre el burkini, alimentada por un primer ministro que dice ser progresista). O, la mayoría de las veces, abandonando a su suerte a las clases populares, culpables de votar mal, de votar poco y también de financiar menos sus campañas políticas (¡no hay nada como un puñado de ricos donantes para poner las cosas en marcha!). Así es como los partidos de izquierda y de centro acaban promoviendo también el culto al mercado todopoderoso, diferenciándose de la derecha populista principalmente en la defensa —al menos formalmente, algo es algo— de la igualdad racial y cultural. Esto les permite retener el voto de las minorías y los inmigrantes, al mismo tiempo que pierden una gran parte del apoyo de las clases populares autóctonas, lo que explica el repliegue cada vez más evidente ante los grupos más favorecidos y los ganadores del mercado mundial. 


			El desafío es inmenso, y nadie tiene una solución milagrosa. Se trata de revivir la solidaridad dentro de las grandes comunidades políticas, atravesadas por múltiples fisuras, lo cual no es sencillo. En Estados Unidos, Hillary Clinton fue la defensora en 2008 de un proyecto de progreso social más ambicioso en algunos aspectos que el de Barack Obama; por ejemplo, el seguro de salud universal. Hoy, con la lasitud frente a la dinastía Clinton, los honorarios recibidos por parte de Goldman Sachs y el tiempo pasado con los donantes de su marido, aparece cada vez más como la candidata del sistema. Debe sacar conclusiones del voto a Sanders y demostrarle al electorado popular que está en la mejor posición para mejorar su suerte. Esto pasa por propuestas sobre el salario mínimo, la educación pública y la justicia fiscal. Varios responsables demócratas le están presionando para que finalmente anuncie fuertes medidas sobre la tributación de las multinacionales y las grandes fortunas. Podría apoyarse en la reciente decisión de la justicia europea de hacer tributar a Apple sobre sus beneficios irlandeses, lo que le permitiría también oponerse a la posición conservadora del Tesoro estadounidense y de la comunidad financiera (que sólo sueña con una amnistía fiscal para los beneficios repatriados de las multinacionales). La mejor solución sería proponer a Europa la introducción de una tributación mínima significativa —por lo menos el 25 o el 30 por ciento— sobre los beneficios de las multinacionales europeas y norteamericanas. Esto obligaría a las autoridades europeas a aplicar finalmente un tipo mínimo común en el impuesto sobre sociedades (la reciente decisión de la justicia europea se limita a pedir la aplicación del tipo irlandés del 12,5 por ciento, que es demasiado bajo, y pone una vez más a Europa en manos de los jueces de la competencia). Un discurso de este tipo mostraría una voluntad real de cambiar el enfoque de la globalización. 


			Si bien es cierto que empresas como Apple y otras han aportado sin duda innovaciones considerables al mundo, lo cierto es que estos gigantes no podrían haber surgido sin décadas de investigación pública y de infraestructuras colectivas, beneficiándose al mismo tiempo de unos tipos impositivos inferiores a los de las pequeñas y medianas empresas, tanto estadounidenses como europeas (si el jefe de Apple y sus colegas afirman lo contrario, que publiquen de una vez el detalle de sus cuentas). Es necesario explicar esta complejidad, algo que requiere transparencia y coraje político. Ha llegado el momento de que Hillary Clinton lo demuestre. 


			
	 


 	
	 
   


			El FMI, las desigualdades y la investigación económica 


			 


			(20 de septiembre de 2016) 


			 


			Hace unas semanas, el Fondo Monetario Internacional (FMI) publicó un estudio cuestionando algunos de los mecanismos de desigualdad descritos en mi libro El capital en el siglo XXI.34 


			Seamos claros: ¡me complace mucho que mi libro haya podido contribuir a estimular el debate público sobre las desigualdades, y todas las contribuciones a este debate son bienvenidas! Sin embargo, en este caso, el estudio del FMI me parece relativamente débil y poco convincente, y quisiera explicar de manera breve por qué. Para ser exactos, ya había respondido a argumentos similares en mi libro (¡que por desgracia es muy largo!), así como en varios artículos más cortos y recientes.35 Pero es natural que el debate continúe, especialmente sobre temas tan complejos y controvertidos como éste. 


			Resumamos. El estudio del FMI pretende demostrar que no existe una relación sistemática entre la desigualdad, por un lado, y la brecha r-g entre el rendimiento del capital r y la tasa de crecimiento g, por otro. Para ello, el estudio utiliza una medida de la desigualdad para varios países desarrollados entre 1980 y 2012, una medida de la brecha r-g para los mismos países y años, e intenta estimar si existe una relación estadística entre estas dos variables. Técnicamente, es una regresión estadística entre una medida de desigualdad y una medida de r-g. La idea de llevar a cabo una regresión de este tipo no es absurda en sí misma, siempre que se disponga de los datos adecuados. El problema es que el FMI utiliza datos totalmente inadecuados en ambos lados de la regresión, tanto para la desigualdad como para la r-g, por lo que es casi imposible concluir algo útil del ejercicio. 


			Empecemos por la medida de desigualdad. El primer problema aquí es que el FMI utiliza una medida de la desigualdad de rentas, no de riqueza. Esto plantea una dificultad importante, ya que la desigualdad de rentas viene determinada principalmente por las rentas del trabajo (sueldos, salarios e ingresos procedentes del trabajo por cuenta propia, que representan la mayor parte de los ingresos, muy por encima de los dividendos, intereses, rentas inmobiliarias y otras rentas del capital; la distribución exacta varía a lo largo del tiempo y entre países, pero suele situarse en torno al 70-30 por ciento para los países y períodos considerados por el FMI). El abanico de rentas del trabajo depende de todo tipo de mecanismos que afectan al funcionamiento del mercado laboral (desigualdades en el acceso a la formación, progreso técnico, competencia internacional, evolución del papel de los sindicatos y de los salarios mínimos, gobernanza corporativa, reglas para establecer la remuneración de los cuadros directivos, etc.), y de ninguna manera de la brecha r-g (que sólo afecta a la dinámica de las rentas del capital y de su distribución). 


			Como se analiza en mi libro,36 así como en los artículos citados anteriormente, esos mecanismos del mercado laboral son los que explican principalmente el aumento de la desigualdad de rentas en un gran número de países desde la década de 1980, en particular en Estados Unidos. Existen desacuerdos legítimos sobre los pesos respectivos de los diferentes efectos a la hora de explicar el aumento de la desigualdad de las rentas del trabajo. Por ejemplo, yo insisto en el papel de las diferencias institucionales y políticas entre países,37 mientras que otros autores hacen hincapié en el papel del progreso técnico y la competencia internacional (algo que no niego, pero que no permite explicar por qué la desigualdad ha aumentado mucho más en Estados Unidos y el Reino Unido que en Alemania, Suecia, Francia o Japón). En cualquier caso, estos diferentes mecanismos no tienen absolutamente nada que ver con la diferencia entre el rendimiento del capital r y la tasa de crecimiento g. En estas condiciones, no tiene mucho sentido realizar una regresión entre una medida general de la desigualdad de rentas (que depende principalmente de la desigualdad de las rentas del trabajo) y la brecha r-g. 


			Habría sido más apropiado utilizar una medida de la desigualdad de la riqueza. Esto podría haber permitido estimar el efecto amplificador sobre la dispersión de la riqueza de una mayor brecha r-g, dado un determinado nivel de desigualdad de las rentas del trabajo y permaneciendo igual todo lo demás (en especial las tasas de ahorro). De hecho, como expongo en mi libro,38 los datos históricos disponibles sobre la riqueza —que lamentablemente sólo conciernen por el momento a un número reducido de países (Francia, Reino Unido, Estados Unidos, Suecia), demasiado pocos para una regresión del tipo que suele hacer el FMI— demuestran que es necesario utilizar un mecanismo amplificador de esta naturaleza para explicar el altísimo nivel de concentración de la riqueza observado históricamente en todos estos países, en particular en el siglo XIX y hasta la primera guerra mundial. De manera intuitiva, un mayor rendimiento del capital (poco afectado por los impuestos, la inflación o la destrucción, como ocurrió en el siglo XIX y hasta 1914) y una menor tasa de crecimiento conducen a la amplificación y perpetuación de las desigualdades patrimoniales acumuladas en el pasado.39 Los datos individuales de herencias en Francia que hemos obtenido junto con Gilles Postel-Vinay y Jean-Laurent Rosenthal en los archivos del Enregistrement, desde la época de la Revolución francesa hasta la actualidad, confirman la importancia de este mecanismo, en particular para dar cuenta de la evolución histórica del perfil de la riqueza por edades.40 Todo esto no significa que la brecha r-g sea el único mecanismo involucrado: la historia de la desigualdad es compleja y multidimensional, y su investigación sigue en curso. Pero como mínimo indica que el mecanismo que amplifica las desigualdades de riqueza forma parte de la reflexión que debe llevarse a cabo, siempre que uno se tome el tiempo de examinar los datos adecuados. 


			Para avanzar en la cuestión es necesario realizar un mayor esfuerzo de recopilación de datos sobre las rentas y la riqueza, distinguiendo cuidadosamente los diferentes mecanismos que afectan a las desigualdades laborales, la cualificación de los trabajadores y la formación de los salarios, por un lado, y los que afectan a las desigualdades frente al capital, el acceso a la propiedad y los rendimientos patrimoniales, por otro. Estos dos tipos de mecanismos están relacionados entre sí, pero siguen lógicas específicas. Ésta es precisamente la ardua labor que hemos afrontado en el marco de la World Inequality Database41 (WID.world), una base de datos sin precedentes que hemos compilado junto con mis colegas Facundo Alvaredo, Tony Atkinson, Emmanuel Saez y Gabriel Zucman durante casi quince años, y que reúne actualmente a más de 90 investigadores de casi 70 países de todo el mundo. Desde este punto de vista, uno de los efectos más beneficiosos del debate generado por la publicación de El capital en el siglo XXI (que se fundamenta en gran medida en esta base de datos) es que ahora tenemos acceso a los archivos fiscales y financieros de un gran número de países, en particular de Asia, África y América Latina, que antes no podíamos utilizar. Poco a poco estamos poniendo las nuevas series a libre disposición en internet, junto con todos los detalles técnicos de su construcción. 


			En lugar de precipitarse a hacer regresiones estadísticas mal construidas y defender posiciones ideológicas anticuadas, los economistas del FMI harían bien en dedicar más tiempo a participar en el esfuerzo colectivo para mejorar la transparencia financiera y recopilar mejores datos sobre la desigualdad. 


			El segundo problema del estudio del FMI, al menos tan grave como el primero, es la forma en que mide la brecha r-g. El FMI utiliza medidas del tipo de interés de la deuda soberana para estimar el rendimiento del capital r. La dificultad en este punto es que las grandes carteras y los grandes patrimonios no se invierten en bonos del Tesoro (al contrario de lo que parece imaginar el FMI). Como expongo en mi libro,42 es imposible explicar la explosión de los grandes patrimonios del mundo en las últimas décadas sin tener en cuenta el hecho de que los diferentes niveles de riqueza dan lugar a retornos muy diferentes. El titular de un «Livret A»43 y el propietario de una gran cartera formada por acciones y derivados financieros no tienen acceso a la misma rentabilidad del capital r. Si se opta por ignorar completamente este hecho, entonces se vuelve muy complicado identificar el impacto de los rendimientos en la dinámica de la desigualdad del capital. 


			De hecho, si se observan los datos disponibles sobre los grandes patrimonios mundiales (que son todo menos perfectos, pero que dan una imagen más realista de la parte superior de la distribución que los datos de las encuestas oficiales autodeclarativas), se observa que los mayores patrimonios han progresado a un ritmo de alrededor del 6 o 7 por ciento anual desde la década de 1980, en comparación con sólo el 2,1 por ciento del patrimonio medio y el 1,4 por ciento en el caso de la renta media (véase la tabla 1.1). 


			 


			Tabla 1.1. Tasas de crecimiento de los grandes patrimonios mundiales (1987-2013) 


			 



  
    	Tasas de crecimiento real medio anual (tras descontar la inflación) 


    	Período 1987-2013 


  

  
    	El 1 por 100 millones más rico (en torno a 30 personas adultas sobre 3.000 millones en la década de 1980, y 45 personas sobre 4.500 millones en la década de 2010) 


    	6,8 % 


  

  
    	El 1 por 20 millones más rico (en torno a 150 personas adultas sobre 3.000 millones en la década de 1980, y 225 personas sobre 4.500 millones en la década de 2010) 


    	6,4 % 


  

  
    	Patrimonio medio mundial por habitante adulto 


    	2,1 % 


  

  
    	Renta media mundial por habitante adulto 


    	1,4 % 


  

  
    	Población adulta mundial 


    	1,9 % 


  

  
    	PIB mundial 


    	3,3 % 


  






			 


			Interpretación: Entre 1987 y 2013, los grandes patrimonios mundiales crecieron entre 6 por ciento y 7 por ciento anual, frente al 2,1 por ciento anual del patrimonio medio mundial y el 1,4 por ciento anual en el caso de la renta media mundial. Todas estas tasas son netas de inflación (2,3 por ciento anual de 1987 a 2013). 


			Fuente: Véase <piketty.pse.ens.fr/capital21c>. Thomas Piketty, Le capital au XXIè siècle, op. cit., p. 693 (El capital en el siglo XXI, op. cit.). 


			 


			Esta evolución es en sí misma el producto de múltiples y complejos fenómenos. Sin duda, las nuevas fortunas tecnológicas y los innovadores han desempeñado su papel, al igual que las oleadas de privatización de los recursos naturales (los multimillonarios rusos no inventaron las reservas de petróleo o gas: simplemente se convirtieron en propietarios y luego diversificaron sus carteras) y de los antiguos monopolios públicos (por ejemplo, en el sector de las telecomunicaciones, a menudo vendidos a bajo precio a beneficiarios afortunados, como Carlos Slim, en México, o como en muchos otros países). También se constata que, por encima de cierto nivel de riqueza, los activos tienden a crecer mecánicamente a un ritmo superior a la media, con independencia de su origen (véase tabla 1.2). 


			 


			Tabla 1.2. Rendimiento de las dotaciones de capital de las universidades estadounidenses (1980-2010) 


			 



  
    	Tasas de rendimiento real medio anual  

(tras descontar los gastos de gestión y la inflación) 


    	Período 1980-2010 


  

  
    	Total de universidades (850) 


    	8,2 % 


  

  
    	Harvard-Yale-Princeton 


    	10,2 % 


  

  
    	Dotaciones superiores a 1.000 millones de dólares (60) 


    	8,8 % 


  

  
    	Dotaciones entre 500 y 1.000 millones de dólares (66) 


    	7,8 % 


  

  
    	Dotaciones entre 100 y 500 millones de dólares (226) 


    	7,1 % 


  

  
    	Dotaciones inferiores a 100 millones de dólares (498) 


    	6,2 % 


  





			 


			Interpretación: De 1980 a 2010, las dotaciones de capital de las universidades estadounidenses obtuvieron un rendimiento real medio de 8,2 por ciento, tanto más cuanto mayores fueron sus dotaciones iniciales. Estos rendimientos son netos de gastos de gestión y de inflación (2,4 por ciento anual de 1980 a 2010). 


			Fuentes: Véase <piketty.pse.ens.fr/capital21c>. Thomas Piketty, Le capital au XXIè siècle, op. cit., p. 716 (El capital en el siglo XXI, op. cit.). 


			 


			Un examen de los datos disponibles sobre los rendimientos obtenidos por las dotaciones financieras44 de las principales universidades estadounidenses (datos que al menos tienen el mérito de hacerse públicos, lo que no ocurre con las carteras individuales de activos) confirma este punto. Los rendimientos son extremadamente elevados (8,2 por ciento anual en promedio entre 1980 y 2010, después de deducir tanto los gastos de gestión como la inflación), con un fuerte aumento a medida que crece el tamaño de la dotación (desde el 6 por ciento para las dotaciones más pequeñas hasta más del 10 por ciento para las más grandes). 


			En otras palabras, hace mucho tiempo que las dotaciones de las universidades estadounidenses no se han invertido en bonos del Tesoro: los datos detallados de los que disponemos muestran, por el contrario, que estos altísimos rendimientos se consiguen invirtiendo en activos extremadamente arriesgados y sofisticados (derivados de acciones y de materias primas, empresas que no cotizan en bolsa, etc.), a los que no tienen acceso las carteras pequeñas. Lamentablemente, no disponemos de datos tan detallados para las carteras individuales, pero todo indica que entran en juego el mismo tipo de efectos (quizá de forma menos extrema). En cualquier caso, no creo que sea muy serio pretender estudiar el impacto desigualitario de la brecha r-g en la dinámica de la riqueza ignorando simple y llanamente la desigualdad en los rendimientos utilizando como medida el tipo de interés de la deuda soberana. 


			Un último punto: quiero dejar claro que este tipo de controversia me parece perfectamente natural y es saludable para el debate democrático. Algunas personas preferirían que los «expertos» en temas económicos se pusieran de acuerdo entre ellos, para que el resto de la sociedad pudiera sacar las conclusiones que se derivan de dicho acuerdo.45 Comprendo este punto de vista y, al mismo tiempo, me parece ilusorio. La investigación en ciencias sociales, de las que la economía no puede separarse, con independencia de lo que algunos piensen, es y siempre será, tentativa e imperfecta. No está destinada a producir certezas incontestables. No existe una ley económica universal: simplemente hay una multiplicidad de experiencias históricas y datos imperfectos que deben ser examinados pacientemente para tratar de extraer lecciones provisionales e inciertas. Uno mismo debe abordar estas cuestiones y estos materiales para formarse su propia opinión, sin dejarse impresionar por los argumentos de autoridad de los demás. 


			
	 


 	
	 
   


			La derecha francesa y los criterios presupuestarios europeos 


			 


			(18 de octubre de 2016) 


			 


			A veces uno se pregunta por qué los franceses están de tan mal humor. La respuesta es muy simple: como resultado de los errores de sus gobiernos, los países de la zona del euro acaban de atravesar el período más largo de estancamiento desde la segunda guerra mundial. El nivel de actividad económica de la zona volverá a duras penas a su nivel de 2007 en 2017, con enormes disparidades regionales y sociales, y con una explosión de subempleo que afecta sobre todo a los jóvenes y los más desfavorecidos. Mientras tanto, el resto del mundo ha seguido creciendo: China, por supuesto, pero también Estados Unidos, que estuvo en el origen de la crisis de 2008 y que ha sido capaz de mostrar más flexibilidad presupuestaria que Europa para reactivar su economía. En Francia, la tasa de paro era apenas del 7 por ciento de la población activa a finales de 2007, y a finales de 2016 se situará en torno al 10 por ciento, lo que supone un aumento de casi el 50 por ciento. Y, contrariamente a lo que todavía se oye con demasiada frecuencia en los círculos dirigentes de París, Bruselas o Berlín, este aumento sustancial no tiene nada que ver con que el mercado laboral se haya vuelto repentinamente menos flexible, o con líneas de autobús insuficientemente liberalizadas. No estoy diciendo que las discusiones sobre las famosas reformas estructurales destinadas a introducir más flexibilidad y competencia sean desechables (aunque a menudo estén muy mal planteadas). Simplemente, sería más fácil llevarlas a cabo si empezáramos por reconocer que la explosión del desempleo desde 2008 se debe principalmente a las políticas de austeridad o, más precisamente, a un intento de reducir demasiado rápido los déficits presupuestarios. Esto condujo a una recaída de la actividad en la zona del euro en 2011-2013, de la que apenas nos estamos recuperando. Los hechos son incuestionables si los observamos con calma.46 Ha llegado el momento de que los distintos dirigentes políticos —de la derecha y de la izquierda, en Francia y en Alemania— que participaron en esas decisiones lleguen a un diagnóstico común sobre este período y, sobre todo, de que se pongan de acuerdo para sacar lecciones de cara al futuro. 


			Desde este punto de vista, el hecho de que los candidatos de las primarias de la derecha —cuyo ganador tiene grandes posibilidades de triunfar en las elecciones presidenciales y legislativas francesas en la primavera de 2017— no parezcan tener ninguna prisa por reducir el déficit es una buena noticia. Ello, sin embargo, con dos condiciones. En primer lugar, el escaso margen presupuestario disponible debería destinarse a defender a los más frágiles y a invertir en el futuro, en lugar de financiar regalos fiscales a los más ricos (supresión del impuesto sobre la fortuna y reducción masiva de impuestos a las grandes herencias y a las rentas más elevadas). Al ignorar a los más vulnerables y favorecer a los más ricos, los candidatos de la derecha se equivocan de época. También ofrecen un bulevar al Frente Nacional, que estará encantado de defender a la Francia más desfavorecida en el plano fiscal, al mismo tiempo que reivindican su primacía en el frente identitario y xenófobo. En lo que respecta a la reducción de impuestos, la prioridad debería ser la reducción del impuesto sobre el patrimonio inmobiliario para quienes intentan acceder por primera vez a la propiedad, y la reducción estructural de las cotizaciones sobre el trabajo, en lugar del crédito fiscal para la competitividad y el empleo (crédit d’impôt pour la compétitivité et l’emploi, CICE), un mecanismo complejo, ilegible e ineficiente inventado por el gobierno de izquierdas. Esperemos también que la derecha no cometa el error de abolir el sistema de retenciones a cuenta del impuesto sobre la renta que finalmente aprobó la izquierda. Haría mejor en continuar con la tardía modernización de nuestro sistema tributario social unificando los distintos regímenes de pensiones para las generaciones más jóvenes. 


			Sobre todo, es hora de que los dirigentes políticos franceses, tanto de la derecha como de la izquierda, pongan sobre la mesa propuestas de reforma de los criterios presupuestarios europeos. No podemos contentarnos con violarlos regularmente sin proponer nada que los sustituya. La gran lección de los últimos años es que eludir la democracia mediante reglas automáticas no permite adaptar la política presupuestaria a situaciones económicas imprevistas: eso es lo que ha llevado a la recaída de 2011-2013. No hay infinitas soluciones: las actuales reglas rígidas deben ser sustituidas por un voto mayoritario en una verdadera cámara parlamentaria de la zona del euro, en la que cada país estaría representado en proporción a su población (24 por ciento de los escaños para Alemania y 51 por ciento para Francia, Italia y España), tras un debate público entre opiniones divergentes. Tal organismo daría la legitimidad democrática necesaria para un verdadero presupuesto de la zona del euro. Si Francia hace una propuesta precisa, Alemania tendrá que aceptar un compromiso, tal vez con una combinación de normas indicativas y mayorías cualificadas. Esta reforma es tanto más urgente cuanto que los criterios presupuestarios se han endurecido violentamente con el Tratado de 2012: en la actualidad, el objetivo es aspirar a un déficit máximo del 0,5 por ciento del producto interior bruto (PIB), que en cuanto suban los tipos de interés necesitará enormes excedentes primarios durante décadas (los intereses de la deuda ya representan 200.000 millones de euros anuales en Europa, frente a los 2.000 millones de euros anuales del programa Erasmus, en comparación). Olvidamos de paso que Europa se construyó en la década de 1950 sobre la anulación de las deudas del pasado, en particular en beneficio de Alemania y Francia, para poder invertir en el futuro. La derecha francesa parece que se dispone a llegar al poder en un contexto muy difícil. Esperemos que esté a la altura de las circunstancias. 


			
	 


 	
	 
   


			Desigualdad salarial entre hombres y mujeres: ¿19 por ciento o 64 por ciento? 


			 


			(7 de noviembre de 2016) 


			 


			Francia se moviliza hoy para denunciar las desigualdades salariales entre sexos. La cifra del día es 19 por ciento, que es una estimación de la diferencia salarial media entre hombres y mujeres a igual empleo. En otras palabras, es como si las mujeres trabajaran para los hombres desde el 7 de noviembre a las 16.34 horas en adelante. Por simbólica que sea esta cifra, no debe ocultar que las cosas son en realidad mucho peores, porque las mujeres todavía no tienen acceso a los mismos empleos que los hombres, ni mucho menos. 


			Comencemos por examinar la evolución de la ratio entre la remuneración media de los hombres y la de las mujeres (para todo tipo de empleo, incluyendo también a las personas desempleadas), en función de la edad, en Francia y en 2014.47 Se constata que la desigualdad aumenta muy bruscamente con la edad, pasando la ratio de poco más de 1,2 al inicio de la carrera profesional a más de 1,6 al final de la misma. 


			Dicho de otro modo, a la edad de veinticinco años aproximadamente, las mujeres trabajan casi en la misma proporción que los hombres y, en promedio, ocupan puestos de trabajo relativamente comparables, de modo que la diferencia de remuneración observada (25 por ciento) corresponde, grosso modo, a la brecha salarial media a empleo equivalente (en general, entre el 10 y el 20 por ciento según las estimaciones, de ahí cierta confusión sobre la cifra del día, sobre todo porque la brecha puede expresarse de dos maneras: si las mujeres ganan en promedio un 16 por ciento menos que los hombres, entonces los hombres ganan un 19 por ciento más que las mujeres; yo opto por la segunda opción). Pero, a medida que la carrera profesional progresa, las mujeres son promocionadas a trabajos mejor pagados con menos frecuencia que los hombres, por lo que la brecha se amplía con la edad: supera el 60 por ciento alrededor de los cincuenta años de edad, y llega al 64 por ciento en vísperas de la jubilación. El gráfico 1.1 ilustra con bastante claridad los límites del razonamiento de «a igual empleo» aplicado a la desigualdad de género: es cierto que, para el mismo trabajo, con las mismas cualificaciones, la diferencia es «sólo» del 10 por ciento o el 20 por ciento (que ya es considerable); pero el hecho es que las mujeres no ocupan puestos de trabajo «iguales en todo lo demás». 


			 


			Gráfico 1.1. La desigualdad salarial entre hombres y mujeres en Francia en 2014: una brecha que crece muy bruscamente con la edad…, porque los puestos de trabajo que ocupan son cada vez menos iguales 


			 



			[image: ]


			 



			Interpretación: Ratio entre la renta media del trabajo de los hombres y la de las mujeres (incluyendo a la población inactiva) en función de la edad. Las rentas del trabajo incluyen los salarios, las pensiones de jubilación, las prestaciones por desempleo y las rentas del trabajo por cuenta propia. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/>. 


			 



			Uno podría tranquilizarse al observar que este gráfico 1.1 también ilustra el hecho de que las mujeres de las generaciones más antiguas (las que actualmente tienen cincuenta y sesenta años) tenían carreras profesionales menos continuas que las nuevas generaciones y sufrían mayor discriminación laboral y sesgos de género que las generaciones más jóvenes. En decir, que las cosas estarían mejorando de manera gradual, y sólo sería cuestión de tiempo que la curva se aplane naturalmente. Lamentablemente, es posible que tengamos que esperar mucho tiempo, como ilustra el siguiente gráfico 1.2, que muestra la evolución de la proporción de mujeres en los grupos de altos ingresos laborales desde 1970. 


			 


			Gráfico 1.2. La lentísima progresión de las mujeres entre las rentas del trabajo más elevadas: al ritmo actual, la paridad se alcanzaría en 2102 
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			Interpretación: Proporción de mujeres en los diferentes fractiles de rentas del trabajo. 

            
            Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/>. 


			 


			Se puede observar que las mujeres siguen estando masivamente infra-representadas en los empleos mejor remunerados. Un caso particularmente extremo es el del 1 por ciento de los mayores ingresos: es cierto que la proporción de mujeres ha aumentado en las últimas décadas, pero a un ritmo extremadamente lento: entre el 5 y el 10 por ciento de las mujeres en la década de 1970, el 10 por ciento en 1994 y el 16 por ciento en 2012. Con esta tendencia tendremos que esperar hasta 2102 para alcanzar la paridad. Eso está muy lejos. 


			
	 


 	
	 
   


			Por otra globalización 


			 


			(15 de noviembre de 2016) 


			 


			Digámoslo de entrada: la victoria de Trump se explica sobre todo por la explosión de las desigualdades económicas y territoriales en Estados Unidos durante las últimas décadas y la incapacidad de los sucesivos gobiernos para hacerles frente. Las administraciones de Clinton y Obama se limitaron a acompañar el movimiento de liberalización y sacralización de los mercados instaurado por Reagan y, posteriormente, por Bush padre y Bush hijo, cuando no lo exacerbaron ellos mismos, como en el caso de la desregulación financiera y comercial de los años Clinton. Las sospechas de connivencia con el mundo financiero y la incapacidad de la élite política y mediática demócrata para sacar conclusiones del voto a Sanders han hecho el resto. Hillary ganó el voto popular por los pelos, pero la participación de los más jóvenes y desfavorecidos fue demasiado baja para ganar en los estados clave. 


			Lo más triste es que el programa de Trump reforzará las tendencias desigualitarias: se dispone a eliminar el seguro médico, laboriosamente concedido a los trabajadores más desfavorecidos durante el mandado de Obama, y lanzar a su país a una precipitada carrera hacia el dumping fiscal, con una reducción del tipo impositivo federal sobre los beneficios empresariales del 35 por ciento al 15 por ciento, siendo que Estados Unidos había resistido hasta ahora y evitado entrar en esta carrera sin fin venida de Europa. Por otra parte, la creciente etnicidad del conflicto político estadounidense no augura nada bueno de cara al futuro si no se adoptan nuevos compromisos: se trata de un país en el que la mayoría blanca vota estructuralmente un 60 por ciento a un partido concreto, mientras que las minorías votan más del 70 por ciento al otro, y donde la mayoría blanca tiende claramente a perder su superioridad numérica (80 por ciento de los votos emitidos en 2000, 70 por ciento en las elecciones de 2016, y el 50 por ciento de aquí a 2040). 


			La principal lección para Europa y el mundo es clara: urge reorientar la globalización de manera fundamental. Los principales desafíos de nuestro tiempo son el aumento de la desigualdad y el calentamiento global. Por consiguiente, es preciso establecer tratados internacionales que respondan a estos desafíos y promover un modelo de desarrollo equitativo y sostenible. Estos nuevos acuerdos pueden contener, de ser necesario, medidas para facilitar el comercio. Pero la cuestión de la liberalización del comercio ya no debe estar en el centro. El comercio debe volver a ser lo que nunca debió dejar de ser: un medio para alcanzar metas más altas. Concretamente, debemos dejar de firmar acuerdos internacionales que reducen los derechos de aduana y otras barreras comerciales sin incluir en el mismo tratado, y desde los primeros capítulos, normas cuantificadas y vinculantes para combatir el dumping fiscal y climático, como tipos mínimos comunes de impuestos sobre los beneficios empresariales y objetivos verificables y sancionables de emisiones de carbono. Ya no es posible negociar tratados de libre comercio a cambio de nada. 


			Desde este punto de vista, el Acuerdo Económico y Comercial Global (CETA), entre la Unión Europea y Canadá, es un tratado de otra época y debe ser rechazado. Es un tratado estrictamente comercial, que no contiene medidas fiscales o climáticas vinculantes. Sin embargo, contiene toda una parte sobre la «protección del inversor» que permite a las multinacionales demandar a los Estados en tribunales de arbitraje privados, pasando por alto los tribunales públicos aplicables a cualquiera. El marco propuesto es notoriamente insuficiente, en particular en lo que respecta a la cuestión clave de la remuneración de los jueces-árbitro, y dará lugar a todo tipo de abusos. En un momento en que el imperialismo jurídico estadounidense se intensifica e impone sus reglas y sus impuestos a nuestras empresas, este debilitamiento de la justicia pública es una aberración. La prioridad debería ser establecer una autoridad pública fuerte, con la creación de una fiscalía europea y un ministerio público capaces de hacer cumplir sus decisiones. 


			¿Qué sentido tiene firmar un objetivo puramente teórico en los acuerdos de París para limitar el calentamiento a 1,5 °C (lo que exigiría dejar sin explotar hidrocarburos como las arenas bituminosas de Alberta, cuya explotación acaba de ser reiniciada por Canadá) y luego, unos meses más tarde, concluir un tratado comercial verdaderamente vinculante que no hace mención alguna a dicha cuestión? Un tratado equilibrado entre Canadá y Europa, destinado a promover de común acuerdo el desarrollo equitativo y sostenible, debería comenzar por especificar los objetivos de emisiones de cada una de las partes, así como los compromisos concretos para alcanzarlos. 


			En cuanto a la cuestión del dumping fiscal y los tipos mínimos del impuesto sobre los beneficios empresariales, se trataría obviamente de un cambio de paradigma para Europa, que se ha construido como una zona de libre comercio sin normas fiscales comunes. Es un cambio indispensable: ¿qué sentido tiene acordar una base impositiva común (que es el único ámbito en el que Europa ha avanzado un poco hasta ahora) si cada país puede a partir de ahí fijar un tipo casi nulo y atraer las sedes de todas las empresas? Ha llegado el momento de cambiar el discurso político sobre la globalización: el comercio es algo bueno, pero el desarrollo sostenible y justo también requiere servicios públicos, infraestructuras, educación y sistemas de salud, que a su vez exigen impuestos justos. De lo contrario, el trumpismo acabará por imponerse. 


			
	 


 	
	 
   


			¿Renta básica o salario justo? 


			 


			(13 de diciembre de 2016) 


			 


			El debate sobre la renta básica tiene al menos un mérito: el de recordar que existe un cierto consenso en Francia sobre que todo el mundo debe tener un ingreso mínimo. Existen desacuerdos en cuanto a la cantidad: 530 euros mensuales actualmente en el caso de la Renta de Solidaridad Activa (RSA) que se concede a las personas solteras sin hijos, una suma que algunos consideran suficiente y que otros quisieran aumentar a 800 euros. Pero todo el mundo a derecha e izquierda parece estar de acuerdo en la conveniencia de un ingreso mínimo en torno a ese nivel, no sólo en Francia sino en muchos otros países europeos. En Estados Unidos, los pobres sin hijos tienen que conformarse con cupones de alimento, y el Estado social suele adoptar la forma de un Estado tutelar o incluso carcelario. El consenso europeo debe acogerse con satisfacción, si bien no es suficiente. 


			El problema del debate sobre la renta básica es que a menudo pasa por alto cuestiones esenciales y, de hecho, parte de una concepción desvirtuada de la justicia social. La justicia social no se resume en 530 u 800 euros al mes. Si queremos vivir en una sociedad justa, debemos plantear objetivos más ambiciosos, relativos a la distribución total de la renta y de la riqueza, y, por lo tanto, de la distribución del poder y de las oportunidades. 


			La ambición debe ser la de una sociedad basada en la remuneración justa del trabajo, en un salario justo, y no sólo en una renta básica. Conseguir un salario justo requiere replantearse todo un conjunto de instituciones y políticas complementarias entre sí: los servicios públicos, incluida la educación; el derecho laboral y societario; y el sistema fiscal. 


			En primer lugar, debemos enfrentarnos a las hipocresías de nuestro sistema educativo, que con demasiada frecuencia reproduce e incluso amplifica las desigualdades. Esto es cierto en la educación superior. Los itinerarios universitarios a los que acceden los estudiantes más desfavorecidos están muy poco dotados en comparación con los itinerarios de élite. La situación no ha hecho más que empeorar, hasta el punto de que generaciones enteras están ahora apiñadas en anfiteatros saturados. También es cierto en las escuelas y los institutos. En la práctica, las escuelas desfavorecidas tienen muchos más profesores eventuales sin experiencia que las demás, por lo que el gasto público real por alumno es en realidad inferior. A falta de una política transparente y verificable de asignación de recursos, estas escuelas han sido simplemente estigmatizadas, al clasificarlas como Zonas de Educación Prioritaria (ZEP), sin aumentar sus recursos, justo lo contrario de lo que debería hacerse. Si a esto se añade el hecho de que no se hace nada para promover la diversidad social y que se permite al sector privado contratar a quien quiera al mismo tiempo que se beneficia de fondos públicos, estamos muy lejos de la igualdad de oportunidades que se alaba en los lemas publicitarios de los programas electorales. 


			Para avanzar hacia un salario justo también debemos dejar de denigrar el papel de los sindicatos, del salario mínimo y de las escalas salariales. Debemos repensar el papel de los representantes de los trabajadores. En los países en los que juegan un papel activo en los consejos de administración —entre un tercio y la mitad de los votos en Suecia y en Alemania—, hay escalas salariales más ajustadas, mayor implicación de los trabajadores en la estrategia de las empresas y, por último, mayor eficiencia productiva. Nada nos impide pensar en nuevas formas de reparto del poder, haciendo que los administradores sean elegidos por asambleas mixtas de empleados y accionistas (lo que permitiría superar el juego de rol entre los administradores a sueldo y los accionistas, así como la mayoría automática de estos últimos). 


			Para limitar el poder del capital y su perpetuación, el sistema tributario también debe desempeñar plenamente su papel, en particular a través de la fiscalidad progresiva sobre el patrimonio, para que permita transformar el derecho de propiedad en un simple derecho temporal, al menos en el caso de las grandes fortunas, así como la fiscalidad sobre las herencias en vida. En lugar de esto, la derecha pretende eliminar nuestro exiguo impuesto sobre la fortuna, que en realidad debería asimilarse al impuesto sobre el patrimonio inmobiliario, con la finalidad de reducir este último para los pequeños propietarios. Por último, el impuesto progresivo sobre la renta debería contribuir a la obtención de salarios justos reduciendo las diferencias de ingresos al mínimo. La experiencia histórica muestra que los tipos marginales elevados sobre las grandes rentas —82 por ciento en promedio de 1930 a 1980 en Estados Unidos— han permitido poner fin a las remuneraciones astronómicas en beneficio de los salarios más bajos y de la eficiencia económica. 


			Un último punto: con el sistema de retenciones, el impuesto progresivo sobre la renta permite ingresar la renta básica directamente en la nómina. En la actualidad, un trabajador a tiempo completo que recibe el salario mínimo percibe una remuneración neta de 1.150 euros, tras deducir 310 euros de cotizaciones a la seguridad social de sus 1.460 euros de salario bruto. Si lo solicita, puede recibir el equivalente a 130 euros mensuales de prima de actividad varios meses después. Sería preferible reducir la retención fiscal y aumentar el salario neto en consecuencia. Por la misma razón, me cuesta entender a los que insisten en pagar una renta básica de 500 euros al mes a personas que ganan 2.000 euros al mes de salario, para luego recuperar esa misma cantidad al aumentar la retención. 


			Es hora de que el debate sobre la justicia se centre en las cuestiones correctas. 


			
	 


 	
	 
   


			Fallecimiento de Anthony B. Atkinson 


			 


			(3 de enero de 2017) 


			 


			Anthony B. Atkinson falleció en la mañana del 1 de enero de 2017, a la edad de setenta y dos años, tras una larga enfermedad. Deja un vacío inconmensurable. 


			Anthony «Tony» Atkinson ocupa un lugar especial entre los economistas. Se trata de un investigador que consiguió, durante medio siglo, contra todo pronóstico, poner el foco en la cuestión de las desigualdades y demostrar que la economía es sobre todo una ciencia social y moral. Tony nació en 1944 y publicó su primer libro en 1969. Entre 1969 y 2016, publicó unos cincuenta libros y más de 350 artículos científicos48 que han transformado profundamente la investigación internacional sobre la distribución de la riqueza, la desigualdad y la pobreza. También es autor de importantes contribuciones teóricas publicadas desde la década de 1970, dedicadas en particular a la teoría de la fiscalidad óptima. 


			Su obra más relevante y profunda está consagrada al análisis histórico y empírico de las desigualdades, vinculado por supuesto a modelos teóricos, que Atkinson domina a la perfección, y que utiliza con sobriedad y moderación. Con su enfoque histórico, empírico y teórico, su extremo rigor e integridad, y con una ética que concilia al científico social y al ciudadano del Reino Unido, Europa y el mundo, Atkinson ha sido durante décadas un modelo para generaciones enteras de estudiantes y jóvenes investigadores. Junto con Simon Kuznets, Atkinson ha dado lugar en gran medida a una nueva disciplina dentro de las ciencias sociales y la economía política: el estudio de la dinámica histórica de la distribución de la renta y la riqueza. 


			Ciertamente, la cuestión de la distribución desde una perspectiva de largo plazo ya estaba en el centro de la economía política del siglo XIX, en particular en la obra de Thomas Malthus, David Ricardo y Karl Marx. Pero estos autores tenían datos limitados, y a menudo se vieron obligados a limitarse a la especulación puramente teórica. No fue hasta la segunda mitad del siglo XX y la investigación de Kuznets y Atkinson que se desarrolló un trabajo verdaderamente basado en fuentes históricas. En su obra maestra de 1953, Shares of Upper Income Groups in Income and Savings, Kuznets combinó las primeras cuentas nacionales estadounidenses (que él mismo acababa de ayudar a elaborar) con datos del impuesto federal sobre la renta (creado en 1913 tras una larga batalla política) para establecer la primera serie histórica sobre la distribución de la renta, con una buena noticia de paso: la desigualdad se había reducido. 


			En 1978, en una obra de referencia, Distribution of Personal Wealth in Britain (libro coescrito con Alan Harrison), Atkinson continúa y supera a Kuznets: explota sistemáticamente los registros de herencias británicos desde la década de 1910 hasta la de 1970, y analiza de manera magistral en qué medida las diferentes fuerzas económicas, sociales y políticas permiten explicar los cambios observados en la distribución de la riqueza, particularmente dramáticos durante un período turbulento como pocos. En comparación con el libro de Kuznets, que está casi por entero dedicado a la construcción del aparato estadístico, el libro de Atkinson va más allá, porque integra el análisis histórico, teórico y estadístico de manera más completa. 


			Todos los estudios posteriores sobre la dinámica histórica de la desigualdad de la renta y la riqueza son, de alguna manera, una continuación de estos trabajos seminales de Kuznets y Atkinson. Es el caso, en particular, de los estudios recogidos en la World Inequality Database49 (WID.world), de la que Tony Atkinson fue cofundador y codirector. 


			A título personal, tuve la suerte de conocer a Tony cuando yo era un joven estudiante de la London School of Economics, en el otoño de 1991. Sus consejos, siempre dados con una calidez y amabilidad sin igual, han sido decisivos en mi carrera. Poco después de la publicación de Les hauts revenus en France au XXè siècle (Los altos ingresos en Francia en el siglo XXI), en 2001, tuve la suerte de contar con su apoyo entusiasta. Tony fue el primer lector de mi estudio sobre la desigualdad histórica en Francia, e inmediatamente se ocupó del caso del Reino Unido (cuyos datos históricos de rentas aún no habían sido explotados), y posteriormente de muchos otros países. Juntos hemos editado dos gruesos volúmenes publicados en 2007 y 2010, que abarcan en total más de veinte países. Este trabajo condujo a la base de datos WID. world, y a mi libro de 2013 El capital en el siglo XXI, que no habría visto la luz sin el apoyo inquebrantable de Tony Atkinson. 


			Además de sus estudios históricos pioneros, Atkinson también ha sido durante décadas uno de los principales expertos mundiales en investigaciones comparadas sobre la medición de la desigualdad y la pobreza en las sociedades contemporáneas, y un incansable arquitecto de la cooperación internacional en estas cuestiones. En su último libro, Inequality: What Can be Done?, más personal que sus libros anteriores y totalmente orientado a la toma de decisiones, presenta el esbozo de un nuevo reformismo radical. Hay algo de Beveridge en este Atkinson, y el lector se equivocaría en afearle este capricho. El erudito de la legendaria prudencia se mete en faena y elabora una lista de propuestas concretas, innovadoras y convincentes para demostrar que siempre hay alternativas y que la batalla por el progreso social y la igualdad debe reanudarse aquí y ahora. Divertido, elegante, profundo: hay que leer este libro, que ofrece la mejor combinación de lo que la economía política y el progresismo británico pueden aportar. 


			Atkinson fue un investigador infinitamente generoso y riguroso, una inspiración para todos nosotros. Su amabilidad era proverbial. Mientras luchaba contra una larga enfermedad en los últimos años de su vida, se mantuvo extremadamente activo, trabajando en proyectos importantes, hablando con colegas y amigos hasta en las últimas semanas. Atkinson desaparece en un momento en que el aumento de la desigualdad se ha convertido en uno de los principales desafíos de nuestras sociedades. Su vida estuvo dedicada al desarrollo de herramientas para medir, analizar y abordar las desigualdades. Su trabajo seguirá viviendo en la lucha contra la desigualdad. Su desaparición crea un vacío insustituible. 


			
	 


 	
	 
   


			Sobre la productividad en Francia y en Alemania 


			 


			(5 de enero de 2017) 


			 


			En este inicio de 2017, en el que se celebrarán elecciones francesas en primavera y alemanas en otoño, vale la pena volver a uno de los temas fundamentales que socavan el debate europeo, a saber, la supuesta asimetría económica entre una Alemania reputadamente próspera y una Francia a la que se describe como en declive. Digo «supuesta» porque, como veremos, la productividad de las economías alemana y francesa —medida por el PIB por hora trabajada, que es, con mucho, el indicador más relevante de desempeño económico— se encuentra en niveles prácticamente idénticos. Y, además, ambas están entre las más altas del mundo, lo que demuestra de paso que el modelo social europeo tiene un brillante futuro por delante, independientemente de lo que piensen los defensores del Brexit y los trumpistas de distinto pelaje. Esto también me permitirá repasar varios de los temas discutidos en este blog durante 2016,50 así como en mi columna «¿Renta básica o salario justo?» del mes pasado. 


			Empecemos por el hecho más sorprendente. Si se calcula la productividad media del trabajo, dividiendo el PIB (el producto interior bruto, es decir, el valor total de los bienes y servicios producidos en un país en un año) por el número total de horas trabajadas (asalariados y trabajadores por cuenta propia), se constata que Francia se sitúa prácticamente al mismo nivel que Estados Unidos y Alemania, con una productividad media de aproximadamente 55 euros por hora trabajada en 2015: un 25 por ciento más que el Reino Unido o Italia (alrededor de 42 euros) y casi tres veces más que la propia Francia en 1970 (inferior a 20 euros a precios constantes). Todas las cifras se expresan en paridad de poder adquisitivo y en euros de 2015, y tienen por lo tanto en cuenta la inflación y el nivel de precios en cada país. 


			Conviene dejar claro desde el principio que los datos disponibles para medir el número de horas trabajadas son imperfectos, y que no debe exagerarse la exactitud de estas mediciones. Además, la propia noción de «PIB por hora trabajada» es en sí misma bastante abstracta y reductora. En realidad, es todo el sistema económico y la organización del trabajo y la producción de cada país lo que entra en juego en estas comparaciones, con infinitas variaciones entre sectores y empresas, y es en gran medida ilusorio pretender resumir todo esto con un solo indicador. Pero, incluso si se hicieran comparaciones de productividad entre países (un ejercicio que puede ser útil si se asumen sus limitaciones, así como ayudar a superar determinados prejuicios nacionalistas y a establecer algunos órdenes de magnitud), entonces el PIB por hora trabajada es la noción que tiene más sentido (véase gráfico 1.3). 


			Las series de tiempo de trabajo que utilizamos aquí son las de la base de datos de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). Otras series internacionales de tiempo de trabajo son las elaboradas por la Oficina de Estadísticas Laborales (Bureau of Labor Statistics, BLS) del gobierno federal de Estados Unidos. Más allá de las ligeras diferencias entre las distintas series, todas las fuentes disponibles —en particular, OCDE y BLS— confirman que el PIB por hora trabajada se sitúa, grosso modo, al mismo nivel en Francia, Alemania y Estados Unidos (siendo las diferencias entre estos tres países tan pequeñas que probablemente sea imposible distinguirlas de forma clara, dada la falta de precisión de la unidad medida), y que países como el Reino Unido, Italia o Japón se sitúan aproximadamente un 20 o 25 por ciento por debajo. Dado el estado actual de los datos disponibles, estos órdenes de magnitud pueden considerarse válidos. 


			 


			Gráfico 1.3. Productividad del trabajo (PIB por hora trabajada), en 1970-2015 (euros de 2015) 
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			Interpretación: La productividad del trabajo, medida con el PIB por hora trabajada (en euros constantes de 2015 y en paridad de poder adquisitivo), ha pasado de 8 euros en Alemania y Francia, en 1950, a 55 euros, en 2015. Alemania y Francia alcanzaron (o superaron ligeramente) el nivel de Estados Unidos hacia 1985-1990, mientras que el Reino Unido ha permanecido un 20 por ciento más abajo. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 614. 


			 


			Cabe señalar también que ningún país del mundo supera significativamente el nivel de productividad laboral observado en Alemania, Francia y Estados Unidos, o al menos ningún otro país de tamaño y estructura económica comparable. Existen niveles de PIB por hora trabajada significativamente mayores en países pequeños, con una baja densidad de población y estructuras productivas muy específicas, como, por ejemplo, países petroleros (Emiratos Árabes Unidos o Noruega) o paraísos fiscales (Luxemburgo), pero esto responde a lógicas muy diferentes. 


			Con la cifra en mente de 55 euros de productividad media por hora trabajada en Francia hoy en día, algunos lectores pueden sentirse tentados de ir a hablar con su jefe para negociar un aumento de salario. Otros, aún más numerosos, se harán preguntas sobre el significado de esta cifra. Aclaremos que se trata de un promedio: la producción media de bienes y servicios por hora trabajada puede ser de 10 a 20 euros en algunos oficios y sectores, y de 100 a 200 euros por hora en otros (no necesariamente los más penosos). Y, obviamente, no es imposible que, en el juego de las negociaciones salariales y las relaciones de poder, algunas personas se apropien de parte de la producción de otras. La producción media de 55 euros por hora trabajada no dice nada sobre estos detalles. 


			Cabe señalar también que el concepto de «producto interior bruto» (PIB) plantea muchos problemas. En concreto, sería preferible que los institutos de estadística se centraran en el «producto interior neto», es decir, después de deducir el consumo de capital fijo, que corresponde a la depreciación del capital y los bienes de equipo (reparación de edificios y maquinaria, sustitución de computadoras, etc.). Esta depreciación del capital no constituye en realidad una renta para nadie, ni para los trabajadores ni para los accionistas, y además ha tendido a aumentar con el paso del tiempo. El consumo de capital fijo representaba alrededor del 10 por ciento del PIB en las economías desarrolladas en la década de 1970 y en la actualidad supera el 15 por ciento del PIB (un signo de la obsolescencia acelerada de los bienes de equipo). Esto significa que una (pequeña) parte del crecimiento de la productividad del trabajo medida anteriormente es una ilusión. Del mismo modo, si se tuviera debidamente en cuenta el consumo de capital natural, desaparecería parte del crecimiento del PIB mundial (las extracciones anuales de recursos naturales se aproximan al crecimiento del PIB mundial, actualmente en torno al 3 por ciento anual, y tienden a aumentar con el tiempo, dependiendo de cómo se valoren). Pero, de nuevo, esto no afectaría a las comparaciones entre países, que es lo que nos interesa aquí. 


			Tengamos en cuenta, finalmente, que la productividad de 55 euros por hora antes indicada incluye la participación de los beneficios (normalmente entre el 20 y el 40 por ciento, dependiendo del sector y la intensidad del capital), y es una medida antes de tener en cuenta todos los impuestos directos e indirectos (impuesto sobre el valor añadido, diversos impuestos sobre la producción, etc.) y las cotizaciones sociales. Por lo tanto, hay un largo trecho entre esos 55 euros y la remuneración neta que figura en la nómina del trabajador, cuya explicación detallada desbordaría con creces el marco de este artículo, que tiene por objetivo principal simplemente comparar los niveles de productividad entre países. 


			Otra forma de presentar la productividad de cada país es medirla en comparación con la productividad observada en Estados Unidos, que durante mucho tiempo ha estado muy por encima de las demás. Se obtienen entonces los resultados mostrados en el gráfico 1.4. 


			 


			Gráfico 1.4. Productividad del trabajo (PIB por hora trabajada) relativa a Estados Unidos 
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			Interpretación: En 1950, la productividad del trabajo en Europa occidental, medida con el PIB por hora trabajada (en euros constantes de 2015 y en paridad de poder adquisitivo), era la mitad que en Estados Unidos. Alemania y Francia alcanzaron (o superaron ligeramente) el nivel de Estados Unidos hacia 1985-1990, mientras que el Reino Unido ha permanecido un 20 por ciento más abajo. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 615. 


			 


			En síntesis, Francia y Alemania tenían una productividad del orden del 65-70 por ciento del nivel de Estados Unidos en 1970; ambos países recuperaron completamente este retraso durante los años 1970-1980, y desde 1990 han estado aproximadamente al mismo nivel que Estados Unidos (ligeramente por encima hasta la crisis de 2008, y un poco por debajo desde entonces, pero con diferencias relativamente pequeñas; por otra parte, es de esperar que la zona del euro termine gestionando su salida de la crisis mejor de lo que lo ha hecho hasta ahora).51 


			Echando la vista atrás, al período inmediatamente posterior a la segunda guerra mundial, cuando la productividad de Francia y Alemania era apenas el 50 por ciento de la de Estados Unidos, la recuperación es todavía más sorprendente. Conviene tener en mente que el retraso europeo en términos de productividad proviene de mucho antes (ya era enorme en el siglo XIX y principios del siglo XX, en vísperas de la primera guerra mundial, y no hizo más que ampliarse entre guerras), y se explica clásicamente por un relativo retraso educativo: la población americana, menor, estaba totalmente alfabetizada a principios del siglo XIX, mientras que en Francia no ocurrió lo mismo hasta finales de siglo, en un momento en que Estados Unidos ya había pasado a la siguiente etapa (educación secundaria generalizada y, posteriormente, educación superior). Es la inversión educativa del período de los «treinta gloriosos» lo que permite a Francia y Alemania realizar con éxito esta convergencia histórica con Estados Unidos entre 1950 y 1990. La verdadera cuestión hoy en día es mantener y amplificar esa evolución. 


			Por el contrario, el persistente retraso en la productividad del Reino Unido, que nunca ha alcanzado el nivel de Estados Unidos, se atribuye generalmente a las debilidades históricas de su sistema educativo. De manera análoga, el deterioro relativo de Italia desde mediados de la década de 1990 puede explicarse en parte por la insuficiente inversión en educación por parte de las autoridades públicas italianas (engullidas por el reembolso de una deuda pública interminable, de la que Francia y Alemania pudieron librarse gracias a la inflación y a las condonaciones de deuda en el período de posguerra). 


			Cabe señalar también que la elevada productividad actual de Estados Unidos va acompañada de una desigualdad considerable: eran más igualitarios que la antigua Europa en el siglo XIX y hasta mediados del siglo XX, pero en las últimas décadas se han vuelto mucho más desigualitarios, en particular con un contraste en el sector educativo entre las excelentes universidades de élite (desgraciadamente reservadas a los más pudientes), por una parte, y un sistema de enseñanza secundaria y superior relativamente deficiente y al servicio de la inmensa mayoría, por otra. Esto explica en gran medida por qué la renta del 50 por ciento de los estadounidenses más desfavorecidos no ha crecido en absoluto desde 1980, mientras que las rentas del 10 por ciento más rico han aumentado considerablemente.52 


			Sin caer en el triunfalismo (tanto más fuera de lugar cuanto que son muchos los factores que entran en juego, empezando por la evolución demográfica en Alemania y la modernización del sistema fiscal y de seguridad social en Francia), es justo señalar que el modelo social, educativo y económico construido en Francia y en Alemania es más satisfactorio: estos dos países han alcanzado la productividad más alta del mundo, tan elevada como la productividad americana, pero con una distribución mucho más igualitaria. 


			Veamos ahora el PIB per cápita. Es de alrededor de 35.000 euros por año (un poco menos de 3.000 euros por mes) en Europa —algo más en Alemania, algo menos en Francia y el Reino Unido—, lo que equivale a un 25 por ciento menos aproximadamente que en Estados Unidos, donde está en torno a los 45.000 euros por año (véase el gráfico 1.5). 


			Lo relevante es que el mayor PIB per cápita de Estados Unidos proviene únicamente de un mayor número de horas trabajadas, no de una mayor productividad que la de Francia y Alemania. Del mismo modo, sólo a través de una jornada laboral más larga el Reino Unido logra compensar su menor productividad y alcanzar el mismo nivel de PIB per cápita que Francia (véase el gráfico 1.6). 


			 


			Gráfico 1.5. PIB anual por habitante (1970-2015), en euros de 2015 
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			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr>. 


			 


			Gráfico 1.6. Número de horas trabajadas por año y por habitante (1970-2015) 
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			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr>. 


			 


			Para comprender mejor las diferencias entre las horas trabajadas de unos países y otros, hay que distinguir entre la parte que viene explicada por el número de horas trabajadas por puesto de trabajo y la parte que viene explicada por el número de puestos de trabajo per cápita. Comencemos con el número de horas trabajadas por puesto de trabajo (véase el gráfico 1.7). 


			 


			Gráfico 1.7. Número de horas trabajadas por año y por empleo (1970-2015) 
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			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr>. 


			 


			Puede observarse que el promedio anual de tiempo de trabajo por empleo es menor en Alemania que en Francia (consecuencia de un mayor desarrollo del trabajo a tiempo parcial, que no siempre es deseado, pero que puede ser más satisfactorio que no tener ningún trabajo). Más allá de esta ligera diferencia, existe de nuevo una cierta similitud entre las trayectorias de Francia y Alemania: ambos países optaron por aprovechar el fortísimo crecimiento de los «treinta gloriosos» para reducir significativamente las horas de trabajo desde la década de 1960, pasando así de una media de casi 2.000 horas anuales en 1970 (que corresponden aproximadamente a 42 horas semanales durante 48 semanas al año) a menos de 1.500 horas anuales en la actualidad (unas 35 horas semanales durante 44 semanas al año). Por el contrario, Estados Unidos y el Reino Unido apenas han reducido sus horas de trabajo, por lo que las semanas laborales han seguido siendo muy largas y las vacaciones pagadas muy cortas (a menudo limitadas a 2 semanas, además de los días festivos). 


			Por supuesto, no pretendo argumentar que siempre es mejor reducir el tiempo de trabajo y aumentar las vacaciones. La cuestión del ritmo al que debe reducirse el tiempo de trabajo es un asunto muy complejo y delicado. Pero parece claro que uno de los objetivos del crecimiento de la productividad a largo plazo es dejar más tiempo para la vida privada, familiar, cultural y recreativa, y que las trayectorias de Francia y Alemania parecen tener más en cuenta este objetivo que las de Estados Unidos y el Reino Unido. 


			Pasemos ahora a lo que no va tan bien, empezando por la baja tasa de empleo francesa, cuya diferencia con la tasa de empleo alemana era relativamente reducida en 2005 (apenas 2 puntos de diferencia: 42 empleos por cada 100 habitantes en Francia y 44 en Alemania), y que se ha ampliado considerablemente a partir de la crisis financiera internacional de 2008 (más de 7 puntos de diferencia, con una tasa de empleo del 42 por ciento en Francia, frente a más del 49 por ciento en Alemania). (Véase el gráfico 1.8.) 


			El desglose de esta tendencia por grupos de edad muestra que la tasa de empleo de las personas de entre veinticinco y cincuenta y cuatro años siempre ha estado alrededor del 80 por ciento en Francia, al igual que en otros países, y que es entre las personas de quince a veinticuatro años y entre las de cincuenta y cinco a sesenta y cuatro años donde la diferencia ha aumentado en los últimos años, en consonancia con el aumento del desempleo. 


			No voy a volver sobre las muchas razones de esta debilidad en el empleo francés. Parte de la culpa corresponde a la pésima política presupuestaria seguida en la zona del euro, que ha provocado una absurda recaída de la actividad económica en 2011-2013,53 de la que apenas nos estamos recuperando (la responsabilidad es principalmente de los sucesivos gobiernos franceses y alemanes, que concluyeron un mal tratado presupuestario en 2012, que es hora de reformar).54 


			 


			Gráfico 1.8. Número de empleos por habitante, en porcentaje (1970-2015)  
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			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr>. 


			 



			Pero también existen factores específicamente franceses: una especialización industrial menos prometedora que en Alemania, que además ha sabido apoyarse en un mayor compromiso de los asalariados en la gobernanza y estrategia de las empresas,55 y en un sistema de formación profesional mucho mejor, que Francia haría bien en emular; un sistema de financiación de la protección social que, en Francia, se apoya demasiado en la masa salarial del sector privado, algo que exigiría una reforma fiscal integral56 que se aplaza una y otra vez (en su lugar, se han multiplicado los parches, como el crédito fiscal para la competitividad y el empleo —CICE, por sus siglas en francés—, que no ha hecho más que añadir un nivel más de complejidad a un sistema de fiscalidad social ya incomprensible); un sistema de pensiones ilegible y fraccionado en múltiples regímenes que es hora de unificar,57 en particular para tranquilizar a las generaciones más jóvenes (nuestro sistema de pensiones está actualmente bien financiado —es el que más recursos dispone en Europa, después del sistema italiano— y al mismo tiempo su opacidad hace que nadie entienda nada sobre sus derechos futuros). 


			Sólo quiero enfatizar dos cosas. Por una parte, la debilidad actual del empleo francés hace que las estimaciones de productividad indicadas anteriormente sean sin duda optimistas, ya que las personas excluidas del mercado laboral suelen ser las menos formadas. De hecho, si ajustamos las series de productividad suponiendo que las horas de trabajo han seguido la misma tendencia que en Alemania desde 2005, y suponiendo que estos nuevos puestos de trabajo habrían tenido una productividad horaria un 30 por ciento menor en promedio que la de los puestos de trabajo existentes, se obtiene el resultado que se expone en el gráfico 1.9. 


			En otras palabras, hay una cierta disminución de la productividad francesa de 2000 a 2015. Es cierto que todavía estamos lejos del declive italiano y que, cualesquiera que sean los supuestos utilizados para tener en cuenta el subempleo, la productividad francesa sigue siendo muy superior a la británica y muy cercana a la de Alemania y Estados Unidos. No obstante, la tendencia es potencialmente preocupante, y debe ser combatida si Francia desea mantener la trayectoria de las décadas de 1950-1990. 


			Desde este punto de vista, el principal fracaso del quinquenato58 que llega a su fin es el bajo nivel de inversión en educación. Esto vale, en concreto, para el presupuesto asignado a las universidades y otros centros de enseñanza superior, estancado desde 2012 (con un aumento nominal microscópico, apenas equivalente a la inflación), mientras que el precio de las matrículas de los estudiantes ha aumentado casi un 10 por ciento. En otras palabras, la inversión real en educación por estudiante en Francia ha disminuido drásticamente de 2012 a 2017, mientras al mismo tiempo sólo se habla de economía de la innovación, de la sociedad del conocimiento, etc. En lugar de perder el tiempo en debates mal planteados y mal preparados sobre la flexibilidad laboral,59 el gobierno habría hecho bien en recordar que los resultados económicos a largo plazo vienen determinados principalmente por la inversión en educación y formación. 


			 


			Gráfico 1.9. Productividad del trabajo (PIB/hora trabajada), con corrección por subempleo 
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			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr>. 


			 



			El segundo punto que me gustaría enfatizar es el siguiente. Con demasiada frecuencia, el debate económico sobre Francia y Alemania se centra en la diferencia de «competitividad» entre ambos países; es decir, la diferencia entre el déficit comercial francés y el superávit comercial alemán. Sin embargo, el concepto correcto para juzgar el rendimiento económico de un país es su productividad, no su «competitividad», que es un concepto bastante resbaladizo. Para un mismo nivel de productividad, la balanza comercial de distintos países puede encontrarse temporalmente en situaciones totalmente diferentes, por razones más o menos voluntarias. Por ejemplo, algunos países pueden optar por exportar más de lo que importan, a fin de constituir reservas para el futuro en forma de activos en el extranjero. Puede estar justificado en el caso de un país que envejece y que prevé una disminución de su población activa. Esta explicación clásica suele emplearse para explicar una parte del superávit comercial observado en países como Alemania o Japón, en comparación con el de países más jóvenes, como Estados Unidos, el Reino Unido o Francia, que pueden necesitar consumir e invertir más en su territorio, lo cual puede dar lugar a déficits comerciales. En todo caso, lo importante es que estas situaciones de superávit o déficit comercial sólo pueden durar un corto período de tiempo y deben ser compensadas a largo plazo. En concreto, no tiene sentido acumular excedentes comerciales permanentes (sería como producir para siempre en beneficio del resto del mundo, lo cual carece de sentido). 


			Veamos qué significa esto en la práctica en el gráfico 1.10. 


			 


			Gráfico 1.10. Exportaciones e importaciones, en porcentaje del PIB (1970-2015) 
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			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr>. 


			 


			En primer lugar, podemos ver que el nivel general de las exportaciones e importaciones (expresado como porcentaje del PIB) ha aumentado considerablemente desde la década de 1970 (fenómeno bien conocido de intensificación de los intercambios internacionales y de globalización comercial), y que es mucho mayor en Francia y Alemania que en Estados Unidos o Japón. Esto refleja el hecho de que las economías europeas son más pequeñas y están mucho más integradas entre sí, en particular en lo que respecta al comercio. 


			Cabe señalar también que las fases de superávit y déficit comercial tienden generalmente a compensarse entre sí con el tiempo. Por ejemplo, Japón tuvo superávit durante las décadas de 1990 y 2000 (en general, entre el 1 y el 2 por ciento del PIB por año) y ha venido registrando grandes déficits desde 2011 (en la actualidad –3 por ciento del PIB). Francia tuvo superávit comercial ininterrumpido entre 1992 y 2004 (en general, entre el 1 y el 2 por ciento del PIB) y es deficitaria desde 2005 (–1,4 por ciento del PIB en 2015). 


			En promedio, durante el período 1980-2015, Francia se encuentra en una situación de equilibrio comercial casi perfecto: –0,2 por ciento del PIB (+0,1 por ciento en el período 1990-2015). En el caso de Japón, prevalecen los superávits comerciales (+1,0 por ciento en el período 1980-2015, +0,6 por ciento en el período 1990-2015), lo que explica por qué ha acumulado cómodas reservas financieras en el extranjero, de las que actualmente se nutre. 


			Sin embargo, hay casos menos equilibrados. Estados Unidos, por ejemplo, se encuentra en una situación de déficit comercial casi permanente, con un déficit promedio de –2,6 por ciento del PIB en el período 1980-2015 (–2,9 por ciento en el período 1990-2015). Su endeudamiento financiero externo es menos extremo de lo que debería haber producido semejante acumulación de déficits comerciales, ya que Estados Unidos paga un bajo rendimiento por su deuda (gracias a la confianza depositada en su moneda y en su sistema político) y obtiene un alto rendimiento de sus inversiones (gracias, en particular, a su sistema financiero y sus bancos comerciales). 


			Un caso de desequilibrio comercial aún más extremo, en sentido opuesto, es el de Alemania, que se encontraba en una situación casi de equilibrio con Francia hasta el año 2000, y que ha pasado a tener un superávit comercial medio de +5 por ciento del PIB en el período 2000-2015 (+3,2 por ciento en el período 1990-2015, +1,7 por ciento en el período 1980-2015; frente a un déficit medio de –0,9 por ciento en el período 1980-2000, por +0,2 por ciento en el caso de Francia). El superávit comercial de Alemania supera incluso el 6 por ciento del PIB desde 2012, alcanzando casi el 8 por ciento del PIB en 2015. 


			Concretamente, esto significa que una proporción muy importante de los bienes y servicios producidos en Alemania no se consumen ni se invierten en Alemania: se consumen e invierten en el resto del mundo. Otra forma — perfectamente equivalente— de ilustrar la magnitud del desequilibrio es calcular lo que el consumo y la inversión internos (los bienes y servicios producidos en el país en cuestión) representan como porcentaje del producto interior bruto (la producción de bienes y servicios en el país en cuestión). (Véase el gráfico 1.11.) 


			 


			Gráfico 1.11. Consumo e inversión interiores, en porcentaje del PIB (1970-2015) 
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			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr>. 


			 


			Una proporción superior al ciento por ciento significa que un país consume e invierte más de lo que produce; es decir, que tiene un déficit comercial. Por el contrario, una proporción inferior al ciento por ciento es simplemente la contrapartida de un superávit comercial. Esta proporción se sitúa, en la mayoría de los países, muy cerca del ciento por ciento en promedio. En el caso de Alemania, la proporción cae al 92 por ciento en 2015, algo sin precedentes en la historia económica. 


			En síntesis, Francia y Alemania tienen niveles de productividad similares, pero utilizan su alta productividad de maneras muy diferentes. En los últimos años, por cada 100 unidades de bienes y servicios producidos en su territorio, Francia ha consumido e invertido entre 101 y 102 unidades. A la inversa, por cada 100 unidades que produce, Alemania consume e invierte en su territorio tan sólo 92. La brecha puede parecer pequeña, pero si se repite cada año crea enormes desequilibrios financieros y sociales, que amenazan actualmente con hacer implosionar Europa. 


			¿Cómo hemos llegado a este punto y qué se puede hacer al respecto? En primer lugar, hay que dejar claro que, si bien el envejecimiento y el declive demográfico de Alemania pueden explicar un cierto nivel de superávit comercial por la necesidad de acumular reservas para el futuro, esto no basta para explicar racionalmente esos enormes superávits. En realidad, el superávit comercial de Alemania no es realmente una elección: es el resultado de decisiones descentralizadas tomadas por millones de agentes económicos y de la falta de un mecanismo correctivo adecuado. En pocas palabras: no hay nadie al timón, o al menos los timoneles disponibles no son muy hábiles. 


			Tras la reunificación del país, los gobiernos alemanes tuvieron mucho miedo de que el «centro de producción alemán» se descolgase: aplicaron políticas de congelación salarial para ganar competitividad, terreno en el que, sin duda, fueron demasiado lejos. Al mismo tiempo, la entrada de los países de Europa central y del Este en la Unión Europea permitió a las empresas alemanas integrarse muy bien y de manera ventajosa en estos nuevos territorios. Esto se puede ver, en concreto, en la explosión del nivel general de importaciones y exportaciones, que estaba muy cerca del nivel francés en el año 2000 (alrededor del 25-30 por ciento del PIB) y que alcanzó el 40-45 por ciento del PIB en Alemania en 2015 (frente al 30 por ciento en Francia; véase el anterior gráfico 1.10). 


			El superávit comercial resultante probablemente no era del todo previsible y debe mucho a la contingencia. A su manera, ilustra el poder de las fuerzas económicas que actúan en la globalización y que los poderes públicos aún no han aprendido a regular adecuadamente. 


			Conviene insistir en que no existe ningún ejemplo en la historia económica (al menos no desde que se dispone de estadísticas comerciales; es decir, desde principios del siglo XIX) de un país de este tamaño que sostenga un superávit comercial de este tipo (ni siquiera Japón o China, que en la mayoría de los casos no han superado un superávit comercial del 2 o 3 por ciento). Los únicos ejemplos de países con superávit comercial que se aproximan al 10 por ciento del PIB son los países productores de petróleo con poblaciones relativamente pequeñas, cuyo PIB es muy inferior al de Alemania. 


			Otro indicio de que los superávits de Alemania son objetivamente excesivos se tiene en las malas inversiones externas realizadas por las empresas y el sistema financiero: a diferencia de Estados Unidos, los activos financieros acumulados por Alemania en el resto del mundo son mucho menores de lo que la suma de sus superávits comerciales tendría que haber generado. 


			En la actualidad, la solución, por supuesto, sería impulsar los salarios, el consumo y la inversión en Alemania, tanto en el sistema educativo como en las infraestructuras, algo que lamentablemente está ocurriendo con demasiada lentitud. Es una inmensa responsabilidad para los dirigentes alemanes, que tienen otras virtudes (sobre todo en su política de acogida de inmigrantes), pero que en este punto esencial no han explicado bien a su opinión pública qué es lo que está en juego, y han tendido incluso a presentar el excedente comercial como un objeto de orgullo nacionalista, o incluso como una prueba de la virtud alemana, lo que sencillamente no es el caso. La tendencia alemana a dar lecciones al resto de Europa y a explicar que todo sería mejor si todo el mundo copiara a Alemania es lógicamente absurda: si todos los países de la zona del euro tuvieran un superávit comercial del 8 por ciento del PIB, no habría nadie en el mundo para absorber tal superávit (no hay ningún país en el planeta del tamaño de la zona del euro —en términos de PIB— dispuesto a tener un déficit comercial del 8 por ciento). Esta deriva irracional es, por desgracia, uno de los riesgos de la globalización y de la competencia exacerbada entre países: cada uno busca sobre todo encontrar un nicho y salvar su propio pellejo. 


			Afortunadamente, hay otras fuerzas en juego, en particular el apego a la idea europea. Si los demás países, empezando por Francia, Italia y España (que representan en total el 50 por ciento de la población y el PIB de la zona del euro, frente al 27 por ciento de Alemania), formulan una propuesta concreta para una revisión democrática de la zona del euro,60 cuya clave sea la recuperación económica y una moratoria de la deuda pública, decidida democráticamente en una cámara parlamentaria común, estoy convencido de que todavía se puede llegar a un compromiso. Pero es poco probable que la solución venga de Alemania y que se pueda transitar hacia ella sin tensiones. Probablemente sea necesario un pulso democrático. Esperemos que no pase por shocks demasiado violentos, que pueden llevarnos muy lejos, algo que nadie puede ya ignorar tras el Brexit. 


			Quiero terminar con una nota positiva: en comparación con Estados Unidos, con el Reino Unido y, aún más, con otras partes del mundo, Francia y Alemania tienen mucho en común. En las décadas posteriores al abismo autodestructivo de 1914-1945, ambos países fueron capaces de crear instituciones y políticas que han permitido desarrollar las economías más sociales y productivas del mundo. Francia y Alemania todavía tienen mucho que hacer juntas para promover un modelo de desarrollo equitativo y sostenible. Siempre y cuando no nos perdamos en comparaciones falsas que impiden el progreso y mirar al futuro, y aceptemos la idea de que todos tenemos todavía mucho que aprender de los demás y de la historia. 


			
	 


 	
	 
   


			¡Viva el populismo! 


			 


			(17 de enero de 2017) 


			 


			En menos de cuatro meses, Francia tendrá nuevo presidente. O presidenta: después de Trump y el Brexit, no se puede descartar que las encuestas se equivoquen una vez más y que la derecha nacionalista de Marine Le Pen se aproxime a la victoria. E incluso si esta vez se evita el cataclismo, existe un riesgo real de que logre posicionarse como la única alternativa creíble a la derecha liberal de cara a las siguientes elecciones. La izquierda radical espera, por supuesto, el éxito de Jean-Luc Mélenchon, algo que para su desgracia no es lo más probable. 


			Ambos candidatos tienen una cosa en común: cuestionan los tratados europeos y el actual régimen de competencia exacerbada entre países y territorios, lo que seduce a muchos de los que ha dejado atrás la globalización. También tienen diferencias esenciales: a pesar de una retórica divisiva y una imaginación geopolítica a veces preocupante, Mélenchon conserva sin embargo una cierta inspiración internacionalista y progresista. 


			El riesgo de estas elecciones presidenciales es que todas las demás fuerzas políticas —y los principales medios de comunicación— se contenten con castigar a estos dos candidatos y los metan en el mismo saco, calificándolos de «populistas». El nuevo insulto supremo de la política, ya utilizado en Estados Unidos contra Sanders —con el éxito que conocemos—, corre el riesgo de ocultar una vez más la cuestión fundamental. El populismo no es más que una respuesta confusa pero legítima al sentimiento de abandono de las clases trabajadoras de los países desarrollados frente a la globalización y a la creciente desigualdad. Es necesario apoyarse en los elementos populistas más internacionalistas —en la izquierda radical encarnada aquí y allá por Podemos, Syriza, Sanders o Mélenchon, cualesquiera que sean sus limitaciones— para construir respuestas precisas a esos desafíos, o de lo contrario el repliegue nacionalista y xenófobo acabará por imponerse. 


			Lamentablemente, la estrategia de negación es la que se preparan a seguir los candidatos de la derecha liberal (Fillon) y del centro (Macron), que defenderán el statu quo integral del tratado presupuestario europeo de 2012. No es de extrañar: uno lo ha negociado y el otro lo ha puesto en práctica. Todas las encuestas lo confirman: estos dos candidatos apelan sobre todo a los ganadores de la globalización, con matices interesantes («cathos» contra «bobos»)61 pero, en última instancia, secundarios a la cuestión social. Afirman encarnar el círculo de la razón: cuando Francia haya recuperado la confianza de Alemania, de Bruselas y de los mercados, liberalizando el mercado de trabajo, reduciendo el gasto público y el déficit, suprimiendo el impuesto sobre la fortuna y aumentando el IVA, entonces será hora de pedir a nuestros socios que tengan un detalle en lo que se refiere a la austeridad y la deuda. 


			El problema con esta retórica supuestamente razonable es que no lo es en absoluto. El Tratado de 2012 es un error monumental que encierra a la zona del euro en una trampa mortal y le impide invertir en su futuro. La experiencia histórica demuestra que es imposible reducir la deuda pública a este nivel sin recurrir a medidas excepcionales, a menos que nos condenemos a tener superávits primarios durante décadas, lo que supondría una carga duradera para la capacidad de inversión. 


			De 1815 a 1914, el Reino Unido pasó un siglo obteniendo enormes excedentes presupuestarios para pagar a sus propios rentistas y reducir la enorme deuda resultante de las guerras revolucionarias (más del 200 por ciento del PIB). Esta elección negativa contribuyó a la falta de inversión en educación y al consiguiente abandono del país. Entre 1945 y 1955, por el contrario, a través de una mezcla de condonaciones de deuda, inflación y gravámenes excepcionales sobre el capital privado, Alemania y Francia pudieron deshacerse rápidamente de una deuda similar. Esto les permitió invertir en crecimiento. Lo mismo debería hacerse hoy, imponiendo a Alemania una cámara parlamentaria de la zona del euro para aliviar las deudas con toda la legitimidad democrática necesaria. De lo contrario, el atraso en las inversiones y la disminución de la productividad ya observada en Italia se extenderá con el tiempo a Francia y a toda la zona del euro (ya hay indicios de ello).62 


			Saldremos del bloqueo actual volviendo la mirada a la historia, como acaban de recordarnos los autores de la magnífica Historia mundial de Francia,63 un verdadero antídoto contra las tensiones identitarias francesas. De una manera más prosaica y menos divertida, debemos aceptar también implicarnos en las primarias organizadas por la «izquierda gubernamental» (llamémosla así, ya que no ha logrado organizar unas primarias en común con la izquierda radical, lo que puede alejarles del poder por un buen tiempo). Es esencial que estas primarias designen a un candidato que se comprometa a una profunda reconsideración de las normas europeas. Hamon y Montebourg parecen estar más cerca de esta línea que Valls o Peillon, a condición de que vayan más allá de sus posturas sobre la renta universal y el «made in France», y que finalmente formulen propuestas concretas para sustituir el tratado presupuestario europeo de 2012 (apenas mencionado durante el primer debate televisado, quizá porque todos lo votaron hace cinco años, lo que hace aún más urgente aclarar las cosas con una propuesta detallada). No todo está perdido, pero es urgente evitar colocar al Frente Nacional en posición de fuerza. 


			
	 


 	
	 
   


			Por un gobierno al fin democrático de la zona del euro 


			 


			(1 de febrero de 2017) 


			 


			La zona del euro necesita un gobierno económico: un presupuesto común, impuestos comunes, capacidad de endeudamiento e inversión, una estrategia de crecimiento, un modelo de desarrollo sostenible y equitativo. Pero, para que todo esto sea posible algún día, la zona del euro debe contar sobre todo con instituciones democráticas que permitan la toma de decisiones en común. No tiene mucho sentido hablar de un gobierno para la zona del euro si no se dice ante qué órgano democrático deberá rendir cuentas ese gobierno. 


			En la actualidad, el principal órgano decisorio de la zona del euro es el Consejo de Asuntos Económicos y Financieros (ECOFIN). El problema es que este consejo es habitualmente incapaz de tomar decisiones. Hace años que se supone que la zona del euro debe pronunciarse sobre la reestructuración de la deuda griega, que todo el mundo sabe que es insostenible, y esta decisión se aplaza constantemente. 


			Otro ejemplo: desde hace años se suceden múltiples escándalos relacionados con el impuesto de sociedades. Todo el mundo sabe que este impuesto es burlado masivamente por las multinacionales, que a menudo pagan tipos efectivos irrisorios. Sin embargo, la zona del euro todavía no ha sido capaz de adoptar ninguna decisión tangible: aún seguimos debatiendo el establecimiento de una base impositiva común, y la cuestión de un tipo impositivo mínimo común sigue sin abordarse seriamente. ¿Tiene sentido acordar una base imponible común si cada país puede a continuación establecer un tipo cercano a cero y atraer así a todas las sedes corporativas? 


			La razón de esta inacción es que el ECOFIN suele funcionar según el principio de unanimidad: en materia fiscal, basta con un veto de Luxemburgo para bloquearlo todo. Y en las pocas decisiones que en principio pueden ser tomadas por mayoría de votos, los países grandes tienen un derecho de veto en la práctica. Por ejemplo, Alemania y su ministro de finanzas están empecinados en la absurda idea de que Grecia debe mantener un enorme superávit presupuestario primario del 3,5 por ciento del PIB durante las próximas décadas, idea que está bloqueando cualquier decisión. 


			El problema radica en la propia estructura del ECOFIN, que es una máquina de enfrentar los intereses nacionales entre sí (o los intereses nacionales falsamente percibidos) y mantener esta inercia. A partir del hecho de que una sola persona representa a un país de 80 millones de habitantes (Alemania) o 65 millones (Francia), es casi imposible que esa persona acepte con normalidad estar en minoría. Eso impide cualquier decisión por mayoría e incluso cualquier deliberación pública. 


			El ECOFIN debe ser reemplazado por un auténtico «Parlamento de la zona del euro», en el que cada país esté representado por un cierto número de diputados de su Parlamento nacional, en proporción a la población de su país y a los diferentes grupos políticos. Tendríamos, por ejemplo, 30 diputados del Bundestag alemán y 25 de la Asamblea Nacional francesa, de todos los partidos. Pronto quedaría claro que las opiniones sobre la deuda griega o el impuesto de sociedades varían mucho dentro de cada país, incluida Alemania, y sería posible tomar decisiones por mayoría que permitirían ir más allá de las negativas nacionales. Conviene recordar de paso que Alemania representa el 24 por ciento de la población de la zona del euro, frente al 51 por ciento de Francia, Italia y España, y el 25 por ciento de Bélgica, Grecia, Portugal y los demás países. 


			Una solución alternativa sería confiar en una representación de la zona del euro dentro del Parlamento Europeo. Creo claramente preferible basar el Parlamento de la zona del euro en los Parlamentos nacionales: en primer lugar, porque tienen la legitimidad democrática necesaria para comprometer a los contribuyentes nacionales y, en segundo lugar, porque es esencial, a través de esta innovación democrática de primer orden, consagrar la existencia de un núcleo duro más integrado que la Unión Europea en su conjunto y con sus propias instituciones. 


			En todo caso, es esencial que los candidatos de las próximas elecciones hagan finalmente propuestas concretas sobre el establecimiento de un gobierno democrático para la zona del euro, de lo contrario todo el discurso sobre el relanzamiento de Europa y la gobernanza económica seguirán siendo una ilusión. 


			
	 


 	
	 
   


			Sobre la desigualdad en China 


			 


			(14 de febrero de 2017) 


			 


			Con Trump y el Brexit, el modelo democrático occidental tiene plomo en las alas. Los medios de comunicación chinos se ponen las botas. El Global Times (el diario oficial de China) denuncia, columna tras columna, el cóctel detonante de nacionalismo, xenofobia, separatismo, telerrealidad, vulgaridad y culto al dinero al que conducen las llamadas elecciones libres y las maravillosas instituciones políticas que Occidente quiere imponer al mundo. ¡No más lecciones! 


			Las autoridades chinas han organizado recientemente un coloquio internacional sobre «el papel de los partidos políticos en la gobernanza económica mundial». El mensaje enviado en esta ocasión por el Partido Comunista de China (PCCh) es perfectamente claro: apoyándose en organismos intermediarios sólidos como el PCCh (90 millones de miembros, alrededor del 10 por ciento de la población adulta, proporción equivalente a la de la participación en las primarias estadounidenses o francesas) es posible organizar la deliberación y la toma de decisiones, así como diseñar un modelo de desarrollo estable, armonioso y bien pensado, libre de las pulsiones identitarias y de las fuerzas centrífugas del supermercado electoral. 


			Es probable que el régimen chino peque de exceso de confianza. Los límites del modelo son bien conocidos, empezando por la absoluta falta de transparencia y la feroz represión de todos aquellos que denuncian la opacidad del régimen. 


			Según las estadísticas oficiales, China ha seguido siendo un país con poca desigualdad, en el que los frutos del crecimiento se han distribuido equitativamente. Sin embargo, nada es menos cierto, como lo ilustran los resultados de un reciente estudio que realicé conjuntamente con Li Yang y Gabriel Zucman.64 Combinando fuentes estadísticas inéditas —en particular comparando los datos fiscales y patrimoniales con las encuestas y cuentas nacionales—, demostramos que los datos oficiales subestiman fuertemente tanto el nivel de desigualdad en China como su evolución. 


			Entre 1978 y 2015, el crecimiento de China sacó indudablemente al país de la pobreza. La participación del país en el PIB mundial pasó de sólo el 4 por ciento en 1978 al 18 por ciento en 2015 (mientras que su participación en la población mundial disminuyó ligeramente del 22 al 19 por ciento). Expresado en términos de paridad de poder adquisitivo y en euros constantes de 2015, la renta nacional per cápita ha pasado de apenas 150 euros mensuales, en 1978, a casi mil euros mensuales, en 2015. Aunque la renta per cápita del país sigue siendo tres o cuatro veces inferior a la de Europa o América del Norte, el 10 por ciento más rico de los chinos —130 millones de personas, nada menos— tiene una renta media equivalente a la de los países ricos. 


			El problema es que el 50 por ciento más pobre de la población china ha visto cómo su renta crecía la mitad que la renta per cápita media. Según nuestras estimaciones, que deberían considerarse como un umbral mínimo de desigualdad, la parte del 50 por ciento más pobre en la renta nacional ha pasado del 28 al 15 por ciento entre 1978 y 2015, cuando el 10 por ciento más rico de los chinos ha aumentado la suya del 26 al 41 por ciento. La magnitud del fenómeno es impresionante: los niveles de desigualdad social en China han superado de forma significativa los niveles europeos y se acercan rápidamente a los observados en Estados Unidos. 


			Encontramos la misma evolución, de manera todavía más espectacular, en la concentración de la propiedad privada. Entre 1995 y 2015, la parte de la propiedad privada en poder del 10 por ciento más rico pasó del 41 al 67 por ciento. En veinte años, China ha pasado de un nivel inferior al observado en Suecia a un nivel cercano al de Estados Unidos. Esto refleja una fuerte desigualdad de acceso al patrimonio inmobiliario (casi totalmente privatizado durante este período) y un proceso de privatización parcial de las empresas reservado a grupos muy minoritarios, en condiciones de alta opacidad. A este ritmo, existe el riesgo de que China desarrolle una especie de «plutocomunismo», con una concentración de la propiedad mayor que en los países capitalistas, todo bajo control de un único Partido Comunista. 


			Sin embargo, hay que señalar una diferencia esencial. Aunque la participación del Estado chino en el capital nacional de China (bienes inmuebles, empresas, tierras, infraestructuras y equipo) ha disminuido considerablemente, sigue siendo muy considerable. Según nuestras estimaciones, la participación del capital público era del 70 por ciento del capital nacional en 1978 y se ha estabilizado en torno al 30 por ciento desde 2006, incluso teniendo en cuenta un ligero aumento desde la crisis, lo que es síntoma de una recuperación del control de las empresas estatales. 


			En los países capitalistas, la proporción de capital público era del orden del 20 al 30 por ciento durante el gran período de la economía mixta (1950-1980), pero esta proporción se ha reducido de manera drástica desde la década de 1980, a medida que se privatizaban los bienes públicos y que se permitía el aumento de la deuda. En 2007, únicamente Italia tenía un capital público negativo (con una deuda superior a sus activos). En 2015, éste es el caso de Estados Unidos, el Reino Unido y Japón (Francia y Alemania tienen un capital público a duras penas positivo). En otras palabras, los propietarios privados no sólo poseen la totalidad del capital nacional, sino que también tienen derechos sobre los ingresos fiscales futuros, lo que ejerce una grave presión sobre la capacidad de regulación de las autoridades públicas. 


			La posición del Estado chino es más prometedora en este sentido, a condición de que sus autoridades demuestren que este potencial puede ponerse al servicio del interés general. Los chinos no quieren más lecciones de Occidente. Pero tampoco es seguro que puedan soportar mucho más las lecciones de sus gobernantes supremos. 


			
	 


 	
	 
   


			¿Cómo sería un Parlamento de la zona del euro? 


			 


			(16 de marzo de 2017) 


			 


			¿Cómo sería el «Parlamento de la zona del euro» defendido la semana pasada en Le Monde por Benoît Hamon?65 ¿Cuál sería su composición política? ¿Sería capaz de «poner en minoría a la austeridad»? ¿Permitiría el establecimiento de un gobierno finalmente democrático de la zona del euro?66 


			Dejemos claro desde el principio que no existe un Parlamento milagroso ni un tratado perfecto, y que ningún cambio en las instituciones podrá por sí solo reconciliar a los ciudadanos con Europa. El proyecto de «Tratado de democratización de la gobernanza de la zona del euro» (T-Dem)67 no es más que una primera base de discusión, que deberá ser ampliamente debatida y mejorada con las propuestas de todos. 


			Redactado por reconocidos especialistas en derecho europeo —Stéphanie Hennette, profesora de derecho público en la Universidad de París-Nanterre, y Guillaume Sacriste y Antoine Vauchez, profesores-investigadores en ciencias políticas en la Universidad de París-I-Panthéon-Sorbonne y en el Centro Nacional de Investigaciones Científicas—, este proyecto de tratado tiene al menos el mérito de existir y de demostrar que es posible encontrar soluciones para hacer que Europa sea más democrática y más social, sin tener que revisar todos los tratados, y apoyándose únicamente en los países que desean avanzar, empezando por Francia, Alemania, Italia y España, que en conjunto representan el 76 por ciento de la población y del producto interior bruto de la zona del euro. Este proyecto de democratización contrasta con la vaguedad de las propuestas europeas que suelen evocar los responsables políticos y permite abrir el debate a partir de algo concreto. 


			¿Cuál sería la composición y la orientación política del Parlamento de la zona del euro establecido en el Tratado de democratización? Pueden considerarse varios escenarios, según se prevea un Parlamento más reducido (alrededor de 100 miembros) o más amplio (con el máximo de 400 miembros previsto en el T-Dem, art. 4). 


			En el caso de un Parlamento reducido, si partimos de la base de 100 diputados provenientes de los distintos Parlamentos nacionales, entonces la delegación de Alemania tendría 24 miembros (ya que representa el 24 por ciento de la población de la zona del euro), Francia tendría 20 miembros, Italia 18 miembros, España 14 miembros, y así sucesivamente. A fin de garantizar un mínimo de un escaño a cada Estado miembro (T-Dem, art. 4), se necesitan cinco escaños adicionales, lo que da un total de 105 miembros de los Parlamentos nacionales. Si se añaden 25 miembros del Parlamento Europeo, se obtiene un total de 130 miembros, 105 provenientes de los Parlamentos nacionales (80 por ciento) y 25 del Parlamento Europeo (20 por ciento; según lo dispuesto en el T-Dem, art. 4). El reducido tamaño de esta cámara tendría la ventaja de la eficiencia (véase la tabla 1.3).68 


			 


			Tabla 1.3. Parlamento de la zona del euro: distribución de escaños por países 


			 



  
    	 
    	Población (millones) (Eurostat, estimaciones a 1 de enero de 2016) 


    	Población  

(% zona del euro) 


    	Número de diputados del Parlamento de la zona del euro 

(prorrata de la población sobre 100 escaños, más un escaño mínimo para los países más pequeños, lo que hace un total de 105 escaños) 


  

  
    	Alemania 


    	82


    	24 % 


    	24


  

  
    	Francia 


    	67


    	20 % 


    	20 


  

  
    	Italia 


    	61


    	18 % 


    	18 


  

  
    	España 


    	46


    	14 % 


    	14 


  

  
    	Países Bajos


    	 17


    	5 % 


    	5 


  

  
    	Bélgica 


    	11


    	3 % 


    	3 


  

  
    	Grecia 


    	11


    	3 % 


    	3 


  

  
    	Portugal 


    	10


    	3 % 


    	3 


  

  
    	Austria 


    	9


    	3 % 


    	3 


  

  
    	Finlandia 


    	5


    	2 % 


    	2 


  

  
    	Eslovaquia 


    	5


    	2 % 


    	2 


  

  
    	Irlanda 


    	5


    	1 % 


    	1 


  

  
    	Lituania 


    	3


    	1 % 


    	1 


  

  
    	Eslovenia 


    	2


    	1 % 


    	1 


  

  
    	Letonia 


    	2


    	1 % 


    	1 


  

  
    	Estonia 


    	1


    	0 % 


    	1 


  

  
    	Chipre 


    	1


    	0 % 


    	1 


  

  
    	Luxemburgo 


    	1


    	0 % 


    	1 


  

  
    	Malta 


    	0


    	0 % 


    	1 


  

  
    	 
    	340 


    	100 % 


    	105 


  

  
    	Diputados del Parlamento Europeo  


    	25 


  

  
    	Número total de diputados del Parlamento de la zona del euro 


    	130 


  





	    


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr>. 


			 


			Por otra parte, un Parlamento amplio permitiría tener una mejor consideración de la pluralidad política, en particular en lo que respecta a los países pequeños, que podrían estar representados por un mínimo de tres miembros. El resultado sería una cámara de 400 miembros, 320 de los cuales provendrían de los Parlamentos nacionales y 80 del Parlamento Europeo (véase la tabla 1.4). 


			 


			Tabla 1.4. Parlamento de la zona del euro: distribución de escaños por países 


			 








  
    	 
    	Población (millones) (Eurostat, estimaciones a 1 de enero de 2016) 


    	Población  

(% zona del euro) 


    	Número de diputados del Parlamento de la zona del euro 


  

  
    	Versión 1: Parlamento reducido  

(prorrata de la población sobre 100 escaños, más un escaño mínimo para los países más pequeños, lo que hace un total de 105 escaños) 


    	Versión 2: Parlamento ampliado 

(número de diputados multiplicado por tres en relación a la versión reducida) 


  

  
    	Alemania 


    	82


    	24 % 


    	24


    	72


  

  
    	Francia 


    	67


    	20 % 


    	20 


    	60


  

  
    	Italia 


    	61


    	18 % 


    	18 


    	54


  

  
    	España 


    	46


    	14 % 


    	14 


    	42


  

  
    	Países Bajos


    	 17


    	5 % 


    	5 


    	15


  

  
    	Bélgica 


    	11


    	3 % 


    	3 


    	9


  

  
    	Grecia 


    	11


    	3 % 


    	3 


    	9


  

  
    	Portugal 


    	10


    	3 % 


    	3 


    	9


  

  
    	Austria 


    	9


    	3 % 


    	3 


    	9


  

  
    	Finlandia 


    	5


    	2 % 


    	2 


    	6


  

  
    	Eslovaquia 


    	5


    	2 % 


    	2 


    	6


  

  
    	Irlanda 


    	5


    	1 % 


    	1 


    	6


  

  
    	Lituania 


    	3


    	1 % 


    	1 


    	5


  

  
    	Eslovenia 


    	2


    	1 % 


    	1 


    	3


  

  
    	Letonia 


    	2


    	1 % 


    	1 


    	3


  

  
    	Estonia 


    	1


    	0 % 


    	1 


    	3


  

  
    	Chipre 


    	1


    	0 % 


    	1 


    	3


  

  
    	Luxemburgo 


    	1


    	0 % 


    	1 


    	3


  

  
    	Malta 


    	0


    	0 % 


    	1 


    	3


  

  
    	 
    	340 


    	100 % 


    	105 


    	320


  

  
    	Diputados del Parlamento Europeo 


    	25 


    	80


  

  
    	Número total de diputados del Parlamento de la zona del euro 


    	130 


    	400


  





			 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr>. 


			 


			También se puede reflexionar sobre la composición política de este Parlamento en una escala ideológica de izquierda-derecha. Por supuesto, esto es en parte artificial, ya que los campos «derecha», «izquierda» e «izquierda radical» representados en la tabla 1.5 dependen en unos países y otros de fronteras cambiantes y, en general, su pervivencia como tales resulta difícil en los foros europeos. Sin embargo, al mostrar de esta manera los grupos políticos y las potenciales mayorías, estamos haciendo la apuesta de señalar un posible marco para una verdadera política transnacional. Nos acercamos así a lo que podría emerger de una socialización parlamentaria transnacional en torno a identidades partidarias y a divisiones políticas, así como al hecho de que las diferentes izquierdas y derechas nacionales podrían redefinirse en esta asamblea —sobre todo si resulta que no es una simple oficina de registro, sino una cámara que ejerce poderes efectivos, como está previsto en el T-Dem, en particular con la votación del presupuesto de la zona del euro y de un impuesto común sobre los beneficios de las empresas, que alimenta dicho presupuesto; véanse los artículos 12-15. 


			Sea cual sea la solución elegida, conviene destacar que la composición del Parlamento se inclinaría con bastante claridad hacia la izquierda, al menos con el estado actual de los grupos políticos representados en los distintos Parlamentos nacionales (marzo de 2017). Por ejemplo, en el caso de una asamblea reducida, los 105 miembros de los Parlamentos nacionales se distribuirían en 44 miembros de la derecha y del centro-derecha (CDU/ CSU, LR, PP, etc.), 47 de la izquierda y los verdes (SPD, Grünen, PS, PD, PSOE, etc.), nueve de la izquierda llamada radical (Die Linke, Podemos, Syriza, etc.) y cinco no clasificados (Movimiento 5 Estrellas —M5S—, etc.). (Véase la tabla 1.5.) La inclusión de 25 miembros del Parlamento Europeo, proporcionales a los diferentes grupos, sólo modificaría este equilibrio marginalmente. 


			Cabe señalar también que, en cuestiones de política presupuestaria, recuperación económica europea, reestructuración de la deuda, etc., la posición de la derecha francesa, española o italiana suele ser bastante diferente de la de la derecha alemana, que sólo tendría 12 escaños (de los 105 miembros de los Parlamentos nacionales) en un Parlamento de la zona del euro. 


			 


			Tabla 1.5. Parlamento de la zona del euro: distribución de escaños por grupos políticos (diputados provenientes de cada Parlamento nacional) 


			 



			[image: ]


			 



			Nota: esta distribución sólo tiene en cuenta las cámaras bajas (Bundestag, Asamblea Nacional, etc.); si se tuvieran en cuenta también las cámaras altas (Bundesrat, Senado, etc.), los resultados variarían solamente uno o dos escaños por país. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr>. 


			 


			En síntesis, el Parlamento de la zona del euro no sería una panacea, nuestro proyecto de Tratado puede y debe ser mejorado y complementado, y no pretendemos en modo alguno que las decisiones que adopte esta cámara estén siempre en consonancia con nuestros deseos o que resuelvan por arte de magia todos los problemas de Europa. Sin embargo, nos parece legítimo decir que este Parlamento proporciona un marco democrático que sitúa la austeridad en minoría, o al menos que cambia el actual equilibrio de poderes de manera muy sustancial, y que hace prevalecer finalmente una lógica de deliberación pública, pluralista y democrática frente al culto a las puertas cerradas y la opacidad. Corresponde a todos —en particular a Jean-Luc Mélenchon, Emmanuel Macron y François Fillon— decir cómo proponen enmendar y modificar esta propuesta de composición del Parlamento, o si tienen la intención de gobernar la zona del euro de manera duradera sin un Parlamento propio y ateniéndose al actual statu quo intergubernamental. 


			Un último punto: tal vez valga la pena señalar que los resultados no serían muy diferentes si los escaños se distribuyeran en proporción al producto interior bruto (PIB) de cada país y no en proporción a su población. Un sistema electoral de este tipo, que equivaldría a aplicar la regla de «un euro, un voto» entre países (sistema que está en vigor en el consejo de gobernadores del Mecanismo Europeo de Estabilidad y del Banco Central Europeo para las votaciones relativas a la reestructuración de su capital), sería obviamente mucho menos satisfactorio desde el punto de vista democrático y, en nuestra opinión, totalmente inaceptable (¿por qué no aplicarlo también entre regiones o entre individuos?). El hecho es que daría lugar a resultados similares en lo que se refiere a la composición del Parlamento, simplemente porque el PIB per cápita es en realidad bastante similar dentro de la zona del euro (véase la tabla 1.6). Concretamente, Alemania representa el 24 por ciento de la población de la zona del euro, frente al 51 por ciento de Francia, Italia y España, y el 25 por ciento de los demás países. En proporción al PIB, el desglose es de un 28 por ciento para Alemania, un 48 por ciento para Francia, Italia y España combinados, y un 24 por ciento para todos los demás países. En otras palabras, si se aplicara esta clave de distribución, el número de escaños asignados a Alemania aumentaría ligeramente, pero el equilibrio político se vería afectado sólo de manera marginal: por ejemplo, la derecha alemana tendría 14 escaños en lugar de 12 (sobre un total de 105 miembros de los Parlamentos nacionales). 


			 


			Tabla 1.6. Zona del euro: distribución de la población vs. distribución del PIB 


			 




  
    	 
    	Población  

(millones) 

(Eurostat, estimaciones a 1 de enero de 2016) 


    	Población 

      (% zona del euro) 


    	PIB (miles de millones de euros) 

(2015, SEC 2010, precios de mercado) (Eurostat, actualización 21/02/2017) 


    	PIB 

      (% zona del euro) 


  

  
    	Alemania


    	82


    	24 % 


    	2.791


    	28 % 


    	
  

  
    	Francia 


    	67


    	20 % 


    	2.095


    	21 %


  

  
    	Italia 


    	61


    	18 % 


    	1.554


    	16 %


  

  
    	España 


    	46


    	14 % 


    	1.068


    	11 %


  

  
    	Países Bajos 


    	17


    	5 % 


    	656


    	7 %


  

  
    	Bélgica 


    	11


    	3 % 


    	384


    	4 %


  

  
    	Grecia 


    	11


    	3 % 


    	184


    	2 %


  

  
    	Portugal 


    	10


    	3 % 


    	172


    	2 %


  

  
    	Austria 


    	9


    	3 % 


    	310


    	3 %


  

  
    	Finlandia 


    	5


    	2 % 


    	187


    	2 %


  

  
    	Eslovaquia 


    	5


    	2 % 


    	76


    	1 %


  

  
    	Irlanda 


    	5


    	1 % 


    	229


    	2 %


  

  
    	Lituania 


    	3


    	1 % 


    	34


    	0 %


  

  
    	Eslovenia 


    	2


    	1 % 


    	37


    	0 %


  

  
    	Letonia 


    	2


    	1 % 


    	21


    	0 %


  

  
    	Estonia 


    	1


    	0 % 


    	17


    	0 %


  

  
    	Chipre 


    	1


    	0 % 


    	18


    	0 %


  

  
    	Luxemburgo 


    	1


    	0 % 


    	46


    	0 %


  

  
    	Malta 


    	0


    	0 % 


    	8


    	0 %


  

  
    	Total 


    	340


    	100 % 


    	9.888


    	100 %


  

  
    	Alemania 


    	82


    	24 % 


    	2.791


    	28 %


  

  
    	Francia-Italia-España


    	174


    	51 % 


    	4.717


    	48 %


  

  
    	Otros países 


    	84


    	25 % 


    	2.380


    	24 %


  





			 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr>. 


			 


			Abordemos ahora la pregunta incómoda: ¿qué pasa si algunos de nuestros socios rechazan cualquier discusión sobre el Tratado de democratización de la zona del euro? Consideremos un caso de manual: ¿qué pasa si los políticos alemanes, por miedo a ser superados en un Parlamento democrático de la zona del euro, cierran la puerta a cualquier negociación? Se pueden dar tres tipos de respuesta a esta pregunta. 


			En primer lugar, incluso en la hipótesis más oscura de que algunos de nuestros socios rechazaran cualquier discusión, nos parece esencial poner sobre la mesa una posible alternativa. Hasta ahora, los responsables políticos franceses nunca han propuesto un verdadero proyecto de unión parlamentaria y política a sus socios de la zona del euro. Francia se queja regularmente de Bruselas, de Alemania y, a veces, del mundo entero, pero apenas se la ha visto hacer ninguna propuesta pública y concreta que permita construir una Europa más democrática y más social. Incluso en la hipótesis más sombría de que estas propuestas fueran rechazadas de plano por nuestros socios, la etapa de propuesta y aclaración de desacuerdos nos parece esencial desde el punto de vista político e histórico. Si Francia propusiera públicamente una democracia parlamentaria a Alemania y la zona del euro, sobre la base de «un hombre, un voto», y Alemania se negara obstinadamente a debatir dicha propuesta, entonces es probable que como resultado se produjera un clima de desconfianza y exasperación que podría acabar poniendo fin a la zona del euro. Y es probable que otras votaciones, en otras elecciones, en Francia o en otros países, diesen lugar a nuevas salidas y a una explosión del proyecto europeo. Pero, incluso en este escenario extremadamente sombrío, creemos que es esencial que primero se haya debatido de manera explícita una alternativa democrática plausible. 


			En segundo lugar, este escenario extremadamente pesimista no nos parece el más realista, ni mucho menos. Nuestros socios, especialmente los alemanes, están al menos tan comprometidos como nosotros con los valores de la democracia parlamentaria, y a menudo están mucho más avanzados en su pensamiento sobre la unión política. Aparte del hecho de que el poder político puede cambiar de manos y girar a la izquierda en Alemania en un futuro próximo, hay muchos ciudadanos y políticos alemanes, incluidos por supuesto los de la derecha, que acogerían con gran satisfacción una propuesta francesa de unión parlamentaria de la zona del euro. No hay duda de que, cuando menos, se llevarían a cabo negociaciones en las que habría que encontrar un compromiso, que nadie puede prejuzgar. La presión popular y de la opinión pública, en particular en Italia y España, empuja hacia una democratización de Europa. 


			En tercer lugar, el propio proyecto T-Dem prevé, en sus condiciones de ratificación (art. 20), una posible escapatoria. Basta con que 10 países de la zona del euro, sobre un total de 19, y que representen al menos el 70 por ciento de la población, ratifiquen el T-Dem para que surta efecto. En teoría, sería posible plantear la entrada en vigor del Tratado sin alguno de los grandes países, por ejemplo, sin Alemania. Esta vía no parece la más deseable —ni la más probable—, sino todo lo contrario. Pero al menos existe un camino para los países que desean mostrar su buena voluntad, lanzando un proceso de ratificación parcial, que aumentaría la presión sobre los países que se negasen a discutir nada. La cuestión hoy en día no consiste en fijar plazos a partir de los cuales empezar a jugar al Brexit. Se trata de plantear medidas concretas para demostrar que existe una vía democrática que nos permita superar las contradicciones que atraviesan nuestro continente. 


			
	 


 	
	 
   


			Capital público, capital privado 


			 


			(14 de marzo de 2017) 


			 


			El debate económico actual está excesivamente determinado por dos realidades que con demasiada frecuencia olvidamos vincular entre sí: por un lado, el fuerte aumento de la deuda pública; y por otro, la prosperidad de la riqueza en manos privadas. Las cifras de deuda pública son bien conocidas: en casi todas partes alcanzan o superan el ciento por ciento de la renta nacional (casi un año de producto interior bruto), en comparación con apenas el 30 por ciento en la década de 1970. Lejos de mi intención restarle importancia a la magnitud del problema: se trata del nivel más alto de deuda pública observado desde la segunda guerra mundial, y la experiencia histórica demuestra que es difícil reducir dicha deuda por medios ordinarios. Pero precisamente para comprender plenamente las cuestiones en juego y las posibles alternativas, es esencial poner esta realidad en perspectiva, en relación con la evolución de la estructura de la propiedad. 


			La totalidad de lo que se posee en un país puede desglosarse en capital público (la diferencia entre los activos —edificios, terrenos, infraestructuras, carteras financieras, participaciones en empresas, etc.— en manos de los poderes públicos en sus diversas formas —Estado, regiones, corporaciones locales, etc.— y la deuda pública) y capital privado (la diferencia entre los activos y las deudas de los hogares). 


			Durante los «treinta gloriosos», los activos públicos eran muy sustanciales (alrededor del 100-150 por ciento de la renta nacional, debido a un sector público de gran tamaño tras las nacionalizaciones de la posguerra) y mucho más elevados que la deuda (en sí misma históricamente baja —menos del 30 por ciento de la renta nacional—, como resultado de la inflación, las condonaciones de deuda y los gravámenes excepcionales sobre el capital privado en los años 1945-1955). En total, el capital público —neto de deudas— fue en gran medida positivo, del orden del ciento por ciento de la renta nacional. 


			Desde la década de 1970, la situación ha cambiado completamente. La corriente de privatizaciones que comenzó alrededor de 1980 condujo a un estancamiento de los activos públicos de en torno al ciento por ciento de la renta nacional, a pesar del aumento de los precios de la propiedad y del mercado de valores (véase gráfico 1.12). Al mismo tiempo, la deuda pública se acercó al ciento por ciento de la renta nacional, por lo que el capital público neto se volvió casi nulo. En vísperas de la crisis de 2008, ya era negativo en Italia. Los últimos datos disponibles para 2015-2016 muestran que el capital público neto ha pasado a ser negativo en Estados Unidos, Japón y el Reino Unido. En estos países, la venta de todos los bienes públicos no sería suficiente para pagar la deuda. En Francia y Alemania el capital público es positivo a duras penas.69 


			 


			Gráfico 1.12. Disminución de la propiedad pública (1978-2018) 
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			Interpretación: El porcentaje del capital público (todo tipo de activos públicos, netos de deudas, incluyendo todos los sectores de la administración: empresas, inmuebles, suelo, participaciones y activos financieros, etc.) sobre el capital total (la suma del capital público y privado) en China se situaba en el 70 por ciento en 1978, estabilizándose en torno al 30 por ciento desde mediados de la década de 2000. A finales de la década de 1970, este porcentaje estaba entre el 15 por ciento y el 30 por ciento en los países capitalistas; a finales de la década de 2010 es casi nulo o incluso negativo. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 726. 


			 



			Esto no significa, sin embargo, que los países ricos se hayan empobrecido: son sus gobiernos los que se han empobrecido, lo cual es muy diferente. De hecho, al mismo tiempo, la riqueza privada —neta de deuda— ha crecido de manera espectacular en los países ricos: en la década de 1970 representaba el 300 por ciento de la renta nacional, mientras que en 2015 se aproxima al 600 por ciento, o hasta lo supera. 


			Esta prosperidad de la riqueza privada tiene múltiples causas: el aumento del sector inmobiliario (efecto aglomeración en las grandes metrópolis), el envejecimiento de la población y la disminución del crecimiento (que aumenta mecánicamente el ahorro acumulado en el pasado con respecto a los ingresos actuales y contribuye a inflar los precios de los activos), así como también, por supuesto, la privatización de los bienes públicos y el aumento de la deuda (que de una manera u otra está en manos de propietarios privados, a través de los bancos). A ello se suman los altísimos rendimientos obtenidos por los grandes patrimonios financieros (que crecen estructuralmente más rápido que el tamaño de la economía mundial) y una evolución del sistema jurídico que, en general, es muy favorable a los propietarios privados (tanto en el ámbito inmobiliario como en el de la propiedad intelectual). 


			En todo caso, el capital privado ha crecido mucho más de lo que el capital público ha disminuido, y el conjunto de los países ricos posee su propia riqueza e incluso un poco más (en total, los países ricos mantienen más activos financieros en el resto del mundo que lo contrario). 


			Ante tal prosperidad privada, ¿por qué tanto pesimismo? Porque el equilibrio de poder ideológico y político no permite a los poderes públicos hacer que los principales beneficiarios de la globalización aporten su justa parte. Esta percepción de imposibilidad de una fiscalidad justa alimenta el recurso a la deuda. La sensación de impotencia se ve reforzada por el alcance sin precedentes de la interpenetración financiera y patrimonial: todos los países están en manos de sus vecinos, particularmente en Europa, de donde emerge una profunda sensación de pérdida de control. 


			En la historia, las grandes transformaciones en la estructura de la propiedad suelen ir de la mano de profundos trastornos políticos. Vemos esto en la Revolución francesa, la guerra de Secesión estadounidense, las guerras euromundiales del siglo XX, la Liberación (de la ocupación nazi de Francia). Las fuerzas nacionalistas que actúan hoy en día podrían conducirnos a un retorno de las monedas nacionales y la inflación, lo que favorecería cierta redistribución de la riqueza más o menos caótica, al precio de una tensión violenta en la sociedad y de una etnificación del conflicto político. Ante este riesgo mortal al que conduce el actual statu quo, sólo hay una solución: es preciso trazar un camino democrático para salir del punto muerto y organizar la redistribución necesaria en el marco del Estado de derecho. 


			
	 


 	
	 
   


			Segunda parte 


			 


			¿Qué reformas para Francia? (2017-2018) 


			
	 


 	
	 
   


			Sobre la desigualdad en Francia 


			 


			(18 de abril de 2017) 


			 


			Según una antigua leyenda, Francia es un país profundamente igualitario que ha escapado de manera milagrosa a la explosión de las desigualdades observada en todas partes. ¿Cómo se explica entonces la preocupación por la globalización y por Europa, expresada con tanta fuerza en esta campaña presidencial? En primer lugar, porque el gran mito nacional de la excepción igualitaria francesa es muy exagerado y, en segundo lugar, porque es usado con demasiada frecuencia por los grupos dominantes para justificar nuestras hipocresías francesas. 


			El hecho no es nuevo. Francia fue el último país en adoptar el impuesto progresivo sobre la renta, en la ley del 15 de julio de 1914, votada in extremis para financiar la guerra, mientras que este impuesto ya existía en Alemania, el Reino Unido, Suecia, Estados Unidos o Japón, en algunos casos desde hacía décadas, para financiar escuelas y servicios públicos. Hasta 1914, las élites políticas y económicas de la Tercera República se negaron obstinadamente a esta reforma, alegando que Francia se había vuelto igualitaria por obra y gracia de la Revolución y, por lo tanto, no tenía necesidad alguna de un impuesto espoliador e intrusivo, más adaptado a las necesidades de las sociedades aristocráticas y autoritarias que nos rodeaban. En realidad, los registros de herencias demuestran que la concentración de la propiedad y la renta era tan extrema en Francia en aquel momento como en otras sociedades europeas (y superior a la de Estados Unidos). 


			La misma hipocresía se puede encontrar hoy en día con respecto a las enormes desigualdades de nuestro sistema educativo. En Francia, elegimos sin que nos remuerda la conciencia republicana destinar tres veces más recursos públicos a los estudiantes de itinerarios de élite que a los estudiantes de itinerarios universitarios, en los que se concentra la inmensa mayoría de los jóvenes socialmente menos favorecidos. Esta tendencia elitista y austeritaria, que ya ha provocado una disminución del 10 por ciento del gasto por estudiante entre 2007 y 2017 (al mismo tiempo que se nos llena la boca hablando de la economía del conocimiento, de innovación, etc.), es probable que se agrave en los próximos cinco años, a la vista de ciertos programas electorales. Francia es también el único país en el que las escuelas e institutos privados están financiados casi en su totalidad por el contribuyente, mientras conservan al mismo tiempo el derecho a seleccionar a los alumnos que más les convengan, lo que contribuye a niveles insoportables de segregación social. Una vez más, el statu quo tiene el viento en popa (véase gráfico 2.1). 


			En cuanto a la evolución de las desigualdades monetarias, un nuevo estudio que he realizado conjuntamente con Bertrand Garbinti y Jonathan Goupille-Lebret70 demuestra los límites del mito igualitario francés. Hemos de convenir que la explosión desigualitaria ha sido menos intensa que en Estados Unidos, donde la parte de la renta nacional correspondiente al 50 por ciento más pobre de la población se ha colapsado literalmente. Eso no impide que Francia también haya experimentado un fuerte aumento de la desigualdad. Entre 1983 y 2015, la renta media del 1 por ciento más rico creció un ciento por ciento (además de la inflación), y la renta media del 0,1 por ciento más rico lo hizo un 150 por ciento, frente a apenas el 25 por ciento del resto de la población (menos del 1 por ciento anual). El 1 por ciento más rico ha captado por sí solo el 21 por ciento del crecimiento total, en comparación con el 20 por ciento correspondiente al 50 por ciento más pobre. La ruptura con el período de los «treinta gloriosos» es sorprendente: entre 1950 y 1983, la renta creció casi un 4 por ciento anual para la gran mayoría de la población, y fueron las rentas más altas las que tuvieron que conformarse con un crecimiento de apenas el 1 por ciento anual. El hecho de que los «treinta gloriosos» no se hayan terminado para todos no ha pasado desapercibido: para darse cuenta, basta ver en cualquier revista las remuneraciones de los cuadros directivos y las clasificaciones de grandes fortunas. 


			 


			Gráfico 2.1. El período de los «treinta gloriosos» no ha terminado para todo el mundo 
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			Interpretación: Tasas de crecimiento real anuales medias de la renta antes de impuestos por adulto, en percentiles. Datos individuales (las rentas de las parejas casadas están divididas entre dos). 


			Fuentes y series: Bertrand Garbinti, Jonathan Goupille-Lebret y Thomas Piketty, «Income Inequality in France, 1900-2014: Evidence from Distributional National Accounts (DINA)», documento de trabajo n.° 2017/4, WID.world. 


			 



			El estudio también confirma el fuerte crecimiento de los grandes patrimonios, que a partir de 10 millones de euros están compuestos al 90 por ciento por carteras financieras, y que no sólo han crecido mucho más rápido que el PIB desde las décadas de 1980 y 1990, sino también más rápido que el patrimonio medio (impulsado a su vez por el sector inmobiliario). Esta evolución puede verse en el número y los montantes de activos declarados año tras año en el impuesto sobre la fortuna. Ninguna hemorragia por este lado: al contrario, se observa una base imponible muy dinámica. 


			En estas condiciones, es difícil entender por qué algunos candidatos consideran apropiado abolir el impuesto sobre la fortuna a los grandes patrimonios financieros, o introducir un impuesto menor sobre las rentas financieras que sobre las rentas del trabajo. Para fomentar la movilidad del capital, estaría más justificado reducir el impuesto sobre el patrimonio inmobiliario (que es, con mucho, el impuesto sobre el patrimonio más importante: 30.000 millones de euros de recaudación, frente a los 5.000 millones del impuesto sobre la fortuna) a los hogares que se endeudan en el proceso de adquisición de su primera vivienda. 


			Algunos mencionarán las puertas giratorias en relación con la financiación política. También podemos ver en este tipo de decisiones fiscales los efectos de una ideología sincera pero falsa, según la cual la competencia generalizada entre personas y territorios conduciría de manera espontánea a la armonía social y a la prosperidad de todos. Es peligroso escuchar prioritariamente a los ganadores de la globalización e inventar una nueva pasión francesa por la fiscalidad regresiva, en un momento en que los grupos sociales más vulnerables se sienten abandonados y están cada vez más tentados por las sirenas de la xenofobia. Es urgente poner fin a la negación desigualitaria francesa. 


			
	 


 	
	 
   


			¿Qué reformas para Francia? 


			 


			(16 de mayo de 2017) 


			 


			¿La elección de Emmanuel Macron contribuirá a relanzar Francia y Europa? Nos gustaría creerlo, pero no está del todo claro. El nuevo presidente tiene algunas buenas intuiciones, pero en conjunto sigue siendo confuso y oportunista. 


			El proyecto más prometedor es la modernización y unificación de nuestro sistema de protección social. Nuestro sistema social ha sido construido por estratos, apilados unos sobre otros, incluso más que en otros países. El resultado es complejo e ilegible. 


			El caso de las pensiones es el más extremo. El sistema está bien financiado, pero la multitud de regímenes y normas hacen que nadie entienda nada de cuáles son sus derechos futuros. Es necesaria una unificación del conjunto, especialmente pensando en las generaciones más jóvenes, cuyas trayectorias profesionales incluyen a menudo diferentes etapas en el sector público, el privado y el empresariado, que deberían dar lugar a los mismos derechos. Tenemos pendiente ponernos de acuerdo sobre nuevas reglas comunes, como el tratamiento de las carreras fragmentadas, los trabajos penosos, etc. No será una tarea fácil, sobre todo porque partimos de prácticamente nada; la unificación de las pensiones ocupa una línea en el programa de Macron. 


			Otro proyecto importante es el seguro de desempleo. Siempre y cuando, también en este caso, no nos equivoquemos de objetivo. El endurecimiento de los requisitos a los demandantes de empleo se supone que conducirá a un ahorro de gasto enorme (y poco creíble); y la ampliación de los derechos a la prejubilación y a los autónomos está mal concebida. El sistema debería extenderse al sector público, donde se ha permitido de la manera más hipócrita el desarrollo de figuras ultraprecarias, totalmente excluidas del seguro de desempleo. 


			En cuanto a la legislación laboral, las condiciones para una reforma equilibrada son bien conocidas: la depuración y, eventualmente, la flexibilización de las condiciones de rescisión de la contratación indefinida sólo son asumibles si la contratación indefinida se convierte en la norma y se restringe el uso de los contratos temporales. Por otra parte, la hiperdescentralización de las negociaciones salariales ha contribuido a crear el abismal superávit alemán, de modo que no es el camino que hay que seguir para un desarrollo europeo equilibrado. 


			Sobre la educación, el programa macroniano parte de una buena intención: dotar finalmente de recursos adicionales reales a las escuelas más desfavorecidas, a las que hasta ahora nos hemos contentado con estigmatizar. Sin embargo, la medida propuesta parece estar demasiado centrada en las primeras etapas de la educación primaria (la desigualdad de oportunidades debe combatirse al menos hasta la educación secundaria), y no es coherente con los recortes presupuestarios anunciados, excepto si se aumenta considerablemente el tamaño de las clases en las demás escuelas. El previsible retorno a la nefasta semana de cuatro días, que no existe en ninguna parte, también muestra las ambigüedades del macronismo: una pizca de reformismo, un cucharón de conservadurismo. 


			En general, cuesta ver una idea global de una verdadera estrategia de inversión en educación y formación. Sin embargo, lo que está en juego es crucial. Francia tiene actualmente la mano de obra más productiva del mundo (junto con Alemania, y con un modelo mucho más igualitario que el de Estados Unidos), pero esta posición está lejos de estar garantizada.71 El país está saliendo de una recesión de diez años —el producto interior bruto per cápita en 2017 es un 5 por ciento inferior al de 2007—, con la desastrosa consecuencia de una disminución en la inversión por estudiante en la educación superior de casi un 10 por ciento. No olvidemos que la población francesa crece constantemente (a diferencia de la de Alemania), y el número de estudiantes crece aún más rápido. Esto es algo excelente, siempre y cuando se disponga de los recursos adecuados. 


			En lo que se refiere a la financiación de la protección social y la fiscalidad, Macron es terriblemente conservador. Apuesta todo al aumento de la contribución social generalizada (CSG), cuando la necesidad más urgente hoy en día es poner en marcha un sistema de retenciones en origen en el impuesto sobre la renta. Es una reforma que Francia pretende aplicar, al fin, en enero de 2018, medio siglo más tarde que los demás países, pero que Macron quiere aplazar ahora, ¡lo cual no deja de ser irónico en alguien que pretende modernizar el país! Esta reforma permitiría vincular por fin el impuesto sobre la renta a la contribución social generalizada, que debería ser progresiva en lugar de proporcional, tanto para los asalariados como para los pensionistas y las demás rentas. 


			Macron tiene claramente un problema con la noción misma de fiscalidad progresiva, ya que propone limitar la tributación de las rentas financieras más elevadas al 30 por ciento (frente al 55 por ciento en el caso de las rentas del trabajo igualmente más elevadas), y suprimir el impuesto sobre el patrimonio para las carteras financieras (por alguna extraña razón, cree que las inversiones financieras son necesariamente más productivas que las inversiones inmobiliarias). 


			Por último, hablemos de la reforma de Europa. El principal desafío es dotar a la zona del euro de instituciones democráticas sólidas para hacer frente a futuras crisis.72 Cuando los tipos de interés aumenten, cuando se necesite una fuerte legitimidad democrática para tomar decisiones difíciles sobre la reestructuración de la deuda, los problemas no van a resolverse en reuniones a puerta cerrada de los jefes de Estado y de los ministros de finanzas. Será necesario apoyarse en la deliberación pública y en la diversidad de opiniones presentes en cada país, y, por lo tanto, en un Parlamento de la unión monetaria formado por diputados nacionales y europeos. 


			La falta de instituciones democráticas fuertes es el mayor de los peligros que amenazan a Europa. Desafortunadamente, nada indica que las elecciones francesas y alemanas de este año vayan a permitir superarlo. 


			
	 


 	
	 
   


			Reagan a la décima potencia 


			 


			(13 de junio de 2017) 


			 


			¿Trump es un ovni en la historia norteamericana o puede entenderse como la consecuencia de tendencias de largo plazo? Sin pretender negar las evidentes singularidades de «Donald» y su inimitable arte de tuitear, es evidente que prevalecen elementos estructurales. 


			El programa fiscal que acaba de presentar en el Congreso habla por sí mismo. Se resume en dos medidas centrales: la reducción del tipo impositivo del impuesto federal sobre los beneficios empresariales del 35 al 15 por ciento (un tipo que Trump también querría aplicar a las rentas empresariales individuales, como las suyas), y la eliminación total del impuesto sobre sucesiones. Se trata claramente de la extensión directa del programa de demolición de la fiscalidad progresiva iniciado por Reagan en la década de 1980. 


			Echemos la vista atrás... En las décadas de 1910 y 1920, para contrarrestar el aumento de las desigualdades y la excesiva concentración de la riqueza (percibida entonces como contraria al espíritu democrático norteamericano), y también para evitar parecerse algún día a la Vieja Europa (que, en el siglo XIX y en la Belle Époque, era considerada al otro lado del Atlántico como aristocrática y oligárquica, y no sin razón), Estados Unidos introdujo un nivel de progresividad fiscal desconocido hasta entonces en la historia. Este gran movimiento de reducción de la desigualdad implicó tanto al impuesto sobre la renta (el tipo impositivo aplicado a las rentas más altas alcanzó un promedio del 82 por ciento entre 1930 y 1980) como al impuesto sobre sucesiones (con tipos de hasta el 70 por ciento en el caso de las mayores transmisiones patrimoniales). 


			Todo cambió con la elección de Reagan en 1980: la reforma de 1986 redujo el tipo máximo del impuesto sobre la renta al 28 por ciento, y dio la espalda a las políticas sociales del New Deal de Roosevelt, a las que se acusó de haber debilitado a Estados Unidos y de haber favorecido que los países derrotados en la guerra hubiesen recuperado su desventaja. Sin embargo, Reagan dejó subsistir un impuesto elevado sobre los beneficios empresariales y una escala de tipos altamente progresiva en el impuesto de sucesiones. Treinta años después de Reagan, y diez años después del primer intento de Bush Jr. de abolir el impuesto de sucesiones, Trump lanza en 2017 una nueva ola de regalos fiscales a las grandes empresas y a los más ricos, tras haber abolido el Obamacare. 


			Y tiene muchas posibilidades de ser seguido por el Congreso. Los republicanos intentarán sin duda añadir una medida llamada «ajuste fronterizo», que consiste en permitir que las exportaciones se deduzcan de la renta imponible y, a la inversa, en prohibir la deducción de las importaciones (el famoso «plan Ryan»). Esta combinación sin precedentes de impuesto de sociedades al estilo europeo y de IVA a la europea está despertando ya el enfado de la Organización Mundial del Comercio (que le importa bien poco a Trump), pero también de los importadores (por ejemplo, los supermercados Walmart), lo que es más embarazoso. En teoría, la medida podría ser neutralizada por una apreciación del dólar, pero en la práctica los tipos de cambio están determinados por muchos otros factores, y nadie quiere correr ese riesgo. 


			Es probable que las medidas dirigidas a las importaciones y las exportaciones sean finalmente quirúrgicas (sólo para transmitir el mensaje de que los republicanos defienden a la industria estadounidense mejor que los demócratas, hipócritamente a favor del libre comercio y siempre dispuestos a ceder ante los mexicanos y otros pueblos envidiosos vecinos de Estados Unidos), así como que se encuentre algún tipo de compromiso tanto sobre el impuesto sobre sucesiones como sobre la reducción del tipo impositivo sobre los beneficios empresariales, probablemente alrededor del 15-20 por ciento, con el riesgo de relanzar el dumping  fiscal en Europa y en todo el mundo. 


			La pregunta esencial sigue siendo la siguiente: ¿cómo puede un programa tan claramente a favor de los ricos y antisocial lograr atraer a la mayoría de los estadounidenses, tanto en 1980 como en 2016? La respuesta clásica es que la globalización y la exacerbación de la competencia entre territorios conducen a que cada uno mire por sus propios intereses. Esta explicación no es suficiente: hay que añadir la habilidad de los republicanos a la hora de esgrimir una retórica nacionalista, de cultivar un cierto antintelectualismo y, sobre todo, de dividir a las clases trabajadoras polarizando las divisiones étnicas, culturales y religiosas. 


			Ya en la década de 1960, los republicanos comenzaron a beneficiarse del aumento gradual de algunas voces de las clases populares blancas de los Estados del sur, descontentas con el movimiento pro derechos civiles y las políticas sociales, a las que acusaban de beneficiar demasiado a la población negra. Esta corriente de fondo continuó tras la crucial victoria de Nixon en 1972 (sobre el demócrata McGovern, quien propuso la introducción de una renta mínima universal a escala federal, financiada con un aumento del impuesto sobre sucesiones: fue el cénit del programa rooseveltiano), de Reagan en 1980 y, finalmente, de Trump en 2016 (quien no duda en esgrimir la estigmatización racial a propósito del Obamacare, como hicieron Nixon y Reagan antes que él). 


			Mientras tanto, el electorado demócrata se ha ido centrando cada vez más en la población con más estudios y en las minorías, hasta terminar pareciéndose en cierto modo al electorado republicano de finales del siglo XIX (blancos acomodados y negros emancipados), como si el gran círculo se hubiera cerrado y la coalición rooseveltiana unificadora de las clases populares por encima de las divisiones raciales hubiera sido finalmente tan sólo un paréntesis. 


			Esperemos que Europa —que en cierto modo está amenazada por una evolución similar, con clases trabajadoras que confían más en las fuerzas antinmigrantes que en los partidos que dicen ser progresistas— pueda aprender de esto. Y que el predecible fracaso social del trumpismo no lleve a «Donald» a una huida hacia delante y en pos del nacionalismo y el militarismo, como tantos otros antes que él. 


			
	 


 	
	 
   


			Diputados de En Marche, ¡tomen el poder! 


			 


			(20 de junio de 2017) 


			 


			Con más de 350 escaños, los diputados electos del partido La République En Marche! (LaREM) tendrán una mayoría abrumadora en la Asamblea Nacional. ¿La usarán para ponerse al frente de la reforma y renovación de la política francesa? ¿O se contentarán con desempeñar el papel de mera caja de resonancia, votando dócilmente los textos que les envíe el gobierno, sin ningún espíritu crítico? 


			Pronto tendremos una primera prueba a gran escala, con ocasión del sistema de retenciones en el impuesto sobre la renta, cuya aplicación el gobierno desea aplazar hasta 2019, quizá para siempre, por razones totalmente oportunistas e injustificadas. El aplazamiento no augura nada bueno sobre la supuesta voluntad de reforma y modernización del sistema tributario y de seguridad social que ha manifestado el nuevo gobierno (voluntad que, por desgracia, es bastante vaga en cuanto se entra en detalle),73 y hace temer lo peor de cara al futuro. Contrariamente a lo que se ha dicho, el gobierno no puede tomar tal decisión sin una votación en el Parlamento, que por lo tanto debería tener lugar en los próximos días o semanas. 


			Una de dos: o los miembros de LaREM imponen el mantenimiento de esta reforma emblemática y su aplicación a partir de enero de 2018, tal como fue votada por el Parlamento saliente en el otoño de 2016 en el marco de la ley de finanzas de 2017, y entonces sabremos que los representantes recién elegidos están listos para ocupar su lugar en las futuras reformas y para oponerse al poder ejecutivo cuando sea necesario; o aceptan seguir al gobierno en su conservadurismo, lo que lamentablemente parece muy probable e indicaría que estamos frente a una nueva mayoría y un nuevo ejecutivo de reformistas de cartón. 


			¿De qué se trata? El sistema de retenciones en origen en el impuesto sobre la renta se introdujo en 1920 en Alemania y Suecia; durante la segunda guerra mundial, en Estados Unidos, el Reino Unido y los Países Bajos, y en las décadas de 1960 y 1970, en Italia y España. Entre los países desarrollados, Francia es el único que no lo ha introducido. Es uno de los arcaísmos más evidentes de nuestro sistema fiscal y de nuestra administración: estamos entre medio siglo y un siglo por detrás de los demás países en este tema. 


			Es tanto más lamentable cuanto que la retención en origen proporcionaría un importante aumento de eficiencia en interés de todos. En primer lugar, para los contribuyentes, que con el sistema actual pagan sus impuestos con más de un año de retraso en relación con sus ingresos, aunque su situación profesional y financiera haya cambiado completamente. El nuevo sistema permitiría que el impuesto pagado se ajustara en tiempo real a la situación de cada individuo. 


			En segundo lugar, para la administración fiscal: la retención en origen permitiría a los funcionarios de Hacienda centrar su energía en tareas más importantes, en particular en el control fiscal y la lucha contra el fraude. 


			Por último, para las empresas: aunque algunos empresarios afirmen por conservadurismo que esta reforma les dará trabajo extra (el mismo argumento se ha utilizado siempre en todos los países en los que se ha aplicado esta reforma durante el último siglo...), lo cierto es que la retención en origen ya existe en Francia desde 1945 para las cotizaciones sociales y otras exacciones sociales (con una recaudación total en origen superior al 20 por ciento del PIB si se incluyen las cotizaciones y la contribución social generalizada —CSG—, frente al impuesto sobre la renta que representa menos del 4 por ciento del PIB), y que su extensión al impuesto sobre la renta será una fuente de simplificación de todo nuestro sistema tributario, lo que en última instancia beneficiará a las empresas y a todos los agentes sociales y económicos. 


			De hecho, el perpetuo aplazamiento de esta reforma nos ha llevado a absurdos burocráticos de una complejidad sin precedentes. Un ejemplo flagrante es la prima para el empleo, recientemente rebautizada como prima de actividad. En la actualidad, un empleado a tiempo completo que cobra el salario mínimo recibe unos 300 euros menos al mes (de 1.450 euros brutos a 1.150 euros netos) tras la deducción en origen de las cotizaciones a la Seguridad Social y la CSG. Posteriormente, si lo solicita, puede recibir el equivalente a 130 euros mensuales en concepto de prima de actividad de la Caja de Subsidios Familiares (Caisse d’Allocations Familiales, CAF) varios meses después. Evidentemente, sería preferible deducir menos en origen, de modo que todo el mundo tuviera una mayor remuneración neta en su nómina mensual y pudiera organizar su vida según unos recursos que se conocen con certeza, en lugar de perder el tiempo en procedimientos administrativos inciertos, estigmatizadores y aleatorios. ¿Por qué hemos llegado a este sistema tan absurdo? Porque el impuesto sobre la renta no se deduce en origen, de modo que la prima para el empleo, que dependía del impuesto sobre la renta cuando se introdujo, nunca ha podido ser pagada automáticamente en las nóminas. Ésta es una de las muchas situaciones prácticas que podrían finalmente desbloquearse si se introdujera la reforma en cuestión. 


			Más allá de los aspectos prácticos, que son esenciales, la introducción de la retención en origen conlleva un desafío demográfico, político y filosófico mucho más amplio. Es uno de los elementos importantes para definir la relación entre el Estado y el ciudadano-contribuyente, y para pensar de manera unificada en la cuestión de los impuestos y las transferencias, el problema de la justicia fiscal y el de la justicia social, la cuestión de los ingresos justos y la de los salarios justos. 


			En términos generales, nada sería más equivocado que tratar la cuestión de la fiscalidad y la cuestión del método de recaudación como asuntos puramente técnicos. Sin un gravamen justo y aceptado, sin el consentimiento de la fiscalidad, no puede existir una capacidad de acción común. Todas las grandes revoluciones políticas tienen como núcleo revoluciones fiscales. Sin la retención de impuestos, la Seguridad Social no podría haberse instituido: ¿se imaginan a todos los trabajadores haciendo cheques a la Seguridad Social con un año de retraso por cantidades que superan el 20 por ciento del PIB? El hecho de que la retención en origen no haya sido aplicada nunca a los impuestos estatales es síntoma de la fuerte limitación de nuestra capacidad colectiva para construir una relación de confianza entre el ciudadano-contribuyente y el Estado central. Es una cuestión que afecta por completo a nuestro contrato social. 


			Lamentablemente, hace décadas que la generalización de la retención en origen se viene debatiendo de forma periódica en Francia, y que se viene aplazando. En 1999, ante las protestas empresariales y de una parte de los funcionarios de Hacienda, el gobierno de Jospin decidió finalmente sacrificar a su ministro Sautter, a cargo de la reforma, que se pospuso entonces un año. Hace de eso dieciocho años. 


			Tras haber dudado durante mucho tiempo, al final los diferentes gobiernos socialistas entre 2012 y 2017 decidieron en el otoño de 2016 presentar y hacer adoptar por la Asamblea una propuesta muy elaborada que permitía la aplicación de la reforma en enero de 2018. Es ciertamente lamentable que el nuevo sistema no haya entrado en vigor antes de las elecciones, en lugar de después, a fin de que la reforma no fuera cuestionada. Quizá pueda ser visto como una última carambola de François Hollande, que esperaba contribuir con ello a su campaña de reelección. Ya sabemos lo que pasó. 


			Y, sin embargo, se trata de una buena reforma, sin duda la más importante en materia fiscal en décadas. El sistema adoptado solemnemente por los diputados en el otoño de 2016 en el marco de la ley de presupuestos de 2017 es un buen sistema, que se basa, en concreto, en tecnologías informáticas modernas (de las que no disponían los reformadores alemanes, suecos, norteamericanos y británicos en el período de entreguerras o de la segunda guerra mundial) para permitir la transmisión en tiempo real y de forma anónima de toda la información necesaria para que las empresas apliquen el tipo impositivo correcto. Las consultas con los funcionarios de Hacienda y con las empresas habían tenido lugar, nadie había impugnado la reforma y todo estaba listo para su aplicación en enero de 2018. 


			Tras el útil debate parlamentario del otoño de 2016, se había previsto incluso que los contribuyentes que lo desearan pudieran elegir fácilmente entre la aplicación de un tipo neutro (sin tener en cuenta sus otros ingresos o su situación familiar) o un tipo individualizado (que permitiera al cónyuge que ganase menos, a menudo la esposa, soportar un tipo inferior al aplicado al otro). Ningún otro país en la historia había podido ofrecer más garantías y opciones en el momento de adoptar la retención en origen (ésta es la ventaja de las reformas tardías: se dispone de medios técnicos superiores). 


			Pero en mayo de 2017 llega un nuevo presidente, Emmanuel Macron, autoproclamado como reformador en jefe del país. ¿Y qué anuncia en un comunicado de prensa publicado el 7 de junio, unos días antes de la primera vuelta de las elecciones legislativas? Que la aplicación de la retención en origen se pospone sine die. Es cierto que se habla de aplicarla en 2019. Pero dado que el último aplazamiento de un año tuvo lugar en 1999, hay motivos legítimos para preocuparse. La experiencia histórica en estas cuestiones sugiere que este tipo de reforma debe llevarse a cabo al comienzo del mandato (¡especialmente cuando la reforma ya está lista!), de lo contrario existe un alto riesgo de aplazamiento perpetuo. 


			Es tanto más preocupante cuanto que la excusa oficial —que la carga sería demasiado pesada para las empresas y que la reforma aún no está lista— simplemente no es creíble. ¿Las empresas alemanas, suecas, norteamericanas, británicas, neerlandesas, españolas, italianas, etc., estaban listas hace un siglo o medio siglo (según el caso) para aplicar la retención en origen, en una época en la que ni siquiera existía la informática, y nos quieren hacer creer que las empresas francesas no estarían listas para aplicar este sistema en 2018? ¿Ninguno de esos países se ha echado atrás en esta reforma, y seguimos preguntándonos si Francia está dispuesta a intentar la aventura? No tiene ningún sentido. 


			En realidad, todos sabemos que las verdaderas razones del aplazamiento están en otra parte. Por un lado, es para complacer al sector más conservador de los dirigentes empresariales y, por otro lado, y sobre todo, para garantizar la máxima visibilidad de la microrreforma fiscal que Macron quiere poner en marcha en enero de 2018; a saber, el aumento de la contribución social generalizada (CSG) en un 1,7 por ciento para financiar una reducción del 3 por ciento de las cotizaciones sociales de los empleados (en detrimento de los jubilados en particular). Esta reforma debe dar lugar a un aumento de los salarios netos, y Macron quiere evitar que la introducción concomitante de la retención fiscal difumine el mensaje. 


			Seamos claros: se trata de una excusa particularmente mala. En primer lugar, los contribuyentes pueden entender perfectamente que se trata de dos reformas diferentes, si nos tomamos la molestia de explicárselo. En segundo lugar, porque el chanchullo de los tipos de cotización y de la contribución social generalizada es básicamente indefendible: de hecho, nos disponemos a reducir las pensiones a partir de 1.400 euros al mes con la finalidad de aumentar los salarios mensuales en 5.000, 10.000 o 20.000 euros. Deseo buena suerte a los miembros de LaREM que tengan que explicar a sus electores la lógica de esta redistribución, y espero que a su debido tiempo tengan más sentido común que su reformador en jefe. En todo caso, la solución correcta sería obviamente una reforma basada en tipos progresivos; es decir, en tipos menores para las menores rentas y en tipos mayores para las mayores rentas, ya sean salarios o pensiones. 


			En todo caso, es sumamente preocupante ver cómo un presidente se arriesga a socavar en permanencia una reforma tan estructural como la introducción de la retención en origen, simplemente para dar más visibilidad a una microrreforma fiscal (que, con independencia de lo que se piense sobre su contenido, no es más que una pequeña reforma paramétrica: se aumenta el tipo de un impuesto existente para disminuir otro). 


			Una última excusa de total mala fe, a veces difundida por medios complacientes o mal informados: la retención en origen sería imposible de aplicar en Francia debido a la «familiarización» del impuesto sobre la renta; es decir, al hecho de que el impuesto depende de la situación familiar (hijos a cargo y cónyuge). En realidad, ocurre lo mismo en todos los países. En todo el mundo, este impuesto depende de una manera u otra del número de hijos a cargo, con diferentes sistemas de deducciones o reducciones de la base imponible. Estos sistemas difieren del cociente familiar a la francesa, pero todos implican que el tipo impositivo que se debe aplicar depende del número de hijos a cargo (a veces incluso más que en Francia, dado el límite máximo del cociente familiar), lo que no impide en modo alguno que se aplique la retención en origen. Conviene recordar que en Alemania y en Estados Unidos el cálculo del impuesto depende también de los ingresos del cónyuge, siguiendo un sistema muy cercano al cociente conyugal a la francesa; lo que, de nuevo, no impide en modo alguno que se aplique una retención en origen desde hace casi un siglo. En todas estas cuestiones, la reforma francesa ofrece en realidad mucha mayor flexibilidad y confidencialidad que las reformas similares de otros países. 


			Concluyamos: el comunicado de prensa del gobierno del 7 de junio anuncia el aplazamiento de la reforma, como si estuviera ya decidido, al mismo tiempo que declara discretamente que pronto se tomarán «medidas legislativas y reglamentarias adecuadas» para «organizar este aplazamiento». En realidad, aunque el nuevo ejecutivo quisiera prescindir de cualquier contrapoder parlamentario, esto es afortunadamente imposible con el estado actual de la ley. La reforma de la retención en origen, con un calendario preciso para su introducción, fue aprobada de manera solemne por la Asamblea en el otoño de 2016. Sólo un nuevo voto de la Asamblea permitirá cambiar el calendario y posponer la reforma. Esperemos que los miembros de LaREM aprovechen esta oportunidad de oro para afirmar su fe en la renovación democrática, la reforma y la modernización de nuestro país. 


			P. D.: según las últimas noticias,74 parece que el gobierno se dispone a incluir el aplazamiento de la retención en origen en el mismo paquete de ordenanzas de la reforma del código laboral. En otras palabras, ¡el ejecutivo se dispone a utilizar un proceso que se supone que acelera las reformas para torpedear una que ya está lista! Por lo tanto, a los diputados comprometidos con la retención en origen y la modernización del sistema fiscal del país no les queda otra que suprimir el artículo correspondiente de la ley que habilita el aplazamiento durante el debate parlamentario que tendrá lugar en los próximos días. 


			
	 


 	
	 
   


			La comedia del CICE 


			 


			(11 de julio de 2017) 


			 


			¡Y un aplazamiento más! El gobierno de Emmanuel Macron y Édouard Philippe ya había anunciado el aplazamiento, para el año 2019, de la retención en origen del impuesto sobre la renta, por razones totalmente oportunistas.75 Existe el riesgo de que esta reforma elemental de modernización fiscal, esperada en Francia desde hace décadas, no llegue nunca a ver la luz, siendo que el sistema estaba listo para su aplicación en enero de 2018. Ahora, el gobierno anuncia el aplazamiento hasta 2019 de la sustitución del crédito fiscal para la competitividad y el empleo (crédit d’impôt pour la compétitivité et l’emploi, CICE) por una reducción permanente de las cotizaciones patronales, reforma que había sido prometida durante la campaña... y también por François Hollande desde 2014. Seamos claros: estos dos reveses son extremadamente preocupantes y reflejan la falta de disposición del nuevo ejecutivo para reformar el país. O tal vez, más bien, una gran disposición a ejercer el poder cínicamente y sin voluntad real alguna de reforma. 


			Echemos la vista atrás. Cuando Hollande llega al poder en 2012, comienza por abolir —de manera errónea— la reducción de las cotizaciones patronales que su predecesor acababa de establecer. Posteriormente, unos meses más tarde, inventa el famoso CICE, un complejo sistema que tiene por objeto reembolsar a las empresas, con un año de retraso, parte de las cotizaciones patronales pagadas un año antes. El nuevo sistema es totalmente ilegible para las empresas, que la mayoría de las veces acaban recibiendo cheques sin comprender por qué. Este sistema, además, se caracteriza por una inestabilidad crónica y una imprevisibilidad casi total a medio plazo, lo que no favorece mucho las decisiones a largo plazo, ni siquiera en el caso de las empresas mejor informadas. En realidad, el CICE sólo añade un nivel más de complejidad a un sistema fiscal y de seguridad social que ya es demasiado complejo de por sí. 


			A pesar de ello, la tecnoestructura hollandista, encabezada por el hoy presidente de la República, no se va a rendir. Es una idea brillante, ya que permite aplazar el coste presupuestario hasta 2014 (el crédito fiscal se devuelve un año después, a diferencia de la reducción de cotizaciones, que habría tenido impacto en el presupuesto del Estado ya en 2013). De esta manera, íbamos a tener todo en uno: la reducción inmediata de los déficits europeos y la creación de empleo. Mala suerte: no hemos conseguido ninguna de las dos cosas, en parte por la complejidad de este derroche de dinero público. 


			A partir de 2014, François Hollande llega pues a una conclusión evidente: hay que suprimir el CICE y volver a una reducción permanente de las cotizaciones patronales. El problema es que ni él, entonces, ni Emmanuel Macron, hoy en día, tienen el más mínimo plan preciso para deshacerse del problema que ellos mismos han creado y que, entretanto, ha adquirido proporciones monumentales (más de 20.000 millones de euros al año). Lo que hacía al CICE atractivo a ojos de sus diseñadores (el aplazamiento del coste a lo largo del tiempo) se ha convertido ahora en una condena: el año en que se suprima el sistema (pongamos 2018), el coste se duplicará, ya que será necesario tanto reembolsar las contribuciones pagadas en 2017 como reducir las adeudadas en 2018. Pese a ello, es hora de tener el coraje político de hacerlo, o de lo contrario este mecanismo de extraordinaria complejidad será eterno. 


			Lo más preocupante es que Macron, como Hollande en 2014-2015, parece querer transferir la responsabilidad del statu quo a los empleadores, proponiendo sustituir 100 euros de CICE por 100 euros de reducción de las cotizaciones, sabiendo muy bien que la operación conducirá mecánicamente a un aumento de 30 euros del impuesto de sociedades (porque la desgravación conduce a un aumento de los beneficios imponibles, a diferencia del CICE). Frente a esta disyuntiva, es obvio que las empresas siempre preferirán mantener el CICE. Esta lamentable comedia debe terminar: si el gobierno quiere realmente corregir los errores del pasado, entonces 100 euros de CICE deben ser reemplazados por 140 euros de reducción de las cotizaciones, a un coste presupuestario inalterado para el Estado (teniendo en cuenta la recaudación adicional del impuesto de sociedades). 


			Lo más triste es que estos pequeños chanchullos impiden que se avance en el debate fundamental, a saber, la reforma del sistema de financiación de la protección social, que en realidad descansa excesivamente en las cotizaciones. Seguimos sin definir los ingresos alternativos. Para algunos, el enfoque correcto es el IVA social. La factura sería dura para los más modestos. La única alternativa realista es la contribución social generalizada (CSG) progresiva: todos los ingresos (salarios privados, salarios públicos, pensiones de jubilación, rentas de activos) deben contribuir de la misma manera, con una escala progresiva en función del nivel de renta total. En lugar de negarse por una cuestión de principios a reducir las cotizaciones, los «diputados rebeldes» socialistas habrían hecho bien en abrir este debate. 


			¿Qué podemos concluir de todo esto? Primero, que no basta con proclamarse reformador para serlo. El poder absoluto embriaga y hace que uno pierda todo sentido de la realidad. El presidencialismo a la francesa y sus asuntos de cortesanos no ayudan. En segundo lugar, que sería más fácil para la izquierda oponerse útilmente a la derecha y al centro si empezara por hacer propuestas concretas. Y, finalmente, que es hora de salir de la actual macronmanía y hablar de lo sustantivo. Es el mejor servicio que se puede prestar al éxito del quinquenato y del país. 


			
	 


 	
	 
   


			Repensar la legislación sobre el capital 


			 


			(12 de septiembre de 2017) 


			 


			¿Qué debemos pensar de la reforma laboral que defiende el gobierno? La medida principal, y también la más criticada, consiste en limitar la indemnización por despido improcedente a un mes de salario por año de servicio (y medio mes a partir de diez años). En otras palabras, un empleador será libre de despedir a un empleado que haya estado en la empresa durante diez años sin tener que demostrar ninguna «causa real y grave», y sin que el juez pueda imponer una indemnización superior a diez meses de salario. En el caso de un trabajador que haya estado en la empresa durante treinta años, la indemnización no puede exceder los veinte meses de salario. 


			El problema es que el coste social del despido, en términos de prestaciones de desempleo y recolocación, suele ser mucho mayor. Pensado para reforzar los incentivos a la contratación, este verdadero derecho de despido corre el riesgo en realidad de incrementar el poder arbitrario del empleador y de desarrollar un sentimiento de desconfianza que no favorece la implicación a largo plazo por parte de los empleados, así como también de aumentar el número de denuncias por acoso o discriminación (no sujetas al límite máximo de indemnización). Habría sido más útil optar por acelerar los procedimientos legales, que son escandalosamente lentos en Francia. 


			Lo más triste es que el gobierno ni siquiera ha aprovechado esta oportunidad para reforzar la participación de los empleados en la gestión empresarial. En concreto, la reforma habría sido más equilibrada si al mismo tiempo se hubiera decidido aumentar considerablemente el número de puestos correspondientes a los trabajadores en los consejos de administración, como pide la Confederación Francesa Democrática del Trabajo (CFDT),76 lo que de paso habría permitido promover un verdadero modelo europeo de democracia económica. 


			Echemos la vista atrás. Algunos creen que las reglas que definen el poder de los accionistas y los trabajadores en las sociedades anónimas se establecieron para siempre en el siglo XIX: una acción, un voto, ¡punto! En realidad, no es así. Ya en la década de 1950, los países germánicos y nórdicos introdujeron una legislación que transformó radicalmente este equilibrio. El objetivo declarado era promover la «codeterminación»; es decir, un verdadero reparto de poder entre el capital y el trabajo. Estas reglas se han ido consolidando a lo largo de décadas. En la actualidad, los representantes de los trabajadores ocupan la mitad de los puestos en los consejos de administración de las grandes empresas en Alemania, y un tercio de los puestos en el caso de Suecia, independientemente de su participación en el capital. Existe un consenso muy amplio en cuanto a que estas normas han contribuido a una mejor implicación de los empleados en la estrategia de las empresas alemanas y suecas y, en última instancia, a una mayor eficiencia económica y social. 


			Lamentablemente, hasta hace poco, este movimiento de democratización no se ha extendido en el extranjero tanto como se podría haber pensado. En concreto, el papel de los empleados ha seguido siendo durante mucho tiempo puramente consultivo en las empresas francesas, británicas y estadounidenses. Por primera vez, una ley francesa de 2014 introdujo un puesto con derecho a voto para los representantes de los trabajadores en los consejos de administración (un puesto de cada doce, lo que sigue siendo muy poco). En Estados Unidos y el Reino Unido, los accionistas siguen ocupando la totalidad de los puestos, aunque el debate comienza a ser cada vez más apremiante al otro lado del Canal, impulsado por los laboristas, pero también por algunos conservadores. 


			En este contexto, si el gobierno francés decidiera amplificar el movimiento introduciendo un número sustancial de puestos para los trabajadores (digamos, entre un tercio y la mitad, en línea con el eje germano-nórdico), sería un paso de gigante. Esto promovería una nueva norma mundial en el derecho de sociedades y, de manera más general, ayudaría a definir una auténtica doctrina europea en el ámbito económico y social, mucho más interesante e imaginativa que la sacralización casi religiosa del principio de «competencia libre y no distorsionada» que ha caracterizado hasta ahora a la Unión Europea. 


			Estudios recientes de investigadores europeos han demostrado que la reflexión sobre la codeterminación germano-nórdica dista mucho de estar agotada, y que el modelo podría en sí mismo ser superado y mejorado. Para salir de los juegos de rol a veces estériles entre los administradores nombrados por los accionistas y los trabajadores, Ewan McGaughey ha propuesto que los miembros de los consejos de administración sean elegidos por asambleas conjuntas de accionistas y trabajadores. De este modo, se verían obligados a defender programas de actuación que combinan múltiples intereses. Isabelle Ferreras, por su parte, ha defendido la idea de un verdadero bicameralismo en las empresas, con la obligación de que los consejos de accionistas y de trabajadores se pongan de acuerdo y adopten los mismos textos y decisiones estratégicas. Julia Cagé ha propuesto que se limiten los derechos de voto de los accionistas hegemónicos y, a la inversa, que se aumenten en consecuencia los de los pequeños accionistas y otros crowdfunders. Inicialmente concebido para las empresas de medios de comunicación sin ánimo de lucro, este modelo basado en una relación no proporcional entre las aportaciones de capital y los derechos de voto podría extenderse a otros sectores. Todos estos estudios tienen un punto en común: muestran que la reflexión sobre el poder y la propiedad, que se creía extinguida tras el desastre soviético, no ha hecho más que empezar. Europa y Francia deben ocupar su lugar en este debate. 


			
	 


 	
	 
   


			Supresión del impuesto sobre la fortuna: un error histórico 


			 


			(10 de octubre de 2017) 


			 


			Seamos claros de entrada: la supresión del impuesto sobre la fortuna (ISF)77 es un grave error moral, económico e histórico. Esta decisión muestra una profunda incomprensión de los retos desigualitarios que plantea la globalización. 


			Echemos la vista atrás. Durante la primera globalización, entre 1870 y 1914, se desarrolló un poderoso movimiento internacional en defensa de un nuevo tipo de redistribución y de fiscalidad. A partir de impuestos progresivos sobre la renta, la riqueza y las herencias, el nuevo modelo tenía como objetivo distribuir mejor las ganancias del crecimiento y reducir estructuralmente la concentración de la propiedad y el poder económico. Se aplicó con éxito entre las décadas de 1920 y 1970, en parte bajo la presión de dramáticos acontecimientos históricos, pero también como resultado de un largo proceso intelectual y político. Puede que hoy estemos viendo los comienzos de un movimiento similar. La toma de conciencia ante el aumento de la desigualdad se está acelerando. Los partidarios del repliegue identitario tratan de explotar el sentimiento de abandono de las clases trabajadoras, y a veces con éxito. Pero también hay una nueva demanda de democracia, igualdad y redistribución. El Reino Unido podría girar bruscamente hacia la izquierda en los próximos años, y tal vez Estados Unidos en 2020, a juzgar por los candidatos demócratas en ciernes. 


			En este contexto, la supresión del impuesto sobre la fortuna hoy, casi cuarenta años después de la llegada al poder de Reagan y Thatcher, está fuera de lugar. No tiene ningún sentido conceder regalos fiscales a los grupos más ricos y de mayor edad que han prosperado mucho en las últimas décadas. Especialmente porque el impacto en la recaudación es todo menos simbólico. Si se añade el trato favorable a los dividendos e intereses (que ahora se gravarán a un tipo máximo del 30 por ciento, frente al 55 por ciento de los sueldos y salarios y las rentas de los trabajadores por cuenta propia), el coste total supera los 5.000 millones de euros. Esto equivale al 40 por ciento del presupuesto total de las universidades y la enseñanza superior, que se estancará en 13.400 millones en 2018, mientras el precio de las matrículas sigue aumentando. La prioridad tendría que ser invertir en formación. Los estudiantes sin duda recordarán esto cuando el gobierno intente añadir a la austeridad la reforma del acceso a la educación superior en los próximos meses. 


			El argumento del gobierno es que el impuesto sobre la fortuna (ISF) trae consigo una hemorragia fiscal. El problema es que esta afirmación es completamente falsa. Si observamos con calma y objetividad todos los datos disponibles —cuentas nacionales, declaraciones de impuestos y de patrimonio, encuestas sobre el patrimonio—, la conclusión es indiscutible: a los grandes patrimonios les va muy bien en Francia, ninguna hemorragia por ese lado. 


			Recordemos los hechos principales (los detalles están en WID.world).78 Entre 1980 y 2016, la renta nacional media por adulto, expresada en euros constantes de 2016, pasó de 25.000 euros a algo más de 33.000 euros, lo que supone un aumento de alrededor del 30 por ciento. Durante este tiempo, el patrimonio medio por adulto, impulsado en particular por los bienes inmuebles, se duplicó aproximadamente de 90.000 a 190.000 euros. Aún más sorprendente: el patrimonio medio del 1 por ciento más rico de la población, compuesto en más del 70 por ciento por activos financieros, aumentó de 1,4 a 4,5 millones de euros, un aumento de más del triple. En cuanto al 0,1 por ciento más rico —el 90 por ciento de cuyos patrimonios son activos financieros, y que serán los principales beneficiarios de la supresión del impuesto sobre la fortuna—, sus activos pasaron de 4 a 20 millones de euros, es decir, se quintuplicaron. En otras palabras, los grandes patrimonios financieros han crecido incluso más rápido que los activos inmobiliarios, justo lo contrario de lo que debería haber ocurrido si se verificara la hipótesis de la fuga de capitales por razones fiscales (véase gráfico 2.2). 


			Lo mismo ocurre en los rankings de grandes fortunas, dentro y fuera de Francia. Según Forbes, las mayores fortunas mundiales —que son casi exclusivamente financieras— han crecido a un ritmo del 6-7 por ciento anual (además de la inflación) desde la década de 1980, tres o cuatro veces más rápido que el crecimiento del PIB y de la riqueza mundial per cápita. Algunos ven esto como un signo casi mesiánico de un dinamismo empresarial beneficioso. De hecho, se ha observado la misma progresión en muchas fortunas heredadas (como la de L’Oréal, cuya heredera ha fallecido recientemente). Esta evolución también se debe en gran medida a privatizaciones ventajosas y posiciones de monopolio especialmente beneficiosas, sobre todo en los sectores de la energía, las telecomunicaciones y las nuevas tecnologías, tanto en Europa como en Estados Unidos, así como en Rusia, México, la India y China. En cualquier caso, independientemente de la opinión que se tenga sobre la importancia de estos factores, debería ser posible convenir que un impuesto sobre la fortuna con un tipo máximo del 1,5 o 2 por ciento (o incluso más) no supone una seria amenaza a una base impositiva que crece a semejante ritmo, y que existen otras prioridades antes que hacer regalos fiscales a quienes ya les va bien. 


			 


			Gráfico 2.2. Composición de la propiedad privada en Francia (2015) 
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			Interpretación: En Francia (como en todos los países de los que se dispone de información), con datos de 2015, los pequeños patrimonios están formados mayoritariamente por dinero líquido y depósitos bancarios; los patrimonios medios, por activos inmobiliarios, y los grandes patrimonios, por activos financieros (principalmente acciones). 


			Nota: Los datos corresponden al patrimonio medio por adulto. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 665. 


			 



			En cuanto a la estratagema política de convertir el impuesto sobre la fortuna (ISF) en un impuesto sobre la fortuna inmobiliaria (IFI)79 para evitar el anuncio de una supresión abrupta del primero, no hay respuesta. No existe ninguna razón lógica para gravar más a una persona que invierte su fortuna en una casa o un edificio que en una cartera financiera, un yate o cualquier otro bien mueble. Esperemos que los diputados recuerden que no fueron elegidos para formar parte de esta farsa. 


			
	 


 	
	 
   


			Presupuestos generales 2018: la juventud sacrificada 


			 


			(12 de octubre de 2017) 


			 


			El debate sobre los presupuestos generales de 2018 ha estado centrado hasta ahora en el tema de los regalos fiscales a los más ricos. De hecho, la supresión del impuesto sobre la fortuna y las medidas a favor de los dividendos e intereses costarán al presupuesto estatal más de 5.000 millones de euros. Es importante señalar la otra cara de la moneda, los perdedores del presupuesto de 2018, y en particular el sacrificio de la juventud, con la caída del gasto por estudiante en la educación superior. Esto me permitirá, de paso, aclarar una serie de puntos planteados por los internautas en relación con mi última columna.80 


			Oficialmente, el proyecto de ley de presupuestos para 2018 que el gobierno acaba de presentar muestra un ligero aumento del gasto en educación superior. El presupuesto del programa «Educación superior e investigación universitaria», que agrupa el presupuesto de funcionamiento y de equipamiento asignado al conjunto de las universidades e instituciones de enseñanza superior francesas, pasará así de 13.300 millones de euros en 2017 a 13.400 millones en 2018.81 


			Si observamos las leyes de presupuestos presentadas desde 2008 por los diferentes gobiernos de Sarkozy y posteriormente de Hollande, vemos una estrategia de comunicación similar: el aumento del presupuesto asignado a la educación superior es mínimo, pero en general logramos que sea ligeramente positivo. En total, el presupuesto nominal del programa «Educación superior e investigación universitaria» ha pasado de 11.300 millones de euros, en 2008, a 13.400 millones de euros, en 2018. Oficialmente, el honor está a salvo, ¡la universidad ha sido preservada! Excepto que es un trampantojo particularmente burdo. En primer lugar, hay que tener en cuenta el aumento de los precios: aunque ha sido mínimo año tras año (será de alrededor del 1 por ciento en 2017, y probablemente lo mismo en 2018, de modo que ya supera el aumento de 100 millones del presupuesto en educación superior propuesto para 2018), representa casi el 10 por ciento en el conjunto de los últimos diez años, suficiente como para absorber algo más de la mitad del aumento nominal del presupuesto en educación superior entre 2008 y 2018. Si razonamos en euros constantes (es decir, teniendo en cuenta la inflación), vemos que el presupuesto de la enseñanza superior ha pasado de 12.400 millones de euros a 13.400 millones en diez años (véase el gráfico 2.3). 


			Además, sobre todo, hay que tener en cuenta el considerable aumento del número de estudiantes, que ha pasado de algo más de 2,2 millones, en 2008, a casi 2,7 millones, en 2018, lo cual supone un incremento de alrededor del 20 por ciento (me limitaré a replicar aquí las cifras relativas al número de estudiantes publicadas por el ministerio y las previsiones para 2017-2018). (Véase el gráfico 2.4.) 


			Si se combina la evolución del presupuesto de la enseñanza superior (apenas un 10 por ciento en euros constantes) y la del número de estudiantes (20 por ciento), la conclusión ineludible es que el presupuesto por estudiante ha disminuido casi un 10 por ciento en Francia entre 2008 y 2018 (véase el gráfico 2.5). 



			 


			Gráfico 2.3. Evolución de presupuesto de la educación superior en Francia 
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			Fuente: Cálculos del autor a partir de los datos presupuestarios del Ministerio de Educación Superior de Francia. 


			 


			Gráfico 2.4. Evolución del número total de estudiantes en Francia 
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			Fuente: Cálculos del autor a partir de los datos presupuestarios del Ministerio de Educación Superior de Francia. 


			 


			Digámoslo sin rodeos: esta caída es totalmente anacrónica y escandalosa, y además entra en flagrante contradicción con el discurso oficial europeo, que proclama con orgullo que el objetivo prioritario de Europa es invertir en formación e innovación, pero que no se preocupa de verificar si se están proporcionando los medios para alcanzar esos objetivos. El silencio ensordecedor contrasta, además, con la capacidad de las instituciones europeas para dar lecciones, alabar o llamar al orden sobre todo tipo de reformas. ¿Cómo vamos a convertirnos en «la economía basada en el conocimiento más competitiva del mundo» de aquí a 2020 (objetivo fijado por los dirigentes europeos en Lisboa en 2000, con fecha inicial 2010 pero que se ha ido aplazando regularmente desde entonces), si empezamos por reducir la inversión por estudiante en Francia en un 10 por ciento entre 2008 y 2018? 


			Conviene señalar que el aumento del número de estudiantes no es evidentemente un problema en sí mismo, sino todo lo contrario: refleja el dinamismo demográfico de Francia y también el hecho de que los jóvenes buscan cada vez más formación, lo cual es algo excelente. El alto nivel de formación es lo que ha permitido a la sociedad y a la economía francesa estar entre las más productivas del mundo,82 y debe continuar. Sin embargo, eso sólo es posible si se proporcionan los medios necesarios, lo que no es en absoluto el caso en la actualidad. Especialmente en las universidades, que ya estaban muy mal dotadas hace diez años, y en las que la situación se ha deteriorado de manera notable desde entonces. ¿Realmente creemos que estamos preparando bien el futuro del país con una política así? La responsabilidad de esta triste situación es compartida sin duda por los gobiernos que se han ido sucediendo en los últimos diez años, y se explica en gran medida por la calamitosa gestión de la crisis de 2008 por parte de la zona del euro,83 que impuso un verdadero sacrificio a los jóvenes: alto desempleo y baja inversión para el futuro. 


			 


			Gráfico 2.5. Caída del presupuesto por estudiante en Francia (base 100 en 2008) 
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			Interpretación: El número de estudiantes ha aumentado un 20 por ciento en Francia entre 2008 y 2018, mientras que el presupuesto de la educación superior lo ha hecho por debajo del 10 por ciento, lo que explica una caída del 10 por ciento del gasto por estudiante. 

            
            Fuente: Cálculos del aut or a partir de los datos presupuestarios del Ministerio de Educación Superior de Francia. 


			 



			No obstante, el actual gobierno tiene una responsabilidad particular: por un lado, porque ya es hora de corregir la situación y reconocer los numerosos errores cometidos desde 2008; por otro lado, porque el presupuesto de 2018 opta por asignar una reducción inmediata de 5.000 millones de euros en impuestos a los más acomodados, frente a 100 millones a las universidades y la enseñanza superior (absorbidos inmediatamente por la inflación). Con independencia de lo que uno piense sobre el fondo de la cuestión, la reducción del impuesto sobre la fortuna y de la «flat tax» (mi opinión personal es que no está justificada en absoluto,84 dado que a los grandes patrimonios financieros les va muy bien en Francia y no muestran ninguna hemorragia fiscal), uno no puede dejar de sorprenderse por la comparación de estas dos cifras, que refleja un curioso sentido de las prioridades. 


			Si el gobierno hubiera optado por dedicar estos 5.000 millones a la educación superior, podría haber aumentado el presupuesto de 2018 en casi un 40 por ciento (concretamente un 37 por ciento: 5.000/13.400 millones). Con la simple asignación de la mitad de esta cantidad, podría haber aumentado el presupuesto de la enseñanza superior en casi un 20 por ciento, lo que habría bastado para compensar la disminución observada entre 2008 y 2017, e incluso para garantizar en 2018 un presupuesto por estudiante aproximadamente un 10 por ciento superior al de 2008; un aumento que, en diez años, no sería excesivo, habida cuenta de la pobreza relativa de las universidades francesas y de los recursos observados en otros países. 


			En resumen: con la opción ideológica de priorizar a los grupos más ricos (que en la práctica suelen pertenecer a los grupos de mayor edad), el presupuesto de 2018 da la espalda a la juventud, cuando la prioridad debería ser invertir en su formación y en el futuro. Lo más triste es que nuestra enseñanza superior necesita reformas fundamentales que han sido aplazadas durante demasiado tiempo: tenemos que reducir las diferencias entre las universidades y las grandes écoles,85 y hacer que la transparencia democrática influya en el funcionamiento del sistema de asignación de estudiantes APB.86 Estas reformas sólo podrán llevarse a cabo con éxito si empezamos por poner fin a la disminución de recursos de las universidades. Si el gobierno intenta añadir selección a la austeridad (que no es más que otra forma de selección por medios económicos), es bastante probable que se dé de frente contra un muro. 


			
	 


 	
	 
   


			El síndrome catalán 


			 


			(14 de noviembre de 2017) 


			 


			¿La crisis catalana se debe a la excesiva centralización y a la brutalidad del poder de Madrid? ¿O se debe más bien a una lógica de competencia generalizada entre territorios y países que ya ha ido demasiado lejos, tanto en España como en Europa, y que conduce a una carrera sin fin, a que cada uno mire sólo por lo suyo? 


			Rebobinemos. Para explicar el endurecimiento independentista catalán, se menciona a menudo la decisión del Tribunal Constitucional español de invalidar, en 2010, el nuevo Estatuto de Autonomía de Cataluña, tras los múltiples recursos presentados por el Partido Popular. Aunque algunas de las medidas rechazadas por los jueces planteaban serios problemas de fondo (en particular sobre la regionalización de la justicia), el método utilizado lo tenía todo para disgustar, tanto más cuanto que el Estatuto de Cataluña había sido adoptado en 2006 por el Parlamento español (entonces con mayoría socialista), así como por un referéndum en Cataluña. 


			Sin embargo, suele olvidarse que las nuevas reglas de descentralización fiscal fueron efectivamente validadas en 2010, tanto para Cataluña como para las demás comunidades autónomas. Estas normas, que se aplican desde 2011, hacen de España uno de los países más descentralizados del mundo en cuanto a fiscalidad y presupuesto, incluso si se compara con Estados federales mucho más grandes. En particular, la base del impuesto sobre la renta se reparte al 50 por ciento entre el Estado central y las comunidades autónomas desde 2011. Concretamente, en 2017, los tipos del impuesto sobre la renta que se introducen en el presupuesto del Estado oscilan entre el 9,5 por ciento (para ingresos imponibles anuales inferiores a 12.450 euros) y el 22,5 por ciento (por encima de 60.000 euros). Si una comunidad autónoma decide aplicar estos mismos tipos a su parte de la base, entonces los contribuyentes de esa comunidad autónoma pagarán un tipo impositivo total sobre la renta que oscila entre el 19 y el 45 por ciento, y la recaudación se dividirá al 50 por ciento entre el Estado y la comunidad autónoma en cuestión. Asimismo, cada comunidad autónoma puede decidir sus propios tramos y tipos adicionales, superiores o inferiores a los tipos federales.87 En todos los casos, recibirá la recaudación correspondiente y no tendrá que compartirla con las demás comunidades autónomas (véase gráfico 2.6). 


			 


			Gráfico 2.6. Nivel de actividad económica (PIB) (base 100 = 2007, 4.° trimestre) 
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			Fuente y series: Véase <piketty.pse.ens.fr>. 


			 


			Un sistema de este tipo plantea muchos problemas. Socava la idea misma de solidaridad dentro del país y equivale a enfrentar a las regiones entre sí, lo que resulta particularmente problemático cuando se trata de un instrumento como el impuesto sobre la renta, que se supone que reduce las desigualdades entre los más pobres y los más ricos, por encima de las identidades regionales o profesionales. Este sistema de competencia interna también ha dado lugar, desde 2011, a estrategias de dumping y domiciliación fiscal ficticia de empresas y hogares acomodados, que pueden, a largo plazo, socavar la progresividad general del sistema.88 


			En comparación, el impuesto sobre la renta ha sido siempre un impuesto casi exclusivamente federal en Estados Unidos, un país siete veces más poblado que España y bien conocido por su compromiso con la descentralización y los derechos de los estados que conforman la nación. Desde su creación en 1913, el impuesto federal sobre la renta ha cumplido su función de progresividad fiscal, con tipos aplicables a las rentas más altas que promediaron más del 80 por ciento entre 1930 y 1980, y se estabilizaron en poco menos del 40 por ciento desde las décadas de 1980 y 1990. Los estados federales pueden aprobar tipos adicionales, pero en la práctica se trata de tipos muy bajos, generalmente entre el 5 y el 10 por ciento. Sin duda, a los contribuyentes de California (un estado casi tan poblado como España y seis veces más poblado que Cataluña) les hubiera gustado quedarse con la mitad de la recaudación fiscal federal para ellos y sus hijos, pero el hecho es que nunca lo han logrado (de hecho, nunca lo han intentado realmente). 


			En la República Federal de Alemania, un ejemplo más cercano a España, el impuesto sobre la renta es exclusivamente federal: los länder no pueden votar tipos adicionales ni quedarse con ninguna parte de la recaudación, con independencia de lo que piensen los contribuyentes bávaros. 


			Cabe señalar que la lógica de los tipos adicionales a nivel regional o local no es necesariamente perjudicial en sí misma (en Francia, esto podría servir para sustituir la taxe d’habitation),89 siempre y cuando sea mesurada. Al optar por compartir el impuesto sobre la renta al 50 por ciento con las regiones, España ha ido demasiado lejos, y ahora se encuentra en una situación en la que algunos catalanes quieren quedarse con el ciento por ciento de la recaudación, convirtiéndose en independientes. 


			Europa también tiene una gran responsabilidad en esta crisis. Además de la desastrosa gestión de la crisis en la zona del euro, en particular en detrimento de España,90 desde hace décadas se promueve un modelo de civilización basado en la idea de que es posible tenerlo todo al mismo tiempo: la integración en un gran mercado europeo y mundial, sin ninguna obligación real de solidaridad y financiación de los bienes públicos. En estas condiciones, ¿por qué no probar suerte haciendo de Cataluña un paraíso fiscal al estilo de Luxemburgo? Existe, por supuesto, un presupuesto federal europeo, pero es extremadamente débil. Y, sobre todo, debería recaer en buena lógica sobre los hombros de los Estados que más se benefician de la integración económica, con un impuesto europeo común sobre los beneficios empresariales y las rentas más elevadas, como ocurre en Estados Unidos (podríamos ir más allá, pero estamos muy lejos de hacerlo). Europa podrá oponerse a los separatismos si pone finalmente la solidaridad y la justicia fiscal en el centro de su acción. 


			
	 


 	
	 
   


			Trump, Macron: mismo combate 


			 


			(12 de diciembre de 2017) 


			 


			Es habitual confrontar a Trump con Macron: por un lado, el vulgar hombre de negocios norteamericano, con tuits xenófobos y escépticos con la cuestión climática; por otro, el ilustrado espíritu europeo, preocupado por el diálogo entre culturas y el desarrollo sostenible. No es del todo falso, y además resulta muy agradable a nuestros oídos franceses. Pero si observamos más de cerca las políticas que ambos llevan a cabo, llama la atención su similitud. En concreto, tanto Trump como Macron acaban de adoptar reformas fiscales muy similares, que en ambos casos representan un increíble salto adelante en el movimiento de dumping fiscal a favor de los más ricos y de los que tienen mayor movilidad social. 


			Recapitulemos. En Estados Unidos, el Senado ha aprobado las líneas generales del plan de impuestos de Trump: el tipo del impuesto federal sobre los beneficios empresariales se reducirá del 35 al 20 por ciento (con una amnistía casi completa para los beneficios repatriados de las multinacionales); se introducirá un tipo reducido de alrededor del 25 por ciento para las rentas de los propietarios de empresas (en lugar del tipo máximo del 40 por ciento del impuesto sobre la renta para los más ricos); y el impuesto sobre sucesiones se reducirá notablemente para las grandes fortunas (incluso se eliminará totalmente en la versión adoptada por la Cámara de Representantes). 


			Por parte de Macron y Francia, la situación es la siguiente: el tipo del impuesto de sociedades se reducirá de manera gradual del 33 al 25 por ciento, se instituirá un tipo reducido del 30 por ciento para los dividendos e intereses (en lugar del tipo del 55 por ciento aplicable a los salarios más altos) y se suprimirá el impuesto sobre la fortuna para los activos financieros y profesionales más elevados (a pesar de que el impuesto de bienes inmuebles nunca ha sido tan oneroso para los menos ricos como ahora). 


			Por primera vez desde el Antiguo Régimen, se ha decidido así instituir en ambos países un régimen fiscal explícitamente derogatorio para las categorías de renta y patrimonio de los grupos sociales más privilegiados. En ambos casos con un argumento supuestamente imparable: la masa de contribuyentes cautivos y sin movilidad social no tiene más remedio que tratar bien a los más ricos, pues de lo contrario a estos últimos les faltará tiempo para abandonar el territorio, de modo que los demás no podrán beneficiarse de sus buenas acciones (puestos de trabajo, inversiones e ideas brillantes que son inaccesibles para el hombre común). «Job creators» para Trump, «premiers de cordée»91 para Macron: las palabras varían para designar a estos nuevos benefactores a los que las masas deben mimar, pero la sustancia es la misma. 


			Tanto Trump como Macron son indudablemente sinceros. No obstante, ambos muestran una profunda falta de comprensión de los desafíos desigualitarios que plantea la globalización. Se niegan a tener en cuenta el hecho, ya bien documentado, de que los grupos a los que favorecen son los que han captado una parte desproporcionada del crecimiento en las últimas décadas. Al negar esa realidad, nos están poniendo en riesgo de tres maneras principales. En primer lugar, en los países ricos, el sentimiento de abandono de las clases trabajadoras alimenta una actitud de rechazo hacia la globalización, y la inmigración en particular. Trump se sale con la suya alimentando la xenofobia de sus votantes, mientras que Macron espera mantenerse en el poder contando con el apego mayoritario de la opinión pública francesa a la tolerancia y la apertura, y tachando de antiglobalizadores a quienes le hacen oposición. La realidad es que esta evolución está llena de amenazas para el futuro, tanto en Ohio y Luisiana como en Francia y Suecia. 


			En segundo lugar, la negativa a abordar las desigualdades dificulta mucho más la solución del desafío climático. Como ha demostrado claramente Lucas Chancel,92 los considerables ajustes en los estilos de vida que exige el calentamiento global sólo pueden aceptarse si se garantiza una distribución justa del esfuerzo. Si los más ricos siguen contaminando el planeta con sus 4≈4 y sus yates registrados en Malta (exentos de todo impuesto, incluido el IVA, como acaban de demostrar los «Paradise Papers»), ¿por qué deberían los más pobres aceptar un aumento, por lo demás necesario, del impuesto sobre el carbono? 


			Por último, el hecho de que no se corrijan las tendencias desigualitarias de la globalización tiene consecuencias sumamente negativas sobre la capacidad para reducir la pobreza en el mundo. Las previsiones inéditas que se publicarán el 14 de diciembre en el World Inequality Report93 son claras: en función de las políticas y las trayectorias desigualitarias consideradas, las condiciones de vida de la mitad más desfavorecida del mundo seguirán tendencias totalmente distintas de aquí a 2050. 


			Terminemos con una nota optimista: sobre el papel, Macron defiende un enfoque de la cooperación internacional y europea que es obviamente más prometedor que el unilateralismo de Trump. La pregunta es cuándo saldremos de la teoría y la hipocresía. El CETA —el tratado de libre comercio celebrado entre la Unión Europea y Canadá unos meses después del Acuerdo de París— no contiene, por ejemplo, ninguna medida vinculante sobre justicia climática y fiscal. En cuanto a las llamadas propuestas francesas de reforma de Europa, que hacen vibrar de orgullo nuestros oídos franceses, la verdad es que son completamente vagas: todavía no sabemos cuál será la composición de un «Parlamento de la zona del euro» ni cuáles serán sus poderes (pequeños detalles, sin duda). Existe un gran riesgo de que todo esto conduzca a un vacío. Para evitar que el sueño macroniano se convierta en una pesadilla trumpista es hora de dejar atrás la autosatisfacción nacionalista y abordar la realidad de frente. 


			
	 


 	
	 
   


			2018, el año de Europa 


			 


			(16 de enero de 2018) 


			 


			La crisis de 2008, que condujo a la recesión mundial más fuerte desde la crisis de 1929, tuvo sus raíces claramente en las debilidades cada vez más evidentes del sistema estadounidense: desregulación excesiva, desigualdades explosivas y endeudamiento de los más pobres. Impulsada por un modelo de desarrollo más igualitario e inclusivo, Europa podría haber aprovechado esa oportunidad para promover un mejor sistema de regulación del capitalismo mundial. Pues no: debido a la falta de confianza suficiente entre sus miembros, atrapados por reglas rígidas y aplicadas de manera desordenada, la UE provocó una nueva recesión en 2011-2013 de la que apenas nos estamos recuperando.94 


			La llegada al poder de Trump en 2017 reveló una nueva falla en el modelo estadounidense. El contexto demanda más Europa, sobre todo porque la evolución de los modelos alternativos (China, Rusia) no es nada tranquilizadora. 


			Sin embargo, para cumplir las expectativas, Europa tendrá que superar muchos desafíos. En primer lugar, un desafío general: la deriva desigualitaria de la globalización. Europa no tranquilizará a sus conciudadanos diciendo que la situación es mejor que en Estados Unidos o Brasil. Las desigualdades están aumentando en todas partes, alentadas por la exacerbación de la competencia fiscal en favor de quienes tienen mayor movilidad social, algo que Europa sigue alimentando. El riesgo de repliegue identitario y la utilización de chivos expiatorios sólo se superarán si conseguimos ofrecer a las clases trabajadoras y a las generaciones más jóvenes una verdadera estrategia de reducción de las desigualdades y de inversión en el futuro. 


			El segundo desafío es la división Norte-Sur, que se ha ampliado dramáticamente dentro de la zona del euro y que se basa en relatos contradictorios de los acontecimientos. En Alemania y Francia, la gente sigue creyendo que ayudamos a los griegos, ya que les prestamos dinero a un tipo de interés inferior al que habrían tenido que pagar en los mercados financieros, pero superior al que pedimos prestado en esos mismos mercados. En Grecia, la lectura es muy diferente: se ve principalmente como un jugoso margen financiero. En realidad, la purga impuesta en el sur de Europa, con dramáticas consecuencias secesionistas en Cataluña, es el resultado directo del miope egoísmo franco-alemán. 


			Tercer desafío: la división Este-Oeste. En París, Berlín o Bruselas, no podemos entender la ingratitud de los países que se han beneficiado de transferencias públicas masivas. Pero en Varsovia o Praga se ven las cosas de manera diferente. Se argumenta que la inversión privada de Occidente se pagó a un precio elevado, y que el flujo de beneficios que va a los propietarios de las empresas europeas supera con creces las transferencias europeas que van en sentido contrario. 


			De hecho, si prestamos atención a los números, vemos que no están del todo equivocados. Tras el colapso del comunismo, los inversores occidentales (especialmente los alemanes) se convirtieron de manera gradual en propietarios de una parte considerable del capital de los países del antiguo bloque de Europa del Este: alrededor de una cuarta parte si consideramos todo el capital social (incluidos los bienes inmuebles), y más de la mitad si nos limitamos a la propiedad corporativa (aún más en el caso de las grandes empresas). Los estudios de Filip Novokmet95 han demostrado que si las desigualdades han aumentado menos en Europa del Este que en Rusia o Estados Unidos es simplemente porque una gran parte de los elevados ingresos del capital de Europa del Este se paga en el extranjero (como ocurría antes del comunismo, con propietarios del capital que ya eran alemanes o franceses, y a veces austríacos u otomanos). Entre 2010 y 2016, las salidas anuales de beneficios y rentas de la propiedad (netas de las entradas correspondientes) representaron un promedio anual del 4,7 por ciento del producto interior bruto en Polonia, del 7,2 por ciento en Hungría, del 7,6 por ciento en la República Checa y del 4,2 por ciento en Eslovaquia, reduciendo la renta nacional de esos países. En comparación, durante el mismo período, las transferencias anuales netas de la Unión Europea (UE), es decir, la diferencia entre el total de los gastos recibidos y las contribuciones aportadas al presupuesto de la UE, fueron significativamente menores: 2,7 por ciento del PIB en Polonia, 4 por ciento en Hungría, 1,9 por ciento en la República Checa y 2,2 por ciento en Eslovaquia (recordemos que Francia, Alemania y el Reino Unido son contribuyentes netos al presupuesto de la UE en torno al 0,3 o 0,4 por ciento de su PIB) (véase gráfico 2.7). 


			Sin duda se objetará que las inversiones occidentales han aumentado la productividad de las economías en cuestión y, por lo tanto, han beneficiado a todos. Sin embargo, los dirigentes de Europa del Este no dejan pasar la oportunidad de señalar que los inversores internacionales abusan de su posición de fuerza para exprimir los salarios y mantener márgenes excesivos.96 Al igual que en el caso de Grecia, las potencias económicas dominantes tienden, por el contrario, a naturalizar las desigualdades: se supone que el mercado y la «libre competencia» conducen a una distribución equitativa de la riqueza, y las transferencias realizadas a partir de este equilibrio «natural» se consideran un acto de generosidad por parte de los ganadores del sistema. La verdad es que las relaciones de propiedad son siempre complejas, sobre todo en las grandes comunidades políticas como la UE, y no pueden ser reguladas únicamente por las fuerzas del mercado. 


			 


			Gráfico 2.7. Flujos de entrada y salida en Europa del Este (2010-2016) 
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			Interpretación: Entre 2010 y 2016, el flujo de transferencias netas procedentes de la Unión Europea (diferencia entre el total recibido y la contribución efectuada al presupuesto de la UE) equivale al 2,7 por ciento del PIB en promedio anual en el caso de Polonia; en el mismo período, el flujo anual de salida de beneficios y otras rentas de la propiedad (netas de los flujos correspondientes en sentido contrario) equivale al 4,7 por ciento del PIB. En el caso de Hungría, estas mismas magnitudes son 4 por ciento y 7,2 por ciento, respectivamente. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 765. 


			 



			Estas contradicciones sólo pueden superarse mediante una gran revisión intelectual y política y una verdadera democratización de las instituciones europeas.97 Esperemos que el año 2018 contribuya a ello. 


			
	 


 	
	 
   


			Parcoursup: se puede hacer mejor 


			 


			(13 de febrero de 2018) 


			 


			Toda sociedad necesita una gran narrativa para justificar sus desigualdades. En las sociedades contemporáneas, la narrativa es meritocrática: la desigualdad moderna es justa porque es el resultado de un proceso libremente elegido en el que todos tienen las mismas oportunidades. El problema es que hay un gran abismo entre las proclamaciones meritocráticas oficiales y la realidad. En Estados Unidos, las posibilidades de acceso a la educación superior están determinadas casi enteramente por la renta de los padres: son apenas del 20 por ciento para el 10 por ciento más pobre, y de más del 90 por ciento para el 10 por ciento más rico.98 Y eso que no se trata en absoluto de la misma educación superior en los dos casos. Es posible que las cosas sean algo menos extremas en Francia (en realidad, no lo sabemos muy bien, porque es imposible acceder a los datos en sí) (véase gráfico 2.8). 


			En este contexto, la reforma francesa del sistema de asignación de estudiantes, con el paso de la plataforma APB a Parcoursup, está potencialmente llena de promesas.99 En realidad, desafortunadamente, cabe temer que tan sólo refuerce la desigualdad y la opacidad del sistema. 


			 


			Gráfico 2.8. Ingresos parentales y acceso a la universidad, en Estados Unidos (2014) 


			 



			[image: ]


			 



			Interpretación: En 2014, la tasa de acceso a la educación superior (porcentaje de personas entre 19 y 21 años matriculadas en alguna universidad, college o cualquier otro establecimiento de educación superior) era apenas el 30 por ciento para los hijos del 10 por ciento de las familias con menos recursos en Estados Unidos, y más del 90 por ciento para los hijos del 10 por ciento de las familias más ricas. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 53. 


			 


			Debe quedar claro desde el principio que la inclusión de las notas, los itinerarios de estudios y los expedientes académicos en las admisiones universitarias (la principal novedad de Parcoursup) no es necesariamente algo malo en sí mismo. Desde el momento en que las notas siempre se han tenido en cuenta para la admisión en las clases preparatorias (tanto en el marco APB como en el Parcoursup), algo que nadie parece cuestionar, es difícil ver por qué no deberían desempeñar ningún papel para las universidades. Hay que reconocer que las notas no siempre son justas, y el sistema de calificaciones en sí mismo necesita ser repensado. Pero contienen información útil, a priori más que el sistema de sorteos utilizado hasta ahora (esperemos). 



			Sin embargo, para contrarrestar el evidente riesgo de deriva desigualitaria y la hiperestratificación académica de este sistema, deben cumplirse dos condiciones. En primer lugar, los recursos invertidos deben permitir a cualquier estudiante de bachillerato acceder a una educación de calidad. Esto es tanto más urgente cuanto que el sistema francés se caracteriza por una dualidad particularmente extrema e hipócrita: por una parte, itinerarios de estudios selectivos generosamente financiados (como la preparación específica que permite el acceso a las grandes écoles) y, por otra, universidades públicas abandonadas en las que habría que hacer inversiones masivas. Lamentablemente, el gobierno ha optado por prolongar la caída de la inversión pública observada desde 2008 y dedicar el margen disponible a reducir los impuestos a los más ricos. Hay que recordar que el presupuesto por estudiante ha disminuido un 10 por ciento en diez años, y que los 5.000 millones de euros en regalos fiscales a los más ricos lo habrían aumentado en un 40 por ciento.100 


			Al margen de los recursos, es imperativo que la toma en consideración de las notas se atenúe con otros criterios, lo que plantea cuestiones fundamentales que siguen sin resolverse hasta la fecha. La ley aprobada en primera lectura en la Asamblea Nacional prevé que se fije un porcentaje mínimo de estudiantes becados en cada itinerario de estudios —tanto en las universidades como en las grandes écoles—. En otras palabras, a iguales notas, un estudiante becado (alrededor del 20 por ciento de los estudiantes de secundaria) podrá ser admitido en la enseñanza superior mientras que se rechazará a otro cuyos ingresos parentales estén ligeramente por encima del umbral. La idea no es necesariamente mala en sí misma, aunque, para limitar el efecto escalón, probablemente hubiera sido preferible utilizar un sistema de puntos que tenga en cuenta el origen familiar de manera continua y gradual (como ya es la práctica en algunas universidades de la India). 


			En cualquier caso, el problema es que la forma de parametrización de este sistema, potencialmente explosivo, sigue siendo totalmente opaca en Parcoursup. La ley menciona que el porcentaje de estudiantes en cada itinerario de estudios debe ser fijado «por la autoridad académica» (el rector, por lo tanto), teniendo en cuenta «la relación entre el número de estudiantes y el número total de candidatos», pero también «en consulta con los directores de los centros interesados», sin que se sepa más. Se ha anunciado en varias ocasiones que el código fuente de Parcoursup se haría plenamente público (como, por otra parte, había anunciado el gobierno anterior), pero no se ha fijado ninguna fecha. En cuanto a los estudiantes de instituto, tienen hasta el 13 de marzo para elegir sus itinerarios. ¿Está previsto que las reglas del juego se hagan públicas antes de esa fecha o después? Nadie lo sabe. 


			La ley también estipula que «los mejores estudiantes de cada itinerario de estudios en cada instituto se benefician del acceso prioritario a cualquier formación» (especialmente a la preparación específica que permite el acceso a las grandes écoles). Pero, aquí también, no sabemos más: «El porcentaje de alumnos que se beneficien de este acceso prioritario se fijará por decreto». En realidad, se trata de la repetición de un artículo aprobado en 2013, que en la práctica se aplicó con la mayor opacidad y de manera puramente simbólica, al final del proceso de asignación, en el marco de las repescas finales previstas por el sistema (demasiado tarde para que los alumnos afectados puedan beneficiarse realmente). ¿Está previsto revelar a los estudiantes el código fuente previsto para aplicar este artículo en el marco de Parcoursup, y, si es así, en qué fecha? Misterio. 


			Seamos claros: se trata de cuestiones complejas, cuestiones que ningún país ha resuelto de manera plenamente satisfactoria. Pero, desde el momento en que anuncia su voluntad de transparencia, el gobierno no puede permitirse el lujo de mantener tal opacidad, todo ello con el añadido de la desigualdad y la austeridad que afectarán a los más desfavorecidos. 


			
	 


 	
	 
   


			Por una Unión dentro de la Unión 


			 


			(13 de marzo de 2018) 


			 


			Tras el resultado de las elecciones italianas y las payasadas comerciales trumpistas, podría ser tentador deprimirse y dejar que Europa jugase al mismo estúpido juego de encerrarse en sí misma: endurecimiento migratorio y escalada proteccionista. Si lo hiciéramos, nos olvidaríamos de dos cuestiones esenciales. 


			Una: al contrario de lo que a veces se escucha, el auge del populismo europeo no viene explicado por ninguna oleada migratoria. De hecho, el número de migrantes que entraban en la Unión Europea (UE) era mucho mayor antes de la crisis financiera (1,2 millones al año entre 2000 y 2008). Se colapsó después (500.000 al año entre 2008 y 2016), precisamente cuando la situación geopolítica habría exigido una mayor apertura.101 Si no hubiera sido por los graves errores de política económica, que llevaron a una nueva recesión en 2011-2013 y a una explosión del desempleo en el sur de Europa, Europa habría podido —y todavía podría— ser más abierta y evitar desentenderse del problema en los campamentos turcos como manera de gestionar la crisis de los refugiados. Los responsables del auge del populismo son quienes han dirigido las políticas de austeridad en la dirección equivocada, no los migrantes y quienes les apoyan. 


			Dos: las sanciones comerciales de Estados Unidos, por estúpidas que sean, tan sólo son gestos simbólicos que permiten a Trump distanciarse de los demócratas y tocar sin esfuerzo la fibra sensible del nacionalismo. El corazón del programa trumpista son los cientos de miles de millones de dólares que se ha tragado la reforma fiscal adoptada en diciembre, que tiene como objetivo reducir masivamente los impuestos sobre los beneficios empresariales y sobre las rentas y la riqueza de los contribuyentes más ricos. 


			Lo que amenaza al mundo hoy en día no es la guerra comercial: es una guerra social, librada a grandes golpes de dumping fiscal en beneficio de los más ricos y con mayor movilidad social. Esto alimenta el sentimiento de abandono de las clases trabajadoras y conduce al debilitamiento de los poderes públicos: el capital público se está volviendo negativo en los países ricos, lo que significa que los propietarios de bienes privados no sólo poseen todos los bienes públicos (escuelas, hospitales, etc.) a través de sus activos financieros, sino que también tienen derechos sobre los ingresos fiscales futuros. La actualidad francesa proporciona un buen ejemplo de este tipo de transferencia: se empieza ofreciendo a los más ricos 6.000 millones de euros al año en regalos fiscales, y se termina ofreciéndoles la venta de ADP (el operador de los aeropuertos de París) por 8.000 millones. Habría sido más sencillo transferir la propiedad de forma gratuita. 


			Esta evolución desigualitaria viene de lejos: comienza con las políticas de liberalización financiera y comercial llevadas a cabo a partir de la década de 1980 sin la introducción de nuevos instrumentos de regulación y fiscalidad coordinados. Sobre el papel, la solución es sencilla: tenemos que cambiar el curso de la globalización condicionando los tratados internacionales a la redacción de normas vinculantes que promuevan un desarrollo justo y sostenible (tipos impositivos mínimos, umbrales de emisión de carbono, etc.). No plantea ningún problema técnico: la única dificultad es que cada país se siente demasiado pequeño para denunciar por sí solo los tratados en vigor. Frente a este desafío mundial, Europa tiene una responsabilidad particular: se ha erigido en una zona de libre competencia sin normas fiscales comunes y ha contribuido de manera importante a la carrera a la baja en materia de fiscalidad empresarial (que Estados Unidos no hace más que seguir). Todo procede de la regla europea de la unanimidad en materia tributaria, que nada parece poder hacer tambalearse. 


			La única solución es que Francia, Alemania, Italia y España (que juntos representan más del 75 por ciento de la población y el PIB de la zona del euro) establezcan finalmente una unión política y fiscal reforzada en el seno de la UE, abierta a todos los miembros, por supuesto, pero sin que ninguno pueda bloquearla. El problema de las propuestas macronianas es que son vagas: hablan del presupuesto de la zona del euro sin decir nada sobre la composición de un Parlamento responsable de su votación o sobre los impuestos necesarios para alimentarlo. 


			Junto con Stéphanie Hennette, Guillaume Sacriste y Antoine Vauchez, hemos propuesto la creación de un nuevo Parlamento Europeo entre los países que así lo deseen,102 a partir de diputados de los Parlamentos nacionales, en proporción a la población y a los distintos grupos políticos. Este nuevo Parlamento aprobaría un presupuesto de inversión pensando en el futuro (formación, energías renovables) alimentado por un impuesto común sobre los beneficios empresariales (al que podría añadirse un impuesto común sobre las grandes rentas y patrimonios). 


			La propuesta es imperfecta, pero al menos tiene el mérito de existir. Al optar por basarse en los Parlamentos nacionales, se asume que la Asamblea Nacional y el Bundestag no van a renunciar a su poder fiscal. Se estarían transformando de facto las elecciones parlamentarias nacionales en elecciones europeas: los diputados nacionales tendrían que decir qué piensan hacer en ese Parlamento Europeo y ya no podrían quejarse de Europa y descargarse en Bruselas. Para tranquilizar a la opinión pública alemana, podría añadirse una cláusula que garantice que cada país se beneficie de un gasto cercano a su contribución fiscal: el objetivo no sería organizar transferencias entre países, sino construir un poder público democrático y social para regular la globalización. 


			¡Pongamos las cartas sobre la mesa y avancemos! Nuestra incapacidad colectiva para debatir sobre la Europa que queremos sería la mayor victoria para los populistas y trumpistas de todo pelaje. 


			
	 


 	
	 
   


			El capital en Rusia 


			 


			(10 de abril de 2018) 


			 


			El mes que viene, Karl Marx cumplirá doscientos años. ¿Qué habría pensado del triste estado de Rusia, un país que durante el período soviético se definió a sí mismo constantemente como «marxista-leninista»? Sin duda, habría declinado toda responsabilidad sobre un régimen que apareció mucho después de su muerte. Marx creció en un mundo de opresión censitaria y de sacralización de la propiedad privada, en el que incluso los dueños de esclavos debían ser compensados generosamente si se atentaba contra su propiedad (para los «liberales» como Tocqueville, esto era lógico). Habría sido difícil para él anticipar el éxito de la socialdemocracia y el Estado social del siglo XX. Marx tenía treinta años en la época de las revoluciones de 1848 y falleció en 1883, cuando nació Keynes. Ambos eran agudos cronistas de su tiempo; tal vez fue un error confundirlos con consumados teóricos del futuro. 


			De hecho, cuando los bolcheviques llegaron al poder en 1917, sus planes no eran tan «científicos» como ellos afirmaban. La propiedad privada iba a ser abolida, de acuerdo. Pero ¿cómo iban a organizarse las relaciones de producción y quiénes serían los nuevos dueños? ¿Por qué mecanismos se tomarían decisiones y se distribuiría la riqueza dentro del gigantesco aparato estatal y de planificación? A falta de soluciones, se produjo un repliegue sobre la hiperpersonalización del poder y, a falta de resultados, se buscaron rápidamente chivos expiatorios, que fueron encerrados y purgados a toda costa. Cuando Stalin murió en 1953, el 4 por ciento de la población soviética estaba en prisión, más de la mitad de ellos por «robo de propiedad socialista» y otros pequeños hurtos para mejorar lo cotidiano. La «sociedad de ladrones» descrita por Juliette Cadiot es la señal del dramático fracaso de un régimen que pretendía ser emancipador. Para superar una tasa de encarcelamiento semejante, es necesario compararla con la situación de la población masculina negra en Estados Unidos hoy en día (el 5 por ciento de los hombres adultos están en prisión). 


			Las inversiones soviéticas en infraestructuras, educación y sanidad permitieron sin duda recuperar parte del atraso: antes de la Revolución, la renta nacional per cápita estaba estancada en torno al 30-40 por ciento del nivel de Europa occidental, y se disparó a más del 60 por ciento en la década de 1950. Sin embargo, la brecha se amplió de nuevo en las décadas de 1960 y 1970, e incluso la esperanza de vida comenzó a disminuir (un fenómeno único en tiempos de paz). El régimen estaba al borde de la implosión. 


			El desmantelamiento de la Unión Soviética (URSS) y de su aparato productivo provocó una caída del nivel de vida en 1992-1995. La renta per cápita volvió a aumentar a partir de 2000. En 2018 es aproximadamente el 70 por ciento del nivel de Europa occidental en paridad de poder adquisitivo (o el 50 por ciento si se utiliza el tipo de cambio actual, a causa de la debilidad del rublo). Lamentablemente, la desigualdad ha crecido mucho más rápido de lo que afirman las estadísticas oficiales.103 


			En términos generales, el desastre soviético condujo al abandono de cualquier ambición redistributiva. Desde 2001, el impuesto sobre la renta es del 13 por ciento, tanto para ingresos de 1.000 rublos como de 100.000 millones de rublos. Ni Reagan y Trump llegaron tan lejos en la demolición de la progresividad fiscal. No existe impuesto de sucesiones en Rusia ni tampoco en la República Popular China. Si usted quiere traspasar en paz su fortuna en Asia, lo mejor es morirse en los antiguos países comunistas, y sobre todo no en los países capitalistas, Taiwán, Corea del Sur o Japón, donde el tipo aplicado a las herencias más altas acaba de pasar del 50 al 55 por ciento. 


			Si China ha sido capaz de mantener cierto control sobre la salida de capitales y la acumulación privada, la Rusia de Putin se caracteriza por una deriva cleptocrática sin límites. Entre 1993 y 2018 logró enormes superávits comerciales: alrededor del 10 por ciento del producto interior bruto (PIB) en promedio anual durante veinticinco años, un total del 250 por ciento del PIB (dos años y medio de producción nacional). En principio, eso debería haber permitido una acumulación de reservas financieras del mismo orden: es aproximadamente el tamaño del fondo soberano público acumulado por Noruega, bajo el escrutinio de los electores. Sin embargo, las reservas oficiales de Rusia son diez veces menores: apenas el 25 por ciento del PIB. 


			¿Qué ha pasado con el dinero? Según nuestras estimaciones, los activos offshore en poder de los rusos más ricos superan por sí solos el PIB de un año, el equivalente a la suma de activos financieros oficiales en poder de todos los hogares rusos. En otras palabras, la riqueza natural del país (que, por cierto, habría sido mejor dejar bajo tierra para limitar el calentamiento global) ha sido exportada masivamente para alimentar estructuras opacas que permiten a una minoría poseer enormes activos financieros rusos e internacionales. Estos millonarios rusos viven entre Londres, Mónaco y Moscú; algunos nunca han salido de Rusia y son dueños del país entero a través de entidades offshore. Muchos intermediarios y empresas occidentales también han sacado tajada por el camino, y siguen haciéndolo hoy en día en el deporte o los medios de comunicación (a veces con apariencia de filantropía). 


			En lugar de imponer sanciones comerciales, Europa haría bien en prestar atención a esos activos y dirigirse a la opinión pública rusa. El poscomunismo se ha convertido en el peor aliado del hipercapitalismo: Marx habría apreciado la ironía, pero no es razón para soportarla. 


			
	 


 	
	 
   


			Mayo del 68 y las desigualdades 


			 


			(8 de mayo de 2018) 


			 


			¿Deberíamos desacreditar el Mayo del 68? Según sus detractores, el espíritu del Mayo del 68 habría contribuido al triunfo del individualismo, e incluso del ultraliberalismo. En realidad, tales afirmaciones no resisten un examen: el movimiento de Mayo del 68 fue, de hecho, el inicio de un período histórico de reducción muy fuerte de las desigualdades sociales en Francia, que luego se agotó por otras razones. La cuestión es importante porque condiciona el futuro. 


			Echemos la vista atrás. El período 1945-1967 se caracterizó en Francia por un fuerte crecimiento, pero también por un movimiento de reconstitución de las desigualdades, con un fuerte aumento de la participación de los beneficios en la renta nacional y un restablecimiento de las jerarquías salariales. La parte del 10 por ciento más rico en la renta total, que era apenas el 31 por ciento en 1945, aumentó gradualmente hasta el 38 por ciento en 1967. El país estaba centrado en la reconstrucción, y la prioridad no consistía en reducir las desigualdades, sobre todo porque todo el mundo tenía la percepción de que habían disminuido enormemente como resultado de las guerras (destrucción, inflación) y de las transformaciones políticas de la Liberación (seguridad social, nacionalizaciones, escalas salariales más ajustadas). 


			En ese nuevo contexto, los salarios de los cuadros directivos e ingenieros crecieron estructuralmente más rápido que los salarios bajos y medios en las décadas de 1950 y 1960, y en un primer momento nadie pareció preocuparse. En 1950 se crea un salario mínimo, pero casi no se actualiza posteriormente, por lo que cae de manera brusca en comparación con la evolución del salario medio. La sociedad nunca había sido tan patriarcal: en la década de 1960, el 80 por ciento de la masa salarial corresponde a los hombres. A las mujeres se les asignan muchas tareas (en particular, cuidar de los niños, aportar comodidad y ternura en la era industrial), pero el control del dinero no es claramente una de ellas. La sociedad es también profundamente productivista: las 40 horas prometidas en 1936 todavía no se aplican, ya que los sindicatos han acordado extender todo lo posible las horas extras para ayudar a la recuperación del país. 


			La ruptura se produce en 1968. Para salir de la crisis, el gobierno del general De Gaulle firma los acuerdos de Grenelle, que incluían un aumento del 20 por ciento del salario mínimo. El salario mínimo se indexa de manera oficial —parcialmente— al salario medio en 1970 y, sobre todo, los sucesivos gobiernos de 1968 a 1983 se sienten obligados a darle un fuerte «empujón» casi todos los años, en un clima social y político en ebullición. Como consecuencia, el poder adquisitivo del salario mínimo aumentó en total más del 130 por ciento entre 1968 y 1983, mientras que al mismo tiempo el salario medio aumentaba en un 50 por ciento aproximadamente, lo que dio lugar a una compresión muy fuerte de las desigualdades salariales. La ruptura con el período anterior es clara y radical: el poder adquisitivo del salario mínimo había aumentado apenas un 25 por ciento entre 1950 y 1968, mientras que el salario medio se había duplicado con creces. Impulsado por el fuerte aumento de los salarios bajos, la masa salarial en su conjunto creció significativamente más rápido que la producción entre los años 1968 y 1983, lo que dio lugar a una fuerte caída de la participación del capital en la renta nacional. Todo esto se logró, además, reduciendo las horas de trabajo y extendiendo las vacaciones pagadas. 


			La tendencia se invirtió otra vez en 1982-1983. El nuevo gobierno socialista surgido de las elecciones de mayo de 1981 hubiera querido sin duda alguna continuar en esa línea indefinidamente. El caso es que los cambios sociales ya habían impuesto la gran recuperación de los salarios bajos a los gobiernos de derecha, allanando así el camino a la democracia electoral. Para prolongar la reducción de las desigualdades habría sido necesario inventar nuevas herramientas: poderes reales para los empleados de las empresas, inversión masiva e igualitaria en el sistema educativo, establecimiento de un sistema universal de seguro de salud y de pensiones, desarrollo de una Europa social y fiscal. En su lugar, el gobierno utilizó a Europa como chivo expiatorio del cambio de orientación hacia políticas rigoristas de 1983, aunque Europa no tuviera nada que ver con la congelación de los salarios: el salario mínimo no puede crecer indefinidamente tres veces más rápido que la producción, ya sea en un escenario de economía abierta o de economía cerrada. 


			Peor aún: a partir de 1988, los sucesivos gobiernos franceses contribuyeron en gran medida al movimiento europeo de dumping fiscal en materia de impuesto sobre beneficios empresariales y, con el Tratado de Maastricht de 1992, establecieron una unión monetaria y comercial pura, sin presupuesto ni fiscalidad comunes, sin gobernanza política. Una moneda sin Estado, sin democracia y sin soberanía: un modelo que, tras la crisis de 2008, vimos lo frágil que era, y que contribuyó a la recesión de diez años de la que apenas estamos saliendo. 


			Hoy en día, la crisis de la socialdemocracia europea es general. Es sobre todo la consecuencia de un internacionalismo inconcluso. Durante el siglo XX, y en particular desde los años cincuenta hasta los años ochenta, el nuevo pacto capital-trabajo se pensó y se puso en práctica en el ámbito de los Estados nación. Con gran éxito, y al mismo tiempo con grandes debilidades, ya que las políticas de ámbito nacional se han visto limitadas y atrapadas por la creciente competencia entre países. La solución no es dar la espalda al espíritu del Mayo de 1968 y a los movimientos sociales: al contrario, conviene basarse en él para desarrollar un nuevo programa internacionalista de reducción de las desigualdades.104 


			
	 


 	
	 
   


			La fantasía de la «unión de transferencias» 


			 


			(12 de junio de 2018) 


			 


			Mientras la crisis política se agrava en Italia y en España, Francia y Alemania siguen demostrando ser tan incapaces como siempre de formular propuestas precisas y ambiciosas para reformar Europa. Bastaría con que esos cuatro países, que juntos representan tres cuartas partes del PIB y la población de la zona del euro, se pusieran de acuerdo sobre una base común para desbloquear la situación. ¿Cómo podemos explicar esta inercia, y por qué es tan grave? 


			En Francia, la teoría de moda es que todo es culpa de los demás. ¿Acaso no ha hecho nuestro joven y dinámico presidente algunas propuestas maravillosas sobre la refundación de la zona del euro, su presupuesto y su Parlamento? Mala suerte: ¡nuestros vecinos son incapaces de darse cuenta y responder con la misma audacia gala! El problema de esa perezosa teoría es que las famosas propuestas francesas simplemente no existen: nadie es capaz de reunir tres frases para explicar con qué impuestos comunes se alimentará ese presupuesto, cuál será la composición del Parlamento de la zona del euro que ejercerá esa nueva soberanía fiscal, etc. Pregúntele a su amigo macroniano favorito para comprobarlo, y si no tiene uno —nadie es perfecto— ¡escriba a su periódico favorito! Es como si los revolucionarios de 1789, en lugar de formar una Asamblea Nacional para votar inmediatamente la abolición de los privilegios y la introducción de un nuevo sistema tributario, hubieran anunciado simplemente que sería bueno tomarse el tiempo de pensar en la creación de una comisión para reflexionar sobre cómo salvar el Antiguo Régimen a largo plazo. Ésa es la diferencia entre hacer algo y las palabras huecas. 


			La verdad es que las propuestas francesas son tan vagas que es posible ver en ellas todo y lo contrario. Y ése es el problema: el discurso nacionalista y antieuropeo también pueden tener cabida. Es fácil denunciar la timidez de Angela Merkel, y de hecho su respuesta a las «propuestas francesas» es más que tímida. La última noticia es que diría «sí» a un presupuesto de inversiones para la zona del euro, siempre que sea minúsculo (menos del 1 por ciento del PIB de la zona). Eso sin pronunciarse, por supuesto, sobre los impuestos comunes susceptibles de financiarlo (tanto que existe un fuerte riesgo de encontrarnos reciclando inversiones ya realizadas, con mucha manipulación contable, como en el caso del plan Juncker). Y, por supuesto, sin proponer nada sobre la indispensable democratización de la zona del euro. Se trata simplemente de rebautizar el Mecanismo Europeo de Estabilidad como «Fondo Monetario Europeo», lo que expresa con bastante claridad una visión hiperconservadora: se trata de aplicar el modelo del FMI al gobierno de Europa, es decir, un gobierno a puerta cerrada, dirigido por los ministros de Finanzas y su tecnoestructura. Es la antítesis del modelo de deliberación parlamentaria, pública, democrática y sujeta a contradicción, que siempre debe tener la última palabra. Es muy triste que Merkel y Alemania hayan llegado a este punto, treinta años después del fin del comunismo y de las certezas de su sistema burocrático de puertas cerradas. 


			Pero, aunque es fácil denunciar la timidez de Merkel, es hora de que los medios de comunicación franceses entiendan que es simplemente una respuesta a la timidez de Macron, que de hecho comparte el mismo conservadurismo. Básicamente, estos dos líderes no quieren cambiar nada esencial en la Europa actual, porque son víctimas de la misma ceguera: piensan que a sus dos países no les va tan mal y que no tienen nada que ver con las penurias del sur de Europa. Al hacerlo, corren el riesgo de hacerlo estallar todo. Tras haber humillado a Grecia en 2015 —cuyo gobierno de «extrema izquierda» puede no haber sido perfecto, pero al menos tuvo el mérito de promover valores de solidaridad con los más pobres y los migrantes—, se encuentran en 2018 con la extrema derecha en el poder en Italia, un gobierno cuyo único cimiento —permitido por la normativa europea— es el acoso a los extranjeros. 


			¿Cómo salimos de este callejón sin salida? El problema es que muchos líderes alemanes y del norte de Europa han estado contando a sus votantes durante años que todos los problemas de Europa son causados por los vagos del sur, que corren detrás de su dinero, y que lo que tendrían que hacer para solucionarlo todo es trabajar y exportar como los alemanes o los holandeses. Económicamente hablando, estos discursos son tan ilusorios como las promesas del Frente Nacional o de la Lega (nadie en el mundo podría absorber un superávit alemán generalizado a escala de la zona del euro). El hecho es que la fantasía de la «unión de transferencias» (Transferunion en buen alemán) bloquea hoy en día cualquier reflexión. 


			Para avanzar, es necesario proponer que el futuro presupuesto de la zona del euro, alimentado por impuestos comunes sobre los beneficios de las empresas y las grandes rentas y patrimonios, votados por un verdadero Parlamento democrático, pueda beneficiar a cada país tanto como su aportación fiscal (con transferencias netas limitadas al 0,1 o al 0,5 por ciento del PIB). Esta visión estrechamente nacional de la solidaridad no es satisfactoria, pero en el fondo no es lo principal: se trata sobre todo de permitir que una autoridad pública europea grave a los actores económicos más poderosos al menos tanto como a los más modestos, con el fin de invertir en el futuro y reducir las desigualdades dentro de cada país. ¡Debatamos de una vez por todas sobre Europa y avancemos! 


			
	 


 	
	 
   


			Europa, los migrantes y el comercio 


			 


			(10 de julio de 2018) 


			 


			En un momento en que los dirigentes europeos se preparan para endurecer las condiciones de entrada en la Unión Europea, vale la pena tratar de ver con un poco más de claridad la realidad actual de la migración y, en general, la posición de Europa en la globalización. Los datos disponibles son imperfectos, pero suficientes para establecer los principales órdenes de magnitud. Los más completos son los compilados por la división de población de Naciones Unidas, basados en las estadísticas demográficas facilitadas por cada país y en un trabajo paciente de homogeneización.105 A la vista de los últimos datos disponibles, dos hechos sobresalen con claridad. 


			En primer lugar, los flujos migratorios hacia los países ricos (netos de salidas) han disminuido desde 2010. Fueron alrededor de dos millones de personas por año de 1990 a 1995, dos millones y medio de 1995 a 2000, antes de subir a más de tres millones de 2000 a 2010, y luego volver a bajar a alrededor de dos millones entre 2010 y 2018, el nivel que Naciones Unidas prevé para los próximos años. Con una población en los países ricos que se acerca a los mil millones de habitantes (500 millones en la Unión Europea, 350 millones en Estados Unidos-Canadá, 150 millones en Japón-Oceanía), esto significa que los flujos migratorios fueron inferiores al 0,2 por ciento anual en la década de 1990, antes de aumentar a casi el 0,3 por ciento entre 2000 y 2010, para luego volver a caer por debajo del 0,2 por ciento anual a partir de 2010. Estos flujos pueden parecer minúsculos, y en cierto modo lo son: la globalización de los años 1990-2018 es principalmente financiera y comercial, y nunca ha alcanzado los niveles de migración observados durante el período 1870-1914. 


			La diferencia, sin embargo, es que los nuevos flujos migratorios dan lugar a una mayor mezcla multicultural (en comparación con los antiguos flujos, que eran principalmente internos del Atlántico Norte), y que tienen lugar en un contexto de estancamiento demográfico: el número anual de nacimientos es ahora inferior al 1 por ciento de la población en muchos países ricos, lo que significa que una contribución anual del 0,2 o del 0,3 por ciento da lugar a un cambio significativo en la composición de la población. Evidentemente, esto no es un problema en sí mismo, pero la experiencia reciente demuestra que, por desgracia, puede dar lugar a intentos exitosos de explotar las políticas identitarias, especialmente si no se aplican políticas adecuadas para promover la creación de empleo, de viviendas y de infraestructuras necesarias. 


			La segunda conclusión sorprendente que se desprende de los datos de Naciones Unidas es que la disminución de las corrientes migratorias se debe principalmente a Europa. El número de migrantes que entran en la Unión Europea (descontadas las salidas) se ha reducido a la mitad, pasando de casi 1,4 millones de personas al año, entre 2000 y 2010, a menos de 0,7 millones al año, entre 2010 y 2018, a pesar de la afluencia de refugiados y del pico alcanzado en 2015. En Estados Unidos, que se recuperó más fácilmente que Europa de la recesión de 2008, el flujo se mantuvo estable (1 millón por año entre 2000 y 2010, y 0,9 millones entre 2010 y 2018) (véase gráfico 2.9). 


			Un tercer hecho merece ser relacionado con los dos primeros. Según los últimos datos del BCE, en 2017, el superávit comercial de la zona del euro se situó en 530.000 millones de euros, casi el 5 por ciento del PIB de la zona del euro (11,2 billones de euros), y sigue la misma tendencia en 2018.106 En otras palabras, por cada 100 unidades de bienes y servicios producidos en la zona del euro, los países de la zona consumen e invierten sólo 95 en su territorio. La brecha puede parecer pequeña, pero repetida año tras año es en realidad considerable. Nunca en la historia económica, o al menos nunca desde que se dispone de estadísticas comerciales (es decir, desde principios del siglo XIX), se ha registrado un superávit tan grande en una economía de este tamaño. Algunos países productores de petróleo pueden tener superávits superiores al 5 o al 10 por ciento de su PIB, pero se trata de economías mucho más pequeñas en relación con la economía mundial, y a menudo de países con poblaciones minúsculas (de modo que los afortunados poseedores de esos recursos no saben realmente qué hacer con ellos, aparte de acumularlos en el extranjero). Esta situación altamente anómala, o al menos totalmente sin precedentes, es impulsada en gran medida por Alemania, pero no sólo por ella: Italia, por ejemplo, ha tenido un superávit comercial superior al 3 por ciento del PIB desde 2015. 


			 


			Gráfico 2.9. Flujos migratorios de entrada en la Unión Europea y en Estados Unidos (netos de salidas), en miles de personas por año 
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			Interpretación: Los flujos migratorios de entrada en la Unión Europea (netos de salidas) eran de casi 1,4 millones de personas por año entre 2000 y 2010, frente a aproximadamente 0,7 millones entre 2010 y 2018. 


			Fuente: ONU, «Perspectivas de la población mundial», 2018. 


			 



			Para los partidarios del mercado omnisciente e infalible, esta situación sería la consecuencia racional del envejecimiento: anticipando la escasez de su mano de obra y de su futura producción, o incluso su desaparición, Europa estaría simplemente acumulando reservas para su vejez. En realidad, es sobre todo la consecuencia de una competencia exacerbada sin control político y de un rigor salarial excesivo, que han provocado una ralentización del crecimiento y un aumento de los excedentes comerciales. 


			También conviene recordar que la zona del euro se encuentra actualmente en situación de superávit presupuestario primario: los contribuyentes pagan más en impuestos de lo que reciben en gastos, con una diferencia de más del 1 por ciento del PIB. Lo mismo que los déficits presupuestarios de Trump sólo empeoran el déficit comercial de Estados Unidos, los superávits presupuestarios europeos exacerban nuestro superávit comercial. Si Europa quiere relanzar algún día su maquinaria de integración, primero tendrá que aprender a invertir y a consumir de nuevo. 


			
	 


 	
	 
   


			Social-nativismo, la pesadilla italiana 


			 


			(11 de septiembre de 2018) 


			 


			Desde la primavera de 2018, Italia está gobernada por una extraña coalición social-nativista, que incluye el Movimiento 5 Estrellas (M5S), un partido antisistema y antiélites, inclasificable en las tipologías habituales de izquierda-derecha, una de cuyas banderas es la creación de una renta básica; y la Lega (la antigua Liga Norte), un movimiento regionalista y antimpuestos, convertido ahora en un partido nacionalista especializado en el acoso a los extranjeros. Sería un error achacar esta asombrosa mezcolanza al exotismo de Italia. De hecho, todos los gobiernos europeos comparten responsabilidad en el surgimiento de este tipo de coalición, tan desesperada como incoherente. Si no tenemos cuidado, la pesadilla social-nativista italiana podría muy pronto tocarnos de cerca, en primer lugar, por sus consecuencias europeas y, en segundo lugar, porque no es imposible que coaliciones similares se extiendan un día a otros países, entre ellos Francia. 


			Resumamos. El M5S obtiene sus mejores resultados electorales entre las clases populares del sur del país y entre los decepcionados de todos los partidos, seducidos por las promesas sobre cuestiones sociales y el desarrollo de las regiones más desfavorecidas. La Lega atrae el voto popular antinmigrantes, especialmente en el norte, donde el partido también conserva una base de cuadros ejecutivos e independientes que se oponen a los sistemas de protección no contributivos. En un momento dado se había planteado una coalición entre el M5S y el PD (Partido Demócrata, que reagrupa a los antiguos partidos de izquierda, y que ahora se sitúa entre el centroizquierda y el centroderecha, no se sabe muy bien dónde), pero este último finalmente se negó, prefiriendo apostar por el fracaso de los populistas (véase gráfico 2.9). 


			 


			Gráfico 2.10. La izquierda electoral en Europa y en Estados Unidos (1945-2020): del partido de los trabajadores al partido de los titulados 


			 



			[image: ]


			 



			Interpretación: En los años 1950-1970, el voto al Partido Demócrata en Estados Unidos, a los partidos de izquierda (socialistas, comunistas, radicales, ecologistas) en Francia y al Partido Laborista en el Reino Unido estaba asociado con los electores con menor nivel de estudios; en los años 1990-2010 se asocia con los electores con mayor nivel de estudios. 

            
            Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, «Brahmin Left vs. Merchant Right: Rising Inequality and the Changing Structure of Political Conflict», documento de trabajo n.° 2018/7, WID.world; tomado de Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 866. 


			 


			El M5S y la Lega pactaron entonces un programa basado en la introducción de la renta básica preconizada por el M5S (que podría asemejarse a la renta mínima de inserción francesa, o RSA, por sus siglas en francés) y en la «flat tax» propuesta por la Lega, un impuesto que grava con el mismo tipo impositivo los distintos niveles de renta, lo que supone el completo desmantelamiento del sistema de fiscalidad progresiva (que aplica tipos más altos a las mayores rentas), así como una enorme pérdida de ingresos fiscales. La alianza M5S-Lega se basa también y sobre todo en una violenta política antirrefugiados, encarnada por el ministro del Interior Salvini, jefe de la Lega, que se ha pasado el verano impidiendo que atraquen los barcos de rescate, desafiando cualquier norma, lo que le ha permitido despegar en las encuestas. Ambas partes también acordaron algunas otras medidas explosivas, por ejemplo contra las vacunas, que asocian a las élites de sabelotodo y a la rapacidad de los laboratorios farmacéuticos. 


			¿Cómo puede aguantar un cóctel ideológico así? En el contexto francés es evidente todo lo que separa hoy a los «insumisos»107 de una alianza de este tipo: en el centro de sus valores están la solidaridad con los migrantes y la defensa de la fiscalidad progresiva (aunque es inquietante la reciente salida demagógica de Mélenchon sobre la «endiablada» retención en origen del impuesto sobre la renta). El hecho de que el M5S se haya puesto de acuerdo sobre la «flat tax» dice mucho sobre su falta de espina dorsal programática, sobre los efectos nocivos de la lenta decadencia política de Italia (en curso desde 1992, con el colapso del sistema de partidos de la posguerra) y también sobre el daño causado por décadas de retórica antimpuestos y dumping fiscal (ya que los más ricos escapan a los impuestos sin que nadie pueda hacer algo al respecto, ¿por qué no bajarlos abiertamente para todos?). 


			Si el cóctel funciona es sobre todo porque los responsables italianos se esfuerzan en denunciar el egoísmo del gobierno francés, que da lecciones sobre los refugiados al mismo tiempo que cierra sus puertos y fronteras, y, en general, las hipocresías europeas, que imponen a Italia normas presupuestarias rígidas, impidiendo que el país invierta y pueda recuperarse de la crisis de 2008 y de la purga que siguió. Del encuentro entre el húngaro Orbán y Salvini nos hemos quedado con su muestra de solidaridad antinmigrantes: «Nosotros hemos demostrado que se puede detener la inmigración por tierra, [Salvini] prueba que se puede detener por mar», ha dicho Orbán. Conviene prestar atención también a las palabras de Salvini: «Hoy comienza un camino común que será seguido por otros muchos pasos en los próximos meses, para poner en primer plano el derecho al trabajo, la salud y la seguridad. Todo lo que las élites europeas nos están negando». 


			Lo que hace a Salvini tan peligroso es precisamente su capacidad de combinar el discurso nativista y el social, el discurso sobre la migración y el discurso sobre la deuda, todo ello englobado en la denuncia de la hipocresía de las élites. Ya que el BCE ha impreso miles de millones para salvar a los bancos, ¿por qué no puede ayudar a Italia aplazando su deuda a tiempos mejores? Ese discurso de sentido común será atractivo mientras Europa no lo haya reemplazado con una narrativa superior. En Polonia y Hungría, los poderes iliberales también han cuidado a su opinión pública, financiando medidas sociales como los subsidios familiares y las pensiones, que los gobiernos proeuropeos venían negando. 


			Podemos apostarlo todo a que la opinión pública italiana siempre se opondrá al choque final y al retorno a la lira y a la inflación. O también podemos considerar que ha llegado el momento de que Europa le demuestre a las clases trabajadoras que es la más capaz para defenderlas, adoptando finalmente una política de recuperación económica y justicia fiscal. Mientras los centristas de todas las tendencias practiquen el mismo liberalismo antisocial, el nativismo social tendrá días buenos por delante. 


			
	 


 	
	 
   


			Brasil: la Primera República amenazada 


			 


			(16 de octubre de 2018) 


			 


			En Estados Unidos, los antiguos esclavos obtuvieron finalmente el derecho a sentarse en los mismos autobuses que los blancos, a ir a las mismas escuelas y a votar a mediados de la década de 1960. En Brasil, el derecho de voto para los pobres se remonta a la Constitución de 1988, apenas unos años antes de las primeras elecciones multirraciales celebradas en Sudáfrica en 1994. 


			La comparación puede ser chocante: Brasil es un país mucho más mestizo que los otros dos. En el último censo, en 2010, el 48 por ciento de la población se declaró «blanca», el 43 por ciento «mestiza», el 8 por ciento «negra» y el 1 por ciento «asiática» o «indígena». De hecho, más del 90 por ciento de los brasileños tiene orígenes mestizos. A pesar de ello, las divisiones sociales y raciales siguen estando estrechamente ligadas. Es el país del «racismo cordial», se dice a veces, cuando no el país libre de razas. Un país donde la democracia es reciente y frágil, y que actualmente está pasando por una crisis muy grave. 


			Brasil abolió la esclavitud en 1888, en una época en que los esclavos todavía representaban el 30 por ciento de la población en algunas provincias, en particular en las regiones azucareras del noreste. Al margen del caso extremo de la esclavitud, es un país en el que las relaciones laborales han sido durante mucho tiempo extremadamente duras, sobre todo entre los terratenientes y los trabajadores agrícolas y los campesinos sin tierra. En el plano político, la Constitución de 1891 se cuidó de especificar que las personas analfabetas no tuviesen derecho a votar, norma retomada por las Constituciones de 1934 y 1946. Esto permitió eliminar del proceso electoral al 70 por ciento de la población adulta a comienzos de la década de 1890, todavía más del 50 por ciento en 1950 y alrededor del 20 por ciento en 1980. En la práctica, los excluidos del proceso político durante un siglo no fueron sólo los antiguos esclavos, sino los pobres en general. En comparación, la India no dudó en introducir el sufragio verdaderamente universal ya en 1947, a pesar de las enormes divisiones y estatus sociales del pasado y de la inmensa pobreza del país. 


			En Brasil, la exclusión política de los analfabetos no ha ido acompañada de una política educativa proactiva. Si el país ha seguido siendo tan desigualitario es en primer lugar porque las clases ricas nunca han tratado de revertir el pesado legado histórico. La calidad de los servicios públicos y de las escuelas accesibles a la gran mayoría ha sido durante mucho tiempo extremadamente baja, y sigue siendo insuficiente en la actualidad. 


			Sólo con el final de la dictadura militar (1964-1985) y con la Constitución de 1988 se extendió el derecho de voto a toda la población, sin condición alguna de educación. La primera elección presidencial por sufragio universal tuvo lugar en 1989, llegando el extornero Lula a la segunda vuelta y recibiendo el 47 por ciento de los votos. Su elección triunfal en 2002, con el 61 por ciento de los votos en segunda vuelta, y su reelección en 2006 con el mismo resultado —habiendo sido objeto de burla por su falta de educación y de quien se decía que no podría representar al país con dignidad en el extranjero—, marcaron la entrada simbólica de Brasil en la era del sufragio universal. Al contrario, la elección de Bolsonaro marca una terrible regresión, que va mucho más allá de una alternancia normal, tras las victorias obtenidas por el Partido de los Trabajadores (PT) y Dilma Roussef (56 por ciento en 2010, 52 por ciento en 2014), con un electorado cada vez más dividido social, racial y geográficamente.108 


			Militarista, machista y homófobo, el diputado de Río también es antisocial y antipobres, como lo demuestra su agenda económica ultraliberal. También es un nostálgico del orden del hombre blanco, en un país donde los «blancos» han dejado de ser mayoría (eran el 54 por ciento en el censo de 2000). Tras las dudosas condiciones de la destitución de Roussef en 2016 y el impedimento de Lula en 2018, esta elección corre el riesgo de dejar terribles secuelas. 


			Sin embargo, el paso del PT por el poder no ha desmerecido. Gracias a los sucesivos aumentos del salario mínimo y al nuevo sistema de subsidios familiares (Bolsa Familia), el crecimiento ha ido acompañado de una disminución sin precedentes de la pobreza. El PT también ha establecido mecanismos de acceso preferencial a las universidades para las clases trabajadoras y las poblaciones negras y mestizas. Sin embargo, al no haber reformado el sistema electoral, el PT nunca ha logrado hacer frente a la regresividad fiscal estructural del país (los impuestos indirectos ascienden al 30 por ciento en la factura de la electricidad, mientras que las grandes herencias se gravan al 4 por ciento). Como resultado, la reducción de la desigualdad ha ido en detrimento de las clases medias y no de las más ricas.109 


			El campo progresista logró reducir la desigualdad en el siglo XX porque luchó por una ambiciosa agenda igualitaria, basada en reformas tanto políticas como fiscales y sociales. En Estados Unidos fue necesario enmendar la Constitución en 1913 para crear un impuesto federal sobre la renta y las herencias, que se convirtió en el más progresivo de la historia y financió el New Deal. Fue necesario poner fin al veto de los Lores en el Reino Unido y al veto del Senado en Francia para que las reformas sociales de 1945 pudiesen llegar a buen puerto. En cambio, hoy en día, el campo progresista rechaza cualquier debate ambicioso sobre la democratización de las instituciones estadounidenses, europeas o brasileñas. No salvaremos la igualdad y la democracia dejando a los nativistas y los reaccionarios el monopolio de la ruptura. 


			
	 


 	
	 
   


			Le Monde y los multimillonarios 


			 


			(13 de noviembre de 2018) 


			 


			El accionariado del diario Le Monde va a cambiar de manos. Un banquero de inversiones francés va a vender sus acciones a un multimillonario checo que ha hecho fortuna en las minas de carbón y ha recurrido a menudo a paraísos fiscales. ¿Debemos aceptar esta situación o es hora de pensar en un régimen jurídico y fiscal que nos permita repensar el modelo de los medios de comunicación? Seamos claros: no se trata en modo alguno de culpar a los periodistas o a la dirección de los periódicos, que luchan con valentía e integridad para obtener de los accionistas todas las garantías de independencia que es posible obtener, tanto en Le Monde como en otros diarios. Eso no impide pensar en qué leyes habría que modificar para evitar este tipo de situación en el futuro. 


			En Francia, como en otros lugares, existen normas que limitan la concentración de la propiedad de los medios de comunicación. Pero, aparte de ser insuficientes y aplicarse mal, así como de no estar actualizadas y adaptadas a la era digital, estas leyes nunca han tratado de redefinir la forma jurídica de los órganos de prensa. Se sigue partiendo del principio según el cual la sociedad anónima es la organización normal de los medios de comunicación, basada en la máxima de «un euro, un voto»: quien aporta mil millones de euros siempre tendrá mil millones de veces más votos que quien aporta un euro. Sin embargo, muchos sectores de actividad se organizan de manera muy diferente. Los ejemplos incluyen la educación, la cultura y la salud, que en conjunto representan incomparablemente más empleos que los medios de comunicación o la industria de la automoción. En estos sectores, cuando adoptan la forma de instituciones privadas, los agentes suelen recurrir a formas asociativas o fundaciones, como muchas de las principales universidades estadounidenses e internacionales. Las leyes vigentes prohíben en general el uso de sociedades anónimas para establecer escuelas primarias o secundarias, y cuando lo permiten en el caso de las universidades, los pocos experimentos realizados han provocado desastres de tal magnitud (como en el caso de la Universidad Trump) que apenas han tenido continuidad. 


			Tomemos como ejemplo la Universidad de Harvard. Su dotación de 37.000 millones de dólares se ha ido acumulando gracias a las donaciones de antiguos alumnos y multimillonarios, especialmente a través de los rendimientos financieros de donaciones anteriores, sin mencionar que muchos de sus programas de investigación son financiados públicamente, y el conjunto difícilmente podría existir sin las infraestructuras y las escuelas públicas. De hecho, cuando un donante generoso hace una aportación económica a Harvard obtiene ciertamente algunos beneficios, como ser nombrado para formar parte del consejo de administración, y a veces incluso conseguir que uno de sus hijos sea admitido con malas notas. En ese caso, valdría la pena reducir seriamente dichos beneficios. Lo normal sería que los poderes públicos desempeñaran un papel mucho más importante en los procedimientos de admisión y en la gobernanza de estas universidades, como ya ocurrió en el pasado, y tal vez vuelva a ocurrir en el futuro: todo depende del legislador. En todo caso, un generoso donante se encuentra en una situación mucho más precaria que un accionista: no hay garantía de que el consejo de administración lo renueve indefinidamente y, sobre todo, no puede de ninguna manera amenazar con recuperar su dinero. Sin embargo, el hecho de que su donación haya sido incorporada de manera permanente a la dotación de la universidad no le ha impedido donar. 


			Por el contrario, los generosos donantes-accionistas de los medios de comunicación pueden amenazar en cualquier momento con romper el trato y vender sus acciones, como hacen hoy en día en Le Monde, y ahí es donde radica el problema. En lo que respecta a los medios de comunicación, dada la necesidad de una renovación permanente de las estructuras, la solución correcta sería sin duda una forma intermedia entre las fundaciones y las empresas. Por ejemplo, con las sociedades de medios de comunicación sin ánimo de lucro propuestas por Julia Cagé,110 las contribuciones de los periodistas, los lectores y los donantes tendrían un tratamiento diferente en función de su tamaño. Por debajo de cierto umbral, darían lugar a derechos de votos sustanciales, y posiblemente podrían ser reembolsables (sin ánimo de lucro). Por encima de dicho umbral las contribuciones se asemejarían a donaciones definitivas (no reembolsables, como en Harvard) y llevarían asociadas una limitación de los derechos de voto (lo que es más favorable que en el caso de Harvard). Por ejemplo, se puede pensar que sólo un tercio de las aportaciones superiores al 10 por ciento del capital tengan derecho a voto, y que los votos de las aportaciones más pequeñas aumenten en la misma proporción. Si los multimillonarios que actualmente sostienen a los medios de comunicación son tan desinteresados como dicen, entonces no deberían tener ningún problema en compartir el poder con periodistas, lectores y donantes menos ricos que ellos. 


			¿Qué impide a la actual mayoría parlamentaria poner en marcha una reforma de este tipo? Tal vez el miedo a desagradar a los multimillonarios o, peor aún, la necesidad de disponer de los recursos financieros necesarios para ello. Porque, en lo que se refiere a las donaciones no reembolsables, tendría sentido hacer extensivas a los medios de comunicación las reducciones de impuestos que se aplican a las donaciones al sector educativo o sanitario, algo que siempre ha sido rechazado. Sería un dinero bien invertido, que podría recuperarse fácilmente restableciendo el impuesto sobre la fortuna a los grandes patrimonios financieros. Mientras el gobierno no revierta ese pecado original será muy difícil convencer al país de que le importa la justicia fiscal y la lucha contra el populismo. 


			
	 


 	
	 
   


			Tercera parte 


			 


			Amar Europa es cambiarla (2018-2020) 


			
	 


 	
	 
   


			Manifiesto por la democratización de Europa 


			 


			(10 de diciembre de 2018) 


			 


			Este manifiesto ha sido elaborado por un colectivo de intelectuales e investigadores (Manon Bouju, Lucas Chancel, Anne-Laure Delatte, Stéphanie Hennette, Thomas Piketty, Guillaume Sacriste y Antoine Vauchez) y ha sido firmado por más de cien mil ciudadanos europeos <www.tdem.eu>. 


			 


			Nosotros, ciudadanos europeos, de distintos orígenes y países, lanzamos hoy este llamamiento para la transformación en profundidad de las instituciones y políticas europeas. Este Manifiesto contiene propuestas concretas, en particular sendos proyectos para un Tratado de democratización y unos Presupuestos, que pueden adoptar y aplicar los países que lo deseen, sin que ningún país sea capaz de bloquear a aquellos que deseen avanzar. Pueden firmarlo online <www.tdem.eu> todos los ciudadanos europeos que se identifiquen con el mismo. Puede ser sometido a modificaciones y mejoras por parte de cualquier movimiento político. 


			Tras el Brexit y la elección de gobiernos antieuropeos al frente de varios países miembros, ya no es posible continuar como antes. No podemos simplemente esperar las próximas salidas ni seguir desmantelando sin realizar cambios fundamentales en la Europa actual. 


			Actualmente, nuestro continente está atrapado entre los problemas políticos cuyo programa se limita a la caza de extranjeros y refugiados, un programa que ya han comenzado a poner en acción, por un lado. Por otro lado, hay partidos que afirman ser europeos pero que en realidad siguen considerando que el liberalismo duro y la difusión de la competencia entre todos (Estados, empresas, territorios e individuos) son suficientes para definir un proyecto político. De ninguna manera reconocen que es precisamente ese tipo de ambición social lo que conduce al sentimiento de abandono. 


			Hay algunos movimientos sociales y políticos que intentan poner fin a este diálogo fatal al avanzar hacia una nueva base política, social y medioambiental para Europa. Tras una década de crisis económica, no son escasas las situaciones críticas específicamente europeas: subinversión estructural en el sector público, especialmente en las áreas de formación e investigación; aumento de la desigualdad social; aceleración del calentamiento global; y crisis en la recepción de migrantes y refugiados. No obstante, estos movimientos a menudo tienen dificultades para formular un proyecto alternativo y para definir con precisión cómo les gustaría organizar la Europa del futuro y la infraestructura de toma de decisiones de la misma. 


			Nosotros, ciudadanos europeos, al publicar este Manifiesto, Tratado y Presupuestos, lanzamos propuestas específicas disponibles públicamente para todos. No son perfectas, pero tienen el mérito de existir. Cualquier persona puede acceder a ellas y mejorarlas. Se basan en una convicción sencilla: Europa debe construir un modelo original para garantizar el desarrollo social justo y duradero de sus ciudadanos. La única manera de convencerles es abandonar las promesas vagas y teóricas. Si Europa desea restablecer la solidaridad con sus ciudadanos, tan sólo puede hacerlo proporcionando pruebas concretas de que es capaz de establecer una cooperación entre los europeos y haciendo que aquellos que han sacado partido de la globalización contribuyan a la financiación de los bienes del sector público de los que hoy cruelmente se carece en Europa. Esto implica hacer que las grandes empresas contribuyan en mayor medida que las pequeñas y medianas empresas, y que los contribuyentes más ricos paguen más impuestos que los más pobres. No es lo que ocurre hoy en día. 


			Nuestras propuestas se basan en la creación de unos Presupuestos para la democratización que se debatirían y votarían por parte de una Asamblea Europea soberana. Esto al menos permitirá a Europa equiparse con una institución pública que sea capaz de enfrentarse inmediatamente a las crisis existentes en Europa y, al mismo tiempo, pueda crear un conjunto de bienes y servicios públicos y sociales en el marco de una economía sostenible y basada en la solidaridad. De esta manera, finalmente tendrá sentido la promesa hecha tiempo atrás con el Tratado de Roma de «armonización de las condiciones de vida y de trabajo». 


			Estos Presupuestos, si la Asamblea Europea así lo desea, se financiarán a través de cuatro importantes impuestos europeos, marcadores tangibles de esta solidaridad europea. Éstos se aplicarán a los beneficios de las grandes empresas, a los ingresos superiores (de más de 200.000 euros anuales), a los poseedores de mayor riqueza (más de 1 millón de euros) y a las emisiones de carbono (con un precio mínimo de 30 euros por tonelada). Si se fijan en un 4 por ciento del PIB, según nuestra propuesta, estos presupuestos podrían financiar la investigación, la formación y las universidades europeas, un programa de inversión ambicioso para transformar nuestro modelo de crecimiento económico, la financiación de la recepción y la integración de los migrantes y el apoyo a quienes participen en la gestión de la transformación. También podrían aportar un cierto margen presupuestario a los Estados miembros para reducir los impuestos regresivos que pesan sobre los salarios o el consumo. 


			La cuestión aquí no es la de crear una «Europa de pagos de transferencias», que trataría de sacar dinero de los países «virtuosos» para entregarlo a los que lo son menos. El proyecto por un Tratado de democratización <www.tdem.eu> lo establece de forma explícita limitando la brecha entre los gastos deducidos y los ingresos pagados por cada país a un margen del 0,1 por ciento del PIB correspondiente. La verdadera cuestión es otra. Este umbral podría aumentarse si hay consenso para hacerlo, pero la verdadera cuestión está en otra parte: el objetivo principal es reducir las desigualdades dentro de los distintos países e invertir en el futuro de todos los europeos, empezando por supuesto por los más jóvenes, sin favorecer a un país en detrimento de otro. Este cálculo excluye los gastos e inversiones realizados en un país para cumplir un objetivo de interés común que beneficia a todos los países por igual, como, por ejemplo, la lucha contra el calentamiento de la Tierra. Dado que permitirá financiar bienes públicos europeos que beneficiarán de manera similar a todos los Estados miembros, los Presupuestos de democratización inducirán de hecho un efecto de convergencia entre los Estados europeos. 


			Dado que tenemos que actuar rápidamente pero también debemos sacar a Europa del estancamiento tecnocrático actual, proponemos la creación de una Asamblea Europea. Esto permitirá el debate y la votación de estos nuevos impuestos europeos, así como de los Presupuestos para la democratización. Esta Asamblea Europea puede crearse sin necesidad de modificar los tratados europeos existentes. 


			Esta Asamblea Europea, lógicamente, tendrá el deber de comunicarse con las actuales instituciones para la toma de decisiones (en particular, el Eurogrupo, en el que los ministros de Economía de la zona del euro se reúnen de manera informal todos los meses). No obstante, en caso de desacuerdo, la Asamblea tendría la última palabra. De no ser así, quedaría comprometida su capacidad de ser un lugar para un nuevo espacio político transnacional donde los partidos, los movimientos sociales y las ONG finalmente podrían expresarse. También estaría en juego su eficacia real, ya que el problema es finalmente sacar a Europa de la eterna inercia de las negociaciones intergubernamentales. Debemos tener en cuenta que la regla de la unanimidad fiscal en vigor en la Unión Europea ha bloqueado durante años la adopción de cualquier impuesto europeo y sostiene la evasión eterna del dumping fiscal por parte de los ricos y con mayor movilidad social, una práctica que continúa hasta hoy pese a todas las argumentaciones. Esto seguirá siendo así si no se establecen otras normas para la toma de decisiones. 


			Dado que esta Asamblea Europea tendrá la capacidad de adoptar impuestos y de acceder al mismo núcleo del pacto democrático, fiscal y social de los Estados miembros, es importante involucrar verdaderamente a los parlamentarios nacionales y europeos. Al otorgar a los miembros electos nacionales un papel central, las elecciones parlamentarias nacionales se transformarán de facto en elecciones europeas. Los miembros nacionales elegidos ya no podrán simplemente trasladar la responsabilidad a Bruselas y no tendrán otra opción que explicar a los votantes los proyectos y los presupuestos que pretendan defender en la Asamblea Europea. Al reunir a los parlamentarios nacionales y europeos en una sola Asamblea, se crearán hábitos de gobierno conjunto que actualmente sólo existen entre los jefes de Estado y los ministros de Economía. 


			Por eso, en el Tratado de democratización disponible online <www.tdem.eu>, proponemos que el 80 por ciento de los miembros de la Asamblea Europea sean miembros de los Parlamentos nacionales de los países que firmen el Tratado (en proporción con la población de los países y los grupos políticos), y el 20 por ciento del actual Parlamento Europeo (en proporción con los grupos políticos). Esta elección merece más discusión. En particular, nuestro proyecto también podría funcionar con una menor proporción de parlamentarios nacionales (por ejemplo, el 50 por ciento). No obstante, en nuestra opinión, una reducción excesiva de esta proporción podría menoscabar la legitimidad de la Asamblea Europea de involucrar a todos los ciudadanos europeos en la dirección de un nuevo pacto social y fiscal, y los conflictos de legitimidad democrática entre las elecciones nacionales y europeas podrían socavar rápidamente el proyecto. 


			Ahora debemos actuar rápidamente. Si bien sería deseable que todos los países de la Unión Europea se unan a este proyecto sin demora, y aunque sería preferible que los cuatro países más importantes de la zona del euro (que juntos representan más del 70 por ciento del PIB y de la población de la zona) la adoptasen desde el principio, el proyecto en su totalidad se ha diseñado para ser adoptado legalmente y económicamente por cualquier subconjunto de países que así lo deseen. Este punto es importante, porque permite a los países y movimientos políticos que así lo deseen demostrar su voluntad de hacer progresos muy específicos mediante la adopción de este proyecto, o una versión mejorada, ahora mismo. Hacemos un llamamiento a todos los hombres y mujeres para que asuman sus responsabilidades y participen en un debate detallado y constructivo para el futuro de Europa. 


			
	 


 	
	 
   


			Chalecos amarillos y justicia fiscal 


			 


			(11 de diciembre de 2018) 


			 


			La crisis de los «chalecos amarillos» plantea una cuestión central para Francia y Europa:111 la de la justicia fiscal. Desde su elección, Emmanuel Macron ha dedicado su tiempo a explicarle al país que hay que mimar al «premier de cordée»,112 y que la prioridad es conceder recortes de impuestos a las rentas más altas, empezando por la supresión del impuesto sobre la fortuna. Todo con fanfarrias, guiado por un sentimiento de omnipotencia y buena conciencia. Incluso Nicolás Sarkozy fue más cauteloso en 2007 con su escudo fiscal, que pese a todo tuvo que cancelar en 2012. Inevitablemente, todos aquellos que no se ven a sí mismos como los «premiers de cordée» se han sentido abandonados y humillados por el discurso macroniano, y así es como llegamos a la situación actual. El poder gobernante ha cometido una serie de errores factuales, históricos y políticos, que es urgente y posible corregir ya. 


			En primer lugar, se ha buscado justificar la supresión del impuesto sobre la fortuna con la idea de que este impuesto estaba causando una fuga de capitales fuera de Francia. El problema es que esta afirmación es totalmente falsa desde el punto de vista factual. Desde 1990, ha habido un espectacular y continuo aumento en el número y en el valor de activos declarados en el impuesto sobre la fortuna (véase gráfico 3.1). Esta evolución se ha producido en todos los tramos del impuesto, en particular en los tramos más altos, en los que el número y el valor de activos financieros han crecido incluso más rápido que los activos inmobiliarios, que a su vez han crecido mucho más rápido que el PIB y la masa salarial. Las caídas bursátiles de 2001 y 2008 calmaron temporalmente esta tendencia, pero tan pronto como pasaron ambas crisis, las tendencias de largo plazo han seguido su curso. 


			 


			Gráfico 3.1. Recaudación del impuesto sobre la fortuna (ISF) en Francia (1990-2022): un fuerte aumento interrumpido 
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			Interpretación: La recaudación del ISF se cuadruplicó con creces entre 1990 y 2017 (pasando de 1.000 a 4.200 millones de euros), mientras que el PIB nominal francés se duplicó. Esto se explica por un fuerte aumento del número y del valor de los patrimonios declarados, en todos los tramos, en particular en los más altos, en los que los grandes patrimonios financieros crecieron todavía más que los patrimonios inmobiliarios. El fuerte aumento de la recaudación se obtuvo a pesar de diversas exenciones y topes máximos (en concreto el escudo fiscal de 2007), así como de que el umbral mínimo del impuesto pasó de 0,6 millones de euros, en 1990, a 1,3 millones, desde 2012 en adelante. La previsión de recaudación para el período 2018-2022 asume que el patrimonio total de los hogares aumenta al mismo ritmo que las tendencias precedentes (tres escenarios), que los tramos del ISF se indexan al crecimiento del patrimonio medio, y que los grandes patrimonios aumentan al mismo ritmo que el patrimonio medio. Se trata, por lo tanto, de una previsión de mínimos, tanto más cuanto que el control fiscal sobre el ISF podría mejorarse fácilmente (borradores de declaración, etc.). 


			Fuente y series: Véase <piketty.blog.lemonde.fr>, ««Gilets jaunes» et justice fiscale», 11-12-2018. 


			 


			En total, la recaudación del impuesto sobre la fortuna se cuadruplicó con creces entre 1990 y 2017, pasando de 1.000 millones a más de 4.000 millones, mientras que el PIB nominal se duplicó. Todo ello a pesar de las numerosas desgravaciones, exenciones y límites máximos concedidos a lo largo de los años a los contribuyentes sujetos a este impuesto, y a pesar de que el umbral mínimo en el impuesto sobre la fortuna se ha ido elevando gradualmente de 0,6 millones de euros de patrimonio neto en 1990 a 1,3 millones de euros desde 2012 (tras la deducción del 30 por ciento sobre el valor de la residencia principal). 


			Por otra parte, el control fiscal sobre este impuesto siempre ha sido insuficiente. Téngase en cuenta, por ejemplo, que las declaraciones precumplimentadas (borradores elaborados por Hacienda) existen desde hace diez años para el impuesto sobre la renta, pero nunca se han aplicado al impuesto sobre la fortuna, siendo que los bancos podrían perfectamente transmitir la información necesaria a las autoridades fiscales. En 2012 se suprimió incluso la declaración detallada por debajo de los 3 millones de euros (desde entonces ha bastado con indicar una cantidad global de activos, sin posibilidad alguna de control sistemático). Con una mejor administración, el impuesto sobre la fortuna podría aportar más de 10.000 millones de euros. No sería sorprendente, dado que el impuesto de bienes inmuebles recauda más de 40.000 millones y que el patrimonio está extremadamente concentrado (especialmente los activos financieros, exentos de dicho impuesto).113 


			En cualquier caso, con la legislación dada y la (defectuosa) administración del impuesto sobre la fortuna, la recaudación de este impuesto aumentó de 1.000 a 4.000 millones entre 1990 y 2017. Vista la evolución de los patrimonios, la recaudación debería haber alcanzado cerca de 6.000 millones en 2022. Con la supresión del impuesto sobre la fortuna (ISF) y la creación del impuesto sobre la fortuna inmobiliaria (IFI), la recaudación se ha reducido a poco más de 1.000 millones en 2018: es un paso atrás de treinta años, con una pérdida de al menos 5.000 millones de euros anuales de aquí a 2022. 


			El segundo error del gobierno es histórico: se equivoca de época. Es indiscutible que Estados Unidos y el Reino Unido iniciaron un proceso de desmantelamiento de la progresividad fiscal en la década de 1980, y que este movimiento fue seguido parcialmente en Europa en la década de 1990 y a principios de la década de 2000, por ejemplo con la suspensión del impuesto sobre el patrimonio en Alemania y Suecia (además del impuesto sobre sucesiones en este último caso). Sin embargo, ¿han producido estas políticas los efectos deseados? Desde la crisis de 2008, y especialmente a partir de la elección de Trump, del Brexit y de la explosión del voto xenófobo en toda Europa, los peligros que plantea el aumento de la desigualdad y el sentimiento de abandono de las clases trabajadoras se han hecho más evidentes, de modo que muchos comprenden la necesidad de una nueva regulación social del capitalismo. En estas condiciones, dar un paso más a favor de los más ricos en 2018 no ha sido muy inteligente. Si Macron quiere ser el presidente de la década de 2020 y no de la de 1990, tendrá que adaptarse rápidamente. 


			Lo más triste es el terrible desastre en el frente climático. Para que un impuesto sobre el carbono tenga éxito, es imperativo que su recaudación se asigne al acompañamiento social para la transición ecológica. El gobierno ha hecho justamente lo contrario: de los 4.000 millones de euros de aumento de la recaudación a cuenta de los impuestos sobre carburantes en 2018, y los 4.000 millones adicionales previstos para 2019, sólo tenía previsto gastar el 10 por ciento en medidas de acompañamiento, mientras que el resto financiaba de hecho la supresión del impuesto sobre la fortuna y la «flat tax» sobre las rentas del capital. 


			Si quiere salvar su mandato de cinco años, Macron debe restaurar inmediatamente el impuesto sobre la fortuna y utilizar esos ingresos para compensar a los más afectados por el aumento del impuesto sobre el carbono, que debe retomarse. Si no lo hace, entonces significará que ha elegido una ideología anticuada en favor de los ricos y a expensas de la lucha contra el calentamiento global. 


			
	 


 	
	 
   


			1789, el retorno de la deuda 


			 


			(15 de enero de 2019) 


			 


			Con los «chalecos amarillos» hemos visto florecer la idea de un referéndum sobre la cancelación de la deuda pública. Para algunos, este tipo de propósitos, ya escuchados en Italia, muestra el alcance del peligro «populista»: ¿cómo es posible imaginar que no se pague una deuda? En realidad, la historia demuestra que es habitual recurrir a soluciones excepcionales cuando la deuda alcanza niveles semejantes a los actuales. Sin embargo, un referéndum no puede resolver un problema tan complejo. Hay muchas maneras de cancelar una deuda, con efectos sociales muy diferentes. Esto es lo que tenemos que discutir, en lugar de dejar estas decisiones a otros y a futuras crisis. 


			Para que cada uno se forme su propia opinión, daré aquí dos tipos de información, en primer lugar, sobre las normas europeas actuales y, en segundo lugar, sobre cómo se han tratado las deudas de esta magnitud en la historia. 


			Empecemos con las reglas europeas, que son poco conocidas y causan cierta confusión. Mucha gente todavía se refiere a la «regla del 3 por ciento» y no entiende por qué Italia, que planeaba un déficit del 2,5 por ciento del PIB antes de comprometerse con el 2 por ciento, está ahora en la lista negra. La explicación es que el Tratado de Maastricht (1992) fue enmendado por el nuevo tratado presupuestario aprobado en 2012. El Tratado de Estabilidad, Coordinación y Gobernanza114 (TSCG), como se conoce, estipula actualmente que el déficit no debe superar el 0,5 por ciento del PIB (art. 3), con la excepción, sin embargo, de los países cuya deuda sea «significativamente inferior al 60 por ciento del PIB», en cuyo caso el déficit puede llegar al 1 por ciento. Salvo en «circunstancias excepcionales», el incumplimiento de estas normas conlleva sanciones automáticas. 


			Cabe señalar que el déficit al que se refieren esos textos es siempre el déficit secundario, es decir, tras el pago de los intereses de la deuda.115 Si un país tiene una deuda equivalente al ciento por ciento del PIB, y el tipo de interés es del 4 por ciento, entonces el interés será del 4 por ciento del PIB. Por lo tanto, para lograr un déficit secundario limitado al 0,5 por ciento, tendrá que lograr un superávit primario del 3,5 por ciento del PIB. En otras palabras, los contribuyentes tendrán que pagar impuestos más altos que el gasto que reciben, con una brecha del 3,5 por ciento del PIB, posiblemente durante décadas. 


			El enfoque del TSCG no es ilógico: mientras se rechacen las cancelaciones de deuda, la inflación sea casi cero y el crecimiento sea limitado, entonces sólo los enormes superávits primarios pueden reducir las deudas del orden del ciento por ciento del PIB. Sin embargo, hay que sopesar las consecuencias sociales y políticas de una decisión de este tipo. 


			Aunque mitigados por unos tipos de interés inusualmente bajos, que pueden no durar para siempre, los intereses de la deuda equivalen actualmente al 2 por ciento del PIB en la zona del euro (el déficit medio es del 1 por ciento y el superávit primario del 1 por ciento). Eso son más de 200.000 millones de euros al año, a comparar, por ejemplo, con los mínimos 2.000 millones de euros al año invertidos en el programa Erasmus. Ésa es una posible elección, pero ¿es la mejor opción para afrontar el futuro? Si dedicáramos esas sumas a la formación y la investigación, Europa podría convertirse en el principal centro de innovación del mundo, por delante de Estados Unidos. En Italia, los intereses representan el 3 por ciento del PIB, lo cual es seis veces más que el presupuesto destinado a la educación superior.116 


			Lo que es seguro es que la historia muestra que hay otras formas de proceder.117 Se cita a menudo el ejemplo de las grandes deudas del siglo XX. Alemania, Francia y el Reino Unido se encontraron con deudas de entre el 200 y el 300 por ciento del PIB en el período de posguerra, deudas que nunca fueron pagadas. Se suprimieron en unos pocos años por una mezcla de cancelaciones directas, inflación y gravámenes excepcionales sobre la propiedad privada (que es lo mismo que la inflación, pero más civilizado: podemos exigir más a los ricos y preservar a las clases medias). La deuda externa de Alemania fue congelada en virtud de los Acuerdos de Londres en 1953, y luego anulada definitivamente en 1991. Fue así como Alemania y Francia se encontraron sin deuda pública y en condiciones de invertir en el crecimiento de las décadas de 1950 y 1960. 


			La comparación más relevante, sin embargo, es la que se refiere a la Revolución de 1789. Incapaz de cobrar impuestos a sus pocos privilegiados, el Antiguo Régimen había acumulado una deuda equivalente a un año de renta nacional, o incluso un año y medio si se incluye la venta de cargos y oficios (que eran una forma de que el Estado obtuviera ingresos de manera inmediata a cambio de ingresos futuros tomados a la población). En 1790, la Asamblea consiguió que se publicase el libro de pensiones de la Corte, que contenía tanto las rentas a los cortesanos como los pagos a los antiguos dignatarios, con sumas diez o veinte veces superiores a la renta media, lo que provocó un escándalo (la comparación con la remuneración actual de la presidenta de la Comisión Nacional de Debate Público es evidente). El asunto terminó con la introducción de un sistema fiscal un poco más justo y, sobre todo, con la «bancarrota de los dos tercios»118 y la gran inflación del asignado.119 


			En comparación, la situación actual es a la vez más compleja (cada país tiene una parte de la deuda de los demás) y más simple: con el BCE, tenemos una institución que nos permite congelar las deudas, y podríamos adoptar un sistema fiscal europeo más justo estableciendo finalmente un nuevo Parlamento soberano.120 Pero si seguimos argumentando que es imposible involucrar a los europeos más ricos, y que sólo las clases con menor movilidad social tienen que pagar, entonces inevitablemente nos exponemos a graves revueltas futuras. 


			
	 


 	
	 
   


			El impuesto sobre la fortuna en América 


			 


			(12 de febrero de 2019) 


			 


			¿Y si el golpe de gracia a Emmanuel Macron no ha venido de los «chalecos amarillos», sino de la senadora de Massachusetts? Elizabeth Warren, profesora de derecho de Harvard, poco adepta al chavismo o a las guerrillas urbanas, y candidata declarada en las primarias demócratas de 2020, acaba de hacer público lo que sin duda será uno de los puntos clave de la próxima campaña, a saber, la creación por primera vez en Estados Unidos de un verdadero impuesto federal sobre la riqueza. Cuidadosamente calculada por Emmanuel Saez y Gabriel Zucman y apoyada por los mejores expertos constitucionalistas, la propuesta Warren121 impone un tipo del 2 por ciento a las fortunas de entre 50 millones y 1.000 millones de dólares, y del 3 por ciento a las de más de 1.000 millones de dólares. La propuesta también prevé una penalización de salida equivalente al 40 por ciento de los activos para aquellos que decidan abandonar el país y renunciar a su ciudadanía estadounidense. El impuesto se aplicaría a todos los activos, sin ninguna exención, con sanciones disuasorias para las personas y los gobiernos que no proporcionen información adecuada sobre los activos mantenidos en el extranjero. 


			El debate acaba de comenzar, y la escala propuesta podría ampliarse y hacerse más progresiva, con tasas de hasta el 510 por ciento anual para los multimillonarios, por ejemplo. Lo que es seguro es que el tema de la justicia fiscal estará en el centro de la campaña presidencial de 2020. La representante de Nueva York, Alexandria Ocasio-Cortez, ha propuesto un tipo del 70 por ciento para las rentas más altas, mientras que Bernie Sanders aboga por un tipo del 77 por ciento en el caso de las grandes herencias. Aunque la propuesta de Warren es la más innovadora, los tres enfoques son complementarios y deberían enriquecerse mutuamente (véase gráfico 3.2). 
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			Interpretación: El tipo marginal aplicable a las rentas más altas fue en promedio del 23 por ciento en Estados Unidos entre 1900 y 1932, el 81 por ciento entre 1932 y 1980, y el 39 por ciento entre 1980 y 2018. En los mismos períodos, fue el 30, 89 y 46 por ciento en el Reino Unido, el 26, 68 y 53 por ciento en Japón, el 18, 58 y 50 por ciento en Alemania, y el 23, 60 y 57 por ciento en Francia, respectivamente. La progresividad fiscal fue máxima a mediados del siglo XX, especialmente en Estados Unidos y el Reino Unido. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 536. 


			 


			Para comprenderlo mejor, echemos la vista atrás. Entre 1880 y 1910, mientras la concentración de la riqueza industrial y financiera se aceleraba en Estados Unidos y el país amenazaba con convertirse en casi tan desigualitario como la vieja Europa, se desarrolló un poderoso movimiento político a favor de una mejor distribución. Ese movimiento condujo a la creación de un impuesto federal sobre la renta en 1913 y un impuesto de sucesiones en 1916. Entre 1930 y 1980, el tipo aplicado a las rentas más altas promedió el 81 por ciento en Estados Unidos, y el tipo aplicado a las mayores herencias promedió el 74 por ciento. Con toda probabilidad, eso no destruyó el capitalismo estadounidense, sino todo lo contrario. Lo hizo más igualitario y más productivo, en un momento en que Estados Unidos no había olvidado que lo que lo hacía prosperar era su avance educativo y la inversión en formación, y no la religión de la propiedad y la desigualdad. 


			Reagan y luego Bush y Trump han tratado de destruir este legado. Han dado la espalda a los orígenes igualitarios del país, apostando por la amnesia histórica y avivando las llamas de la división identitaria. Con la perspectiva que tenemos hoy, está claro que los resultados de esa política han sido catastróficos. Entre 1980 y 2020, el crecimiento de la renta nacional per cápita se ha reducido a la mitad en comparación con el período 1930-1980. El escaso crecimiento ha sido captado por los más ricos, con el resultado de que los ingresos del 50 por ciento más pobre se han estancado completamente. El movimiento de vuelta hacia la fiscalidad progresiva y una mayor justicia que emerge hoy en día tiene algo de evidente y hace mucho tiempo que debería haberse producido (véase gráfico 3.3). 


			La novedad es que ahora se habla de crear un impuesto anual progresivo sobre la riqueza, además de los impuestos sobre la renta y las sucesiones. Se trata de una innovación crucial en términos de justicia y eficiencia. Tras las guerras mundiales, se aplicaron con éxito diversos impuestos excepcionales sobre los patrimonios inmobiliarios, profesionales y financieros para liquidar la deuda pública, en particular en Japón, Alemania, Italia, Francia y otros países europeos. Aplicados una sola vez (no recurrentes), los tipos aplicados a las grandes fortunas llegaron a menudo al 40-50 por ciento, e incluso más. Con un impuesto anual sobre el patrimonio, diseñado para ser aplicado de manera permanente, los tipos son necesariamente más limitados. Sin embargo, deben ser lo suficientemente altos como para permitir una verdadera movilidad del capital. Desde este punto de vista, el impuesto sobre sucesiones se aplica demasiado tarde: no vamos a esperar a que Bezos o Zuckerberg lleguen a los noventa años para que empiecen a pagar impuestos. Con el tipo del 3 por ciento propuesto por Warren, un patrimonio estático de 100.000 millones retorna a la sociedad en treinta años. Es un buen comienzo, pero dada la progresión media observada en las grandes fortunas financieras, probablemente debería apuntarse más alto (5-10 por ciento o más). 


			 


			Gráfico 3.3. La invención de la progresividad fiscal: el tipo máximo del impuesto sobre la renta (1900-2018) 
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			Interpretación: El tipo marginal aplicable a las sucesiones más altas fue en promedio el 12 por ciento en Estados Unidos entre 1900 y 1932, el 75 por ciento entre 1932 y 1980, y el 50 por ciento entre 1980 y 2018. En los mismos períodos, fue el 25, 72 y 46 por ciento en el Reino Unido, el 9, 64 y 63 por ciento en Japón, el 8, 23 y 32 por ciento en Alemania, y el 15, 22 y 39 por ciento en Francia, respectivamente. La progresividad fiscal fue máxima a mediados del siglo XX, especialmente en Estados Unidos y el Reino Unido. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 537. 


			 



			Es crucial, además, asignar la totalidad de la recaudación a reducir las desigualdades. En particular, tanto la property tax de Estados Unidos como la taxe foncière de Francia (respectivos impuestos sobre el patrimonio inmobiliario) recaen actualmente demasiado sobre los más modestos. El problema es que estos dos venerables impuestos sobre la propiedad que, contrariamente a lo que a veces se escucha, no sólo gravan la propiedad inmobiliaria (independientemente de la renta, lo que todo el mundo admite fácilmente, al menos en el caso de los grandes patrimonios), sino también las propiedades profesionales (oficinas, terrenos, almacenes, etc.), no se han vuelto a repensar realmente desde el siglo XVIII. Es hora de que se conviertan en impuestos progresivos sobre el patrimonio neto, lo que implicaría una fuerte reducción en el caso de los hogares que acceden a la propiedad por primera vez a través del endeudamiento. Esperemos que la próxima campaña estadounidense y el debate francés sobre los «chalecos amarillos» permitan por fin discutir las cuestiones de fondo sobre la tributación del patrimonio y la justicia fiscal. 


			
	 


 	
	 
   


			Amar Europa es cambiarla 


			 


			(12 de marzo de 2019) 


			 


			Amar Europa es querer cambiarla. Los gobiernos francés y alemán que llevan diez años en el poder dicen ser eurófilos, pero en realidad son sobre todo euroconservadores. No quieren cambiar nada esencial en la Europa de hoy, por miedo a perder su poder y su ilusorio control sobre los asuntos de Bruselas. Al hacerlo, se están convirtiendo en los sepultureros de Europa. Ni siquiera el Brexit parece hacerles dudar de ello. 


			El último episodio hasta la fecha: el Tratado franco-alemán, o del Elíseo, renegociado en enero, propone la creación de una Asamblea parlamentaria franco-alemana para que los diputados de ambos países puedan debatir juntos sobre la defensa o el derecho de sociedades. Una excelente iniciativa..., excepto por el hecho de que esa Asamblea es puramente consultiva y no tendrá poderes reales. Se le podría encomendar la tarea de votar las medidas urgentes de justicia fiscal que necesitamos. Por ejemplo, un impuesto sobre el carbono finalmente coherente que gravase más a los grandes emisores que a los pequeños. Por el momento, ocurre todo lo contrario: en nombre de la competencia y de las normas europeas, se grava sin miramientos a los que conducen al trabajo mientras se exonera del impuesto sobre el queroseno a los que se van de fin de semana en avión. Los líderes franceses y alemanes dicen estar preocupados por el calentamiento global. Pero ¿cómo pretenden que se acepten las políticas ambientales con unos impuestos tan absurdos? 


			En términos más generales, no tiene sentido dedicar tiempo a explicar que es imposible gravar a los más ricos a escala nacional sin proponer nada concreto para coordinarse a escala superior. Por ejemplo, la Asamblea franco-alemana podría encargarse de legislar impuestos comunes sobre los beneficios de las grandes empresas y sobre las rentas y fortunas más elevadas. Es simplemente una cuestión de sentido común. En una comunidad federal de gran tamaño, obligada por los acuerdos sobre la libre circulación de bienes, personas y capitales, tiene sentido dar al gobierno central un papel clave en los impuestos más redistributivos. En Estados Unidos, los impuestos progresivos sobre las grandes rentas y las herencias se administran principalmente a nivel federal, al igual que el impuesto sobre los beneficios empresariales, mientras a los estados les corresponden principalmente los impuestos cuasi proporcionales o los indirectos. En Europa ocurre lo contrario: la Unión Europea regula el IVA pero deja que los Estados se empantanen en una competencia feroz por los impuestos sobre los beneficios, las rentas y el patrimonio. Así es como Europa ha liderado la carrera mundial por reducir el impuesto de sociedades y ha concentrado los aumentos de impuestos en los más modestos. Todo esto se debe a que Europa y sus instituciones han sido construidas para gestionar un gran mercado y no han logrado adaptarse a los nuevos desafíos. 


			El resultado es que el sistema tributario está cada vez más sesgado a favor de quienes tienen mayor movilidad social, hasta el punto de que el coste de la competencia fiscal es cada vez más oneroso para las clases medias y populares, potencialmente mayor que los beneficios de la integración comercial. En otras palabras, la creciente desconfianza que Europa ha venido inspirando en las personas más modestas durante décadas no es un capricho irracional, sino que corresponde a una profunda realidad, a un error fundamental que debe ser corregido urgentemente antes de que la situación explote. 


			El hecho es que la creación de una Asamblea franco-alemana, abierta inmediatamente a Italia, España y todos los países que lo deseen, competente para adoptar fuertes medidas de justicia fiscal, no es una utopía. Podría ponerse en marcha inmediatamente. El paquete permitiría reducir los impuestos a los más modestos y financiar la transición ecológica. Una propuesta detallada, elaborada por juristas y ciudadanos de toda Europa, ha recibido el apoyo de más de cien mil firmas.122 Puede y debe ser mejorada. Lo más importante es que cada gobierno y movimiento político defienda públicamente propuestas concretas y que dejemos de decir que todo es imposible y de escondernos detrás de los temores ajenos. Si es imposible convencer a los 27 Estados miembros de la Unión Europea a corto plazo, entonces hay que decidirse a cortar amarras y crear instituciones políticas separadas para el pequeño número de países que quieran complementar las instituciones de la Unión Europea. Las instituciones actuales están bloqueadas por la regla de la unanimidad y, como se ha demostrado, no permiten la adopción del más mínimo impuesto común. Es necesario construir nuevas instituciones, a las que se unirán otros países cuando hayan demostrado su eficacia. 


			Si los gobiernos francés y alemán se niegan a cambiar Europa, es probablemente también porque siguen convencidos de que los méritos de la competencia fiscal superan a los inconvenientes, o que los beneficios no son lo suficientemente grandes como para justificar el trastorno. Al hacerlo, se equivocan de época: todavía no han integrado en sus decisiones la tendencia al aumento de las desigualdades. Su posición era defendible en la década de 1990. Pero diez años después de que la crisis financiera de 2008 mostrara la fragilidad del euro y de Europa, ya no lo es. Si Europa no encarna la justicia fiscal, los nacionalistas acabarán triunfando. 


			
	 


 	
	 
   


			La renta básica en la India 


			 


			(16 de abril de 2019) 


			 


			La mayor votación en la historia del mundo acaba de comenzar en la India: más de 900 millones de electores. A menudo se dice que la India aprendió el arte de la democracia occidental de su contacto con los británicos. No es del todo falso, pero lo cierto es que la India ha llevado ese arte a una escala nunca antes vista en una comunidad política de 1.300 millones de personas, atravesada por enormes divisiones socioculturales y lingüísticas, lo cual es realmente complicado. 


			Mientras tanto, el Reino Unido está luchando para mantenerse como tal en las islas Británicas. Como hizo Irlanda a principios del siglo XX, no es imposible que Escocia abandone a su vez el Reino Unido y su Parlamento a principios del siglo XXI. En cuanto a la Unión Europea y sus 500 millones de habitantes, sigue sin establecer reglas democráticas que permitan la adopción del más mínimo impuesto en común, y continúa concediendo el derecho de veto a grandes ducados que apenas representan al 0,1 por ciento de sus ciudadanos. En lugar de explicar metódicamente que no se puede cambiar nada de este sistema, los líderes europeos harían bien en analizar la Unión India y su modelo de república federal y parlamentaria. 


			Por supuesto, no todo es color de rosa en la mayor democracia del mundo. El desarrollo del país se ve socavado por enormes desigualdades y una pobreza que disminuye demasiado lentamente. Una de las principales novedades de la campaña que está llegando a su fin es la propuesta del Partido del Congreso de introducir un sistema de renta básica: el NYAY (nyuntam aay yojana, renta mínima garantizada). La cantidad anunciada es de 6.000 rupias mensuales por hogar, lo que equivale a unos 250 euros en paridad de poder adquisitivo (tres veces menos al tipo de cambio actual), lo que no es una hazaña insignificante en la India (donde la renta media no supera los 400 euros por hogar). Este sistema afectaría al 20 por ciento más pobre de los indios. El coste sería significativo (algo más del 1 por ciento del PIB), sin ser prohibitivo. 


			Como siempre ocurre con propuestas de este tipo, es importante que no se quede sólo en eso y ni se tome la renta básica como una solución milagrosa con la que se saldan todas las cuentas. Para lograr una distribución justa de la riqueza y un modelo de desarrollo sostenible y equitativo, es necesario apoyar toda una serie de medidas sociales, educativas y fiscales, de las cuales la renta básica es sólo un elemento. Como han mostrado Nitin Bharti y Lucas Chancel,123 el gasto público en salud se ha estancado en el 1,3 por ciento del PIB entre 2009-2013 y 2014-2018, y la inversión en educación incluso ha disminuido del 3,1 al 2,6 por ciento. Falta por encontrar todavía un complejo equilibrio entre la reducción de la pobreza monetaria y las inversiones sociales, que condicionan el retraso de la India respecto a China, que ha sabido movilizar mayores recursos para elevar el nivel de la educación y de la salud de toda la población. 


			El mérito de la propuesta del Partido del Congreso124 consiste en poner el foco en las cuestiones redistributivas e ir más allá de los mecanismos de cuotas y «reservas», que ciertamente han permitido a una fracción de las castas inferiores acceder a la universidad, al empleo público y a los cargos electos, pero que no son suficientes. 


			La mayor limitación de la propuesta es que el Partido del Congreso ha optado por mantener un perfil bajo en lo que se refiere a la financiación. Es una lástima, porque habría sido una oportunidad para rehabilitar el papel de la fiscalidad progresiva y pasar definitivamente la página de su momento neoliberal de las décadas de 1980 y 1990. Sobre todo, habría permitido avanzar de manera más explícita hacia la nueva alianza con los partidos socialistas y de las castas bajas (partidos SP, BSP),125 que proponen la creación de un impuesto federal del 2 por ciento sobre los patrimonios superiores a 25 millones de rupias (1 millón de euros en paridad de poder adquisitivo), lo que permitiría recaudar la suma necesaria para financiar el NYAY y reforzaría la progresividad del impuesto federal sobre la renta. 


			En el fondo, la verdadera cuestión en juego de estas elecciones en la India es el establecimiento de una coalición de izquierdas, igualitaria y multicultural, que es la única capaz de derrotar al nacionalismo hindú pro-business y antimusulmán del Bharatiya Janata Party (BJP). No es seguro que esta vez sea suficiente. Antiguo partido hegemónico de centro, el Partido del Congreso sigue siendo dirigido por el muy impopular Rahul Gandhi (del linaje Nehru-Gandhi), mientras que el BJP ha tenido la inteligencia de entregar las riendas por primera vez a un líder de origen modesto, Modi. El Partido del Congreso teme verse desbordado y perder el liderazgo del gobierno si entra en una coalición demasiado explícita con los partidos a su izquierda. Por otra parte, Modi se beneficia de la financiación de las grandes empresas de la India, en un país que brilla por una flagrante falta de reglamentación en la materia. Ha aprovechado hábilmente el atentado de Pulwama en Jammu y Cachemira y los ataques aéreos subsiguientes para despertar el sentimiento antipakistaní y acusar al Partido del Congreso y a los partidos de izquierda de connivencia con el fundamentalismo islámico (no ocurre sólo en Francia), en lo que probablemente sea un punto de inflexión en la campaña (véase gráfico 3.4). 


			 


			Gráfico 3.4. Voto al BJP por casta y religión en India (1962-2014) 
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			Interpretación: En 2014, el 10 por ciento de los electores musulmanes votaron al BJP (nacionalistas hindúes) y a sus aliados, frente al 31 por ciento de las SC/ST (scheduled castes/ scheduled tribes, castas bajas), el 42 por ciento entre las OBC (other backward classes, castas intermedias), el 49 por ciento entre otras FC (Forward castes, casta altas excepto brahmanes) y el 61 por ciento entre los brahmanes. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 1.108. 


			 


			En cualquier caso, las semillas sembradas retomarán su curso, en línea con las transformaciones políticas e ideológicas en curso en el resto del mundo. Las decisiones discutidas en la India nos concernirán cada vez más a todos. Desde este punto de vista, las elecciones indias son, en efecto, unas elecciones de importancia mundial. 


			
	 


 	
	 
   


			Europa y la división de clases 


			 


			(14 de mayo de 2019) 


			 


			Tres años después del referéndum sobre el Brexit y en vísperas de nuevas elecciones europeas, sigue habiendo mucho escepticismo sobre Europa, en particular entre las clases sociales más desfavorecidas. El mal es profundo y viene de lejos. En todos los referéndums del último cuarto de siglo, las clases populares han expresado sistemáticamente su desacuerdo con la construcción de Europa que se les ha propuesto, mientras que las clases más ricas y privilegiadas la han apoyado. En el referéndum sobre el Tratado de Maastricht de 1992, el 60 por ciento de los votantes con rentas, patrimonio o nivel de estudios más bajos votaron en contra, mientras que el 40 por ciento de rentas, patrimonio o nivel de estudios elevado se mostró a favor, con una diferencia lo suficientemente grande como para que el campo del «sí» ganara por un estrecho margen (51 por ciento). Se repitió lo mismo en el referéndum sobre el Tratado Constitucional en 2005, excepto que esta vez sólo el 20 por ciento de los más favorecidos apoyó el «sí», mientras que el 80 por ciento inferior se inclinó por el «no», resultando una clara victoria de este último (55 por ciento). Lo mismo ocurrió en el referéndum sobre el Brexit en 2016: esta vez fue el 30 por ciento de los más favorecidos el que apoyó con entusiasmo la permanencia en la Unión Europea. Sin embargo, como el 70 por ciento con rentas, patrimonio o nivel de estudios más bajos prefirieron irse, los últimos ganaron con el 52 por ciento de los votos. 


			¿Por qué las votaciones sobre la Unión Europea se caracterizan todavía por una división de clases tan aguda? Este resultado es tanto menos evidente cuanto que la estructura del voto de los diferentes partidos hace tiempo que ha dejado de ser tan clasista, con las tres dimensiones de la división social (estudios, renta, riqueza) actuando en el mismo sentido. Desde las décadas de 1970 y 1980, la población con mayor nivel de estudios se ha inclinado fuertemente a favor de los partidos de izquierda en ambos países, mientras que los electores con mayor renta y riqueza han seguido apoyando con algo más de fuerza a los partidos de derecha, en proceso de reestructuración. Por otra parte, en las votaciones europeas de 1992, 2005 y 2016, las élites intelectuales y económicas de ambos bandos confluyeron en su apoyo a la Unión Europea tal como existe, mientras que las clases modestas de izquierda y derecha la rechazaron. 


			Para explicar esta situación, las clases más favorecidas tienen una tesis: las clases populares son nacionalistas y xenófobas, incluso atrasadas. Se olvidan de que la xenofobia del pueblo no es más natural que la de las élites. La explicación es mucho más sencilla: la Unión Europea, tal como se ha construido en las últimas décadas, está basada en la competencia generalizada entre territorios, en el dumping fiscal y social a favor de los agentes económicos con mayor movilidad, y opera objetivamente en beneficio de los más favorecidos. Mientras la Unión Europea no adopte medidas simbólicas firmes para reducir las desigualdades, como un impuesto común sobre los más ricos que disminuya la carga fiscal de los más pobres, esta situación continuará. 


			La oposición entre las diferentes visiones de Europa no es nueva, y merece la pena ponerla en perspectiva histórica. En 1938, jóvenes activistas lanzaron el movimiento Federal Union126 en el Reino Unido, al que rápidamente se unieron figuras universitarias como Beveridge y Robbins, y que inspiró la propuesta de Churchill de crear una Unión Federal Franco-Británica en junio de 1940, que fue rechazada por el gobierno francés, refugiado en Burdeos en ese momento y que concedió plenos poderes a Pétain. Es interesante observar que un grupo de académicos británicos y franceses se había reunido ya en París en abril de 1940 para estudiar el funcionamiento de una posible unión federal, primero a nivel franco-británico y luego ampliada a escala europea, sin llegar a un acuerdo. La visión más imbuida de liberalismo económico fue defendida por Hayek, que sostenía una pura unión comercial basada en los principios de la competencia, el libre comercio y la estabilidad monetaria. Robbins estaba en una línea bastante cercana, si bien consideraba la posibilidad de un presupuesto federal, y en particular un impuesto federal sobre sucesiones en caso de que el libre comercio y la libre circulación de personas no fueran suficientes para distribuir la prosperidad y reducir las desigualdades. Otros miembros del grupo tenían visiones mucho más cercanas al socialismo democrático, empezando por Beveridge, partidario de los seguros sociales, y la socióloga Barbara Wootton, que proponía un impuesto federal sobre la renta y las sucesiones con un tipo máximo del 60 por ciento, junto con un sistema de ingresos y herencias topadas. Los participantes en la reunión se separaron con la constatación de un desacuerdo sobre el contenido económico y social de la unión federal propuesta. Los debates en torno al movimiento Federal Union tuvieron eco en toda Europa. Altiero Spinelli, un activista comunista entonces encarcelado por Mussolini, se inspiró en ellos para escribir en 1941 su Manifiesto por una Europa Libre y Unida, o Manifiesto de Ventotene (llamado así por la isla donde estuvo encarcelado). 


			No es inevitable que la Europa actual siga imbuida de una visión hayekiana. La bandera europea es hoy instrumentalizada por personas que la utilizan para imponer su política de clase. Depende de nosotros recordar que Europa puede organizarse de manera diferente, como ya lo habían pensado Wootton, Beveridge o incluso Robbins hace casi ochenta años. 


			
	 


 	
	 
   


			La quimera de la ecología centrista 


			 


			(11 de junio de 2019) 


			 


			Buenas noticias: a la vista de los resultados de las elecciones europeas, parece que los ciudadanos franceses y europeos están preocupados por el calentamiento global. El problema es que estas elecciones han hecho poco para avanzar en las cuestiones de fondo. Concretamente, ¿con qué fuerzas políticas pretenden gobernar los ecologistas y sobre la base de qué programa de acción? En Francia, los Verdes han logrado una puntuación respetable: 13 por ciento de los votos. Pero, dado que ya habían obtenido el 11 por ciento en las elecciones europeas de 1989, el 10 por ciento en 1999 y el 16 por ciento en 2009, no hay indicios de que una mayoría verde autónoma esté al alcance. En el Parlamento Europeo, los Verdes tendrán casi el 10 por ciento de los escaños (74 de 751). Es mejor que en el Parlamento saliente, donde su participación era del 7 por ciento (51 escaños), pero obliga a clarificar la cuestión de las alianzas. Los dirigentes de los Verdes, sin embargo, embriagados por su éxito, en particular en Francia, se resisten a decir si desean gobernar con la izquierda o con la derecha. 


			Cada vez está más claro que la solución al desafío climático no será posible sin un movimiento poderoso de reducción de las desigualdades sociales a todos los niveles. Con las desigualdades actuales, progresar hacia la sobriedad energética seguirá siendo un mero deseo de buena voluntad. En primer lugar, porque las emisiones de carbono se concentran fuertemente en los más ricos. A escala mundial, el 10 por ciento más rico es responsable de casi la mitad de las emisiones, y el 1 por ciento más rico por sí solo emite más carbono que la mitad más pobre del planeta. La drástica reducción del poder adquisitivo de los más ricos tendría, por lo tanto, en sí misma, un impacto sustancial en la reducción de las emisiones mundiales (véase gráfico 3.5). 


			 


			Gráfico 3.5. Distribución mundial de las emisiones de carbono (2010-2018) 
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            Interpretación: En el período 2010-2018, el peso de América del Norte (entendida como Estados Unidos y Canadá) en las emisiones totales de carbono (directas e indirectas) es del 21 por ciento, sube al 36 por ciento en el caso de las emisiones individuales superiores al promedio mundial (6,2 toneladas equivalentes de CO2 por año), el 46 por ciento de las emisiones superiores a 2,3 veces la media mundial (el top 10 por ciento de las emisiones individuales mundiales, responsables del 45 por ciento de las emisiones totales, frente al 13 por ciento del 50 por ciento de los emisores más pequeños), y el 57 por ciento de las emisiones superiores a 9,1 veces la media (el top 1 por ciento de las emisiones individuales mundiales, responsables del 14 por ciento de las emisiones). 



			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 797. 


			 


			Es difícil ver cómo las clases medias y trabajadoras tanto de los países ricos como de los emergentes estarían de acuerdo en cambiar su forma de vida (algo que es esencial) si no se les demuestra que los más ricos están llamados a contribuir. La secuencia política observada en Francia en 2017-2019, extrañamente ausente en esta campaña electoral, constituye una ilustración dramática y emblemática de esa necesidad de justicia. El impuesto sobre el carbono fue relativamente bien aceptado en Francia en 2017, y estaba previsto que aumentara constantemente hasta 2030 para que el país redujera sus emisiones de conformidad con los compromisos contraídos en los Acuerdos de París. Para que ese aumento sea socialmente aceptable, es esencial que afecte a los mayores emisores al menos tanto como a los más pequeños, y que la recaudación íntegra del impuesto se destine a financiar la transición energética y a ayudar a los hogares más pobres. El gobierno de Macron ha hecho justo lo contrario: los impuestos sobre carburantes pagados por los hogares de menores ingresos se han utilizado para financiar otras prioridades, empezando por la supresión del impuesto sobre la fortuna y el impuesto progresivo sobre las rentas del capital. Como muestra el Instituto de Políticas Públicas (IPP),127 entre 2017 y 2019 esto resultó en un aumento del 6 por ciento en el poder adquisitivo del 1 por ciento más rico y un aumento del 20 por ciento en el poder adquisitivo del 0,1 por ciento más rico. 


			En vista del descontento social, el gobierno podría haber decidido cancelar los regalos fiscales a los más ricos para, finalmente, dedicar esos recursos al clima y a compensar a los más pobres. Pero no: tan terco como Sarkozy de 2007 a 2012 con su escudo fiscal, Macron ha preferido aferrarse a los más ricos y cancelar las subidas del impuesto sobre el carbono, de las que nadie sabe hoy en día cuándo se reanudarán, en incoherencia total con los Acuerdos de París. Al optar por la supresión del impuesto sobre la fortuna —la imagen de marca absoluta de su política—, el partido presidencial ha confirmado que es, en efecto, el heredero de la derecha liberal pro-business. La estructura sociológica de su electorado, centrado en las rentas altas y la riqueza en 2017 y aún más en 2019, hace que este punto de vista esté fuera de toda duda. 


			En estas circunstancias, uno podría preguntarse por qué los Verdes franceses o alemanes consideran gobernar con los liberales y conservadores. El deseo de asumir responsabilidades es algo humano. Pero ¿estamos seguros de que se hace en interés del planeta? Si las izquierdas y los ecologistas se hubieran unido en Francia, habrían estado por delante de los liberales y los nacionalistas. Si se unieran en el Parlamento Europeo, formarían con mucho el grupo más grande y tendrían más peso. Para que una línea federalista, social y ecológica de este tipo pueda tener futuro, los distintos partidos de izquierda tendrán que recorrer parte del camino. La France Insoumise, en Francia, y Die Linke, en Alemania, no pueden limitarse a decir simplemente que quieren cambiar la Europa actual o salirse de los tratados: tienen que explicar qué nuevos tratados quieren apoyar. En cuanto a los socialistas y los socialdemócratas, tienen por su práctica del poder una responsabilidad prominente en la descomposición del sistema político, y tienen un papel central en su reconstrucción. Tendrán que reconocer sus errores del pasado: han contribuido en gran medida a forjar el marco europeo actual, en particular organizando la libre circulación de capitales sin una fiscalidad o reglamentación común, o pretendiendo que iban a renegociar los tratados cuando en realidad no tenían una hoja de ruta precisa. Es posible construir un modelo de desarrollo justo y sostenible en Europa, pero eso requiere una deliberación y la toma de decisiones difíciles. Razón de más para salir de la pelea de gallos y empezar a trabajar en ello desde ya. 


			
	 


 	
	 
   


			¿La creación monetaria va a salvarnos? 


			 


			(9 de julio de 2019) 


			 


			Antes de la crisis de 2007-2008, el balance del Banco Central Europeo (es decir, todos los valores en cartera y los préstamos concedidos por el BCE) se acercaba a 1 billón de euros, apenas el 10 por ciento del PIB de la zona del euro. En 2019, alcanzará los 4,7 billones de euros, en torno al 40 por ciento del PIB de la zona del euro. Entre 2008 y 2018, el BCE creó dinero equivalente a más de un año y medio del PIB francés, un año del PIB alemán o el 30 por ciento del PIB de la zona del euro (el 3 por ciento del PIB en creación de dinero adicional cada año durante diez años). Estos considerables recursos son, por ejemplo, tres veces superiores al presupuesto total de la Unión Europea durante el mismo período (1 por ciento del PIB por año, todos los gastos sumados, desde la agricultura hasta el programa Erasmus, los fondos regionales y la investigación) y han permitido al BCE intervenir masivamente en los mercados financieros, comprar títulos de deuda pública y privada y hacer préstamos al sector bancario para asegurar su solvencia (véase gráfico 3.6). 


			Sin duda, estas políticas pueden haber evitado que la Gran Recesión de 2008 se convirtiera en una «gran depresión», como ocurrió entre 1929 y 1935. En esa época, los bancos centrales estaban atenazados por una ortodoxia liberal de no intervención y permitían que se multiplicaran las quiebras bancarias. Eso precipitó el colapso de la economía, la explosión del desempleo, el ascenso del nazismo y el camino a la guerra. El hecho de que al menos en este punto hayamos aprendido de la historia y que (casi) nadie se haya propuesto en 2008 repetir la experiencia «liquidadora» es obviamente algo bueno. Frente a la extrema fragilidad del capitalismo financiero globalizado, los bancos centrales eran, de hecho, las únicas instituciones públicas que podían evitar urgentemente una cascada de quiebras. 


			 


			Gráfico 3.6. El tamaño del balance de los bancos centrales (1900-2018) 
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			Interpretación: Los activos totales del Banco Central Europeo (BCE) han pasado del 11 por ciento del PIB de la zona del euro, el 31/12/2004, al 41 por ciento, el 31/12/2018. La curva 1900-1998 corresponde al promedio del balance de los bancos centrales de Alemania y Francia (con picos del 39 por ciento en 1918 y del 62 por ciento en 1944). Los activos totales de la Fed (creada en 1913) pasaron del 6 por ciento del PIB de Estados Unidos, en 2007, al 26 por ciento, a finales de 2014. 


			Nota: el promedio de los países ricos es la media aritmética de los 17 países siguientes: Alemania, Australia, Bélgica, Canadá, Dinamarca, España, Estados Unidos, Francia, Finlandia, Países Bajos, Italia, Japón, Noruega, Portugal, Reino Unido, Suecia y Suiza. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 834. 


			 


			La dificultad es que no todos los problemas pueden ser resueltos con la creación de dinero y por los consejos de gobierno de los bancos centrales, y que este episodio ha transformado profunda y duraderamente las ideas concebidas sobre la materia. Antes de 2008, la opinión predominante era que la creación de dinero a semejante escala estaba prohibida (o al menos no estaba recomendada). Esa opinión había surgido en la década de 1980, tras la «estanflación» de la década de 1970 (una combinación de crecimiento lento e inflación elevada). En ese clima se concibió el Tratado de Maastricht (1992), que daría nacimiento al euro en 1999-2002. La enorme creación monetaria desde 2008 ha hecho añicos ese consenso. Después de que el BCE haya creado masa monetaria equivalente al 30 por ciento del PIB con un clic de ratón para salvar a los bancos, muchas voces reclaman ahora en Europa (por ejemplo, con el proyecto de Pacto por el clima) que se haga lo mismo para financiar la transición energética, reducir las desigualdades o invertir en investigación y formación. También se están haciendo demandas similares en Estados Unidos y en otras partes del mundo. Son naturales y legítimas, y no van a poder ser simplemente ignoradas durante mucho tiempo. 


			No obstante, conviene aclarar una serie de puntos. Es muy posible que los bancos centrales aumenten aún más el tamaño de sus balances (que ya alcanza más del ciento por ciento del PIB en Japón y Suiza),128 para hacer frente a futuras crisis financieras o, simplemente, para seguir la evolución de los balances financieros privados (más del 1.000 por ciento del PIB hoy en día, frente al 300 por ciento en la década de 1970). Y no hay nada tranquilizador en esa carrera sin fin: más valdría establecer las regulaciones necesarias para poner fin a la hiperfinanciarización y hacer que los balances privados pierdan peso. 


			Por otra parte, en un contexto de crecimiento lento, de tipos de interés casi nulos y de inflación inexistente, es legítimo que los poderes públicos se endeuden más para invertir en el clima y la formación, con el apoyo de los bancos centrales. Resulta particularmente paradójico que el gasto público total en educación (enseñanza primaria, secundaria y superior) esté estancado en los países ricos en torno al 5 por ciento del PIB desde la década de 1980, a pesar de que la proporción del grupo de edad que accede a la enseñanza superior ha pasado de menos del 20 por ciento a más del 50 por ciento. En el contexto europeo, esto requerirá una profunda revisión intelectual y política. La inversión, la deuda y la masa monetaria deben debatirse abiertamente en un foro parlamentario, en lugar de aplicar normas presupuestarias automáticas (constantemente eludidas), habitualmente a puerta cerrada. Son decisiones que afectan a la sociedad y no pueden abandonarse en manos de los Consejos de ministros de finanzas o de los gobernadores de los bancos centrales. 


			Por último, pero no menos importante, la expansión monetaria en el período 2008-2018 no debe conducir a una nueva forma de ilusión monetarista. Los considerables desafíos a los que nos enfrentamos (calentamiento global, aumento de las desigualdades) no sólo requieren la movilización de recursos adecuados. También requieren la construcción de nuevas normas de justicia en la distribución del esfuerzo, lo que exige la adopción de impuestos progresivos sobre la renta, la riqueza y las emisiones de carbono, así como el establecimiento de un nuevo régimen de transparencia financiera. El dinero puede ayudar, siempre y cuando no se convierta en un fetiche y sea puesto en su lugar: el de ser una herramienta dentro de un sistema colectivo en el que la fiscalidad y los Parlamentos deben conservar el papel central. 


			
	 


 	
	 
   


			¿Qué es una pensión justa? 


			 


			(10 de septiembre de 2019) 


			 


			Aunque el calendario sigue siendo poco claro y los detalles inciertos, el gobierno parece decidido a emprender una amplia reforma del sistema de pensiones, con el fin de unificar las normas que se aplican actualmente a los numerosos regímenes vigentes (funcionarios, empleados del sector privado, corporaciones locales, trabajadores autónomos, regímenes especiales, etc.). Aclaremos que el establecimiento de un sistema universal es en sí mismo algo excelente, y que una reforma de ese tipo es necesaria desde hace mucho tiempo en Francia. Las generaciones más jóvenes, en particular todos aquellos que han sufrido múltiples cambios de estatus laboral (asalariados del sector público y privado, trabajadores por cuenta propia, traslados al extranjero, etc.), a menudo no tienen ni idea de qué derechos han acumulado. Esta situación produce una incertidumbre insoportable y refuerza la ansiedad económica, a pesar de que nuestro sistema de pensiones está en general bien financiado. 


			Sin embargo, la verdad es que proclamar un objetivo de clarificación y unificación de derechos no es decir gran cosa. De hecho, hay muchas maneras de unificar las distintas normas. No existe ninguna garantía de que los agentes implicados sean capaces de llegar a un consenso viable sobre esta cuestión. El principio de justicia evocado por el gobierno parece simple y plausible: un euro aportado para la jubilación debe dar lugar a los mismos derechos, independientemente del régimen y del nivel de salario o de ingresos de la actividad. El problema es que ese principio equivale a institucionalizar las desigualdades salariales tal y como existen, incluso cuando adquieren proporciones abismales (trayectorias profesionales fragmentadas e insuficientemente remuneradas en unos casos, remuneraciones excesivas en otros), y a perpetuarlas en la edad de jubilación y de la gran dependencia, lo cual no es particularmente «justo». 


			Consciente de la dificultad, el proyecto Delevoye anuncia que una cuarta parte de las cotizaciones seguirá dedicándose a la «solidaridad»; por ejemplo, a primas por hijos e interrupciones de la carrera o a financiar una pensión mínima para los salarios más bajos. El problema es que la forma en que se ha hecho este cálculo es muy cuestionable. En concreto, esta estimación ignora simple y llanamente las desigualdades sociales en la esperanza de vida. Por ejemplo, si un asalariado modesto cobra su jubilación durante diez años mientras que un superejecutivo la cobra durante veinte, no se está teniendo en cuenta que una gran parte de las cotizaciones del primero se utiliza en la práctica para financiar la pensión del segundo (la escasa consideración en el sistema de la dureza de algunos trabajos es totalmente insuficiente como para compensar la diferencia). 


			En términos más generales, por supuesto, son muchos los parámetros que deben establecerse para definir qué se considera «solidaridad». Las propuestas del gobierno son respetables, pero están lejos de ser las únicas posibles. Es esencial llevar a cabo un amplio debate público y ciudadano, y que surjan propuestas alternativas. El proyecto Delevoye, por ejemplo, prevé una tasa de sustitución del 85 por ciento para una carrera completa (43 años de cotizaciones) al nivel del salario mínimo. Esa tasa caería entonces muy rápidamente al 70 por ciento para un salario equivalente a 1,5 veces el salario mínimo, tasa en la que se estabilizaría hasta alrededor de siete veces el salario mínimo (aproximadamente 120.000 euros brutos anuales de salario). Es una opción posible, pero hay otras. También podría considerarse que la tasa de sustitución pasase gradualmente del 85 por ciento, en el caso del salario mínimo, al 75-80 por ciento, para salarios entre 1,5 y dos veces el salario mínimo, antes de disminuir gradualmente al 50-60 por ciento para salarios equivalentes a cinco o siete veces el salario mínimo. 


			Asimismo, el plan del gobierno prevé que el sistema se financie mediante un tipo de cotización del 28,1 por ciento aplicable a los salarios brutos inferiores a 120.000 euros al año, antes de caer súbitamente a sólo el 2,8 por ciento para los salarios por encima de ese umbral. La justificación oficial es que las pensiones en el nuevo sistema tendrán un tope en dicho nivel salarial. El informe Delevoye llega incluso a celebrar el hecho de que los grandes ejecutivos estén sujetos a esta contribución sin tope del 2,8 por ciento, como signo de solidaridad con la tercera y la cuarta edad. En realidad, se vuelve a ignorar que los salarios entre 100.000 y 200.000 euros anuales corresponden generalmente a una esperanza de vida muy larga, y que se benefician en gran medida de las contribuciones pagadas por los trabajadores con bajos salarios, cuya esperanza de vida es más corta. Sea como fuere, la contribución a la solidaridad del 2,8 por ciento por encima de 120.000 euros es demasiado baja, sobre todo tratándose de niveles salariales cuya propia legitimidad puede ser cuestionada. 


			Tal vez haya llegado el momento de abandonar la vieja idea de que la reducción de las desigualdades es tarea del impuesto sobre la renta, mientras que el sistema de pensiones debería simplemente reproducirlas. En un mundo en el que los salarios astronómicos, las pensiones de jubilación y la dependencia han adquirido una nueva importancia, el criterio de justicia más legible podría ser que todos los niveles salariales (incluidos los más altos) financiaran las pensiones al mismo tipo (incluso si las propias pensiones tienen un tope), dejando al impuesto sobre la renta la tarea de aplicar tipos más altos a la parte superior de la distribución. 


			Seamos claros: el gobierno actual tiene un gran problema con la noción misma de justicia social. Como todos sabemos, ha optado desde el principio por conceder enormes ventajas fiscales a los más ricos (eliminación del impuesto sobre la fortuna, «flat tax» sobre los dividendos e intereses). Si ahora no pide un esfuerzo significativo a los más privilegiados, le será muy difícil convencer a la gente de las buenas intenciones de su reforma de pensiones. 


			
	 


 	
	 
   


			Por una economía circular 


			 


			(15 de octubre de 2019) 


			 


			Cuando hablamos de economía circular, a menudo pensamos en el reciclaje de residuos y materiales y en el uso moderado de los recursos naturales. Pero para que surja un nuevo sistema sostenible y equitativo, es necesario repensar todo el modelo económico. Con las brechas de riqueza existentes en la actualidad, no es posible afrontar ninguna ambición ecológica. La sobriedad energética sólo puede venir de la sobriedad económica y social, no de la desmesura de las grandes fortunas y estilos de vida. Habrá que construir nuevas normas de justicia social, educativa, fiscal y climática a través de la deliberación democrática. Esas normas tendrán que dar la espalda a la actual hiperconcentración del poder económico. En su lugar, la economía del siglo XXI debe basarse en la circulación permanente del poder, la riqueza y el conocimiento. 


			El progreso social y humano se hizo realidad en el siglo XX gracias a la distribución de la propiedad y la educación. El poderoso movimiento de reducción de las desigualdades sociales y de aumento de la movilidad social, cuyos inicios intelectuales ya eran visibles en los siglos XVIII y XIX, se aceleró entre los años 1900-1910 y los años 1970-1980, gracias a una inversión educativa sin precedentes, al reequilibrio de los derechos de los accionistas en relación con los de los trabajadores (especialmente en el norte de Europa), a la circulación de la renta y la riqueza a través de una fiscalidad progresiva (especialmente en Estados Unidos), etc. 


			Esa evolución se interrumpió en las décadas de 1980 y 1990, tras un movimiento de péndulo alimentado por la desilusión poscomunista y la ruptura de la era Reagan. El poscomunismo se convirtió entonces en el mejor aliado del hipercapitalismo: recursos naturales sobreexplotados y privatizados en beneficio de una minoría, elusión sistemática del sistema jurídico por los paraísos fiscales, abolición completa de todas las formas de fiscalidad progresiva. En la Rusia de Putin, el impuesto sobre la renta es del 13 por ciento, ya se trate de ingresos de 1.000 rublos o de 1.000 millones de rublos. Los mismos excesos pueden verse en China, donde quienes están cerca del poder han forjado imperios que transmiten a sus descendientes sin ningún tipo de impuesto de sucesiones. Hong Kong es un ejemplo asombroso de un país que se ha vuelto aún más desigualitario bajo un régimen supuestamente comunista. 


			Menos radical, la ruptura reaganiana de la década de 1980 bajó los tipos impositivos aplicados a los más ricos del 70 al 30 por ciento. Reagan trató así de poner fin a lo que denunció como redistribución excesiva y al igualitarismo del New Deal, que según él había ablandado a América en su cruzada anticomunista. Al liberar las energías de los empresarios, Reagan prometió una nueva época de crecimiento sin precedentes. La desigualdad iba a aumentar, los multimillonarios iban a ser más numerosos y poderosos, pero todo eso traería consigo una innovación tal para el beneficio de las masas que todo el mundo saldría ganando. De hecho, el control de los multimillonarios sobre la economía de Estados Unidos ha aumentado considerablemente desde la década de 1980, con una concentración de la propiedad que se acerca a los niveles europeos de principios del siglo XX. 


			El problema es que la aceleración del crecimiento no ha tenido lugar: el aumento de la renta nacional per cápita se ha reducido a la mitad (2,2 por ciento anual de 1950 a 1990, frente a 1,1 por ciento de 1990 a 2020). Los salarios se han estancado y una parte cada vez mayor de la población ha empezado a desconfiar de la globalización. El endurecimiento nacionalista trumpista es un resultado directo del fracaso del reaganismo: puesto que el liberalismo económico no es suficiente, lo que queda es señalar a los mexicanos y a los chinos, que se apropian del trabajo duro de la América blanca (véase gráfico 3.7). 


			 


			Gráfico 3.7. Crecimiento y progresividad fiscal en Estados Unidos (1870-2020) 
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			Interpretación: En Estados Unidos, el crecimiento de la renta nacional per cápita ha pasado de 2,2 por ciento anual, entre 1950 y 1990, a 1,1 por ciento, entre 1990 y 2020. El tipo marginal máximo aplicable a las rentas más elevadas ha pasado, en el mismo período, del 72 por ciento al 35 por ciento. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 652. 


			 


			En realidad, el fracaso del reaganismo muestra sobre todo que la hiperconcentración de la propiedad y del poder no se corresponde con las necesidades de una economía moderna y circular. El hecho de que una persona haya amasado una fortuna a los treinta años de edad no significa que deba seguir concentrando el mismo poder accionarial a los cincuenta, setenta o noventa años. La ralentización del crecimiento también se explica por un preocupante estancamiento de la inversión en educación desde la década de 1990, así como por las abismales desigualdades en el acceso a la formación, tanto en Estados Unidos como en Europa. 


			El desafío climático y la concienciación internacional sobre los abusos desigualitarios pueden ser utilizados como una palanca de cambio, aunque todavía estemos lejos de eso. Los proyectos de la OCDE sobre la tributación de los beneficios de las multinacionales solamente afectan a una fracción residual de éstas, y la clave de distribución propuesta es mucho más favorable a los países ricos que a los pobres (como lo demuestran los estudios del ICRICT).129 The Triumph of Injustice, libro publicado esta semana en Estados Unidos por Emmanuel Saez y Gabriel Zucman, demuestra que hay soluciones más ambiciosas, a partir de la transparencia financiera y el retorno a la progresividad fiscal, para financiar tanto la transición ecológica como un sistema de salud y educación universales. El éxito de estas ideas entre los demócratas de Estados Unidos, en particular con Warren y Sanders, es motivo de optimismo. 


			Europa no puede sentarse a esperar a que el cambio venga de Norteamérica. Para salir de la impostura y dar contenido de una vez por todas al Green New Deal, se necesitan urgentemente en Europa medidas firmes de justicia social y fiscal. Ése también es el precio que podemos esperar pagar para tratar de devolver a los laboristas británicos a la órbita europea y evitar una desastrosa victoria conservadora en las próximas elecciones. Treinta años después de la caída del Muro de Berlín, es hora de que la marcha hacia la igualdad, la economía circular y el socialismo participativo130 retomen su curso. 


			
	 


 	
	 
   


			La justicia económica como salida al conflicto identitario 


			 


			(12 de noviembre de 2019) 


			 


			Durante mucho tiempo, los europeos han observado desde la distancia la combinación de conflictos sociales y raciales que estructuran las divisiones políticas y electorales en Estados Unidos. Dada la creciente y potencialmente destructiva importancia de los conflictos identitarios en Francia y Europa, sería conveniente que meditáramos sobre las lecciones venidas de fuera. 


			Retrocedamos en el tiempo. Después de haber sido el partido de la esclavitud durante la guerra de Secesión de 1861-1865, el Partido Demócrata se convirtió gradualmente en el partido de Roosevelt y el New Deal en la década de 1930. Ya en 1870 había comenzado a reconstruirse sobre la base de una ideología que puede describirse como socialdiferencialista: violentamente desigualitaria y segregacionista con respecto a los negros, pero más igualitaria que los republicanos con respecto a los blancos (especialmente los inmigrantes irlandeses e italianos). Los demócratas apoyaron la creación del impuesto federal sobre la renta en 1913 y el desarrollo de la seguridad social tras la crisis de 1929. Fue finalmente en la década de 1960, bajo la presión de activistas negros, y en un contexto geopolítico marcado por la guerra fría y la descolonización, cuando finalmente el partido dio la espalda a su pasado segregacionista para apoyar la causa de los derechos civiles y la igualdad racial. 


			A partir de ese momento, los republicanos irán captando poco a poco el voto racista, o más precisamente el voto de los blancos que consideran que el Estado federal y las élites blancas con más estudios se dedican únicamente a favorecer a las minorías. El proceso comienza con Nixon en 1968 y Reagan en 1980, antes de intensificarse con Trump en 2016, que endurece el discurso identitario y nacionalista tras el fracaso económico del reaganismo y sus promesas de prosperidad. Dada la abierta hostilidad de los republicanos (desde la estigmatización por parte de Reagan de las «welfare queen» —expresión peyorativa que encarna la supuesta vagancia de las madres solteras negras, que se aprovechan de los servicios sociales— hasta el apoyo de Trump a los supremacistas blancos durante los disturbios de Charlottesville), no es ninguna sorpresa constatar que el voto de la población negra haya sido sistemáticamente demócrata, en un 90 por ciento, desde la década de 1960. 


			Este tipo de división identitaria está teniendo lugar en Europa. La hostilidad de la derecha hacia la inmigración extraeuropea ha llevado a los votantes que proceden de ella a refugiarse en los únicos partidos que no la rechazan (de izquierda), lo que a su vez alimenta las acusaciones de favoritismo hacia los inmigrantes que la derecha vierte sobre la izquierda. 


			Por ejemplo, en la segunda vuelta de las elecciones presidenciales de 2012, el 77 por ciento de los votantes que declararon tener al menos un abuelo de origen no europeo (9 por ciento del electorado) votaron al candidato socialista, frente al 49 por ciento de los votantes de origen extranjero europeo (19 por ciento del electorado) o sin origen extranjero declarado (72 por ciento del electorado) (véanse gráficos 3.8 y 3.9). 


			En comparación con Estados Unidos, las «minorías» europeas se caracterizan por niveles de mestizaje mucho más altos (30 por ciento de matrimonios mixtos entre inmigrantes norteafricanos de primera generación, en comparación con poco más del 10 por ciento en el caso de los negros afroamericanos), lo que en principio debería contribuir a salvar las brechas sociales. Lamentablemente, la dimensión religiosa y la cuestión del islam (en gran parte ausente en Estados Unidos) contribuyen a empeorar la situación. 


			 


			Gráfico 3.8. Conflicto político e identidad étnica: Estados Unidos (1948-2016) 
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			Interpretación: En 2016, la candidata demócrata obtuvo el 37 por ciento del voto entre los electores blancos (70 por ciento del electorado), el 89 por ciento entre los electores negros (11 por ciento del electorado) y el 64 por ciento entre los latinos y los que declaran otras identidades étnicas (19 por ciento del electorado, del cual el 16 por ciento son latinos). En 1972, el candidato demócrata obtuvo el 32 por ciento del voto entre los blancos (89 por ciento del electorado), el 8,2 por ciento entre los negros (10 por ciento del electorado) y el 64 por ciento entre los latinos y otras categorías (1 por ciento del electorado). 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 976. 


			 


			Desde ese punto de vista, el caso europeo es similar al de la India, donde los nacionalistas hindúes del Bharatiya Janata Party (BJP) se han hecho fuertes a partir del rechazo a la minoría musulmana.131 En la India, la confrontación de identidades gira en torno al consumo de carne de vacuno y la dieta vegetariana. En Francia, se centra en el velo y, a veces, en el largo de las faldas o el uso de leggings en la playa. En ambos casos se observa en las filas hinduistas y en los laicistas-frentistas la misma obsesión antimusulmana, que se materializa en un discurso extremadamente violento hacia todos aquellos que defienden los derechos de las minorías (a los que casi se acusa de complicidad yihadista). En ambos casos, estos últimos corren a veces el riesgo de exacerbar el conflicto, por ejemplo defendiendo el derecho legítimo a llevar velo por encima del derecho legítimo a no llevarlo y a no tener que soportar ese tipo de presión retrógrada. 


			 


			Gráfico 3.9. Conflicto político y orígenes: Francia y Estados Unidos 
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			Interpretación: En 2012, el candidato socialista en la segunda vuelta de las elecciones presidenciales en Francia obtuvo el 49 por ciento del voto entre los electores sin origen extranjero (sin abuelo o abuela extranjeros) y entre los electores con orígenes extranjeros europeos (principalmente España, Italia, Portugal), y el 77 por ciento del voto entre los electores con orígenes extraeuropeos (principalmente, África del Norte y África subsahariana). En 2016, la candidata demócrata en las elecciones presidenciales de Estados Unidos obtuvo el 37 por ciento del voto entre los electores bancos, el 64 por ciento entre los latinos y otras minorías, y el 89 por ciento entre los electores negros. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 984. 


			 



			¿Cómo salir de esta escalada fatal? En primer lugar, conduciendo el debate al terreno de la justicia económica y la lucha contra la desigualdad y la discriminación. Múltiples investigaciones muestran que para un mismo nivel de estudios, las personas con apellidos que suenan árabe-musulmanes no consiguen a menudo ninguna entrevista de trabajo. Es urgente establecer indicadores para vigilar la evolución de estas prácticas discriminatorias y poder imponer sanciones para contrarrestarlas. 


			En general, la falta de debate económico es lo que alimenta las tensiones identitarias y los callejones sin salida. Desde el momento en que se renuncia a cualquier perspectiva de política económica alternativa y se insiste constantemente en que el Estado no controla nada más que sus fronteras, entonces no es sorprendente que el debate político se centre en cuestiones de fronteras e identidades. Es hora de que todos los que se oponen al previsible choque entre el nacionalismo identitario y el liberalismo elitista se unan y se movilicen en torno a un programa de transformación económica. Eso pasa por una educación más justa, por la superación de la propiedad capitalista y por un proyecto concreto y ambicioso de renegociación de los tratados europeos. Si no conseguimos superar las pequeñas rencillas y las viejas disputas, corremos el riesgo de que el odio se lo lleve todo por delante. 


			
	 


 	
	 
   


			Más de un sistema de jubilación universal es posible 


			 


			(10 de diciembre de 2019) 


			 


			¿Es posible tener un debate sereno sobre las varias reformas posibles del sistema de pensiones? A juzgar por la actitud del gobierno francés, parece que no. El actual gobierno trata de limitar la discusión al siguiente esquema: o bien usted apoya mi proyecto (que es muy poco concreto); o bien es una persona arcaica que defiende privilegios de otro tiempo y rechaza cualquier cambio. 


			El problema de esa visión binaria es que, en realidad, existen múltiples maneras de construir un sistema universal de pensiones, con mayor o menor énfasis en la justicia social y la reducción de las desigualdades, desde la «casa común de los planes de pensiones» defendida durante mucho tiempo por la Confederación General del Trabajo (CGT),132 hasta el proyecto presentado en el informe Delevoye. En 2008, junto con Antoine Bozio, publiqué un pequeño libro133 en el que se presentan las posibles formas de unificar los distintos esquemas de pensiones. Ese libro tenía muchas limitaciones, y las discusiones que siguieron fueron útiles para aclarar varios puntos clave. En particular, el libro sugería distintas soluciones para tener en cuenta la desigualdad social de la esperanza de vida: ya sea directamente, con base en las esperanzas de vida observadas en cada profesión (por ejemplo, para corregir el hecho de que tal categoría de trabajadores pasa un promedio de diez años en la jubilación, en comparación con los veinte años de tal otra categoría de cuadros ejecutivos), o indirectamente y de manera aproximada, aumentando estructuralmente los tipos de cotización exigidos a los salarios más altos —que en promedio gozan de pensiones más largas— y elevando el nivel de las pensiones que corresponden a los salarios más bajos —que en promedio tienen pensiones más cortas—. El libro se limitó a enumerar esas soluciones, sin optar por ninguna alternativa, a riesgo de evitar el tema de fondo, que es lo que está ocurriendo con el actual proyecto del gobierno. 


			En mi opinión, el método directo es poco práctico. Sería mejor asumir claramente el método indirecto, introduciendo en el cálculo de las pensiones un tratamiento más favorable de los salarios bajos y medios en comparación con los salarios altos, a fin de corregir las diferencias en la esperanza de vida. Se trata de una solución imperfecta para un problema complejo (esas diferencias no vienen determinadas únicamente por el nivel salarial, sino por muchos otros factores, de ahí la necesidad de tener en cuenta la dureza específica de ciertas ocupaciones), pero es sin embargo más satisfactoria que la solución tradicional, que consiste en constatar que el problema es generalizado y complejo pero luego no hacer nada sustancial para resolverlo. 


			Más allá de la cuestión de la esperanza de vida, la vieja idea de que el sistema de pensiones sólo está ahí para reproducir las desigualdades de la vida laboral hasta la cuarta edad me parece hoy en día obsoleta. Dadas las crecientes desigualdades en el mercado laboral (trayectoria laboral fragmentada para algunos, supersalarios para otros) y los nuevos desafíos humanitarios y civilizatorios que plantea la gran dependencia, es hora de asumir una visión más redistributiva del sistema de pensiones. En concreto, conviene hacer todo lo posible para garantizar y mejorar las pensiones más bajas (entre una y tres veces el salario mínimo), aunque eso signifique pedir un mayor esfuerzo a los grandes salarios y patrimonios (véase gráfico 3.10). 


			 


			Gráfico 3.10. Desigualdad de la propiedad en función de la edad (Francia) 
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			Interpretación: En 2015, en Francia, el 50 por ciento de los más pobres (B50 %) entre las personas de veinte a treinta y nueve años tenía el 4 por ciento del patrimonio de ese tramo de edad, frente al 34 por ciento del 40 por ciento siguiente (M40 %) y el 62 por ciento del 10 por ciento más rico (T10 %). Entre las personas de al menos sesenta años, estos porcentajes eran del 12 por ciento, 38 por ciento y 50 por ciento, respectivamente. La propiedad está muy concentrada en todos los tramos de edad. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. 


			 



			Lo que plantea un problema en el proyecto del gobierno, como en todas sus acciones, es sobre todo la falta de ambición en términos de justicia social. Se busca enfrentar a los empleados públicos con los empleados privados, cuyos ingresos son modestos en comparación con las rentas de quienes se beneficiaron de la generosidad fiscal del gobierno al principio de su mandato (ISF, «flat tax»). Sin embargo, es posible considerar un régimen universal mucho más justo desde el punto de vista social, que estaría en línea con las ideas de la CGT sobre la «casa común de los planes de pensiones», así como con algunas de las demandas de la Confederación Francesa Democrática del Trabajo (CFDT). Por ejemplo, el proyecto Delevoye prevé una pensión equivalente al 85 por ciento del salario mínimo para una carrera completa (43 años de cotizaciones) a ese nivel salarial. A partir de este punto, la tasa de sustitución cae repentinamente al 70 por ciento para un salario equivalente a 1,5 veces el salario mínimo, y se estabiliza en ese nivel hasta un salario equivalente a siete veces el salario mínimo (120.000 euros de salario bruto anual). Es una opción, pero hay otras. Podría considerarse que la tasa de sustitución pasara del 85 por ciento para el salario mínimo al 80 por ciento para salarios equivalentes a dos veces el salario mínimo y al 75 por ciento para salarios equivalentes a tres veces el salario mínimo, antes de caer al 50 por ciento para salarios equivalentes a siete veces el salario mínimo. Podría optarse por reducir todavía más la brecha de nivel de vida en la jubilación. 


			En todo caso, es fundamental que el nuevo régimen universal funcione sobre la base de «prestaciones definidas»; es decir, con pensiones definidas de antemano en función de las tasas de sustitución aplicables a los distintos niveles salariales. Y no con un sistema basado en puntos, que puede llevar a enmascarar recortes en el futuro, como lo demuestra la congelación de puntos en la administración pública en los últimos diez años. El sistema de cuentas en euros considerado en nuestro libro de 2008 para alejarse de la lógica de los puntos es al final menos transparente y más generador de ansiedad que el de los beneficios definidos. 


			Por último, la financiación de la jubilación universal debe basarse en la solidaridad y la contribución de todos, especialmente de los más acomodados. Sería necesario, como mínimo, que el tipo de cotización del 28 por ciento se aplicase a todos los salarios, incluyendo los más altos, en lugar de caer al 2,8 por ciento en el tramo salarial por encima de 120.000 euros, como defiende el informe Delevoye. También podría considerarse una escala progresiva que exigiese una mayor contribución a las mayores rentas y patrimonios, sobre todo porque las desigualdades patrimoniales son muy altas en nuestra sociedad, tanto entre las personas de mayor edad como entre la población activa. Diferentes sistemas de pensiones universales son posibles: es hora de que el debate público aborde esta cuestión. 


			
	 


 	
	 
   


			Tras el negacionismo climático, turno al negacionismo desigualitario 


			 


			(14 de enero de 2020) 


			 


			Tras el negacionismo climático, actualmente en fase de desaceleración, al menos aparentemente, ¿vamos a ser testigos del aumento del negacionismo desigualitario? Es evidente en el caso del gobierno francés, cuya acción desde 2017 parece estar guiada por la idea de que el país sufre un exceso de igualdad. De ahí los regalos fiscales a los más ricos al principio de mandato. De ahí también su incapacidad para comprender la demanda de justicia expresada por los movimientos sociales. Es posible un sistema universal de pensiones, pero sólo con la condición de hacer todo lo posible para mejorar las pensiones más bajas y las medias, aunque ello signifique exigir un mayor esfuerzo a los grandes salarios y patrimonios. Los más favorecidos deben comprender que el envejecimiento y el fin de la vida suponen nuevos desafíos en términos de dignidad e igualdad. 


			Mientras la demanda de justicia se expresa a través de múltiples movilizaciones en todo el mundo, en los medios de comunicación relacionados con el ámbito de los negocios viene creciendo una música de fondo que relativiza el aumento de las desigualdades de las últimas décadas. Por supuesto, nadie espera que The Economist encabece la lucha por la igualdad. Pero ésa no es razón para tergiversar los hechos cuando están establecidos (véase gráfico 3.11). 


			 


			Gráfico 3.11. La curva del elefante de las desigualdades (1980-2018) 
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			Interpretación: El 50 por ciento de los habitantes con menor renta del mundo ha experimentado un aumento importante de su poder adquisitivo entre 1980 y 2018 (entre +60 por ciento y +120 por ciento); el 1 por ciento más rico del mundo ha experimentado un crecimiento todavía mayor (entre +80 por ciento y +240 por ciento); las rentas intermedias, en cambio, han experimentado un crecimiento más modesto. En resumen: las desigualdades entre la parte inferior y la parte intermedia de la distribución mundial han disminuido, mientras que han aumentado entre la parte intermedia y la parte superior. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 41. 


			 


			Es tanto más lamentable cuanto que los gobiernos de los países ricos no han hecho ningún esfuerzo real para promover la transparencia en la distribución de la riqueza desde la crisis de 2008. Con todos los grandes discursos sobre paraísos fiscales, transmisión automática de datos bancarios, etc., uno esperaría que la opacidad financiera hubiera disminuido. En principio, cualquier país debería estar ahora en condiciones de reunir y publicar datos bancarios y fiscales para conocer los cambios en la distribución de la riqueza en función de la renta y del patrimonio, especialmente en el caso de las grandes fortunas. Por desgracia, no es el caso. Con la supresión en varios países de los impuestos progresivos sobre la propiedad y las rentas del capital, en muchos casos (en particular en Francia, pero también en Alemania, Suecia y Estados Unidos) estamos incluso asistiendo a un empobrecimiento de los datos públicos disponibles. Con demasiada frecuencia, tanto los investigadores como las administraciones públicas se ven obligados a utilizar las clasificaciones de riqueza publicadas en revistas de negocios, datos que indican ciertamente la creciente prosperidad de los más ricos, pero que no reúnen las condiciones de transparencia y rigor que cabe esperar para alimentar un debate serio y democrático sobre estas cuestiones esenciales. Se supone que vivimos en la era del «big data». Es indudablemente cierto en el caso de los grandes monopolios privados, a los que se les permite saquear descaradamente nuestros datos personales. Pero, en lo que respecta a las estadísticas oficiales sobre distribución de la riqueza y su necesaria redistribución, vivimos de hecho en una época de gran opacidad, hábilmente alimentada por quienes se oponen a la reducción de las desigualdades. 


			Se olvida con demasiada frecuencia que los problemas ambientales sólo pueden resolverse si la reducción de la desigualdad se sitúa en el centro de la acción política. Los indicadores para medir el progreso económico y social ciertamente deben ser revisados a fondo. Para empezar, es urgente que los gobiernos y los medios de comunicación dejen de utilizar el concepto de «producto interior bruto» (PIB) y se centren en el concepto de «renta nacional». Recordemos las dos diferencias fundamentales: la renta nacional es igual al PIB menos las rentas netas que salen al extranjero (o más las rentas netas que provienen del extranjero, según la situación de cada país) menos el consumo de capital (que en principio debería incluir el consumo de capital natural, en todas sus formas). Pongamos un simple ejemplo. Si se extraen 100.000 millones de euros de hidrocarburos del suelo (o de peces de los océanos), entonces se tienen 100.000 millones de euros de PIB adicional. Pero, debido a que las reservas de hidrocarburos (o de peces) disminuyen en la misma cantidad, la renta nacional no ha aumentado ni un ápice. Y si, además, la quema de esos hidrocarburos contribuye a hacer irrespirable el aire e inhabitable el planeta, entonces la renta nacional así generada es en realidad negativa, siempre que se tenga debidamente en cuenta el coste social de las emisiones de carbono. 


			El hecho de utilizar la renta y la riqueza nacional en lugar del PIB, y de centrarse en su distribución en lugar de en sus promedios, no resuelve todos los problemas, ni mucho menos. Es necesario y urgente tener en cuenta otros indicadores climáticos y ambientales (como el volumen de emisiones, la calidad del aire o la biodiversidad). No obstante, sería un error pensar que en el futuro los debates se puedan llevar a cabo sólo con este tipo de indicadores, sin ninguna noción de renta o de activos. Para establecer nuevas normas de justicia que sean aceptables para el mayor número posible de personas, es esencial poder medir el esfuerzo requerido a cada grupo social, lo que exige poder comparar los niveles de riqueza dentro de un mismo país, así como entre países y a lo largo del tiempo. Arrojar a la basura cualquier noción de renta o crecimiento no salvará el medio ambiente. Por otra parte, al descuidar las cuestiones sociales, los partidos ecologistas corren el riesgo de ceder terreno ante un electorado más pudiente y contribuir a que los conservadores y los nacionalistas permanezcan en el poder. Los desafíos ambientales y desigualitarios sólo se pueden resolver juntos. Razón de más para luchar contra el negacionismo climático y desigualitario con una sola voz. 


			
	 


 	
	 
   


			Federalismo social contra liberalismo nacional 


			 


			(11 de febrero de 2020) 


			 


			Así pues, el Reino Unido acaba de dejar oficialmente la Unión Europea hace unos días. No nos equivoquemos: junto con la elección de Trump en Estados Unidos en 2016, se trata de un gran cambio en la historia de la globalización. Los dos países que habían optado por el ultraliberalismo, con Reagan y Thatcher en la década de 1980, y que desde entonces habían experimentado el mayor aumento de la desigualdad, han decidido tres décadas más tarde optar por el nacionalismo y una forma de retorno a las fronteras y a la identidad nacional. 


			Podemos ver este cambio de diferentes maneras. En cierto modo, expresa el fracaso del reaganismo y el thatcherismo. Las clases medias y trabajadoras estadounidenses y británicas no se han beneficiado de la prosperidad prometida por el liberalismo integral. Con el tiempo, se han sentido cada vez más perjudicadas por la competencia internacional y el sistema económico mundial. Era necesario por lo tanto identificar a los culpables. Para Trump, los trabajadores mexicanos, China y los aprovechados del resto del mundo han robado el fruto de su duro trabajo a la América blanca. Para los defensores del Brexit, han sido los polacos, la Unión Europea y todos los que atacan la grandeza británica. A largo plazo, la política de repliegue nacionalista e identitario no resolverá ninguno de los grandes desafíos de nuestro tiempo, que son desigualitarios y climáticos, sobre todo porque los trumpistas y los partidarios del Brexit están añadiendo una nueva dosis de dumping fiscal y social a favor de los más ricos y los que tienen mayor movilidad social, lo que sólo aumentará la desigualdad y la frustración. En lo inmediato, el discurso nacionalista-liberal aparece a menudo como la única respuesta nueva y creíble al malestar de muchos votantes (los que todavía votan), por falta de discursos alternativos más convincentes (véase gráfico 3.12). 


			 


			Gráfico 3.12. La divisón europeísta en el Reino Unido: el referéndum del Brexit de 2016 
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			Interpretación: En el referéndum de 2016 sobre el brexit (victoria del «leave» con 52 por ciento del voto), el voto estuvo socialmente muy dividido: los deciles altos de renta, estudios y patrimonio votaron masivamente por el «remain», mientras que los primeros deciles lo hicieron por el «leave». 


			Nota: D1 designa el 10 por ciento inferior en la distribución de rentas, de estudios o de patrimonio, en función del caso); D2, el 10 por ciento siguiente..., y D10, el 10 por ciento superior. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 1.021. 


			 


			De hecho, el riesgo de deriva ideológica va mucho más allá del marco anglosajón. La tentación identitaria y xenófoba existe prácticamente en todas partes, en Italia y Europa del Este, en Brasil y la India. En Alemania, el centroderecha de Turingia acaba de decidir un gobierno regional con los votos de la extrema derecha por primera vez desde la segunda guerra mundial. En Francia, la histeria arabofóbica está alcanzando nuevas cotas. Una parte cada vez mayor de la prensa parece creer que la «izquierda» es responsable del auge del islamismo mundial, debido a su permisividad, su tercermundismo y su electoralismo. En realidad, si los votantes de origen norteafricano o subsahariano votan por partidos de izquierda es sobre todo por la violenta hostilidad expresada contra ellos por la derecha y la extrema derecha, al igual que ocurre con los votantes negros en Estados Unidos o los votantes musulmanes en la India (véase gráfico 3.13). 


			 


			Gráfico 3.13. La división europeísta en Francia: los referéndums de 1992 y 2005 
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			Interpretación: Tanto en el referéndum de 1992 sobre el Tratado de Maastricht (victoria del «sí» con el 51 por ciento de los votos) como en el referéndum de 2005 sobre el Tratado Constitucional Europeo (derrota del «sí» con el 45 por ciento de los votos), la división del voto por criterios sociales fue muy acusada: los deciles superiores de renta, riqueza y nivel de estudios votaron con fuerza a favor del «sí», mientras que los deciles inferiores lo hicieron por el «no». 


			Nota: D1 designa al 10 por ciento inferior (en la distribución de renta, riqueza y nivel de estudios, en cada caso); D2, el 10 por ciento siguiente..., y D10, el 10 por ciento superior. 

            
            Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 953. 


			 


			Más allá de las especificidades nacionales, debemos analizar primero el Brexit como lo que es: la consecuencia de un fracaso colectivo en la forma en que se ha organizado la globalización económica desde la década de 1980, particularmente dentro de la Unión Europea. Los sucesivos líderes europeos, en particular los franceses y alemanes, tienen su parte de responsabilidad. La libre circulación de capitales, bienes y servicios, sin una regulación colectiva, sin una política fiscal o social común, redunda sobre todo en beneficio de los más ricos y con mayor movilidad social, y perjudica a los más desfavorecidos y a los más frágiles. No podemos definir un proyecto político y un modelo de desarrollo simplemente confiando en el libre comercio, la competencia de todos contra todos y la disciplina del mercado. 


			La Unión Europea ha añadido ciertamente dos elementos a este modelo general de organización de la economía mundial: la libre circulación de personas y un pequeño presupuesto común (1 por ciento del PIB europeo), alimentado por contribuciones de los Estados miembros y con el que se financian pequeñas transferencias de los países más ricos (alrededor del 0,5 por ciento de su PIB) a los más pobres. Junto con la moneda común (que también existe en África occidental), esto es lo que distingue a la Unión Europea de otras zonas de libre comercio del mundo, como la de América del Norte (México, Estados Unidos, Canadá), en donde no se permite la libre circulación de personas ni existe un presupuesto común ni fondos estructurales regionales. El problema es que esos dos elementos son insuficientes para vincular a los países entre sí. La apuesta de los partidarios del Brexit es simple: el curso actual de la globalización permite el libre comercio de bienes, servicios y capitales, manteniendo el control sobre el flujo de personas, y sin contribuir a un presupuesto común. 


			Esa trampa mortal para la Unión Europea sólo puede evitarse redefiniendo radicalmente las reglas de la globalización, con un enfoque del tipo del «federalismo social». Dicho de otro modo, el libre comercio debe estar condicionado a la adopción de objetivos sociales vinculantes, que permitan a los agentes económicos más ricos y con mayor movilidad social contribuir a un modelo de desarrollo sostenible y equitativo. 


			En resumen: los nacionalistas cuestionan el movimiento de personas; el federalismo social debe cuestionar el movimiento de capitales y la impunidad fiscal de los más ricos. Karl Polanyi y Hannah Arendt, en 1944 y 1951, ya denunciaron la ingenuidad de los socialdemócratas frente a los flujos de capital y su timidez federal; la lección sigue siendo válida hoy en día. Para avanzar en esa dirección, es necesario refundir los tratados europeos e internacionales, empezando por la iniciativa de unos pocos países. Mientras tanto, todos los demás países pueden y deben adoptar medidas unilaterales e incitativas, por ejemplo, gravando las importaciones de países y empresas que practican el dumping fiscal. Si no se le hace oposición de manera resuelta con una alternativa, el liberalismo nacional arrasará con todo a su paso. 


			
	 


 	
	 
   


			La Asamblea parlamentaria franco-alemana, una oportunidad única para la justicia fiscal en Europa 


			 


			(21 de febrero de 2020) 


			 


			Opinión escrita con Manon Bouju, Lucas Chancel, Anne-Laure Delatte, Stéphanie Hennette, Guillaume Sacriste y Antoine Vauchez (iniciadores del Manifiesto por la democratización de Europa).134 


			 


			Los días 5 y 6 de febrero de 2020 se celebró en Estrasburgo, en el hemiciclo del Parlamento Europeo, la tercera reunión de la Asamblea parlamentaria franco-alemana. El lugar de la celebración es sumamente simbólico porque, como señaló Wolfgang Schaüble, presidente del Bundestag, la nueva Asamblea debe asumir un carácter ejemplar para la Unión Europea en su conjunto, más allá de su dimensión bilateral. 


			Compuesta por 50 parlamentarios franceses y 50 alemanes, esta Asamblea, que no tiene equivalente, fue creada para institucionalizar la cooperación entre los dos mayores Estados de la Unión Europea, convirtiéndose en la contraparte parlamentaria del Consejo de Ministros franco-alemán creado en virtud del Tratado del Elíseo de 22 de enero de 1963. Debe asegurar la aplicación del Tratado de 1963, pero también del Tratado de cooperación franco-alemán de Aquisgrán firmado por Emmanuel Macron y Angela Merkel el 22 de enero de 2019. El artículo 1 de este último establece: «Los dos Estados profundizarán su cooperación en asuntos de política europea [...] y se esforzarán por construir una Unión competitiva con una base industrial sólida como fundamento de la prosperidad, promoviendo la convergencia y la sostenibilidad económica, fiscal y social en todas sus dimensiones». Se trata de una figura retórica bien establecida entre los redactores de los tratados europeos: primero «competitividad», y después «convergencia y sostenibilidad económica, fiscal y social», el orden de prioridades establecido en la Unión desde el Tratado de Maastricht. Por ello, la iniciativa que parece más apreciada en el seno de esta Asamblea, de manera natural, ha sido la creación de un grupo de trabajo sobre «la armonización del derecho mercantil y de quiebras francés y alemán», con el fin de «mejorar la competitividad de sus economías frente a la creciente competencia a escala mundial». En paralelo, sin embargo, la creación de grupos de trabajo sobre armonización fiscal y social entre Francia y Alemania, apoyados en particular por Fabio De Masi (Die Linke) y Danièle Obono (La France Insoumise) no obtuvieron lamentablemente mayoría. 


			Este proyecto de Código de comercio europeo, que de hecho ya está muy avanzado entre los expertos y profesores de derecho especializados, para los cuales el valor añadido de esta Asamblea parece bastante discutible, está lejos de la enormidad de los desafíos a los que se enfrenta la Unión en la actualidad. En un momento en que las desigualdades sociales y la emergencia ambiental están haciendo añicos los últimos cortafuegos de las democracias occidentales, el énfasis en este proyecto huele al «business as usual» del mercado único de la década de 1990 y a sus principales beneficiarios. 


			La creación de esta Asamblea franco-alemana, verdadero «laboratorio normativo», debería ser la ocasión de experimentar una inversión pura y simple de las jerarquías habituales de la Unión Europea. Lleva consigo la legitimidad de los Parlamentos nacionales de nuestras democracias en materia de fiscalidad y derechos sociales. Esta última debería ser la primera en su lista de tareas, para estar a la altura de las urgencias que afectan a nuestro presente y respetar al pie de la letra el equilibrio del primer artículo del Tratado de Aquisgrán. De hecho, esta Asamblea puede así compensar el vicio original de la construcción europea al aflojar el cerrojo de la unanimidad de los Estados miembros en materia de impuestos. Con diferentes mayorías políticas, constituiría entonces efectivamente una «utopía», como afirmó Richard Ferrand, pero en un sentido diferente de la «verdad prematura» que invoca al citar a Lamartine. Más bien una «verdadera utopía» al estilo de Erik Olin Wright, una institución o prácticas que se pueden construir aquí y ahora, que prefiguran un mundo ideal, y que por lo tanto nos ayudan a superar el estadio actual de la Unión Europea. 


			Sin equivalente en la historia, esta Asamblea tiene la legitimidad necesaria para proponer, por ejemplo, un alineamiento franco-alemán en el ámbito de la fiscalidad directa sobre las empresas, que complementaría el Código de comercio europeo. ¡La Unión Europea ha estado soñando con esto desde la década de 1960! Con el alineamiento franco-alemán en materia de fiscalidad empresarial, la tarea consistiría nada menos que en romper el círculo vicioso de dumping fiscal y social que viene socavando a la Unión desde mediados de la década de 1980 y en «actuar a favor de una convergencia social y económica creciente dentro de la Unión Europea», como se afirma en el preámbulo del mencionado Tratado de Aquisgrán. Es una de las claves para combatir las desigualdades fiscales y sociales que rompen la cohesión de nuestras sociedades europeas al chocar con sus economías morales subyacentes y alimentar las protestas populistas y autoritarias. 


			Asimismo, debería crearse un grupo de trabajo en la Asamblea sobre la introducción de un impuesto a las grandes fortunas, sobre el que ahora se debate a brazo partido al otro lado del Rin, y que el Partido Socialdemócrata de Alemania (SPD) ha apoyado públicamente (incluido el ministro de Hacienda, Olaf Scholz), al igual que la OCDE, cuando, según una reciente encuesta de Die Welt, el 58 por ciento de los alemanes están a favor. La Asamblea franco-alemana produciría un efecto dominó que rompería con la carrera de persecución desenfrenada hacia los estándares fiscales más bajos. La masa crítica de más del 50 por ciento del PIB de la zona del euro, representada por las economías europeas acopladas al motor franco-alemán, estaría en condiciones de poner estas cuestiones fiscales en el centro de la política europea y animar así a otros socios europeos a unirse al círculo virtuoso de una fiscalidad más ventajosa y más justa. 


			La recaudación generada por este impuesto podría alimentar, como argumentamos en nuestro Manifiesto por la democratización de Europa, un conjunto de bienes comunes europeos, financiados con inversiones a largo plazo, como las universidades y la investigación, la reconversión del sector energético o cualquier proyecto franco-alemán o europeo que la Asamblea pueda identificar y que esté inscrito en la agenda del gobierno alemán en este fin de ciclo austeritario. En un momento en que la Unión Europea se prepara de nuevo para afrontar una conferencia sobre el futuro de Europa, esta Asamblea podría indicar el camino de la renovación política... si decidiera tomar partido por las urgencias sociales y fiscales de cuyas sociedades sus miembros son representantes, en lugar de las antiguas martingalas europeas. Retomando a Wolfgang Schaüble en la sesión de firma del acuerdo parlamentario, nos corresponde instar a los cien parlamentarios alemanes y franceses, pioneros de esta Asamblea inédita, a quienes se critica y que reciben burlas a este lado del Rin: «¡Recojan el guante!». 


			
	 


 	
	 
   


			Sanders al rescate de la democracia estadounidense 


			 


			(10 de marzo de 2020) 


			 


			Digámoslo de entrada: el trato que recibe Bernie Sanders en los principales medios de comunicación de Estados Unidos y Europa no es equitativo y resulta peligroso. En las grandes cadenas y periódicos se lee que Sanders es un «extremista», y que sólo un candidato «centrista» como Biden podría ganar a Trump. Ese trato parcial y poco escrupuloso es tanto más lamentable cuanto que un examen más detenido de los hechos sugiere que sólo una renovación programática como la propuesta por Sanders podría en última instancia curar a la democracia norteamericana de los males desigualitarios que la socavan y del desafecto electoral de las clases populares. 


			Empecemos por su programa. Decir enérgicamente, como hace Sanders, que el seguro médico público universal permitiría atender más eficientemente y con menor coste a la población estadounidense no es una propuesta «extremista». Es una afirmación bien documentada en numerosos estudios y comparativas internacionales. En un momento en el que todo el mundo deplora el aumento de los bulos, es saludable que al menos algunos candidatos basen sus afirmaciones en hechos establecidos y abandonen el lenguaje acartonado tacticista. Del mismo modo, Sanders tiene razón cuando propone una inversión pública masiva en la educación y las universidades públicas. Históricamente, la prosperidad de Estados Unidos en el siglo XX se basó en el liderazgo educativo sobre Europa y en una cierta igualdad en ese ámbito, ciertamente no en la sacralización de la desigualdad y en la acumulación de riqueza ilimitada que Reagan quiso imponer como modelo alternativo en la década de 1980. El fracaso de la ruptura reaganiana es ahora evidente, con una reducción del crecimiento de la renta nacional per cápita a la mitad y un aumento sin precedentes de la desigualdad. Sanders propone simplemente volver a las fuentes del modelo de desarrollo del país: una difusión muy amplia de la educación. 


			Sanders también propone elevar de manera considerable el salario mínimo (una política en la que Estados Unidos es desde hace mucho tiempo el líder mundial) e inspirarse en las experiencias de cogestión y de derecho de voto de los empleados en los consejos de administración de empresas que se han aplicado con éxito en Alemania y Suecia durante décadas. En general, las propuestas de Sanders lo convierten en un socialdemócrata pragmático, que trata de aprovechar al máximo las experiencias disponibles, y de ninguna manera en un «radical». Cuando elige ir más allá de la socialdemocracia europea, por ejemplo con su propuesta de un impuesto federal sobre el patrimonio de hasta el 8 por ciento anual para los multimillonarios, es lo que corresponde a la realidad de la concentración desproporcionada de la riqueza en Estados Unidos y a las capacidades fiscales y administrativas del Estado federal estadounidense, ya demostradas históricamente. 


			Pasemos a la cuestión de las encuestas electorales. El problema de las repetidas afirmaciones de que Biden estaría en mejor posición que Sanders para vencer a Trump es que no hay una base objetiva de hechos para sostener esas afirmaciones. Si consideramos los datos existentes, como los recogidos por RealClearPolitics.com, vemos en todas las encuestas nacionales que Sanders ganaría a Trump por el mismo margen que Biden. Aunque estos estudios son prematuros, son tan prematuros para Biden como para Sanders. En varios Estados clave, sólo Sanders ganaría a Trump, como Pensilvania y Wisconsin. Si se analizan las encuestas de las primarias que acaban de tener lugar, está claro que Sanders es más popular que Biden. Ciertamente, este último atrae a una parte significativa del voto negro, un legado de la candidatura de Obama-Biden. Pero Sanders tiene la abrumadora mayoría del voto latino, y aplasta a Biden entre los dieciocho y los veintinueve años de edad, así como entre los treinta y los cuarenta y cuatro años de edad. Y, lo que es más importante, todas las encuestas muestran que Sanders obtiene la mejor puntuación entre los votantes más desfavorecidos (rentas inferiores a 50.000 dólares al año, sin estudios superiores), mientras que Biden obtiene la mejor puntuación entre los más favorecidos (rentas superiores a 100.000 dólares al año, con estudios superiores), tanto entre los votantes blancos como entre las minorías, independientemente de la edad. 


			 


			Gráfico 3.14. Evolución de la participación electoral (1945-2020) 
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			Interpretación: La participación electoral ha sido relativamente estable en torno al 80-85 por ciento en las elecciones presidenciales desde 1965 (con una ligera disminución al 75 por ciento en 2017). La caída ha sido mucho más acusada en el caso de la participación en las legislativas, que era del 80 por ciento hasta la década de 1970, y que fue inferior al 50 por ciento en 2017. La participación electoral disminuyó en el Reino Unido para volver a remontar a partir de 2010. En Estados Unidos, ha fluctuado en torno a 50-60 por ciento. 

            
            Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 884. 


			 


			En las categorías sociales más desfavorecidas es donde existe el mayor potencial de movilización (véase gráfico 3.14). En general, la participación de los votantes siempre ha sido relativamente baja en Estados Unidos: poco más del 50 por ciento, frente al 70 u 80 por ciento durante mucho tiempo en Francia y el Reino Unido, antes de la caída de los últimos años. Si se examina más detenidamente, se observa una participación estructuralmente menor entre la mitad más pobre del electorado de Estados Unidos, con una diferencia de alrededor del 15 al 20 por ciento con respecto a la mitad más rica (una diferencia que también ha comenzado a surgir en Europa desde la década de 1990, aunque sigue siendo menos pronunciada). 


			Seamos claros: la desafección electoral de la población norteamericana viene de tan lejos que es poco probable que se revierta de la noche a la mañana. Pero ¿qué más se puede hacer al respecto, aparte de reorientar fundamentalmente la plataforma programática del Partido Demócrata y sacar a la luz estas ideas en campañas nacionales? La visión cínica, lamentablemente muy común entre las élites demócratas, de que no se puede hacer nada para movilizar más al electorado popular es extremadamente peligrosa. En última instancia, ese cinismo socava la legitimidad del propio sistema electoral democrático (véase gráfico 3.15). 


			 


			Gráfico 3.15. Participación electoral y divisiones sociales (1945-2020) 
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			Interpretación: En los años 1950-1970, la participación electoral en Francia y en el Reino Unido era apenas un 2-3 por ciento más elevada entre el 50 por ciento de electores con rentas más altas que entre el 50 por ciento con menor renta. Esta división se ha acrecentado desde entonces y ha alcanzado el 10-12 por ciento en la década de 2010, aproximándose así al nivel observado en Estados Unidos. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 885. 


			
	 


 	
	 
   


			Evitar lo peor 


			 


			(14 de abril de 2020) 


			 


			¿La crisis epidémica de la COVID-19 va a precipitar el fin de la globalización mercantil y liberal y la aparición de un nuevo modelo de desarrollo más justo y sostenible? Es posible, pero nada está escrito. Por el momento, la urgencia absoluta es darse cuenta de la gravedad de esta crisis y hacer todo lo posible para evitar lo peor, una hecatombe colosal. 


			Recordemos las predicciones de los modelos epidemiológicos. Sin intervención, la COVID-19 podría haber causado la muerte de unos 40 millones de personas en el mundo, entre ellas 400.000 en Francia, alrededor del 0,6 por ciento de la población (hay más de 7.000 millones de personas en el mundo, y cerca de 70 millones en Francia). Esto corresponde a casi un año de mortalidad adicional (550.000 muertes anuales en Francia, 55 millones en todo el mundo). En la práctica, en las regiones más afectadas y durante los meses más duros, el número de fallecidos podría haber sido cinco o diez veces mayor de lo habitual (lo que lamentablemente hemos empezado a ver en algunas zonas de Italia). 


			Por inciertas que sean, estas predicciones han convencido a los gobiernos de que no se trata de una simple gripe, y de que era necesario confinar urgentemente a la población. Por supuesto, nadie sabe muy bien cuán elevadas serán las pérdidas humanas (actualmente cerca de 100.000 muertes en todo el mundo, incluidas casi 20.000 en Italia, 15.000 en España y Estados Unidos, y 13.000 en Francia), y cuán elevadas podrían haber sido sin medidas de contención. Los epidemiólogos esperan que el número final de muertes pueda reducirse en un factor de diez o veinte en comparación con las predicciones iniciales, pero la incertidumbre es considerable. Según el informe publicado por el Imperial College135 el 26 de marzo de 2020, sólo una política masiva de test y aislamiento de las personas infectadas permitiría reducir significativamente las pérdidas. En otras palabras, el confinamiento no será suficiente para evitar lo peor. 


			El único precedente histórico al que aferrarse es el de la gripe de 1918 —mal llamada «gripe española», ya que ahora se sabe que no se originó en España—, que causó al menos 50 millones de muertes en todo el mundo (alrededor del 2 por ciento de la población mundial en ese momento) hasta el fin de la pandemia, en abril de 1920.136 Utilizando datos de los registros civiles, se ha demostrado que la mortalidad media oculta enormes disparidades: entre el 0,5 y el 1 por ciento en Estados Unidos y Europa, frente al 3 por ciento en Indonesia y Sudáfrica, y más del 5 por ciento en la India (véase gráfico 3.16). 


			 


			Gráfico 3.16. El ascenso del Estado social en Europa (1870-2015) 
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			Interpretación: En 2015, los ingresos fiscales representaban el 47 por ciento de la renta nacional en promedio en Europa occidental y se gastaban del siguiente modo: 10 por ciento de la renta nacional para las funciones soberanas (defensa, seguridad, justicia, administración general, infraestructuras básicas —carreteras, etc.—); 6 por ciento para educación; 11 por ciento para pensiones; 9 por ciento para salud; 5 por ciento para transferencias sociales (sin contar las pensiones); 6 por ciento para otros gastos sociales (vivienda, etc.). Antes de 1914, el gasto en funciones soberanas absorbía casi la totalidad de los ingresos fiscales. 


			Nota: los datos aquí indicados corresponden al promedio de Alemania, Francia, Reino Unido y Suecia. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 549. 


			 


			Es lo que debería preocuparnos: la epidemia podría alcanzar su punto máximo en los países pobres, cuyos sistemas de salud no están en condiciones de hacer frente a shocks, sobre todo porque han sido objeto de políticas de austeridad impuestas por la ideología dominante en las últimas décadas. Además, el confinamiento aplicado en ecosistemas sociales frágiles podría resultar totalmente inadecuado. A falta de un ingreso mínimo, los más pobres pronto tendrán que salir a buscar trabajo, lo que relanzará la epidemia. En la India, el confinamiento ha consistido principalmente en expulsar de las ciudades a la población rural y a los migrantes, lo que ha dado lugar a episodios de violencia y a desplazamientos masivos que pueden exacerbar la propagación del virus. Para evitar el derramamiento de sangre, necesitamos del Estado social, no de un Estado carcelario. La respuesta correcta a la crisis consiste en reactivar el Estado social en el norte y, sobre todo, acelerar su desarrollo en los países del sur. 


			En lo inmediato, los gastos sociales esenciales (salud, renta mínima) sólo pueden financiarse mediante préstamos y dinero. En África occidental, ahora se da una oportunidad para repensar la nueva moneda común y ponerla al servicio de un proyecto de desarrollo basado en invertir en la juventud y en infraestructuras (y no al servicio de la movilidad del capital de los más ricos). Todo ello deberá basarse en una arquitectura democrática y parlamentaria más exitosa que la opacidad vigente en la zona del euro (donde las reuniones de los ministros de finanzas siguen celebrándose a puerta cerrada, con la misma ineficiencia que durante la crisis financiera). 


			Muy pronto, el nuevo Estado social requerirá una fiscalidad justa y un registro financiero internacional, para que las personas más ricas y las grandes empresas puedan contribuir tanto como sea necesario. El actual régimen de libre circulación de capitales, establecido a partir de los años 1980-1990 bajo la influencia de los países ricos (en particular de Europa), favorece de hecho la evasión de multimillonarios y multinacionales de todo el mundo; e impide que las frágiles administraciones tributarias de los países pobres pongan en marcha una fiscalidad justa y legítima, lo que perjudica gravemente la construcción del Estado en sí mismo. 


			Esta crisis puede ser una oportunidad para reflexionar sobre una dotación sanitaria y educativa mínima para todos los habitantes del planeta, financiada por el derecho universal de todos los países a una parte de los ingresos fiscales soportados por los agentes económicos más prósperos: las grandes empresas y los hogares con rentas y patrimonios más elevados (por ejemplo, más de diez veces la media mundial; es decir, el 1 por ciento más rico del planeta). Al fin y al cabo, dicha prosperidad proviene de un sistema económico mundial (y, por cierto, de la explotación desenfrenada de los recursos naturales y humanos del mundo entero durante varios siglos). Hace falta una regulación mundial para garantizar la sostenibilidad social y ecológica del planeta, incluida la introducción de una tarjeta individual de emisiones de carbono que prohíba las más elevadas. 


			Huelga decir que una transformación de este tipo requiere no pocos replanteamientos. Por ejemplo, ¿están Macron y Trump listos para cancelar las donaciones de impuestos a los más ricos realizadas al principio de su mandato? La respuesta dependerá tanto de la movilización de la oposición como de su propio campo. De algo podemos estar seguros: los grandes cambios políticos e ideológicos no han hecho más que empezar. 


			
	 


 	
	 
   


			El tiempo del dinero verde 


			 


			(12 de mayo de 2020) 


			 


			¿Puede la crisis provocada por la COVID-19 precipitar la adopción de un nuevo modelo de desarrollo, más equitativo y sostenible? Sí, pero a condición de que se produzca un claro cambio de prioridades y que se cuestione un cierto número de tabúes en las esferas monetaria y fiscal, que deben ponerse finalmente al servicio de la economía real y de objetivos sociales y ecológicos. 


			Debemos aprovechar este parón económico forzoso para empezar de cero. Tras semejante recesión, los poderes públicos tendrán que desempeñar un papel central en la reactivación de la actividad y del empleo. Pero esto debe hacerse invirtiendo en nuevos sectores (salud, innovación, medio ambiente) y optando por una reducción gradual y sostenible de las actividades más intensivas en carbono. Hay que crear millones de puestos de trabajo y aumentar los salarios en los hospitales, las escuelas y universidades, la reforma térmica de los edificios y los servicios de proximidad. 


			En lo inmediato, la financiación sólo puede hacerse a través de la deuda, y con el apoyo activo de los bancos centrales. Desde 2008, estos últimos han creado cantidades masivas de dinero para salvar a los bancos de una crisis financiera que ellos mismos habían causado. El balance del Eurosistema (la red de bancos centrales liderada por el Banco Central Europeo) ha pasado de 1.150 billones de euros, a principios de 2007, a 4.675 billones de euros, a finales de 2018; es decir, de apenas el 10 por ciento del PIB de la zona del euro a casi el 40 por ciento (12 billones de euros). Esta política ayudó a evitar las bancarrotas en cascada que habían conducido al mundo a la Gran Depresión en 1929. Pero la creación monetaria, decidida a puerta cerrada y sin un control democrático adecuado, también contribuyó a elevar el precio de los activos financieros e inmobiliarios y a enriquecer a los más pudientes, sin resolver los problemas estructurales de la economía real (falta de inversiones, aumento de las desigualdades, crisis ambiental) (véase gráfico 3.17). 


			 


			Gráfico 3.17. Bancos centrales y mundialización financiera 
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			Interpretación: Los activos totales de los bancos centrales de los países ricos han pasado del 13 por ciento del PIB en promedio, el 31/12/2000, al 51 por ciento, el 31/12/2018. Los activos del banco central de Japón y de Suiza superaron el ciento por ciento del PIB en 2017-2018. 


			Nota: El promedio de los países ricos es la media aritmética de los 17 países siguientes: Alemania, Australia, Bélgica, Canadá, Dinamarca, España, Estados Unidos, Francia, Finlandia, Países Bajos, Italia, Japón, Noruega, Portugal, Reino Unido, Suecia y Suiza. 


			Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 839. 


			 


			Existe un riesgo real de que sigamos en la misma dirección. Para hacer frente a la COVID-19, el Banco Central Europeo (BCE) ha puesto en marcha un nuevo programa de recompra de activos. El balance del Eurosistema pasó de 4.692 billones, el 28 de febrero de 2020, a 5.395 billones, el 1 de mayo de 2020 (según los datos publicados por el BCE el 5 de mayo).137 Sin embargo, esa inyección monetaria masiva (700.000 millones en dos meses) no será suficiente: el diferencial de tipos de interés frente a Italia, que había caído a mediados de marzo tras los anuncios del BCE, ha comenzado a subir de nuevo rápidamente. 


			 


			¿Qué se puede hacer? En primer lugar, hay que tener en cuenta que la zona del euro seguirá siendo frágil mientras decida someter sus diecinueve tipos de interés a la especulación de los mercados. Necesitamos urgentemente dotarnos de los medios para emitir deuda común con un mismo tipo de interés. Al contrario de lo que se escucha en ocasiones, el objetivo consiste sobre todo en mutualizar el tipo de interés, no en obligar a ciertos países a reembolsar la deuda de otros. Los países que pretenden ser los más ambiciosos en la materia (Francia, Italia, España) deben formular una propuesta concreta y operativa, que incluya la creación de un Parlamento que supervise el conjunto (siguiendo el modelo de la Asamblea franco-alemana creada el año pasado, pero con poderes reales, y abierta a todos los países que lo deseen). Alemania, que se encuentra bajo la presión de sus propios jueces constitucionales para aclarar su relación con Europa, elegirá sin duda alguna participar una vez que se ponga sobre la mesa una propuesta sólida y sus principales socios estén dispuestos a avanzar. En cualquier caso, la urgencia del asunto hace imposible sentarse a esperar por la unanimidad, que no llegará. 


			Sobre todo, debemos asumir que la creación monetaria sirve para financiar una recuperación verde y social, no para inflar los precios del mercado de valores. El gobierno español ha propuesto que se emitan entre 1 y 1,5 billones de euros de deuda común (alrededor del 10 por ciento del PIB de la zona del euro),138 y que esta deuda sin intereses permanezca en el balance del BCE a perpetuidad (o a muy largo plazo). Cabe recordar a este respecto que la deuda externa alemana se congeló en 1953 (y se suprimió definitivamente en 1991), así como que la enorme deuda pública restante de la posguerra se extinguió gracias a un gravamen excepcional sobre las grandes fortunas (algo que también tendrá que hacerse). La propuesta española debe ser apoyada, y reiterada si es necesario, mientras la inflación siga siendo moderada. Cabe señalar que los tratados de la UE no definen el objetivo de estabilidad de precios (el BCE ha fijado el objetivo del 2 por ciento, pero también podría ser del 3 o el 4 por ciento). Los mismos tratados establecen que el BCE debe contribuir a la consecución de los objetivos generales de la Unión, entre los que se encuentran el pleno empleo, el progreso social y la protección del medio ambiente (Tratado de la Unión Europea, art. 3). 



			Lo que es seguro es que es imposible recaudar esas cantidades sin recurrir al endeudamiento. Quienes en Bruselas hablan de grandes cifras del Green Deal sin ofrecer financiación no hacen más grande la política. Por definición, significa que reciclan el dinero ya comprometido (por ejemplo, tomando recursos del exiguo presupuesto de la UE, que apenas alcanza los 150.000 millones de euros al año, el 1 por ciento del PIB europeo), que contabilizan varias veces el mismo gasto o que suman las contribuciones públicas y privadas (con efectos de apalancamiento que hacen palidecer de envidia a todos los especuladores del planeta), y la mayoría de las veces todas esas cosas a la vez. Estas prácticas deben cesar. Europa corre un peligro mortal si no demuestra a sus ciudadanos que es capaz de movilizarse contra la COVID-19 al menos tanto como lo ha hecho por sus bancos. 


			
	 


 	
	 
   


			Afrontar el racismo, reparar la historia 


			 


			(16 de junio de 2020) 


			 


			La ola de movilizaciones contra el racismo y la discriminación plantea una cuestión crucial: la de las reparaciones frente a un pasado colonial y esclavista que decididamente no avanza. Por muy compleja que sea la cuestión, no es posible eludirla para siempre, ni en Estados Unidos ni en Europa. 


			Al final de la guerra de Secesión estadounidense, en 1865, el republicano Lincoln prometió a los esclavos emancipados que después de la victoria obtendrían «una mula y 40 acres de tierra» (unas 16 hectáreas). La idea era tanto compensarles por décadas de maltrato y trabajo no remunerado como permitirles encarar el futuro como trabajadores libres. Si se hubiera adoptado esa medida, habría supuesto una importante redistribución agraria, en particular a expensas de los grandes propietarios de esclavos. Pero tan pronto como la guerra terminó, la promesa cayó en el olvido: nunca se adoptó ningún paquete de compensación, y los 40 acres y la mula se convirtieron en el símbolo del engaño y la hipocresía de los nordistas (el director de cine Spike Lee ha dado irónicamente ese nombre a su productora de cine). Los demócratas recuperaron el control del sur e impusieron la segregación y la discriminación racial durante un siglo más, hasta la década de 1960. Tampoco entonces se aplicó compensación alguna. 


			Sin embargo, extrañamente, otros episodios históricos han tenido un tratamiento diferente. En 1988, el Congreso aprobó una ley que concedía 20.000 dólares a los japoneses-estadounidenses internados durante la segunda guerra mundial. La indemnización se aplicó a los que seguían vivos en 1988 (aproximadamente 80.000 de los 120.000 japoneses-estadounidenses internados de 1942 a 1946), con un coste de 1.600 millones de dólares. Una indemnización del mismo tipo a las víctimas afroamericanas de la segregación racial tendría un fuerte valor simbólico. 


			Tanto en el Reino Unido como en Francia, la abolición de la esclavitud estuvo acompañada por una compensación del Tesoro a los propietarios de esclavos. Para los intelectuales «liberales» como Tocqueville o Schölcher, era algo natural: si los propietarios eran desposeídos de su propiedad (que, a fin de cuentas, había sido adquirida dentro de un marco legal) sin una compensación justa entonces, ¿dónde se detendría esa peligrosa escalada? En cuanto a los antiguos esclavos, lo que necesitaban era aprender qué es la libertad trabajando duro. A lo único que tuvieron derecho fue a la obligación de firmar un contrato de trabajo a largo plazo con un terrateniente, sin el cual eran arrestados por vagabundeo. En las colonias francesas se mantuvieron diversas formas de trabajo forzado hasta 1950. 


			Con motivo de la abolición británica en 1833, se pagó el equivalente al 5 por ciento de la renta nacional británica (120.000 millones de euros en la actualidad) a unos 4.000 terratenientes, con una indemnización media de 30 millones de euros, que constituye el origen de muchas de las fortunas aún visibles hoy en día. En 1848 también se concedió una indemnización a los propietarios de esclavos en las islas Reunión, Guadalupe, Martinica y en la Guayana francesa. En 2001, durante los debates sobre el reconocimiento de la esclavitud como crimen contra la humanidad, Christiane Taubira intentó sin éxito convencer a sus colegas diputados de que crearan un comité para estudiar la posibilidad de indemnizar a los descendientes de esclavos, en particular en lo que respecta al acceso a la tierra y a la propiedad, que sigue estando muy concentrada entre los descendientes de los terratenientes. 


			La injusticia más extrema es sin duda el caso de Santo Domingo, que fue la joya de las islas francesas de esclavos en el siglo XVIII, antes de rebelarse en 1791 y proclamar su independencia en 1804, bajo el nombre de Haití. En 1825, el Estado francés le impuso una deuda colosal (300 por ciento del PIB de Haití en ese momento) para compensar a los terratenientes franceses por la pérdida de la propiedad de sus esclavos. Amenazada de invasión, la isla no tuvo más remedio que cumplir y devolver esa deuda, que el país arrastró como una piedra de molino hasta 1950, tras numerosas operaciones de refinanciación y pagos de intereses a banqueros franceses y estadounidenses (véase gráfico 3.18). 


			 


			Gráfico 3.18. Las sociedades esclavistas atlánticas (siglos XVIII-XIX) 
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			Interpretación: Los esclavos representaban en torno a un tercio de la población en el sur de Estados Unidos desde 1800 hasta 1860. Esa proporción pasó de casi el 50 por ciento a menos del 20 por ciento en Brasil entre 1750 y 1880. Superaba el 80 por ciento en las islas esclavistas de las Antillas británicas y francesas en 1780-1830, y alcanzó incluso el 90 por ciento en la isla de Santo Domingo (las actuales Haití y República Dominicana) en 1790. 

            
            Fuentes y series: Véase <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. 


			 


			Haití reclama actualmente a Francia el reembolso de ese tributo inicuo (30.000 millones de euros, sin incluir los intereses), y es difícil no darle la razón. Al rechazar cualquier discusión sobre una deuda que los haitianos tuvieron que pagar a Francia sólo por haber querido dejar de ser esclavos, sabiendo que los pagos realizados desde 1825 hasta 1950 están bien documentados y son indiscutibles, y cuando todavía hoy se pagan compensaciones por los expolios que tuvieron lugar durante las dos guerras mundiales, corremos inevitablemente el riesgo de crear un inmenso sentimiento de injusticia. 


			Lo mismo vale para nombres de calles y estatuas, como la del traficante de esclavos que acaba de ser derribada en Bristol. Por supuesto que no siempre será fácil trazar la línea que separe las estatuas buenas de las malas. Pero, al igual que ocurre con la redistribución de la propiedad, no queda más opción que confiar en la deliberación democrática para tratar de establecer reglas y criterios justos. Negarse a discutirlo es perpetuar la injusticia. 


			Más allá del difícil pero necesario debate sobre las reparaciones históricas, debemos sobre todo encarar el futuro. Para resarcir a la sociedad de los daños del racismo y el colonialismo, es necesario cambiar el sistema económico, basándolo en la reducción de la desigualdad y en la igualdad de acceso a la educación, al empleo y a la propiedad (incluida una herencia mínima) para todos, sea cual sea el origen de cada uno, tanto para los negros como para los blancos. Las movilizaciones de estos días, que reúnen a ciudadanos de distinta procedencia y condición, pueden contribuir a ello. 


			
	 


 	
	 
   


			Reconstruir el internacionalismo 


			 


			(14 de julio de 2020) 


			 


			¿Es posible volver a dar un significado positivo al internacionalismo? Sí, pero sólo si damos la espalda a la ideología del libre comercio absoluto, que hasta ahora ha guiado la globalización, y si adoptamos un nuevo modelo de desarrollo basado en principios explícitos de justicia económica y climática. Ese modelo debe ser internacionalista en sus objetivos últimos, pero soberano en sus modalidades prácticas, en el sentido de que cada país, cada comunidad política, debe ser capaz de establecer las condiciones para la prosecución del comercio con el resto del mundo, sin esperar el acuerdo unánime con sus socios. La tarea no será fácil, y este soberanismo de vocación universalista no siempre será fácil de distinguir del soberanismo de tipo nacionalista. Por eso resulta urgente aclarar las diferencias entre uno y otro. 


			Supongamos que un país, o una mayoría política dentro de él, considera conveniente introducir un impuesto altamente progresivo sobre las grandes rentas y patrimonios, con el fin de llevar a cabo una importante redistribución a favor de los más desfavorecidos, financiando al mismo tiempo un programa de inversiones sociales, educativas y ecológicas. Para avanzar en esa dirección, el país está considerando la posibilidad de aplicar una retención en origen sobre los beneficios empresariales y, sobre todo, un sistema de catastro financiero que permita identificar a los titulares últimos de acciones y dividendos y, por tanto, aplicar los tipos impositivos deseados a nivel individual. Esto podría complementarse con una tarjeta individual de emisiones de carbono para fomentar un comportamiento ambientalmente responsable, al mismo tiempo que se imponen impuestos suficientemente desincentivadores a las emisiones más elevadas, así como a quienes se benefician de las empresas más contaminantes, para lo que también en este caso se requiere saber quiénes son sus propietarios. 


			Lamentablemente, un registro financiero de este tipo no estaba previsto en los tratados sobre libre circulación de capitales establecidos en las décadas de 1980 y 1990, en particular en Europa en virtud del Acta Única (1986) y el Tratado de Maastricht (1992), textos que influyeron mucho en los adoptados después en el resto del mundo. Esta arquitectura jurídica ultrasofisticada, que sigue vigente hoy en día, creó de facto un derecho casi sagrado a enriquecerse a partir de las infraestructuras de un país, haciendo clic en un botón para transferir activos posteriormente a otra jurisdicción, sin posibilidad de que nadie los rastree. A raíz de la crisis de 2008, a medida que los excesos de la desregulación financiera se hacían evidentes, se elaboraron acuerdos en el seno de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) para el intercambio automático de información bancaria. Pero esas medidas, establecidas con carácter puramente voluntario, no incluyen ninguna sanción para los incumplidores. 


			Supongamos, pues, que un país desea acelerar los cambios y decide introducir una fiscalidad redistributiva y un catastro financiero. Imaginemos que uno de sus países vecinos no comparte el mismo punto de vista y aplica un tipo irrisorio al impuesto sobre los beneficios empresariales y al impuesto sobre emisiones de carbono a las empresas establecidas en su territorio (de manera real o ficticiamente), al mismo tiempo que se niega a transmitir información sobre sus titulares. En estas condiciones, el primer país debería, en mi opinión, imponer al segundo sanciones comerciales, que variarían según la empresa, en proporción a los daños fiscales y climáticos causados. Estudios recientes han demostrado que sanciones de este tipo aportarían ingresos sustanciales y constituirían un incentivo para que otros países cooperasen.139 Por supuesto, habría que demostrar que dichas sanciones sólo corrigen la competencia desleal y el incumplimiento de los acuerdos climáticos. El caso es que estos últimos son tan imprecisos e, inversamente, los tratados sobre la libre circulación absoluta de mercancías y capitales son tan sofisticados y vinculantes, en particular a escala europea, que un país que emprendiera este camino muy probablemente sería condenado por los organismos europeos o internacionales (Tribunal de Justicia de la Unión Europea, Organización Mundial del Comercio, etc.). Llegado el caso, no quedaría más remedio que asumirlo y retirarse unilateralmente de los tratados en cuestión, proponiendo en su lugar otros nuevos. 


			¿Cuál es la diferencia entre el soberanismo social y ecológico que acabamos de esbozar y el soberanismo nacionalista (digamos de tipo trumpista, chino, indio o, el día de mañana, francés o europeo), basado en la defensa de una identidad civilizatoria particular y de intereses considerados homogéneos dentro de ella? 


			Existen dos diferencias. En primer lugar, antes de adoptar posibles medidas unilaterales, es crucial proponer a otros países un modelo de desarrollo cooperativo, basado en valores universales: justicia social, reducción de las desigualdades, preservación del planeta. También es necesario describir con precisión las asambleas transnacionales (como la Asamblea franco-alemana creada el año pasado, pero con poderes reales) que idealmente deberían estar a cargo de los bienes públicos mundiales y de las políticas fiscales y de justicia climática comunes (véase tabla 3.1). 


			En segundo lugar, si no se adoptan estas propuestas de federalismo social en un futuro inmediato, el enfoque unilateral debe, no obstante, seguir siendo incitativo y reversible. El objetivo de las sanciones es alentar a otros países a salir del dumping fiscal y climático, no a instalarse en el proteccionismo permanente. Desde este punto de vista, las medidas sectoriales sin base universal, como el impuesto GAFA,140 deben ser proscritas, ya que se prestan fácilmente a una escalada de sanciones (impuestos sobre el vino frente a impuestos digitales, etc.). 


			 


			Tabla 3.1. Una nueva organización de la mundialización: la democracia transnacional 


			 



  
    	
	Asamblea transnacional 

    A cargo de los bienes públicos globales (clima, investigación, etc.) y de la justicia fiscal global (impuestos comunes sobre los patrimonios y rentas más altos, las grandes empresas y el carbono) 
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			Interpretación: De acuerdo con este esquema organizativo, los tratados que regulan la globalización (circulación de mercancías, capitales y personas) preverían la creación, entre los Estados y las distintas Uniones regionales, de una Asamblea transnacional encargada de los bienes públicos globales (clima, investigación, etc.) y de la justicia fiscal mundial (impuestos comunes sobre los patrimonios y rentas más elevados, las grandes empresas y el carbono). 


			Nota: los países A, B, C, D, etc. pueden ser Estados como Francia, Alemania, Italia, España, etc., en cuyo caso la Asamblea transnacional sería la Asamblea europea; o bien pueden ser Uniones regionales como la Unión Europea, la Unión Africana, etc., en cuyo caso la Asamblea transnacional sería la Unión euroafricana, etc.; la Asamblea transnacional puede estar compuesta por diputados de los Parlamentos nacionales y/o diputados transnacionales elegidos específicamente para este fin, según sea el caso. 


			Fuente: Véase Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., p. 1.216 


			 


			Pretender que un camino de este tipo es fácil de seguir y está bien balizado sería absurdo: todo está por inventar. La experiencia histórica demuestra que el nacionalismo sólo puede conducir a exacerbar las tensiones desigualitarias y climáticas, y que el libre comercio absoluto no tiene futuro. Razón de más para empezar a pensar desde ya en las condiciones de un nuevo internacionalismo. 


			
	 


 	
	 
  

Notas




			1. Véase, sobre todo: Thomas Piketty, Les hauts revenus en France au XXè siècle, B. Grasset, París, 2001 (versión castellana de Guillermina Cuevas Mesa, Los altos ingresos en Francia en el siglo XX: desigualdades y redistribuciones, 1901-1998, Fondo de Cultura Económica, Madrid, 2018); Le capital au XXIè siècle, Seuil, París, 2013 (hay dos versiones en castellano: de Eliane CazenaveTapie Isoard y Guillermina Cuevas Mesa, El capital en el siglo XXI, Fondo de Cultura Económica, Madrid, 2014, y de Francisco J. Ramos y Ana Escartín Arilla, El capital en el siglo XXI, RBA, Barcelona, 2015; Capital et idéologie, Seuil, París, 2019 (versión castellana de Daniel Fuentes, Capital e ideología, Deusto, Barcelona, 2019). Para una bibliografía exhaustiva y otros textos, citas y datos disponibles en línea, véase: <piketty.pse.ens.fr>. [Consulta: 21/01/2021] 


			


			2. Estos datos, así como los miles de páginas de estudios y documentación sobre más de un centenar de países, están disponibles en línea en el sitio web WID. world. Véase también: Facundo Alvaredo, Lucas Chancel, Thomas Piketty, Emmanuel Saez y Gabriel Zucman, Rapport sur les inégalités mondiales 2018, Seuil, París, 2018. (Versión sintética online en castellano Informe sobre la desigualdad global 2018, en <http://wir2018.wid.world>. [Consulta: 21/01/2021]) 


			


			3. Para una presentación más detallada de estos «elementos para un socialismo participativo», véase: Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., capítulo 17, pp. 1.144-1.225. 


			


			4. Véase: <lemonde.fr/blog/piketty>. [Consulta: 21/01/2021] El lector interesado también encontrará en este sitio enlaces a los archivos de datos utilizados en los gráficos y cuadros; algunos datos adicionales están disponibles en WID.world o en <piketty.pse.ens.fr> [Consulta: 21/01/2021] 


			


			5. Para un análisis detallado de la evolución histórica de las desigualdades de renta y de patrimonio, véase: Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit.; en particular los gráficos 4.1-4.3, 5.4-5.7, 10.1-10.7, 11.1-11.8, 13.8-13.9. Estos gráficos y series están disponibles en <piketty.pse.ens.fr/ideologie>. [Consulta: 21/01/2021] 


			


			6. Véase: Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., gráficos 10.14-10.15. 


			


			7. Véase: «Evitar lo peor», 14 de abril de 2020. Las referencias de este tipo corresponden a una columna de Thomas Piketty publicada en su blog en Le Monde, <bloglemonde.fr/blog/piketty> [consulta: 21/01/2021], e incluida en este libro. 


			


			8. Volveré más adelante sobre el modo en que conviene utilizar en un futuro el concepto «crecimiento». 


			


			9. Véase: Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., gráficos 0.8 y 17.1. Véase también: «Parcoursup: se puede hacer mejor», 13 de febrero de 2018. 


			


			10. Véase: «Presupuestos generales 2018: la juventud sacrificada», 12 de octubre de 2017. 


			


			11. En concreto, las leyes constitucionales alemanas de 1919 y 1949 definían la propiedad como una relación social en la que participan varios tipos de interesados, lo que permite este tipo de reforma, que sería, por ejemplo, mucho más difícil de aplicar dentro de la actual Constitución francesa, que se basa en una visión mucho más conservadora de la propiedad estrictamente privada. En lugar de centrarse en la transición a una VI República o en el establecimiento de una Asamblea constituyente (sin que se sepa muy bien en qué consiste el cambio constitucional previsto), el debate francés sobre la reforma constitucional saldría ganando si se fijasen objetivos socioeconómicos más sustanciales, en particular en la cuestión de la propiedad y la tributación progresiva. Véase: Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., capítulo 17. 


			


			12. En Francia, a partir de 2013, se ha reservado un tímido puesto (sobre doce) en los consejos de administración de las grandes empresas. 


			


			13. Por ejemplo, un accionista individual podría poseer un máximo del 90 por ciento del total de derechos de voto de los accionistas en las empresas pequeñas (menos de 10 empleados), umbral que se iría reduciendo gradualmente hasta el 10 por ciento del total de derechos de voto de los accionistas en el caso de las grandes empresas (más de 100 empleados). Si hubiera un solo accionista, los derechos de voto de los accionistas no asignados se añadirían a los derechos de voto de los empleados. Véase: Thomas Piketty, Capital e ideología, op. cit., capítulo 17. Este sistema generaliza a todos los sectores de actividad las normas de limitación de los derechos de voto ya propuestas para las empresas de medios de comunicación. Véase: Julia Cagé, Sauver les médias: capitalisme, financement participatif et démocratie, col. «La République des idées», Seuil, París, 2015. 
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